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Prólogo de la edición de 1870 



Para la historia política de la República de Chile no puede 
ser indiferente ver, en los trabajos de uno de los mas cons- 
tantes servidores de la democracia, cuál ha sido la marcha de 
las ideas de reforma, desde que reaparecieron en nuestro tea- 
tro político, después de haber estado olvidadas, perdidas en el 
polvo de una derrota de veinte años. 

Fijar la época de aquella resurrección, definir la acción del 
partido político que la apoyó, sus aspiraciones i su noble ta- 
rea, tales fueron el interés i el propósito que tuvo el autor al 
consentir en la publicación de la Primera Serie de estos docu- 
mentos parlamentarios, que apareció en 1837, mediante las 
instancias de un amigo. Convenia presentar las ideas de la re- 
forma en toda su claridad, fijar las aspiraciones del Partido 
Liberal que habia pretendido realizarlas, desUndar la tarea de 
este partido, para que no la olvidara, para que continuara lle- 
nándola, para que aquellas ideas fuesen siempi:e el centro de 
imion de todos los amigos del progreso moral de nuestro pais. 

Doce años han trascurrido desde aquella publicación, i es 
preciso confesar que la de esta Segunda Serie ya no puede ser- 
vir al mismo propósito. En este corto lapso, aquel partido po- 
lítico ha desaparecido. Corrió la misma suerte que dos veces, 
al principiar los dos quinquenios de la administración Búlnes, 
habia corrido la política de conciliación, que intentó entroni- 
zarse i consolidarse, como política liberal, como política de re- 
forma. 



En 1857, el autor de estos documentos conjuraba a su par- 
tido para que huyera de aquel precipicio, denunciándole que 
al abrigo del partido conservador vivían muchos poderosos 
elementos que entrañan en su esencia el espíritu colonial, i 
mostrándole que la única misión del partido liberal consistia 
en defender el derecho contra los ataques de los reaccionarios 
i de los conservadores. Su esp)eranza se cifraba en que aquel 
partido defendería siempre, sin transijir, la causa del derecho, 
que es la de la libertad. 

No ha sucedido así. La lójica de los acontecimientos es siem- 
pre mas poderosa que la de las convicciones aisladas de un 
hombre cuyas fuerzas no bastan para atajar la corriente que 
toman los intereses de un partido político, la cual le arrastra, 
a pesar de aquellas convicciones, como un náufrago, hasta que 
logra tomar la orilla, para salvarse. 

Uno de estos cataclismos morales es el que aparece histo- 
riado en una parte de esta Segunda Serie de los Proyectos de 
Lei i Discursos Parlamentarios, He aquí su interés. He aquí la 
razón por qué esta publicación no tiene el mismo propósito de 
la primera. Ya no se trata en ella de demostrar la justicia del 
deber que habian creído cumplir los servidores de la causa 
liberal, i la manera como cumplieron ese deber en la lucha. 
Se trata de demostrar cómo abandonaron ese deber. 

¿Pero cuáles la causa de aquel fenómeno histórico entre 
nosotros? ¿ Por qué la política liberal ha abdicado tres veces 
desde que ha aparecido, no solamente en las dos primeras 
épocas, en que nació enfermiza i débil, a la sombra del partido 
conservador, sino en la tercera, en que había retemplado su 
vigor al calor de una lucha i de una caida, que no la habian 
doblegado? ¿Porqué ha podido dominar cuarenta años una 
jx)htica injusta i falaz, absorbiendo las aspiraciones liberales 
que ha encontrado en su camino, como una esponja embebe 
las gotas de agua que toca? 

Responda el pueblo, que aun no tenia una fe completa i 
unánime; el pueblo que todavía oía con indolencia la voz de 
los que proclamaban sus derechos, que miraba con indiferencia 
a los que se atrevían a defender esos derechos, dejándolos 
solos en el combate, viéndolos perder su vigor, sin confor- 
tarlos, abandonándolos en la derrota i el sacrificio; el pueblo, 
que no ha sabido vijilar, que no ha tenido espíritu para 
hacer valer su opinión, i que solo ha tenido sacudidas ínter- 



mitentes, vigores exéntricos, desesperados, cuando ha sentido 
que era ya excesiva la presión del despotismo i se sentía estre- 
chado, aniquilado. 

«Este pueblo es un mastodonte, decia el espiritual Palazue- 
los, que deja que le anden encima toda clase de bichos, sin 
sentirlos; i que necesita que lo pinchen, que lo puncen, que lo 
tunden, que lo acribillen para sacudirse i lanzar una coz». Va- 
liera masque fuera una ardilla, celosa, vijilante, inquieta, 
para no dejarse atrapar. 

Un pueblo que comprende sus intereses, que sabe que no 
solamente tiene un vientre, sino también dereclios que man- 
tener; que sabe que su tranquihdad i comodidad no son mas 
que la mitad de su vida, i que la otra mitad la forman esas 
facultades en cuyo desarrollo ha i)uesto la naturaleza su per- 
fección i progreso; un pueblo que comprende todo eso tiene lo 
que se llama espíritu público, hace valer su opinión, apoya a 
los que defienden sus derechos i no se entrega como^un rebaño 
al capricho de un pastor. 

¿Pero ha podido el pueblo de Chile comprender de ese modo 
sus intereses? Ha podido dejar de ser el mastodonte de Pala- 
zuelos, cuando su Constitución orgánica no era la de una ar- 
dilla? Acaso la política conservadora no ha cifrado su domina- 
ción en desfigurar todas las manifestaciones del derecho, en 
mantener organizadas todas las funciones vitales de ese pue- 
blo, de modo que jamas tuviera voluntad propia i que siem- 
pre sirviera a autorizar las voluntades de sus tutores? 

Lo sé demasiado. ¿Pero quién ha dicho que un pueblo so-. 
juzgado de tal manera puede perder la conciencia de su deber, 
hasta el punto de prestarse siempre a servir de instrumento, 
de someterse siempre al buen éxito i aplaudirlo, de no tener 
siquiera valor para condenar las inmorahdades triunfantes, 
las mentiras legalizadas, los vicios insolentados? ¿Se puede 
admitir, sin protestar, una situación en que solo la fuerza sea el 
salvo-conducto de los estravíos del poder, i de los de la rique- 
za, de las insolencias del buen éxito contra la sana política, 
contra la moral, contra la verdad i la justicia? ¿Qué impu- 
dencia no se alza, qué tráfico no medra, qué injusticia no 
triunfa, qué ridiculez no se hace aplaudir en una situación se- 
mejante? 

I no se diga que el pais no ha tenido respiros bajo la domi- 
nación de la política conservadora; no se diga que ésta ha so- 
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focado su espíritu hasta el estremo de no dejar paso al crite- 
rio moral, a la opinión ilustrada, a la proclamación de la ver- 
dad. Nó, por el contrario, aquella política no solo ha dejado 
Ubre la acción de todas las facultades activas de la sociedad, 
sino que aun ha dejado al pueblo ciertas funciones, que eUa 
no ha podido convertir en simulacros i en resortes de su poder, 
sino mediante el abandono indolente que el pueblo ha hecho 
de la práctica de su deber. 

En ese abandono está la causa de los triunfos de la reac- 
ción i del despotismo, i también la causa de las deplorables 
rebeliones a que ha tenido que recurrir el pais para luchar a 
mano armada contra aquellos triunfos. ¿Necesitaba, acaso, 
derramar su sangre el pueblo para poner término a los e.xce- 
so5 del poder absoluto? ¡Ah! si hubiera vijilado constante- 
mente sobre sus derechos, si se hubiera olvidado un poco del 
vientre, para practicar los derechos que se le concedian i para 
levantar su espíritu; si hubiera hecho oír su opinión apoyando 
a los que la representaban, si hubiera cumplido con su deber 
de ponerse siempre al lado del derecho i de la verdad, la reac- 
ción i el despotismo no habrían hallado franco su camino para 
imponerse, ni el pueblo habría tenido que hacerse matar para 
contenerlos. 

Pueblo que vijilano muere. Pueblo que reclama sus dere- 
chos con constancia no ha menester de luchas armadas para 
vindicarlos. Pueblo que se deja aiTebatar su personalidad por 
rellenar el vientre, sale siempre con el mochuelo. 

Pero ese pueblo es ya viril, no solo viril, sino rico; no solo 
rico, sino bastante ilustrado ya para dejarse engañar, para no 
saber lo que le toca, para callarse en presencia de la traición, 
de la inmoralidad, de la mentira, de la arbitrariedad. 

Si él hubiera vijilado, no habria sido envuelto en el error 
del partido liberal, que se imajinó que podia dejarse absorber 
por el conservador i el reaccionario, sin abdicar; que podia 
convertirse en moderado i servir al mismo tiempo con lealtad 
a la reforma que habia proclamado; que podia tomar su parte 
en el ejercicio del poder arbitrario, sin mancharse con los mis- 
mos vicios, las mismas faltas, los mismos crímenes que antes 
habia condenado. 

Si él vijilara hoi, podría triunfar de los engaños i las menti- 
ras con que se le entretiene, de la reacción que amenaza, de 
las añejas instituciones represivas, que solo esperan un des- 



/ 



pota audaz que las utilice; podría, en fin, salvar su porvenir 
pacíficamente, afianzando el derecho en su voluntad, en su 
opinión, en su acción vigorosa, franca i potente. 

En realidad, si la reacción i el despotismo se han mantenido, 
si han triunfado de las aspiraciones liberales, es porque to- 
davía éstas no eran sociales; i he aquí la causa de aquel aban- 
dono que el pueblo hacia de su deber, precisamente en los 
momentos de cumplirlo. Habia un partido contrario al sis- 
tema liberal, i que era poderoso, no tan solo por la organiza- 
ción legal que le favorecía, sino también porque se sentía apo- 
yado en una parte de la sociedad que adhería a este orden 
legal. El sistema liberal nb se implanta de un golpe: es necesa- 
rio a veces conquistar uno a uno los derechos, las libertades 
que lo constituyen. Todo esto es cierto. ¿Pero acaso el pueblo 
no es responsable de su incuria, de la indolencia con que mira 
su progreso moral, de la preferencia que da sobre este pro- 
greso a sus intereses materiales, del egoismo ciego con que 
abandona los intereses públicos a los que son mas osados para 
apoderarse de ellos ? 

El pueblo no debe desentenderse de su responsabilidad, de 
esa responsabilidad que nace del deber de velar sobre sus pro- 
píos destinos, completando la esperiencia, corrijiendo las ideas 
en el crisol de la verdad, rechazando los errores i los crímenes 
del pasado i condenando las instítucione§ que los sancionan i 
los perpetúan. 

Un constante amigo suyo le recuerda ese sacrosanto deber i 
le ayuda a cumphrlo, trayendo a la grande obra sus débiles 
fuerzas, con;buena voluntad i con fe incontrastable. Es nece- 
sario que la^Jcausa de la libertad no vuelva a sucumbir por 
cuarta vez; es necesario que el pueblo la haga suya i la com- 
prenda en]^toda su pureza, libre de engaños, de ilusiones i de 
falsías; pues el derecho es claro como el sol, i basta mirarlo 
para comprenderlo. 

J. V. Lastarria. 
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Examen de los proyectos de lei sobre ex-vincula- 
cion de bienes comprendidos en la lei de mayo- 
razgos. 



Antes de debatirse esta interesante cuestión en la 
Cámara de Diputados, la prensa la trató, i el autor pu- 
blicó el escrito siguiente para fijar sus ideas. 

I 

Sacuden mas la habitual apatía de nuestras Cáma- 
ras i de la opinión pública los proyectos de lei que afec- 
tan a un número determinado de ciudadanos, que aque- 
llos que se refieren a la jeneralidad; i la razón de este 
hecho, que se reproduce en todas partes, consiste en 
que el interés está sujeto a las mismas condiciones que 
los fluidos, i es capaz como éstos, de poner en acción 
masas enormes cuando está concentrado su volumen. 
Así no es de admirarse de que el negocio de las Ex-vin- 
cul aciones^ produzcdi a su turno una excitación análoga 
a lasque trajo el negocio de los mayorazgos: los intere- 
ses antagonistas sostienen ahora la misma lucha que 
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entonces, i como sus armas envenenadas hieren de 
muerte los principios i alcanzan hasta perturbar las 
bases de la moralidad pública i privada, creemos que 
es un deber de todos los que no participan de esos inte- 
reses, elevarse sobre ellos i pronunciar su voto en favor 
de los principios bien entendidos. En esto consiste el 
bien social respecto de esas cuestiones en que se cho- 
can los intereses individuales i el modo de hacerlo va- 
ler en ellas, de defenderlo contra las influencias malé- 
ficas de estos intereses, no puede ser otro que el abo- 
gar por los verdaderos principios. 

Tal es el propósito que tienen estas líneas destinadas 
a presentar la cuestión en su verdadero punto de vista, 
mediante un examen sencillo de los proyectos sobre 
Ex'Vinculaciones. Vamos a presentarlos en su testo, 
para que puedan ser mejor apreciadas nuestras refe- 
rencias i objeciones. 



Cámara de Senadores. 

Santiago, setiembre 12 de 1865. 

El Senado, a propuesta de uno de sus miembros, ha 
dado su aprobación al siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Articulo primero. Todos los fundos urbanos o 
rústicos sujetos a prohibición temporal o perpetua de 
enajenar, bien se suceda en ellos de una manera regu- 
lar o irregular, por uno o muchos poseedores tempo- 
rales o vitalicios, i ya alternen o no en la posesión, i los 
fundos destinados a servir al objeto de disposiciones 
piadosas o capellanías laicales o eclesiásticas, o al uso, 
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usufructo o habitación de una o muchas personas o lí- 
neas, ya se hayan aplicado a estos fines por acto testa- 
mentario o entre vivos: i finalmente sea cual fuere la 
causa de la prohibición de enajenar temporal o perpe- 
tua a que estén sometidos, i la forma i objeto a que ha- 
yan sido destinados, se harán comerciales i enajenables, 
imponiendo sobre ellos mismos o sobre otro u otros 
fundos su valor líquido a censo del cuatro por ciento, 
con descuento de los gravámenes a que se hallaren 
afectos de antemano, i de los costos de las dilij encías 
necesarias para la imposición censual. 

Art. 2P Las imposiciones de que trata el artículo an- 
terior en ningún caso serán gravadas con el derecho de 
imposición prescrito por la lei de 17 de marzo de 1835. 

Art. 3.^ Ante la respectiva Corte de Apelaciones se 
deberán practicar las dilij encías necesarias para la 
constitución de los censos a que se refieren los artículos 
anteriores, debiendo observarse los procedimientos que 
siguen: 

i.<^ A instancia del actual poseedor o cualquiera de 
los actuales poseedores, la Corte teniendo a la vista los 
documentos en virtud de los que se halla la finca sujeta 
a prohibición de enajenar, i la designación que en ellos 
mismos o por referencia del interesado se haga de los 
otros poseedores actuales i de los próximos suce- 
sores, les mandará citar con designación de día i hora 
para que concurran con el fiscal ante uno de los Minis- 
tros de la misma Corte, a fin de que en comparendo 
nombren de común acuerdo un perito para la tasación 
del fundo; i si en la conferencia no se pudiera lograr 
este objeto, el Ministro que la presidiere, la terminará 
haciendo inscribir en' cédulas distintas el nombre de 
tres peritos calificados por él, de conocida probidad i 
aptitudes, para que sacándose uno a la suerte, éste sea 
el que practique la tasación. 
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2.^ Para llevar a efecto la citación a que se refiere el 
inciso anterior, se notificará en persona al poseedor o 
poseedores actuales, i al próximo o próximos sucesores 
o a sus representantes legales; pero si los próximos su- 
cesores no estuvieren designados, o éstos i los actuales 
poseedores fueren personas desconocidas o sin residen- 
cia fija dentro o fuera del territorio de la República, 
se les citará entonces especial o colectivamente, por el 
periódico oficial, designándose el objeto de la citación^ 
i el plazo dentro del cual deberán comparecer, i ven- 
cido dicho plazo se procederá al nombramiento de pe- 
rito por los que concurrieren, i por el fiscal que re- 
presentará a todos los que no hayan concurrido, ya se 
hayan citado en persona o por el aviso de que se trata. 

3.0 Bastará la citación referida en la forma dicha 
para que el fiscal represente a todos los que no com- 
parezcan. 

Art. 4.0 Aprobado por la Corte el nombramiento de 
perito, procederá a tasar, i practicada esta dilijencia i 
aprobada que sea también por el tribunal con la au- 
diencia prescrita, la Corte ordenará que se proceda a 
la imposición censual que también deberá aprobarse 
por dicho tribunal luego que se efectúe. 

Art. 5.0 No habrá derecho a reclamar mejoras en 
los bienes de cuya ex- vinculación se trata. 

Art. 6P A instancia del actual poseedor, o de cual- 
quiera de los actuales poseedores, si fueren muchos, se 
procederá en el término de seis años, contados desde la 
promulgación de esta lei, a la imposición censual que 
ella prescribe en la forma i bajo los procedimientos que 
ordena. 

Art. 7.0 Si trascurridos los seis años de que trata el 
artículo anterior, no compareciere algún actual posee- 
dor a solicitar la imposición del censo, el fiscal deberá 
solicitarla de oficio. 
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Art. 8P Hecha i aprobada la imposición censual en 
la finca o fincas respectivas, o en otra u otras que sean 
suficientes para asegurar el censo, todos los derechos 
constituidos a favor de las instituciones o personas a 
que se refiere el artículo i,^ de la presente lei quedarán 
subrogados por el goce de las pensiones que produce di- 
cho censo; i los actuales poseedores adquirirán la pro- 
piedad de la finca ex- vinculada i tendrán el derecho de 
disponer de ella en cualquier tiempo por testamento o 
acto entre vivos ola trasmitirán ab-intestato de la mis- 
ma manera que les seria lícito efectuarlo si jamas hu- 
biera intervenido prohibición de hacerlo. 

Art. 9.*^ Antes de haberse cumplido con lo prescrito 
en el artículo anterior, ningún actual poseedor podrá 
disponer de las fincas en manera alguna de aquellas a 
a que le autorizada el título de propietario i los próxi- 
mos sucesores conservarán íntegros e ilesos sus dere- 
chos. 

Con todo si nombrado el perito en la forma antedi- 
cha falleciere el actual poseedor que ha solicitado la 
ex-vinculacion sin haber podido consumarla, esto no le 
dañará para disponer por testamento de la finca o fin- 
cas o para trasmitirlas ab-intestato, con tal que sus he- 
rederos practiquen inmediatamente las dilij encías ne- 
cesarias para la imposición del censo. 
C Dios guarde a V. E. — Diego José Benavente. — 
Miguel Campino, Secretario. 
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Cámara de Diputados. 



La Comisión de Lejislacion i Justicia, informando 
sobre el proyecto de lei aprobado por el Senado, rela- 
tivo a la ex-vinculacion de cierta clase de bienes no 
comprendidos en la lei de 14 de julio de 1852, tiene el 
honor de someter a la deliberación de esta Honorable 
Cámara el resultado de sus observaciones sobre el 
enunciado proyectó. 

Mediante él se trata de satisfacer una grave necesi- 
dad pública, cual es, restituir a ciertos bienes la cuali- 
dad de comerciales o enajenables que les habia sido 
arrebatada, ya por disposiciones testamentarias o por 
actos entre vivos. A pesar de que la lei de 14 de ju- 
lio del 52 operó una reforma sustancial en el modo de 
ser de los mayorazgos, no obstante siempre quedaron 
en pié instituciones mas o menos análogas, de natura- 
leza casi indefinible, que del mismo modo que ellos 
mantienen aun separada del movimiento comercial 
una masa considerable de valores. Era por consiguien- 
te necesario que se aplicase a estas instituciones una 
medida análoga a la adoptada respecto de los mayo- 
razgos, para nivelar la condición raiz, i destruir el mo- 
nopolio del dominio sobre ciertos bienes, que hasta 
ahora se ha conservado en manos de personas o corpo- 
raciones determinadas. 

La Comisión no ha trepidado un momento en aso- 
ciarse a esta idea iniciada por el Senado. Pero al tratar 
de desarrollarla i ponerla en via de ejecución, ha toca- 
do con numerosos inconvenientes que ha creido indis- 
pensable remover. 

La primera dificultad que en esta materia se presen- 
ta es la de clasificar los gravámenes que embarazan la 
libre circulación de la propiedad en cuya abolición esté 
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interesado el bien público. La solución que de ella ha 
dado el proyecto del Senado, a juicio de la Comisión, 
parecía inaceptable. Según él, debian estinguirse, no 
solo los gravámenes de naturaleza permanente, sino 
aun los transitorios o de corta duración. Esta medida 
traspasaría los límites a que es de presumir haya que- 
rido llegar el autor del proyecto, juzgando de su alcan- 
ce por el conjunto de las ideas que en él se desenvuel- 
ven. 

Como si semejante disposición llegara a adoptarse, 
nos colocarla en una situación del todo anómala, sin 
enlace alguno con la lejislacion vi j ente, i en contradic- 
ción abierta con el Código Civil que en breve princi- 
piará a rejimos, ha parecido preferente a la Comisión 
separarse en esta parte de las ideas del Senado, procu- 
rando, ante todo, armonizar, mas bien que poner en 
pugna las instituciones creadas al amparo de la lei ac- 
tual con las que mas tarde podrán formarse bajo el im- 
perio de dicho Código. 

Otra razón mas se ha tenido presente para respetar 
las instituciones que embarazan transitoriamente la 
libre circulación de la propiedad; i es que semejantes 
trabas son a la vida de las naciones lo que la existen- 
cia de los individuos es respecto de la humanidad: he- 
chos aislados i pasajeros, que no dejan huella en pos de 
sí, puesto que al dia siguiente de su existencia vuelven 
las cosas a reasumir su condición primitiva, confundién- 
dose entre las demás que se hallan sometidas a la ac- 
ción jeneral del comercio. 

Por otra parte, la sociedad está soUdariamente inte- 
resada en que se respete el derecho de propiedad; i a 
menos que abusos mui perniciosos aconsejen restrin- 
jirlo, siempre será prudente mantenerlo i conservarlo 
en toda su integridad. 

Países mas avanzados que el nuestro, de mayor acti- 
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vidad industrial que la que se desarrolla en nuestro 
suelo, reconocen la lejitimidad de gravámenes transi- 
torios sobre la propiedad, sin que la esperiencia haya 
hecho conocer los malos resultados que de aquí pudie- 
ran orijinarse. Seria pues arbitrario negar en Chile una 
facultad que en todo pais civilizado se reconoce como 
inherente al dominio, sin que para ello existan razones 
que lo autoricen. 

Guiada la Comisión por estos principios, ha creido 
que debia limitarse a estinguir los gravámenes de na- 
turaleza permanente, que embarazan la libre circula- 
ción de la propiedad, i aquellos otros que, aunque tem- 
porales, debieran durar mas de treinta años, o mas de 
la vida de una persona. Así se concilia, por una parte 
el interés público con el derecho de propiedad, i por 
otra se armonizan las instituciones actuales con las 
que después existirán al amparo de la lejislacion que 
está en víspera de re j irnos. 

Admitido el principio de la conveniencia de hacer 
enajenables los bienes al presente vinculados, quedan 
aun por resolver otras cuestiones mas complicadas que 
la primera. Estas cuestiones son las que se refieren al 
procedimiento que debe emplearse para obtener la li- 
beración de ese gravamen, i al modo de distribuir la 
propiedad vinculada entre los que se presenten con 
mejores títulos para optar a su dominio. 

Acerca del primer punto, las ideas de la Comisión 
han estado en completo acuerdo con las formuladas en 
el proyecto del Senado. Convertir el gravamen de no 
enajenar, en la imposición de un censo, i sustituir al 
goce en especie la percepción de los cánones que redi- 
túe dicho censo, parece el medio mas equitativo de con- 
seguir la abolición de dicho gravamen. Este arbitrio 
cuenta, por otra parte, en su apoyo, con la norma dada 
por la lei de ex- vinculaciones del 52, para operar las re- 
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formas de naturaleza análoga a la que trata de efec- 
tuarse. Las pequeñas alteraciones que la Comisión se 
ha permitido introducir sobre este punto en el proyec- 
to del Senado, no tienen otro objeto que aclararlo, i 
rodearlo de algunas precauciones que aseguren con 
mas eficacia el derecho de los futuros sucesores. 
Estas modificaciones consisten: 
I.» En dar a los tribunales que deben intervenir en 
la ex- vinculación la facultad prudencial de elejir por sí 
mismos otro perito, independientemente del sacado a 
la suerte de entre los designados por las partes, no obs- 
tante la calificación judicial que parezca abonarlos. 

Este arbitrio ha parecido necesario a la Comisión, 
tanto porque el perito que resulte elejido, aunque sin 
tacha legal, pudiera no ser el mas digno de confianza, 
cuanto porque debiendo su nombramiento a la indi- 
cación de los interesados quizá se viera hasta cierto 
punto sojuzgado por consideraciones de gratitud que 
le impidieran obrar con completa independencia. Como 
la pureza en la tasación es lo que decide del buen é.xito 
de la ex-vinculacion, ha parecido prudente rodear ese 
acto de todas las precauciones posibles, a fin de asegu- 
rar la mayor fidelidad en la ejecución del encargo co- 
metido a los peritos. 

Si llegare a haber disconformidad entre ellos, no será 
menester que se repita por un tercero la misma opera- 
ción; pues quedando deferida al tribunal la facultad 
de aprobaría, podrá él decidirse por la que le merezca 
mayor grado de confianza. 

2.0 Igualmente se ha creido necesario facultar al tri- 
bunal para que pueda nombrar hasta tres peritos, 
siempre que la mucha estension del predio que trata 
de ex- vincularse lo exija asi. 

Para este caso no existe la razón de economía que 
en el anterior aconseja la elección de un solo perito; i 

LASTARRIA. — VOL. IV o 
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la celeridad i mayor actividad en la operación reco- 
miendan bastante esta medida, 

¡P En la manera de hacerse la citación por periódi- 
cos, dispuesta en el número 3.^ del art. 3,^, la Comisión 
ha introducido también dos pequeñas modificaciones: 
la una, definiendo el mayor plazo que los Tribunales 
pueden conceder para la cojnparecencia de los em* 
picados; i la otra, determinando el número de veces 
que debe publicarse el aviso de citación i el periódico 
en que convendrá hacerlo. 

Estos pormenores, \^erd adera mente reglamentarios, 
i hasta cierto punto imi^ropios de una lei, se hacen ne- 
cesarios en la presente, por no estar aun definida, ni 
por ordenanzas ni por costumbres, la forma en que de- 
be hacerse la citación pnr periódicos. Se ha creido pro- 
dente facultar al ti íbuna! para que designe otro perió- 
dico fuera del oficial, a fin de que en ambos se publique 
el mismo aviso, porque tal vez éste no sea el que tenga 
mas circulación dentro i fuera de la República. 

En cuanto al segundo punto de los indicados mas 
arriba, esto es, el que concierne a la distribución de '! 

la propiedad vinculada entre los (^ue mejores títulos 
puedan alegar para participar de ella, las ideas de la 
Comisión distan bastan tc^ de las consignadas en el pro* 
yecto del Senado. Según éste, la adjudicación del pre- 
dio vinculadu 'debe hacerse en todo caso a favor del 
actual poseedor. Este espediente que a primera vista 
se recomienda por su sencillez t aparente igualdad, 
sometido a la práctica, daría los resultados mas desi- 
guales i hasta en ciertos casos, contrarios al interés 
bien entendido de la sociedad. Sin fijar por ahora la 
atención en .otros casos, nos limitaremos a considerar 
solo dos de los que pueden liallarse comprendidos en 
esta disposición. 

Se tratadelaex-vinculacion de un predio, cuyo goce 
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pertenece a los descendientes de una sola línea o de di- 
versas; no obstante, el proyecto del Senado somete am- 
bos a una inflexible igualdad. 

Hai un predio vinculado, cuyos frutos están afectos 
completamente a la ejecución de obras pías o de bene- 
ficencia, sin que el poseedor de él tenga otro carácter 
que el de simple administrador, éste será equiparado, 
en cuanto a la adjudicación del dominio, con aquel po- 
seedor en beneficio del cual se haya vinculado princi- 
palmente la propiedad. 

Conforme a este sistema, lo mismo deberá hacerse 
cuando el poseedor sea una persona de las que, en len- 
guaje del foro, se llaman naturales, que cuando perte- 
nezca a la clase de aquellas que se denominan jurídicas 
o ficticias: en ambos casos, el que posee será agracia- 
do con el dominio de la propiedad poseída. 

Prescindimos de entrar en la análisis de las conse- 
cuencias que de aquí se seguirían, por cuanto no se ne- 
cesita de mucha perspicacia para calcular el influjo 
que ejercería sobre la ríqueza pública, la asignación 
del dominio sobro bienes raices en favor de conventos, 
iglesias u otras corporaciones que pueden hallarse agra- 
ciadas con el goce de vinculaciones como las que se trata 
de estinguir. La esperiencia comprueba que las per- 
sonas jurídicas o morales tienden a perpetuar en sus 
manos el dominio de los bienes que adquieren i que, 
como administradores, no son los mas celosos ni adecua- 
dos para entrar en los prolijos detalles que exije la pro- 
ducción, careciendo del fuerte estímulo que presta a 
los particulares su interés individual. De manera que 
asignando a las corporaciones civiles o relijiosas el do- 
minio de las vinculaciones que al presente poseen, poco 
o nada se haría en beneficio de la libre enajenación de 
las propiedades i del aumento de la ríqueza pública. 
Reconocida la necesidad de adoptar otro sistema. 



la Comisión ha tenido que recorrer una larga serie de 
fundaciones, antes de poder formular las reglas abs- 
tractas que debieran comprender los casos que entre sf 
guardan mayor afinidad. De otro modo, o habria te* 
nido que marchar por la senda trazada en el proyecto 
del Senado, a pesar de reconocerla defectuosa, o ha- 
bria dado a la lei una forma casuística, que por mas 
prolija i minuciosa que pueda suponerse, no por eso 
habria quedado exenta de los defectos que son inhe- 
rentes a trabajos de esta especie. 

Estas i otras consideracioues que se han tenido pre- 
sentes en el seno de la (" omisión, han f^uiadopor fina la 
mayoría de ella a recurrir al sistema de hacer pruden- 
tes distinciones entre las tli versas formas de vincula- 
ciones, para aplicar a cada grupo de éstas las reglas 
que han parecido mas contenientes i equitativas. 

En el primer grujjo se han colocado aquellas \dncu- 
¡aciones (pie, a manera de mayorazgos, defieren el 
goce de una propiedad a los individuos de una misma li- 
nea^ trasmitiéndose de uno en otro, desjnies de la muer^ 
te del primer llamado. C orno instituciones de esta es* 
pecie guardan tanta anLilojía con los mayorazgos, se 
ha aplicado a ellas el mismo sistema ele adj\idicacion 
que a éstos: el dominio se asigna, en consecuencia, al 
actual poseedor. En esto se guarda armonía con losan* 
tecedentes legales que tenemos ya sobre la materia, i 
se consulta en lo posible la voluntad del instituyente, 
favoreciendo en t^l jefe de la familia a todos sus des- 
cendientes, ^'irt nal mente representados por él, con los 
beneficios resultantes de la ex-\inculacion. 

El segundo grujx) eon:iprende las instituciones en 
que el fundador llama al goce de la propiedad vincu- 
lada a los descendientes de líneas diversas^ hacienda 
que dicho goce \'aya alternando entre ellos, de manera 
que, muerto el poseedor de una linca, pase al que cxis- 
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tiere de mejor derecho en las otras. Este caso no es mas 
que la duplicación del primero, o en otros términos, 
el hecho a que es aplicable la regla primera se encuen- 
tra reproducido también en la presente, coexistiendo 
simultáneamente con otro de la misma especie; pues en 
vez de ser una sola la línea llamada al goce de la propie- 
dad vinculada, son dos las que vienen a hallarse en la 
misma situación. Parece, por consiguiente, lój ico aceptar 
para cada línea el mismo sistema de adjudicación que 
cuando es una sola. La propiedad, se dividirá, en con- 
secuencia, en partes iguales al número de líneas, adju- 
dicándose cada parte al que exista de mejor derecho 
en cada línea. De esta manera se consulta en lo posible 
la voluntad del fundador, puesto que para él no hubo 
línea predilecta, sino que a todas las llamadas quiso 
beneficiar igualmente. Esta voluntad, implícitamente 
manifestada en el orden mismo de llamamientos, que- 
daría contrariada, una vez que el beneficio resultante 
de la ex- vinculación hubiera de redundar esclusi va- 
mente en provecho de la Hnea que posee. 

El tercer grupo comprende aquellas instituciones 
en que el fundador llama al goce de la propiedad vincu- 
lada, a los descendientes de varias líneas, saltando di- 
cho goce de una línea a otra, pero después de haber 
poseido temporalmente uno o mas individuos de la pri- 
mera. Por ejemplo: Antonio deja un fundo a B. C. D., 
para que lo gocen alternativamente, en períodos mas 
o menos largos, ellos i sus descendientes lejítimos, de- 
biendo perpetuarse entre ellos el goce de dicho fundo, 
en el mismo orden de sucesión con que son nombrados 
sus projenitores, i por el mismo tiempo que se defirió 
el goce a cada uno de ellos. 

Este caso se diferencia del anterior solo en cuanto a 
la temporalidad del goce, pues aquél era vitalicio i éste 
es por tiempo determinado. El principio de la división 
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}X)r líneas es, en consecuencia, aplicable a este caso, por 
las mismas rabones que fué adoptado en el anterior. 
Pero no sncede lo mismo en cuanto a la distribución de 
la parte correspondiente a cada línea entre las personas 
que se hallen comprendidas en ella. Estas personas, va- 
rios hermanos, jx)r ejemplo^ tienen solo un goce tempo* 
ral i reducido: concluido el período del uno^ pasa al 
otro, hasta beneficiarse igualmente todos. En seguida 
pasa a los descendientes de otra línea, que puede hallar- 
se también en el mismo ra^^o. De manera que el derecho 
de estas personas, por la proximidad de tiempo en que 
va sucediéndose, casi jiuede mirarse como simultánea. 
¿Qué eqmdad habría entonces para adiudicar la parte 
que corresponde a cada línea, solo al que actualmente 
se hallare poseyendo en una de ellas, sin contar tal vez 
en su favor con el derecho de prirnojenitura, i estando 
quizá en vísperas de trasmitir a otro de sus hermanos 
el goce de la propiedad vinculada? Por otra parte, esta 
adjudicación a] actual poseedor despertaría en este ca- 
so mas que en otro alguno ^ rivalidades odiosas entre los 
hermanos, rivalidades que una buena lei debe abstener- 
se de fomentar, en obsequio a la tranquilidad pública í 
a la paz de las familias. Agrégase a esto, que el funda- 
dor no ha revelado predilección alguna especial en fa- 
vor de una línea o de otra, ni hacia tal o cual individuo 
de los comprendidos en ellas: el orden del llamamiento 
al goce de la propiedad vinculada está revelando cou 
claridad, que su intención no ha sido hacer escepcion 
de personas entre las varias í]ue pudieran hallarse figu- 
rando en una misma lincea o en diversas. Seria por con- 
siguiente arbitrario dar la preferencia a una línea sobre 
otra, o beneficiar esclusivamente con la ex-vinculacion 
a un solo individuo, entre los muchos que pudieran ha- 
llarse comprendidos en ellas. Cuando, al contrario, si 
^e beneficio se reparte entre todos aquellos a quienes 
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el fundador ha querido favorecer, se consulta hasta 
donde es posible la ejecución de su voluntad, i se pro- 
pende al mismo tiempo a operar un reparto mas igual 
de las fortunas entre los miembros de la sociedad, sin 
herir los derechos, ni aun las espectativas racionales de 
algunos de ellos. 

En conformidad a estos principios, la propiedad vin- 
culada, después de dividida por igual entre las líneas, 
deberá distribuirse también por igual entre las personas 
comprendidas en cada una de ellas. Estas personas no 
pueden hallarse sino en alguna de las tres situaciones 
siguientes: o pertenecen a la línea en que actualmente 
está radicada la posesión, o a una línea que ya gozó de 
ella, o finalmente a otra que aun está por gozar. En el 
primer caso, la porción que corresponde a la línea que 
está gozando de la posesión, se adjudica por igual a 
los descendientes le jí timos del último tronco de quien 
deriven su orí jen; a fin de evitar un reparto demasiado 
estenso i complicado, si hubiera de ascenderse hasta el 
primer tronco llamado próximamente por el fundador, 
para tomar desde allí el orí jen del parentesco de las per- 
sonas entre quienes debiera distribuirse la propiedad. 

En el segundo caso, la porción que corresponde a la 
línea o líneas en que antes hubiese residido el goce de la 
propiedad vinculada, se adjudica del mismo modo a los 
descendientes lejítimos mas próximos del tronco que 
hubiese gozado últimamente de dicha posesión. Nótese 
que la adjudicación no es al tronco, sino a los descen- 
dientes lejítimos de él; porque como la hipótesis supone 
que aquél ya gozó, su derecho personal se halla estin- 
guido mediante ese goce, así es que no puede alegar tí- 
tulo alguno a la participación de la propiedad vincula- 
lada. No sucede lo mismo con sus descendientes: éstos 
están aun por gozar: sus derechos quedan por consi- 
guiente intactos i por satisfacerse. Así es que siendo 
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ellos los mas próximos sucesores en el goce que corres- 
ponda a su línea, son también los que mejores tí hilos 
pueden alegar para optar al dominio de la porción que 
se adjudique a ésta- 

En el tercer caso, cuando se trata de ima línea qutí 
aun no hubiera go^ado de los frutos de la propiedad 
vinculada, el que mejor derecho puede alegar al domi- 
nio de la porción que se adjudique a su línea es el que 
primero esté llamado a g02ar en ella de dichos fnitos- 
Por consiga ien ti \ él l s también a quien se prefiere ót-i 
la adjudicación de la parte que corresponda a su línea. 
Pero como pudiera suceder qur a! tiempo de procedei^' 
a la adjudicarton esa persona hubiese fallecido, parece 
racional que, en defucto de ella, entren a reemplazarle 
sus descendientes lejít irnos; puesto que a ellos se habría 
deferido también el goce de la propiedad, por la muerte 
de su ascendiente. 

A fin de sah'ar las dudas que pudieran ofrecerse cuan* 
do la propiedad \ inculada, aunque susceptible de divi* 
sion entre las líneas llamadas al goce de ella, no lo fuese 
entre las personas comprendidas en cada línea, se 
creído conveniente agregar que dicha división se efec- 
tuará conforme a las leyes comunes. De esta manera 
quedará anticipada la solución de esa di ti cuitad, conio 
asimismo la de otras que en orden a lejítimidad i repre- 
sentación pudieran suscitarse. 

Con el objeto de salvar los derechos adquiridos por 
los actuales poseedores, se consigna la regla, que estos 
continuarán en el goce de la propiedad vinculada hasta 
la espiración de su derecho, no obstante las adjudica- 
ciones que se hayan hecho del dominio de ella a otras 
personas. Esta medidaesde rigorosa justicia; se tratada 
un derecho adquirido; forzoso es, por consiguiente, res- 
petarlo. De otro modo se daria a la lei una retroactivi- 
dad en sus efectos, que, en el caso actual, no podría co- 
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honestarse con ninguna razón do conveniencia pública. 
En lo que únicamente está interesada la sociedad es en 
que se alce la traba que impide la libre enajenación de 
un fundo: logrado este objeto, la continuación del goce 
del actual poseedor por un poco mas de tiempo no pro- 
duce lesión alguna a los intereses sociales, así como no 
la produce la constitución del usufructo a la facultad 
que el nudo propietario tiene para disponer libremente 
de su cosa. 

En el cuarto grupo se han colocado todas ac^uellas 
instituciones que, por su irregularidad casi inconcebible, 
no es dado definir. La Comisión tiene noticia de ciertas 
disposiciones que llaman al goce de una casa o de una 
chacra simultáneamente a varias personas, ya parientes, 
ya estrañas, con derechos iguales o desiguales. La ad- 
judicación proporcional a todas ellas, según lo mas o 
menos amplio del derecho de cada uno de los llamados, 
ha parecido el temperamento mas equitativo que para 
este caso podría adoptarse; pero si la cosa no admitiese 
cómoda división, la subasta pública consultará el me- 
jor provecho de todos los interesados. 

Finalmente, el quinto grupo abraza las capellanías, 
patronatos o fundaciones piadosas, constituidas sobre 
predios cuyos frutos estén destinados, en su totalidad 
o mayor parte, a objetos píos o de beneficencia. Res- 
pecto de las vinculaciones de esta especie, se ha adop- 
tado el temperamento de adjudicarlas al mejor postor 
en subasta pública, siempre que el patrono tuviese el 
carácter de simple administrador de ella. Pero si sobre 
la condición de administrador preponderase el título 
de usufructuario, no habria razón en este caso para pri- 
varlo de la gracia que se dispensa a los demás posee- 
dores, negándole el beneficio de la adjudicación. En 
esta parte, la voluntad presunta del fundador parece 
escluir al público de toda concurrencia con el patrono. 
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La única escepdon qiie se admite en este caso, es 
cuando el patrono del fundo vinculado fuere una per- 
sona jurídica; pues, entonces, en vez de adjudicársele 
la propiedad de é!^ se prescribe la subasta pública, co* 
mo el medio mas a propósito para consultar el bien de 
la obra pia i el ínteres de la sociedad, 

Al preferir las resoluciones que acaban de esponerse^ 
sobre el partido uniforme que el proyecto del Senado 
adopta para todos los casos, la rcunision no ha perdido 
de vista, que en este punto debia consultarse hasta don- 
de fuese posible la voluntad de los fundadores. La so- 
ciedad, como se ha dicho, no tiene otro interés sino e! 
de alzar las trabas que han embarazado hasta ahora 
la libre enajenación de las propiedades. Por lo demás, 
el público nada gana con que el adjudicatario del do- 
minio de ellas sea tal o cual: en esta parte, los derechos 
privados se presentan como el interés preponderante: i 
tanto la justicia como la prudencia aconsejan no herir- 
los temerarianu'iite. 

En los otros pormenores que abraza el proyecto del 
Senado, la Comisión no ha hecho mas que modificar lí- 
jeramente la forma en que se hallan concebidos, cui- 
dando de conservar intacta la idea sustancial que en 
ellos se desarrolla 

Las consideraciones anterionnente aducidas han 
guiado a la Comisión a refundir las ideas del Senado en 
el siguiente 

Artículo primero. Todo predio urbano o rústico 
sujeto a prohibición perpetua de enajenar, i que no esté 
comprendido en la lei de 14 de julio de 1852, se hará 
enajenable conforme a las disposiciones de la presente 
lei. 

Del mismo modo se harán enajenables los bienes cu- 
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ya inalienabilidad hubiere de durar mas de una vida, o 
por un lapso de tiempo que no exceda de treinta años, 
contados desde la promulgación de esta lei. 

Art. 2.0 La enajenación de los bienes a que se refiere 
el artículo anterior, se hará imponiendo su valor líquido 
a censo de un cuatro por ciento anual, sobre los mismos 
predios o sobre otros que aseguren suficientemente el 
el pago de los cánones de dicha imposición, con descuen- 
to de los gastos que ocasionaren las dilij encías necesa- 
rias para llevar a efecto la constitución del censo. 

Art. 3.*^ Ante la respectiva Corte de Apelaciones se 
practicarán las dilij encías conducentes a la imposición 
censual, observándose para ello los procedimientos que 
siguen: 

I. o A instancia del actual poseedor, o de sus repre- 
sentantes legales, i en vista de los docuYnentos de la 
vinculación, i de la referencia que en ellos o por esposi- 
cion del interesado se haga de los otros poseedores, i de 
los próximos sucesores, la Corte los mandará citar, con 
designación de día i hora, para que concurriendo con el 
Fiscal nombren de común acuerdo un perito que tase 
el predio o bienes de cuya ex- vinculación se trate. Si 
los comparecientes no se convinieren en este nombra- 
miento, el ministro que presidiere la conferencia hará 
inscribir en cédulas distintas el nombre de tres peritos 
calificados por él de conocida probidad i aptitudes 
para que, sacándose uno a la suerte, éste sea el que 
agregar practique la tasación. A este perito el tribunal 
podrá otro, nombrado por él mismo, siempre que lo 
estime conveniente. 

zP Si el predio fuere de mucha estension, i a juicio 
de la Corte conviniere nombrar mayor número de pe- 
ritos, podrán ele j irse hasta tres, haciéndose la elección 
de uno de ellos por el tribunal, i la del otro u otros por 
suerte, en la forma establecida en el número anterior. 
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3.*' Para llevar a efecto la citación dispuesta en el N.*' 
ly de este artículo^ se notificará en persona al actual o 
actuales poseedores, i al próximo o próximos sucesores, 
o a sus representantes legales; pero si los próximos su- 
cesores no estuviesen designados, o éstos i los actuaks 
poseedores fueren personas desconocidas, o sin residen- 
cia fija dentro o fuera de la República, se les citará, indi- 
vidual o colectivamente, por el periódico oficial i por 
otro a elección del tribunal, designándose en este aviso 
d objeto de la citación i el plazo dentro del cual debe- 
rán comparecer, no pudiendo exceder este plazo del 
término de un año. 

Dicho aviso se repetirá por dos meses en los periódi- 
cos que deban publicarlo. 

4.'^ Vencido el término del emplazamiento, se proce- 
derá a la elección de peritos por los que hubiesen com- 
parecido i por el Fiscal^ que representará a los inasis- 
tentes, yüL se les haya citado en persona n por el aviso 
de que se trata en el numero anterior. 

5,0 El Fiscal seguirá representando a los que no 
comparezcan, en los trámites ulteriores de la ex -vincu- 
lación. 

Art. 4/^ Aprobada la tasación por la Corte, el domi- 
nio de los bienes \4n(:ulados se adjudicará a las personas 
que corresponda, según las reglas siguientes: 

i.^ Cuando el goce de dichos bienes fuere vitalicio i 
unipersonal en los descendientes de una sola línea^ el 
dominio de ellos se adjudicará al actual poseedor. 

2.* Si al goce unipersonal i vitalicio fueren llamados 
sal tuar lamente los descendientes de distintas líneas, la 
propiedad vinculada se dividirá por iguales partes en- 
tre las líneas designadas por el fundador, adjudicán- 
dose el dominio de una porción al actual poseedor, i el 
de las restantes al dé preferente derecho en cada una 
de las otras líneas. 
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3-^ Si al goce unipersonal i saltuario fueren llamados 
temporalmente los descendientes de varias líneas, la 
propiedad vinculada se dividirá en tantas porciones 
iguales cuantas sean las líneas; i el dominio de una por- 
ción se adjudicará a los descendientes le j i timos del úl- 
último tronco en que está radicada actualmente la po- 
sesión, i el de las restantes, a los descendientes lejítimos 
del que hubiese poseído últimamente en otra u otras 
de dichas líneas, o la estirpe que estuviere por poseer 
en las demás, i en defecto de ella, a sus descendientes le- 
jítimos. 

Los adjudicatarios de la porción que corresponda a 
cada línea, la dividirán entre sí conforme a las leyes co- 
munes. 

Tanto en el caso previsto por esta regla, como en el 
de la anterior, la propiedad vinculada se adjudicará por 
entero al actual poseedor, si no admitiese cómoda divi- 
sión entre las líneas designadas por el fundador. 

En uno i otro caso los adjudicatarios no entrarán en 
posesión de la parte que se les asigne, mientras dure el 
goce del actual poseedor. 

4.^ Si varias personas de una misma línea o de diver- 
sas fueren llamadas vitalicia o temporalmente al goce 
simultáneo de la propiedad vinculada, el dominio de 
éstas se adjudicará proporcionalmente a todas. 

Si la cosa no admitiese cómoda división, se adjudica- 
rá al mejor postor en subasta pública. 

5.* Igualmente se adjudicará al mejor postor en su- 
basta pública, el dominio del predio vinculado sobre el 
que estuviese constituido un patronato eclesiástico, lai- 
cal, cuyos frutos deban invertirse, en su totalidad o en 
en la mayor parte, en objetos especiales, a voluntad del 
instituyente, i no en beneficio esclusivo o principal del 
patrono. 

Se observará también lo mismo, siempre que los fru- 
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tos de ia propiedad vinculada estuviesen asignados, en 
propiedad o administración, a una persona jurídica. 

Pero si el goce de dichos frutos se hubiese dejado en 
beneficio principal del patrono, i éste fuese persona na- 
tural, la propiedad se adjudicará entonces conforme a 
lo dispuesto en la regla i.^ de este artículo. 
• Akt, 5.*^ Hecha la adjudicación del dominio, el adju- 
dicatario o adjudicatarios de él deberán proceder inme- 
diatamente a la imposición censual, en la forma estable* 
cida en el art . 2 /*; i todos los derechos de las instituciones 
o personas llamadas por el fundador al goce o recau- 
dación de los frutos de la propiedad ex-Wnculada, que- 
darán subrogados por la percepción de los cánones que 
reditúe dicha imposición, 

Art. bP La constitución de los censos de que trata 
la presente lei, no será gravada con el derecho de alca- 
bala. 

Art. y y No habrá derecho de reclamar mejoras en 
los bienes a que se refiere esta lei a menos que por el ins- 
trumento de fundación se hubiese conferido es presa* 
mente facultad para ello. 

Art. 8.*^ Los actuales poseedores tendrán el plazo 
de seis años, contados desde la promulgación de esta 
lei, para proceder a la iuqiosicion censual que ella pres- 
cribe; i si trascurriere este término e.ín solicitarla, po- 
drán hacerlo por sí el Fiscal o los que tengan derecho 
cierto o eventual a la parí i íH pación de la propiedad vin- 
culada. 

Art. 9.*^ Antes de haberse cum|>lidü con lo prescrito 
en el art. 5,^^ los adjudicatarios de los Ijienes vinculados 
no podrán disponer como dm^nos de los que se les hubie- 
se asignado; i los ijróxinios sucesores del actual posee- 
dor conservarán íntegros e ilesos sus derechos. 

Con todo, si nombrados 5^a los peritos en ia forma que 
queda establecida, falleciere el actual poseedor que ha 
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solicitado la ex- vinculación, sin haber podido consumar- 
la, esto no le impedirá trasmitir por testamento o ab-in- 
testato los bienes vinculados, con tal que sus herederos 
practiquen inmediatamente las dilijencias necesarias 
para la imposición del censo. 

Sala de la Comisión, agosto 12 de 1856. — José Gabriel 
Palma. — José Miguel Barriga. — Miguel Barros Moran, 
— José Eujenio Ver gara. 
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El proyecto aprobado por el Senado i el que presenta 
la Comisión de la Cámara de Diputados no solo son esen- 
cialmente diversos sino diametralmente opuestos en la 
base que adoptan para efectuar las ex-vinculaciones. 

El primero convierte en enajenables los bienes vin- 
culados, imponiendo su valor líquido a censo del cuatro 
por ciento, para que sean subrogados por el goce de las 
pensiones de este censo los derechos constituidos a fa- 
vor de las personas jurídicas o naturales llamadas en las 
instituciones, i dando la propiedad de la finca ex- vincu- 
lada a los actuales poseedores, para que dispongan de 
ella como si jamas hubiere habido prohibición de ha- 
cerlo. 

El de la Comisión de Diputados, al contrario, adju- 
dica no solo el goce de las pensiones del censo, sino tam- 
bién la propiedad ex- vinculada a todas las personas i 
líneas llamadas en la institución, tanto al actual posee- 
dor, como a los sucesores, cuando hai varias líneas lla- 
madas por el fundador, sea el goce personal o simultá- 
neo, vitalicio o temporal. 

Los fundamentos de esta estraña i singular disposi- 
ción están espuestos en el informe de la Comisión de 
una manera clara i correcta, pero a pesar de estas dotes 
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literarias no se comprendertni auo después de releído:?; 
prueba indudablt* de que no es dado hacer comprender 
una argumentación destinada a conculcar la razón na- 
tural i los principios de la ciencia, por mas habilidad 
que se consuma en la esposicion. Haciendo abstracción 
de los motivos a que la malicia de los interesados o del 
público atribuye ese bien parlado informe, no vemos en 
él otra cosa que un parala] i^nnio que nos muestra que 
sus signatarios están también paralojixados. Es tan na- 
tural, particularjnentt^ en los abogados, esto de adqui- 
rir una convicción íut-rte, cuaiulu el entendimiento se 
pone en aprietos^ [mra luí 11 arle defensa a una mala causa 
o para buscar la contra a una a erdad que no gusta, que 
no es estraño que lo;> señores diputados informantes, a 
fuer de abogados averiados a las luchas profesionales, 
sostengan dr hiirna fr hi cíin\ iccíon tjue han adquirido 
a fuerza de injenif). Respe tamos, pues, su convicción, 
pero nos piTnüUreniü> deino>trar que el pensamiento 
que st' trata de coin curtir í^ti Ir i v^\ jP, an ti -consti- 
tucional; J/^ contrai io a Iot^ jnlncipio.- adoptados por 
nuestro dentello ci\il; i j." ílojico. i en consecuencia, 
injusto. 
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\M(-í iiNSTÍTLCIONAL 



No necesitan ju^ hacer esfuerzos ¡vara probar la incons- 
titucional idad di'l proyectfí de ía Cumision de la Cáma- 
ra de Diputados. Nos basta compararlo con el testo del 
artículo del código fundanienial, que dio la base a que 
dcbian ajustarse las leyes sobre ex-\*inculacion. 

Art. 162. Las viníidaciínics de cualguiera clase que 
sean, tanto las eslahlccidas hasta agui, tomo las que en 
adelante se esiahlcciercn, no impiden la libre enajenación 
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de las propiedades sobre que descansan, asegurándose 

A LOS SUCESORES LLAMADOS POR LA RESPECTIVA INSTI- 
TUCIÓN EL VALOR DE LAS QUE SE ENAJENAREN. Una lei 

particular arreglará el modo de hacer efectiva esta dispo- 
sición. 

Ahora bien: si la Constitución dispone que lo que úni- 
camente debe asegurarse a los sucesores de un vínculo 
es el valor de la propiedad vinculada que se convierte 
en comerciable, ¿cómo es que la lei que los señores di- 
putados proponen para hacer efectiva esta disposición, 
adjudica a los sucesores la propiedad misma, dividién- 
dola entre ellos por iguales partes? 

Esto mata a aquello, i de tal modo, que no hai medio 
que poder escojer entre los dos estremos: o el valor de 
la propiedad, como quiere la Constitución, o nada; 
pues no es posible adjudicar ese valor i la propiedad 
misma conjuntamente, como quiere la Comisión d^ Di- 
putados. Entre este propósito i el precepto de la Cons- 
titución hai una barrera que no puede salvarse, si no es 
destruyendo el código fundamental, en su letra i en su 
espíritu. 

I no se diga que la disposición constitucional solo es 
practicable respecto de los mayorazgos, porque ella 
quiere ser aplicada a todas las vinculaciones, de cualquie- 
ra clase que sean. Tampoco se objete que esa disposición 
es injusta, porque aunque lo fuera, debemos respetarla, 
obedecerla, so pena de que cuanto hagamos para elu- 
dirla es una transgresión, es un delito. De consiguiente 
la solución que el Senado ha dado a la cuestión de ex- 
vinculaciones, solución que parece inaceptable a la Co- 
misión de Diputados, es la misma que ha dado la Cons- 
titución. La inaceptable es la de la Comisión, porque es 
incompatible con la Constitución. 

Es cierto, como dice la Comisión, que sus ideas distan 
bastante de las consignadas en el proyecto del Senado, 

L\STARRIA.— VOU IV 3 
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en lo que concierne a la distribución de la propiedad Tfin- 
culada entre los que mejores títulos pueden alegar para 
participar de ella; pero eso procede de que el Senado 
solo trata de hacer efectiva la disposición constituao- 
nal aseguramio el valor de la propiedad vinculada a los 
sucesores, i no se propone, como la Comisión, distribuir 
entre ellos esa propiedad, cosa que es opuesta a lo que 
la Constitución prescribe. 

Desde que lo que única i esclusivamente puede ha- 
cerse es asegurar a los llamados el valor del vínculo, es 
claro que la propiedad vinculada no puede ser distribui- 
da, sino que debe ser adjudicada, como el proyecto del 
Senado lo establece, a los actuales poseedores, m mas 
ni menos que como lo bizo con los mayorazgos la leí de 
julio de 1S52. Si la Comisión piensa que «es/e espediente, 
que a prhncra vista se recomienda por su senciüez i apa- 
rente igualdad, daría en la práctica resultados desiguales, 
contrarios, en ciertus casos, ai interés bien entendido 
de la sociedad., inensa de un modo contrano ala Cons- 
titución i piensa como no han pensado jamas las lejis- 
lacionesde todos los pueblos tiue han tratado de hacer 
comerciales las propiedades vinculadas. 

No es el proyecto del Senado el tpie somete a una in- 
flexible iguahimnos vínculos cuyo goce pertenece a los 
descencüentes de una sola línea i aquellos en que perte- 
nece a diversas, sino la Constitución. La razón de esta 
igualdad, si tal puede llamarse, es mui llana i prescin- 
damos de la contradicción en que cae la Comisión al ta- 
char esa igualdad al mismo tiempo de aparente que de 
inflcxible.L^ igualdad que la Constitución adopta si 
es que se propusiera adoptar alguna en este punto se- 
ria verdadera. La que la Comisión propone es falsa. 
Aquélla quiere que en todas las vinculaciones de cual- 
quiera clase que sean se asegure a los sucesores llamados 
solo el valor de la propiedad xinculada. siendo Ubre la 
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enajenación de ésta al arbitrio del que la posee porque 
éste es el que tiene la propiedad, el derecho real i actual, 
i los sucesores no tienen ningún derecho sino una sim- 
ple espectativa que es justa i jenerosamente satisfecha 
con la seguridad del goce de las pensiones que produzca 
aquel valor. La Comisión de Diputados acepta sin ré- 
plica i como justo este principio en el caso en que los 
llamados son los descendientes de una sola línea i lo 
rechaza cuando son llamadas varias líneas, como si los 
sucesores llamados en dos o tres o mas líneas no fueran 
de la misma condición que los llamados solamente en 
una. Unos i otros no tienen otra cosa que espectativas 
mientras que la propiedad fiduciaria pertenece solo a 
los actuales poseedores. Desigual seria i por demás 
injusto despojar a éstos de su derecho por satisfacer 
una espectativa de aquéllos i ya no una espectativa 
irrevocable, inmodificable como aquellas que nacen 
de nuestros actos lejítimos, un contrato, por ejemplo, 
o de la aphcacion de nuestra industria a un objeto, 
sino una espectativa de aquellas que nacen de actos 
independientes de nuestra voluntad, que no tiene para 
nosotros el carácter de condicionalidad que tienen un 
derecho, i que, por tanto^ pueden ser modificadas o 
anuladas por la voluntad que nos las regaló^ o por la lei 
que no las permitió: de esta clase i no de la otra son las 
espectativas de los sucesores, i demasiado hizo la Cons- 
titución con satisfacerlas asegurándoles el goce del valor 
del vínculo, para que el Proyecto de los señojw^^ dipu- 
tados pretenda ahora distribuirles i atpht*¡xies el domi- 
nio de la propiedad vinculada. 

Mas no hai para qué penetrar en los motivos de la 
Constitución, no hai para qué discutir las razones que 
tuvo para dejar a los sucesores de un vínculo única- 
mente la seguridad de su valor: justa o injusta su dis- 
posición, debe ser respetada por la lei que se propone 
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hacerla efectiva; bien en tendí do que no deja deser notá^ 
ble, en abono de la justicia de esa resolución, la circuna 
tancia de haber sido aceptada en todos sus desarrollos 
por ^el nuevo Código Civil, i de haber sido también la 
misma que otros pueblos adelantados han preferido a 
pesar del juicio de la Comisión de la Cámara* 



IV 



CONTRARIO A LOS PRENCIPIOS ADOPTADOS POR NUESTRO 
DFRECHO ríViL 



Esta proposición es tan cierta i demostrable como lo 
es la anterior, por mas que el informe afecte creer i afir- 
me que la Comisión se aparta del proyecto del Senado 
tan solo por liacer una leí mas conforme con los princi- 
pios de íalej'slacion que está en vísperas de rejirnos. 

Esta lejislacion, es decir, el Código Civil que acaban 
de sancionar esos mismos señores diputados, trae eix el 
art, 747, tit. VIII, lib, 2.'\ la siguiente disposición: 

«Los inmuebles actualmente sujetos al gravamen de 
fideicomisos per f Je tu os, mayorazgos o vinculaciones, se 
convertirán en capitales aicnsíítidoSj según la lei o leyes 
especiales que se han dictado o se dicten al efecto j"* 

Esta última frase se refiere patentemente a la lei que 
ahora se trata de dictar, ;*Cómo podria entonces la 
Cámara de Diputados dictar una lei que en lugar de con- 
veit.*. ^'^s vinculaciones en capitales acensiíados simple- 
mente dií^wii'^iivese ademas la propiedad vinculada, 
como quiere la Comiísicn, entre los que mejores títulos 
pueden alegar para participar de ella? ¿No seria eso vio- 
lentar el sentido, eludir, iníriniir la lejíslacion que esa 
misma Cámara acaba de sancionar i í]ue está en víspe* 
ras de comenzar a rcjirnos? ;,0 acaso pretende la Co- 
misión enmendar, modificar, complicar esa lejislacíon 
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antes [que nos rija? Si tal ha de ser la triste suerte de 
nuestro precioso Código, dígase francamente, pero no 
se afecte respetarlo para introducir en él la contradic- 
ción! 

No es esto lo peor. El mismo Código en el título ci- 
tado, art. 733, llama propiedad fiduciaria la que está 
sujeta al gravamen de pasar a otra persona, es decir, 
la vinculada, mas claro, las vinculaciones de que aho- 
ra tratamos; i al poseedor actual de esa propiedad le 
da el nombre de Fiduciario, de modo que el poseedor 
actual es el verdadero propietario de la propiedad 
fiduciaria. Casi a reglón seguido, en el art. 761, declara 
terminantemente que el sucesor llamado, esto es, «el 
fideicomisario, mientras pende la condición, «o tiene 
derecho ninguno sobre el fideicomiso, sino (oid) la sim- 
ple espectativa de adquirirlo». Luego después, en el 
art. 762 amplifica esta prescripción, declarando que el 
fideicomisario que fallece antes de la restitución, no 
trasmite por testamento o abintestato derecho alguno 
sobre el fideicomiso, ni aun la simple espectativa, que 
pasa ipso jure al sostituto o sostitutos designados por 
el constituyente, si los hubiese.» 

Tenemos, pues, una diferencia notable, inmensa en- 
tre el poseedor actual i el sucesor: aquél por regla j ene- 
ral es el propietario, mientras que éste no tiene dere- 
cha ninguno, sino una simple espectativa, que no puede 
enajenar ni trasmitir a otros por testamento o abin- 
testato. Por eso fué que la Constitución, en su artículo 
162, dio al poseedor el dominio de la vinculación, i al 
sucesor únicamente la seguridad del valor vinculado. 
Si éstos son los principios fundamentales de la ciencia 
del derecho, los principios de justicia natural que han 
adoptado las leyes de todos los pueblos cultos sobre 
esta materia, principios que han sancionado nuestra 
Constitución i el Código Civil que está en vísperas de 



rej irnos; ¿con qué razón, con qué motivo plausible po- 
dría ahora nuestro Congreso conculcarlos, hollando la 
Constitución i el Código, por aceptar la inescusable 
confusión que se hace entre actuales poseedores i su- 
cesores, para repartirles por iguales partes un fundo 
vinculado respecto del cual no tienen estos últimos de- 
recho ninguno? 

No conocemos lei de nación alguna que haya estable- 
cido semejante absurdo, i por eso es que hallamos eu el 
informe de la Comisión el mérito de la orijinalidad, de 
la orijinalidad en el error, i no el descubrimiento de 
una verdad. La Ici francesa de 12 de mayo de 1835 que 
abolió los mayorazgos o fideicomisos injertados en el 
Código, a pesar áv su art- St)6, por una acta imperial 
de 1806, no reconoció derecho ninguno en los suceso- 
res: eila hmitó la \^inculacion a dos jeneraciones, de- 
jando el dominio al poseedor de la segunda jeneracioiij 
sin hacer caso de ki es pe cía ti va de los demás sucesores 
para nada. Otro tanto había hecho^ mas o menos la lei 
española de 1820, restablecida en 1836, que aboliendo las 
vinculaciones no perturbó en lo mas mínimo los princi- 
pios, ni confundió el tierecho de los actuales poseedores 
con la espectativa de los sucesores, para distribuirles 
los vínculos en la fnrina que la Comisión pretende. 
El Proyecto de Código moderno español ha imitado 
al francés en desconocer las sostitucioneSj fideicomi- 
sos i demás trabas de la proiñedad; i al resolver un^ 
cuestión análoga a la (pie tratamos ahora nosotros, 
establece en su art. O37 que «la nulidad de la sus- 
titución fideicomisaria no perjudica a la validez de la 
institución de herederos ni a los derechos del primer lia- 
maikhK De consiguiente^ si a pesar de la prohibición, 
se establece un mayorazgo, una vinculación cualquier' 
ra, unipersonal o simultánea, temporal o perpetua, el 
único derecho reconocido por la lei es el del primer lia- 
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mado; a los sucesores no se les reconoce ni se les da na- 
da. ¿Por qué esos lejisladores no habrán distribuido 
por iguales partes entre el primer llamado i los suce- 
sores la propiedad dejada por el testador en fideico- 
miso para todos? La razón es clara: ellos no reconocían 
como principios los errores que la Comisión de Lejisla- 
cion de nuestra Cámara de Diputados pretende erijir 
en doctrina jurídica. 

Otro tanto ha hecho nuestro Código Civil. Prescin- 
damos de averiguar los motivos que él ha tenido para 
separarse de los principios adoptados por la lejislacion 
moderna de algunas grandes naciones, que prohiben 
toda sustitución fideicomisaria. El hecho es que nuestro 
Código ha reconocido los fideicomisos, bien que sola- 
mente por treinta años o por la vida del fiduciario (art. 
739); perocuando llega el caso análogo deque tratamos, 
resuelve la cuestión lo mismo que el Código español. 
He aquí su disposición: 

«Art. 745. Se prohibe constituir dos o mas fideico- 
misos sucesivos, de manera que restituido el fideicomi- 
so a una persona, lo adquiera ésta con el gravamen 
de restituirlo eventualmente a otra. 

«Si de hecho se constituyeren, adquirido el fideico- 
miso por uno de los fideicomisarios nombrados, se es- 
tinguirá para siempre la espectativa de los otros». 

De manera que si hai uno, dos, tres o mas individuos 
llamados sucesivamente, sea al goce unipersonal, sal- 
tuario, simultáneo, temporal o perpetuo de la propie- 
dad vinculada, la propiedad queda irrevocablemente 
en el poseedor actual, a título de fideicomisario, i la 
espectativa de todos los sucesores se es tingue para 
siempre. Si el Código hubiera adoptado los errores que 
ahora le atribuyen los señores diputados, que al tiem- 
po de sancionarlo pensaron sin duda como él piensa^ 
habria dispuesto que la propiedad así vinculada se re- 
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partiera entre todos los llamados, i no habría decreta- 
do la muerte de las espectativas de los sucesores, al dar 
el dominio al actual poseedor. 

No tememos que se nos objete que el Código espa- 
ñol i el chileno han debido proceder así, desde que el 
uno prohibe absolutamente las vinculaciones i el otro 
no permite los fideicomisos sino por treinta años; i que 
es preciso adoptar otros principios cuando se trata de 
ex-vincular las propiedades vinculadas bajo el imperio 
de la lejislacion antigua, que permitía hacerlo- Nó^ en 
uno i otro caso, ios principios son los mismos: la espec- 
tativa que las leyes antiguas concedían a los sucesores 
no eran un dereclio^ sino una simple espectativa legalj 
de aquellas que no ^on eíecto de actos de nuestra vo- 
luntad o de la aplicación de nuestro derecho, sino que 
nos vienen graciosamente de una pennisíon de la leí^ 
independiente de nuestra personalidad. Por eso es que 
sin hacer agra\io a nadie, el Código español las ha es- 
tinguido, prohibido para siempre; i ci Código chileno 
las ha limitado a una duración perentoria de treinta 
años, estinguiOndola^ para siempre después de este 
término. Por eso es también que el Código francés las 
cortó de un solo tajo, sin decir agua ^^a, — «Art. 896,^ — 
Xas susííiuciones sou^ proJuhii{as^>^ i la lei que allí abolió 
los mayorazgos i fideicomisos, así como las de España i 
las de nuestras Repúblicas Americanas que han abolido 
las vinculaciones o ex -vinculado las propiedades, todas 
han puesto término a esas espectativas sin equipa- 
rarlas jamas con el derecho del actual poseedor, sin 
distribuir la propiedad fiduciaria entre éste i los su- 
cesores, como quiere la (\)mision, i a veces sin dejar 
siquiera a éstos las pensiones del i^alor vinculado que 
les asegura nuestra Constitución, que les dio nuestra 
leí de mayorazgos, í que el actual^ proyecto del Senado 
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les concede, conformándose con los principios siempre 
respetados i siempre practicados. 

En vano se repetirá que este espediente, que a pri- 
mera vista se recomienda por su sencillez (i por su justi- 
cia añadiremos nosotros), es de una igualdad aparente 
i que, sometido a la práctica, produciría resultados de- 
siguales. No se trata, repetimos nosotros, ni puede 
tratarse de igualdad en esta materia. Ahí está el error 
fundamental de la Comisión, que se ha alucinado con 
el bello e inquietador proposito de consultar la igual- 
dad, ¿Entre quiénes pretende consultarla? ¿A quiénes 
quiere igualar ante la lei ? No puede ser al actual po- 
seedor, que tiene un derecho i los sucesores que solo 
tienen una espectativa: entre el uno i los otros hai un 
abismo, que la Comisión no podrá cegar, para colocar- 
los a todos en un plano igual sin sacrificar al actual 
poseedor. ¿Que debe respetar primero la lei, un derecho 
actual i efectivo, o una simple espectativa legal? Debe 
respetar ambas cosas, pero relativamente i nunca de un 
modo igual. Nuestra Constitución en su art. 162, i nues- 
tro Código en el 747 han satisfecho la espectativa, ase- 
gurándole el valor ^ el capital vinculado: no hai razón 
para concederle mas. Si con el pretesto de igualar al 
que tiene una espectativa con el que posee la propie- 
dad fiduciaria, quitamos a éste una o varias partes de 
la propiedad para distribuirla entre los sucesores, con- 
fundimos un derecho con una espectativa, despojamos 
al uno de lo que ya gozaba para dar a los otros que 
no gozaban o que solo tenían una esperanza, que ya 
habia quedado satisfecha, desde que la Constitución 
les declaró que debían limitarla al valor del vínculo. 
Eso no es igualdad ni mucho menos equidad: en nin- 
guna nación civilizada se ha reconocido ni siquiera se 
ha pretendido, que se tenga eso por igualdad. Es cierto 
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qae los llamados Comunistas o Rojos en Francia han 
querido igualar con un nivel parecido la propiedad^ 
pero semejante quimera, hija mas bien de la ignoran- 
cia de algunos visionarios, que de la codicia, ha sido 
condenada definitivamente, i no deben ser los caballe- 
ros respetables de la Comisión los primeros en hacer 
alarde de esa teoría desacreditada, ni los primeros eu 
proponer que se erija en principio legal. La igualdad 
natural en este punto no puede consistir en otra cosa 
que en respetar de un nmdt) igual cada derecho, cada 
espectatívaj en su iugar, en sus caso i en su valor ^ sin 
que ninguno de ellos sea sacriñcado al otro. 

El espediente sencillo adoptado por la Constitución^ 
por el Código i por el proyecto del Senado no tiene por 
objeto igualar, ni aparente ni inflexiblemente, como 
la Comisión supone, sino el de respetar cada cosa en su 
lugar i en lo que vale, como lo han hecho todas las le- 
yes de todas las naciones al tratar este caso. SÍ ocurre 
la continjencia de que al tiempo de la ex- vinculación 
estuviese por concluirse la posesión del poseedor actual 
por su muertt* u por haber llegado la condición a que 
estaba sujeta, la cuestión no varía de aspecto, i las le- 
yes de que hacemos mérito la han resuelto siempre lo 
mismo. La razón es clara, puesto que ese derecho que 
está al espirar, es siempre derecho hasta que se le lle- 
gue su último momento, i la esjiectativa del sucesor 
es siempre espectati\'a hasta que le llegue también su 
instante de convertirse en derecho. Mientras eso no su- 
ceda, la cuestión es la misma, i no seria posible definir- 
la en el sentido comunista que propone la Comisión, 
porque el derecho debe ser rcs])etado aunque no haya 
de durar mas que un segundo: <^ feliz el que posee», de* 
cian los antiguos. La lei no puede estar sujeta a los aza* 
res de la suerte, ni los principios pueden modificarse 
por continjencias o casualidades. 
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Mucho mas podría dilucidarse esta doctrina, tan 
sencilla como justa, pero lo dicho nos basta para dejar 
demostrada palmariamente la proposición de que el 
proyecto de la Cámara de Diputados es contrario a los 
principios de la ciencia jurídica, al derecho natural 
adoptado por nuestra lejislacion civil, por este Código 
que está en vísperas de tejimos. 



EL PRO\T^CTO DE LA COMISIÓN ES ILÓJICO 

Desde que la Comisión discurre sobre una base falsa, 
inconstitucional i contraria a los principios de la cien- 
cia jurídica sancionados por nuestra lejislacion, sus 
conclusiones no pueden dejar de ser también falsas, i 
su error no puede menos de conducirla a contradiccio- 
nes violentas. 

La Comisión se propone evitar dos escollos: iP el de 
aceptar la base del proyecto del Senado, que ella reco- 
noce defectuosa^ a pesar de ser la base constitucional; i 
2P el de dar a la lei una forma casuística, que por mas 
prolija i minuciosa que fuese, tendria los defectos inheren- 
tes a trabajos de esta especie. Sin embargo, la Comisión 
no logra su propósito, pues su proyecto de lei marcha 
tropezando en uno i en otro escollo, hasta herirse de 
muerte i quedar mas desfigurado que un ecce homo. 

Aunque declara no aceptar la base constitucional 
del proyecto del Senado, esto es, la adjudicación de la 
propiedad vinculada al actual poseedor, que es el ver- 
dadero propietario, la reconoce como justa cuando el 
vínculo pertenece a una sola línea, como en los ma- 
yorazgos; i luego la aplica al caso en que son varias las 
líneas llamadas, distribuyendo entre todas éstas la pro- 
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piedad i el goce del censo juntamente, i da de este mo 
do a la base una latitud inconstitucional i contraria a 
los principios del derecho í a las reglas que se propone 
la misma Comisión, Para cohonestar esta contradicción 
patente, distingue los casos de varias líneas llamadas en 
cinco grupos, i deseando no hacer ima lei casuísíicaj 
trata de resolver de distinto modo todos estos casos, i 
por supuesto lo hace con todos los defectos que son 
inherentes a trabajos de csiía especie. Leamos su texto^ 
para demostrar que no suponemos: 

<(Art. 4,^ Aprobada la tasación par la Corte, el do- 
minio de los bienes vinculados se adjudicará a las per- 
sonas qiie corresponda, según las reglas siguientes: 

1^1/^ Cuando el goce de dichos bienes fuere vitalicio 
i unipersonal en los deírendientis de una sola línea, el 
dominio de ellos se adjiídicará al actual poseedor, 

)>2.^ Si al goce unipersonal i vitalicio fueren llama- 
dos saltuariamente los descendientes de distintas lí- 
neas ^ la propiedad \ i neniada se d ir id irá por iguales 
partes entre las líneas de^^iguadas por el fundador, ad- 
judicándose el dominio de una porción al actual po- 
seedor, i el de las restantes al de ])re fe rente derecho en 
cada una de las otras líneas»^ 

¡Disposición tan arbitraria f injusta como contra- 
dictoria i falsa por su lojica! Si en el primer caso el pro- 
yecto de la Comisión adopta la base constitucional i no 
distribuye la propiedad xin culada entre el actual po- 
seedor i los sucesons, ¿por í)ué no hace otro tanto en 
el segundo? Por ser en éste varias las líneas llamadas, 
i en el primero una sola, responde el infonne, ¡Pero si 
en uno i en otro caso los sucesores son de uiia misma 
condición, ¿qué razón puede habt^r para hacer esta dis- 
tinción casuística i arbitraria? ( iiando la Constitución 
ha ordenado que se asegure en todos los casos] posibles 
únicamente el valor del vínculo a los sucesores^ es por- 
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que, como dice el art. 761 del Código Civil, éstos 
no tienen mas que la simple espectativa de adquirirlo. 
Sea una o sean varias las líneas llamadas, los suceso- 
res no tienen sino la espectativa; i si la Comisión cree 
que en el segundo caso debe distribuir la propiedad por 
iguales partes entre el actual poseedor i los sucesores 
de preferente derecho en cada una de las otras lineas, 
con el mismo fundamento deberia hacer igual reparti- 
ción en el primer caso, entre el actual poseedor i el su- 
cesor o sucesores, que aquél tuviese entre sus descen- 
dientes: los sucesores no deben ser de mejor condición 
cuando hai varias líneas, que cuando la línea es una 
sola. ¿I por qué hacer aquella partición entre los de pre- 
ferente derecho, cuando hai varias líneas, i no también 
entre los demás sucesores que están después de éstos? 
Tan sucesores son aquéllos como los segundos, i su 
condición es igual a presencia del art. 162 de la Cons- 
titución i del 761 del Código Civil. No se comprende 
esta falta de lójica, sobre todo cuando se advierte que 
la Comisión se ha propuesto igualizar. 

Hai mas todavía: la distinción de casos entre una i 
varias líneas llamadas, lleva a la Comisión a otro defec- 
to inherente a los trabajos casuísticos, i es la injusticia 
que comete con los actuales poseedores. En el primer 
caso queda el poseedor con su derecho, conforme a la 
Constitución; pero en el segundo, tan solamente por- 
que son varias las líneas llamadas, la Comisión lo des- 
poja de tantas porciones iguales de su propiedad fidu- 
ciaria, cuantas sean estas líneas designadas. I esto lo 
hace, dice el informe, porque para el fundador no hubo 
línea predilecta, sino que quiso beneficiarlas a todas 
igualmente. ¿Por qué supone el informe que para el 
fundador no hubo línea predilecta? Tiene el don de 
adivinarlo? I aun cuando así fuera, ¿no advierte que 
peca contra su|propia adivinación, dando a los suceso- 
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res de las otras líneas no solamente el valor vinculado 
que la Constitución les asegura, sino ademas una por- 
ción de la propiedad vinculada igual a la que deja en 
poder del actual poseedor? Esto es despojar al uno por 
beneficiar a los demás, so pretesto de que el fundador 
no tuvo predilección por ninguno, confundiendo así la 
espectativa con el derecho; o diré mas^ haciendo de 
mejor condición una simple espectativa, que un dere- 
cho real i adcjuirido. Tampioco se comprende esta in- 
justicia; ni menos la razón que habria para suplantar- 
la a los principios adoptados por la Constitución i el 
Código- 

^3,^ Regla. Si al gort' unipersonal o saltuario fuesen 
llamados separadamentu los descendientes de varias 
lineas, la propiedad \ inculada se di\'idirá en tantas 
porciones iguales cuantas sean las líneas; i el dominio 
de ima porciíín se adjudicará a los descendientes lejí- 
timos del último tronco íjn que está radicada actual- 
mente la posesión, i el de las re>t antes, a los descen- 
dientes lejí timos del que hubiese poseído últimamente 
en otra u otras de dichas líneas^ o a la estirpe que es- 
tuviese por poseer en las demás, i en defecto de ella a 
sus descendientes lejítinios, 

^Los adjudicatarios i\v la porciun que corresponde a 
cada línea, la dividirán un tro sí conforme a las leyes 
comunes. 

>>Tantü en el caso prescrito por esta regla, como en 
el del anterior, la propiedail vmculada se adjudicará 
por entero al actual poseedor, ú no admitiere cómoda 
división entre las lineas designadas por el fundador, 
2. »En uno i otro caso, los adjudicatarios no entrarán 
en posesión de la parte que se les asigne, mientras 
dure el goce del actual poseedor». 

Este caso áv la regla 3.^ >v diferencia del de la regla 
2.^, como dice el informe, solamente en la temporalidad 
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del goce, pues aquél era vitalicio i éste es por tiempo 
determinado; i de consiguiente el principio de la divi- 
sión por líneas debe aplicarse, en concepto de la Comi- 
sión, por las mismas razones que fué adoptado en el an- 
terior. 

Pero en la diferencia notada, cree hallar la Comisión 
un motivo de justicia para variar la distribución de la 
parte correspondiente a cada línea en la propiedad 
que se trata de ex-vincular, porque la temporalidad 
hace que casi pueda mirarse como simultáneo el dere- 
cho de las personas llamadas. He aquí que un casi le da 
razón para lejislar de otro modo. En el caso de la regla 
2.* se considera como sucesivo el goce porque es vitali- 
cio, i entonces se distribuye la propiedad vinculada 
entre los de preferente derecho en cada línea llamada. 
En el caso de la regla 3.^, el goce también es sucesivo 
indisputablemente, puesto que cada uno de los llama- 
dos por el fundador tiene su tiempo determinado para 
gozar, i el sucesor no puede entrar en su goce hasta que 
termine aquel período: luego debería aplicarse la mis- 
ma regla 2.* Pero como el proyecto de la Comisión no 
tiene lójica, halló que la temporalidad quitaba la cali- 
dad de sucesión al goce i lo hacia casi simultáneo, i por 
eso quiere que la propiedad se distribuya, no entre los 
de preferente derecho en cada línea, sino entre sus des- 
cendientes lejítimos. 

No hacemos notar esta inconsecuencia, para que se 
crea que habria sido mas justo aplicar al caso de la 
regla 3.^ la misma disposición de la regla 2.*, sino para 
demostrar cuan ilójico, cuan arbitrario i estravagante 
es ese modo de discurrir. En cuanto a la justicia de las 
reglas, no hai que disputar, porque ninguna de las dos 
la tiene, como no puede tenerla jamas una regla de ju- 
risprudencia que no está conforme con los principios. 

El informe trata de justificar esa disposición de la 



regla 3.^, que solo está fundada en un casi^ preguntan* 
do: ^íE¿Q^lé equidad habria entonces para adjudicar la 
parte que corresponda a cada línea, solo al que acitml- 
mente se halle poseyendo en una de ellas, sin contar tai- 
ve^ en su favor con el derecho de primo] enitura, i es- 
tando quizá en vísperas de trasmitir a otro de sus 
hermanos el goce de la propiedad vinculada? ¿Por qué 
no se haria esta misma pregunta en el caso de la regla 
2>j i aun en el de la i/^? En estos casos, el que se hallare 
poseyendo puede también no contar en su favor el de- 
recho de pnmojenitura, por ejemplo, si fuese la línea 
del hermano tercero o cuarto la que estuviere posej^^en- 
do o cuando en una de las Hneas que no posee haya un 
individuo mayor (]ue el que esta en posesión en la otra 
línea a quien le haya tocado el goce. De la misma ma- 
nera puede suceder que, aunque sea el goce vitalicio, 
el actual poseedor se halle en vísperas de trasmitir el 
goce a otros de sus hermanos. Si estos son los motivos 
que autorizan a la Comisión ¡lara considerar como casi 
simuliáneo el goce temporal de la regla 3.^, no por eso 
debió variar la disposición de la lei, sino que debió 
adoptar !a misma para los casos de las otras reglas, 
porque en todas ella^ pueden ocurrir esas continjen- 
cias que la Comisión eleva a la categoría de motivos 
de esa lei. 

Con todo, la discusión casuística es pesada, fastidio- 
sa i hai verdades que rehusan el razonamiento, que no 
lo necesitan. Dejaremos, pues, a un lado el informe, i 
para conocer toda la deformidad de la regla 3.^ nos ate- 
dremos al mismo ejemplo que pone la Comisión, a sa- 
ber: <tAntonio deja un fundo a íí^ C i Z), para que lo 
gocen alternativamente, en períodos señalados, ellos i 
sus descendientes, debiendo suceder éstos en el mismo 
orden que sus projenitores». 

Supongamos que C es el que está en posesión. La 
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distribución de la propiedad vinculada debe hacerle 
según ía regla 3,^ de este modo: 

tP Una porción se adjudicará a I03 descendientes 
lejítimos del último tronco en que está actualmente 
radicada la posesión, es decir, a los descendientes de C. 

2P Otra porción igual a los descendientes de B que 
ha poseido últimamente. 

3.0 La última porción a la estirpe de D que está por 
poseer, i en defecto de ella a sus descendientes lejítimos. 
k Para que C, actual poseedor, tronco de sus descen- 
dientes, sea despojado de la primera porción, que se 
adjudica a éstos, no hallamos razón alguna. Al contra- 
rio la Constitución habia dejado a C la propiedad, i 
a sus sucesores no les habia dejado mas que el valor 
del vínculo. La Comisión quiere todo lo contrario, por 
la razón misma que tuvo la Constitución para dispo- 
ner otra cosa, es decir, porque C es el actual poseedor. 

Pero si C no es tronco, sino uno de los hijos del último 
tronco en que está radicada la posesión, la cosa cam- 
bia de aspecto. Entonces la Comisión le da una parte 
en la porción, no a título de actual poseedor, sino co- 
mo a descendiente de aquel tronco. De modo que si 
éstos son siete, por ejemplo, solo le toca a C una sépti- 
ma parte de la porción, es decir, la vijésima prima par- 
te de toda la propiedad vinculada que estaba pose- 
yendo ¡Qué diferencia! Pobre Cf La Constitución le 
daba toda esta propiedad, i la Comisión le quita veinte 
partes de ella para distribuirlas entre los sucesores a 
quienes la Constitución no daba sino el goce de las pen- 
siones del capital según sus llamamientos. ¿Se ha visto 
una manera igual de lejislar, de reformar el Código fun- 
damental? 

Vamos a la segunda porción, que toca a los descen- 
dientes de B, por haber sido éste el último de la línea 
anterior que poseyó. Parece que la Comisión le niega 

C.A9TABBIA.— VOL. IV 4 



— so — 

participacioH a B, porque ya gozó, i prefiere a sus dra- 
cendientes. I si antes de B^ hubiera habido otro posee- 
dor, que llamaremos A i lo supondremos hennano ma- 
yor, caso que también puede ocurrir, como el del ejemplo 
que estamos analizando; ¿por qué escluiria la Comi- 
sión a los hijos de éste de la participación de la pro- 
piedad? La circunstancia de haber sido B el último en 
poseer no da justicia para preferir a sus hijos, sino an- 
tes bien para posponerlos, puesto que son de la segun- 
da línea, i los hijos de A pueden alegar en su favor el 
derecho de prwiojenitura que tanto respeta la Comisión, 
¡I sí los hijos de B fuesen de un grado posterior de 
p)arentesco respecto de los del tronco en que está radi- 
cada actualmente la posesión? Supongamos que los 
hijos de C, poseedor actual, estuviesen respecto del 
fundador en tercer grado, i que los de B estuviesen en el 
el cuarto. ¿Por que los iguala la Comisión en el goce de 
la pro])iedad vinculada que distribuye? I si estos hijos 
de B estuviera^ en el quinto grado o en otro, de modo 
que ni como herederos ab4n tes tato del fundador po- 
drian haber tenido parte en la propiedad; ¿qué motivo 
tendría la Comisión para igualarlos con los hijos de_C 
en la distribución? Nada de esto se comprende, no tie- 
ne atadero, como se dice xiilgarmente de lo que no tie- 
ne sentido común.. Dar^ una porción de la propiedad 
vinculada a los hijos^de B, tan solo porque fué el ulti- 
mo que la gozí\ cuando tal vez no les toque a ellos el 
turno de gozar el vínculo, o cuando si les toca, puede 
ser después de un siglo, es atrepellar no solo la Consti- 
tución i las leyes, sino hollar los principios de jurispru- 
dencia admitidos i sancionados por la razón, i ultrajar 
hasta el buen sentido, 

I' Pongámonos en un caso que puede ser práctico: sú* 
pongamos que los individuos de la línea que está en 
posesión sean tantos que, aun cuando el goce sea por 
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períodos de cinco años, hayan de estar en iX)sesion del 
fundo setenta años por lo menos. Los hijos de B son 
de un grado inferior al de estos catorce individuos, es 
decir, son del quinto grado, i no habrían sido siquiera 
herederos ab-intestato. Apliqúese en este caso la regla 
3.* i tendremos que la Comisión, al ex- vincular esta pro- 
piedad, da una sola porción a los poseedores actuales, 
paríentes mas inmediatos del fundador, i herederos 
legales; i otra igual a los hijos de B, que solo tienen una 
simple espectativa para dentro de setenta años, que 
cuando mas tendrían esperanzas sobre el valor que la 
Constitución asegura a los sucesores, i que son parien- 
tes tan remotos que no pueden ser considerados siquie- 
ra como herederos ab-intestato, ¿Hai sofismas tolera- 
bles en que fundar semejante despropósito? 

La tercera porción es adjudicada por la regla a la 
estirpe que estuviere por poseer en las demás líneas, i 
en defecto de ella a sus descrndientes lejítimos, esto es, a 
la estirpe de D. No sabemos qué diferencia halla el pro- 
yecto entre la estirpe i sus descendientes, puesto que 
no se llama estirpe otra cosa que la descendencia; pero 
omitamos esta observación i preguntémosle: ¿por qué 
prefiere para la adjudicación a esa estirpe sola i no lla- 
ma a todas las estirpes de las demás líneas que estu- 
viesen por poseer? No son todas de igual condición? 
Ya que se infrinje la Constitución, en cuanto no les da 
solo el valor del vínculo que ésta les asegura, ¿por qué 
comete la injusticia de desigualarlas en la distribución 
de la propiedad? No se comprende. 

Pero lo que nos admira como mas incomprensible, 
es que afectando la Comisión fundar en ciertos princi- 
cipios esta caprichosa distribución, i creyendo que tie- 
ne motivos para distinguir los casos de las reglas i.«* i 
2.», olvide esos principios i motivos cuando la propie- 
dad vinculada no tiene cómoda división. 



— 52 — 

«Tanto en el caso previsto por esta regla, la 3 *, co- 
mo en el de la anterior, dice el proyecto, la propiedad 
vinculada se adjudicará por entero al acttuil poseedor, 
si no admitiese cómoda división entre las líneas desig- 
nadas por el fundador». 

De suerte que los principios de jurisprudencia in- 
ventados por la Comisión para apartarse de la base 
constitucional i del proyecto del Senado, dejan de ser 
principios i dejan de tener justicia, cuando la propie- 
dad no se puede dividir cómodamente. ¡Caso estraño! 
Admirable debilidad la de esos principios, que^caen al 
suelo con todo el catafalco a que servían de base, al 
primer soplo de una dificultad! ¿En dónde estará en- 
tonces la justicia? Enlalei que debe dictarla, o en el he- 
cho que muestra que esa lei no puede sostenerse? El 
proyecto del Senado, que es la Constitución, no en- 
cuentra esas dificultades, i solamente las halla en el 
injenio de la Comisión. 

Mas no hemos acabado con la regla, pues nos queda 
la última parte que dispone que los adjudicatarios de 
la propiedad vinculada, tanto en este caso como en el 
de la regla 2.*, no entren en posesión, mientras dure el 
goce del actual poseedor. Aquí la falta de lójica no ofen- 
de, sino que divierte. Supongamos, según la regla 2.*, tres 
líneas i el goce vitalicio. El poseedor actual es tan adju- 
dicatario como los otros dos de preferente derecho en 
las dos líneas, según los principios de la Comisión; i por 
consiguiente no puede entrar en posesión de su parte 
respectiva, sino después de muerto. A estas estrañas 
contradicciones conduce el sofisma i a otras todavía 
mas estravagantes, que no notamos por falta de espa- 
cio i por no hacer pesado este examen. Prescindiremos 
de los otros grupos a que se refieren las reglas 4.* i 5 .*, 
que son tan ilójicas como las analizadas, i nos fijaremos 
en otros puntos. 
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El art. 2J^ del proyecto dispone que ]a enajenaciím 
de los bienes \incukdos se hará imponiendo su valor 
líquido a censo de un cuatro por ciento anual sobre los 
mismos u otros bienes. 

El art. 3.0 determina i detaUa los procedimientos ju- 
diciales que han de practicarse para tasar el fundo vin- 
culado, i las dilijencias conducentes a la imposición cen- 
sual^ como dice su letra. Mas este artículo no cumple 
con señalar esas dilijencias^ queda suspenso, pues se in- 
terpone entonces la disposición del art. 4.^ que fija las 
cinco reglas a que la Corte de Apelaciones debe atener- 
se para hacer la distribución de la propiedad vinculada. 

Según la disposición de este art. 4.°, la Corte tiene 
que erijirse en juez partidor, después de Hecha la tasa- 
ción de los bienes vinculados i antes de imponer el cen- 
so, para adjudicarlos conforme a las cinco reglas. Cual- 
quiera que tenga un mediano conocimiento de lo que 
es una partición de bienes puede imajinarse lo que po- 
drá ser una partición hecha ante un tribunal colejiado 
como la Corte, que no puede ser arbitro arbitrador, i 
que tiene que deslindar a interesados que pueden ser 
innumerables, que pueden no ser siquiera parientes^ i 
que para fin i remate deben tener la discordia de iniere- 
ses entre sí: ¡Dios salve a la Corte! 

Hecha la partición según esas reglas ilójicas, incons- 
titucionales i contrarias a los principios del derecho, i 
resueltos por la Corte, con amarillos aprietos se entien- 
de, esos infinitos casos que ha previsto el casuístico pro- 
yecto de la Comisión, el adjudicatario o adjudicatarios 
del dominio del fundo vinculado, dice el art. 5.°, deberán 
proceder inmediatamente a la imposición censual, en la 
forma establecida en el art, 2P 

¿Cómo se entiende esto? Si queda establecido en la 
regla 3.^-, que los adjudicatarios no entren en posesión 
de su parte hasta después que acabe de gozar el actual 
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poseedor, ¡cómo proceden a verificar la imposición cen^ 
sual? ¿Se hace ésta en todo el íundo, como si estudie 
ra indiviso, o se hace proporcionalmente entre toe 
las porciones en que se ha dividido el fundo? Si se hac 
en todo el fundo, queda que hacer otra partición des^i 
pues que acabe el goce del actual poseedor, esto es, láJ 
división del censo entre todas las porciones de los adju-J 
dicatarios, ¡Nuevos procedimientos judiciales i nueve 
pleitos! Ganancia para los abogados i los curiales! Si : 
hace la imposición censual desde luego distribuyendd^J 
el censo entrtí todas las porciones, tiene la Corte que ha- 
cer nuevas operaciones de partición. ¿Cómo distribuirá 
ese censo entre los adjudicatariüs, suponiendo que sean 
éstos tres, cuatro, siete u ocho? 

Si el fundo dividido es una hacienda, cuyos terrenos 
son diversos en calidad i inérítOj como sucede en todas, 
¿de qué manera se hace Ja distribución del censo entre 
esas tres, cuatro, siete u ocho porciones o hijuelas dis- 
tintas en tamaño, mérito n calidad? ¿Habrá que hacer 
una nuuva tasación i voh^er a repetir las operaciones 
del art, 3,^^? 

Pero supongamos que se allanen todos estos incon^ 
venientes i que la Corte pueda salir del atolladero, ha- 
ciendo una partición tolerable del fundo vinculado i del 
capital acensuadí»; entonces, dice el art, 5.*^, <<todos I03 
derechos de las personas llamadas por el fundador al 
goce del fundo vinculado , quedan subrogados por la 
percepción de los cánones que reditúe dicha imposí- 
ciom. 

De suerte que la persona llamada, que entra en el 
goce^ tiene que percibir esos cánones de tantos indi vi- 
vidnos i fundos como sean las porciones en que se ha 
dividido el fundo! La Constitución habia asegurado a 
esa persona el valor de la propiedad, pero no la habia 
forzado a soportar la incomodidad de tener que recau- 
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dar de varios o de muchos ese rédito. Se dirá que puede 
suceder otro tanto con los fundos amayorazgados, pero 
el caso no es igual, porque la lei de 1852 no impone por 
fuerza la división del censo, i si ésta se verifica después 
de impuesto, no puede hacerse sin la audiencia del que 
goza de esos cánones. 

En fin, ¿por cuál aspecto examinaremos las dispo- 
siciones del proyecto de la Comisión, que no tropece- 
mos con la falta de lójica, con las contradicciones mas 
raras, con las resoluciones mas estrañas a la jurispru- 
dencia? En materias de derecho no se puede faltar a la 
lójica, porque eso es faltar a la justicia: lo que no es ló- 
jico en la lei, es injusto. 



VI 



Nos quedan los detalles del proyecto. ¿Habremos de 
examinarlos? Hallaríamos en ellos materia para escri- 
bir otro tanto, i eso seria apartamos del propósito que 
hemos tenido de hacer un examen lijero i claro de los 
fundamentos del proyecto, para demostrar que es con- 
trario a toda razón, a toda práctica i a toda justicia. 
Puede ser que no le falte razón en algunos de estos de- 
talles, tal como en lo de no comprender en esta lei el 
usufructo i la habitación^ derechos temporales reconoci- 
dos por nuestro Código Civil; pero éstos son accidentes 
que no pueden servirle de abono, ni escusar sus defec- 
tos fundamentales. " 

Baste lo dicho. Esos defectos son demasiado serios 
para que puedan escaparse a la perspicacia de un jui- 
cio recto, i para que haya necesidad de señalar otros. 
No se necesita ser demasiado ilustrado, ni profesor de 
derecho para juzgarlos, i he aquí la razón por que el en- 
tendimiento se resiste a creer que haya verdad i justicia 
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en ese proyecto de la Comisión, a pesar de estar espues- 
tos sus fundamentos de ima manera tan lucida i en for- 
mas tan ajucinadoras. Confiamos en que la Cámara de 
Diputados prommciará la verdad, i salvará la Consti- 
tución de una infracción, al Código Civil de ima contra- 
dicción injusta i temeraria, i al honor nacional de una 
mancha». 



En la sesión del ii de setiembre de 1856, la Cámara 
de Diputados aprobó en jeneral el proyecto, i tomó, por 
mayoría de 29 votos, como base de la discusión particu- 
lar el acordado por el Senado, teniendo como indicacio- 
nes los artículos propuestos en el proyecto de la Comi- 
sión. 

La discusión se continuó en las sesiones del 4 i del 13 
de junio de 1857; i en esta última se trató del art, 4P, 
que era el que entrañaba la cuestión principal, i en el 
cual la Comisión de la Cámara habia adoptado un plan 
enteramente opuesto al aprobado en el Senado. En el 
debate de este punto, que fué resuelto conforme a lo 
acordado por el Senado, el autor prommció el discurso 
siguiente: 

El señor Lastarria. — «Me parece que los señores 
diputados tienen formada su opinión sobre esta cues- 
tión, porque ya hace un año que la estudian i la discu- 
ten. Por consiguiente, no trato de convencer, ni de per- 
suadir a los señores diputados, i si me tomo la libertad 
de hablar algo, es solo para que, prestando un momen- 
to su atención, sepan como comprendo la cuestión cons- 
titucional, a que ha aludido el H. Señor Varas. 

Principiaré por negar lo que se ha dicho acerca de 
que el artículo constitucional ha dado lugar a muchas 
dudas i cuestiones. La única que se ha ofrecido no fué 
duda, sino la proposición de una declaratoria, — ^aque- 
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Ua que suponía que el artículo constitucional habia abo- 
lido completamente las vinculaciones. 

Las dudas que hubo en 1845 no recayeron sobre el 
artículo constitucional (invoco los recuerdos de los se- 
ñores representantes de esa lejislatura), sino acerca 
del modo de establecer el valor de las vinculaciones. 
Hubo entonces di verj encía de pareceres, así como difie- 
ren, por ejemplo, ahora las opiniones sobre sí ese valor 
debe fijarse por peritos, o debe dejarse su determina- 
ción a la merced de una subasta. La prueba mas eviden- 
te de que el artículo no es dudoso, ni necesita de inter- 
pretaciones, está en que basta el buen sentido de cada 
cual para entenderlo con facilidad, pues es clarísimo 
como la luz del día; dice así: — «Art. 162. Las vincula- 
ciones de cualquiera clase que sean, tanto las estableci- 
das hasta aquí, como las que en adelante se establecíe- 
,ren, no impiden la libre enajenación de las propiedades 
sobre que descansan, asegurándose a los sucesores llama- 
dos por la respectiva institución, el valor de las que se 
enajenaren. Una leí particular arreglará el modo de ha- 
cer efectiva esta disposición». ¿En qué cláusula, en qué 
palabra puede apoyarse la opinión de que es lícito atri- 
buir al sucesor, tanto el valor que le asegura la Consti- 
tución, como la propiedad misma? Se podrá fundar esa 
opinión en que la Constitución no lo ha prohibido es- 
presamente? Es acaso necesario que las leyes lo di- 
gan todo? Desde que la Constitución ha dicho — «ase- 
gurándose a los sucesores llamados por la respectiva 
institución el valor de las que se enajenaren» — ha dicho 
terminantemente que no da la propiedad nunca al su- 
cesor. ¿A quiénes se refiere esta espresion — se enajena- 
ren? Siendo yo el poseedor actual de la propiedad vin- 
culada, ¿podría creerse que la Constitución da a mis 
hijos, a mis nietos, a los que están por venir, la facultad 
de enajenar lo que yo poseo i sobre lo cual ellos no tie- 
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nen mas que una espectativa? No, eso seria un con- 
trasentido. Semejante interpretación es un absurdo. 
Cuando la Constitución permite enajenar la propiedad 
vinculada, no ha podido ni debido referirse a los suce- 
sores^ sino al actual poseedor; i si así no fuera ^ se ha- 
bria espresado de otro modo, diciendo, por ejemplo, ase- 
gurándose a los sucesores el valor de la propiedad que 
ellos pueden enajenar^ o de la que se íes adjudicare». 

Pero atendamos a las circunstancias en que se ha dic- 
tado ese artículo, i)ara ver que no i^uede jamas atribuír- 
sele la interpretación que se quiere darle, 

Al tiempo de dictarse esta lei^ habia tres sistemas 
conocidos para la abolición de la inalienabilidad de las 
vinculaciones. El del Código francés que dice: <(quedan 
abolidas las vinculaciones»; modo terminante^ medio 
absoluto que no hace consideración ni de actuales po- 
seedores, ni de menores, ni de j>ropiedad, ni de valor, 
ni de formas; el adoptado por la lei española del año 
20, por las leyes colombianas i por la Constitución chi- 
lena de iSiS, que consiste en la abolición gradual, i que 
hace que terminen las vinculaciones en el segundo gra- 
do, sin ser tan absoluto como el del Código francés; í 
luego el tercer sistema era el de la conversión^ sistema 
de las leyes españolas del año de 1798. Este era el sis- 
tema que enamoraba al señor don Juan Egaña, a su 
hijo don Mariano i a todos los qut en 1833 se hablan 
sublevado contra la abolición gradual de la Constitu- 
ción del 28 i pre ferian la conversión del vínculo en un 
censo, como las leyes de la Novísima Recopilación. 
Léanse las publicaciones de este tiempo, o sin ir tan 
léjos^ véanse las del año 50, relativas a esta cuestión^ i 
entonces se conocerá que los autores i amigos del ar- 
tículo 162 de la Constitución nunca han pensado en 
otra cosa que en adoptar el sistema de conversión idea- 
do por Carlos IV. Invoco los recuerdos de un señor di- 
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putado que fué de la Convención de 1833; él nos dirá 
que esta es la verdad. Creo recordar el contenido de es- 
tas leyes del tít. 17, lib. 10 de la Novísima, i si no, los 
señores que me oyen tendrán la bondad de correjir mis 
inexactitudes. La 16 permite la enajenación en subasta 
de todos los mayorazgos i vínculos, no solo a los po- 
seedores actuales que se suscriban al empréstito pa- 
triótico que, en esa época de 1798, se habia levantado 
para atender a los gastos de la guerra, sino a todos los 
poseedores que quisieran hacerlo, con tal que se situase 
el capital a un 3 por ciento en el tesoro real. Este arbi- 
trio produjo poco efecto, i por eso se dio la lei 17, esti- 
mulando a los poseedores actuales con la cesión que se 
les haria de la octava parte del valor del vínculo, de 
modo que solo quedaban vinculadas las siete octavas 
partes, al tres por ciento para los sucesores. Nótese que 
en ninguna de estas leyes se daba parle ninguna en el 
dominio de la propiedad vinculada al sucesor. Ni aun 
así surtió mucho efecto el plan financiero del Rei, sino 
que, al contrario, daba lugar a infinitos males, cabalas 
i supercherías de interesados. Vino después la lei 19 que 
permitía al poseedor tomar la propiedad, sin subasta, 
para sí, i aun deducir la octava parte del valor de la 
tasación, reduciendo al resto el vínculo. Luego la lei 18, 
posterior en dos años a la que acabo de citar, permitió 
indistintamente a todos los poseedores de vínculos, que 
estuviesen situados fuera de su residencia, el venderlos 
sin intervención de autoridad judicial, ni de nadie, con 
tal que situasen el valor de otro modo, o lo convirtiesen 
en una obra pía. 

Estas leyes nos demuestran que, en el sistema de con- 
versión adoptado, solo se ha asegurado a los sucesores 
el valor de las vinculaciones que enajenare el actual 
poseedor, sin desconocer jamas el derecho, el dominio 
de éste. El art. 162 de la Constitución adoptó eso mis- 
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mo sin variación ninguna. ¿Cómo podrá entonces in- 
jertarse en él esa opinión que quiere distribuir la pro- 
piedad vinculada entre los sucesores, ademas de asegu- 
rarles su valor? También se ha dicho que este artículo 
no ha hecho otra cosa que establecer la comerdabilidad 
de la propiedad \inculada. No hai tal, señor: para mí 
no cabe duda de que este artículo no \aene a establecer 
la comerciabiHdad de los bienes amayorazgados; nada 
de eso^ la comerciabiHdad estaba establecida ^ no solo 
por la Constitución del año 28, sino desde las leyes de 
1798; la comerciabilidad no era entonces una novedad, 
ni fué este el objeto del art, 162, sino el de adoptar un 
sistema contrario al de la Constitución de 1828, el de la 
conversión, como lo habían establecido las leyes espa- 
ñolas desde el siglo XVI I L 

¡Podia caber en la mente de este artículo el aceptar 
promiscuamente la división del vínculo i la adjudica- 
cion de su valor? Pudieron i m ajinarse los Convenciona- 
les de 1833 que al adoptar ellos el sistema de convertir 
en valor los vínculos, se les habia de suponer en 1857 
que habían querido no solamente asegurar ese valor a 
los sucesores llamados por la respecti^^a institución, sino 
también distribuirles la propiedad \inculada, atrope- 
llando así los derechos del actual poseedor? Ellos, que 
desecharon Ja abolición absoluta i la gradual como in- 
justas, que no pensaron en distribuir la propiedad en- 
tre el actual poseedor i el inmediato sucesor, para que 
en este terminase el vínculo^ sino en asegurar solo el va- 
lor vinculado a los sucesores, ¿pudieron jamas imají- 
narse que se habia de pretender ahora amalgamar los 
dos sistemas? Estos son los antecedentes que determi- 
nan el luiico modo de entender la Constitución. Ahora 
bien, estamos tratando sobre este punto, — ^la conver- 
sión: tenemos que convertir los vínculos en un capital 
acensuado para los sucesores. ¿Cómo hacerlo? Para mí 
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no cabe duda de que debemos hacerlo rrimo lo ha esta- 
blecido ya la lei de 1852. Hai todavía otro artículo pos- 
terior, el del Código Civil que reprodujo el de la Cons- 
titución. 

Art. 747. «Los inmuebles actualmente sujetos al 
gravamen de fideicomisos perpetuos, mayorazgos o 
vinculaciones, se convertirán en capitales acensuados 
según la lei o leyes especiales que se hayan dictado o 
se dicten al efecto». ¿También se dirá que este artículo 
permite establecer promiscuamente la división del 
vínculo i la adjudicación de su valor? De ninguna ma- 
nera: repito que las leyes no pueden decirlo todo, i de 
su silencio no se presume la restricción, sino la libertad: 
la restricción de un derecho debe ser siempre espresa. 

Permítame la Cámara hacer una digresión. 

Hace poco tiempo que, leyendo un artículo del Códi- 
go que permite nombrar varios fiduciarios, i varios fi- 
deicomisarios, hubo un individuo que creyó que el Có- 
digo permitía los fideicomisos perpetuos, sin advertir 
que ese artículo debia entenderse en su relación con el 
otro que prohibe establecer los fideicomisos por mas 
de una vida, o por mas de 30 años. Es preciso, pues, 
entender las leyes según su contesto i según su relación 
con otras leyes que las esplican. Lo mismo este artículo 
747 no debe tomarse aisladamente. Vamos a ver, ¿pu- 
do caber en la mente del artículo del Código Civil el dar 
al sucesor no solamente el valor, sino también una par- 
te del vínculo que se convierte? Permítame la Comisión 
decir que no solamente ataca el espíritu de la Constitu- 
ción al proponer en su proyecto que se sancione este 
absurdo, sino que trata de igualar dos cosas que no 
pueden ser igualadas i que no ha igualado el art. 747 
de ninguna manera, cuales son el derecho del poseedor 
con la espectativa del sucesor. Se ha repetido mucho 
que el proyecto del Senado es injusto, porque no dis- 
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tribuye con igualdad la propiedad vinculada. ¿Qué es 
lo que se quiere igualar? Un derecho positivo con una 
simple espectativa. ¿Pero cómo se puede hacer eso? 
Apelemos a los demás artículos del Código i nos espli- 
caremós cómo es que no pueden igualarse los posee- 
dores actuales con los sucesores. El art. 760 dice: 

«Si por la Constitución del fideicomiso se concede al 
fiduciario el derecho de gozar de la propiedad a su ar- 
bitrio, no será responsable de ningún deterioro. — Si se 
le concede ademas la libre disposición de la propiedad, 
el fideicomisario tendrá solo derecho de reclamar lo que 
existe al tiempo de la restitución.» 

Recuerdo este artículo para decir a la Cámara que 
los derechos del poseedor actual son tan efectivos como 
los del verdadero dueño, puesto que cuando dispone de 
la propiedad fiduciaria, la espectativa del sucesor, cuan- 
do se convierta en derecho, se limita a reclamar lo que 
exista al tiempo de la restitución. El art. 760 llama pro- 
piedad fiduciaria la que está sujeta a fideicomiso; por 
consiguiente, el verdadero propietario es el poseedor 
actual. El art. 761 establece que el sucesor o fideicomi- 
sario, mientras pende la condición, no tiene derecho 
ninguno sino simplemente la espectativa de adquirir. 
El 762 manda que si el sucesor fallece antes de ser 
poseedor, no tenga derecho de trasmitir por testamen- 
to ni ab-intestato, ni aun la simple espectativa. Estas 
disposiciones no nos dejan duda alguna sobre que la 
condición del poseedor no es igual a la del sucesor: 
aquél tiene un derecho, i éste una espectativa: ambos 
deben ser respetados, pero no pueden ser satisfechos 
del mismo modo. 

Estos principios del Código Civil son los mismos de 
las antiguas leyes. Ahora bien, el art. 747, que ha re- 
producido el de la Constitución, no pudo querer atri- 
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buirles jamas un derecho igual a] fx>seí*dor i al sucesor 
sobre la propiedad vinculada. De ninguna manera. 

Se ha dicho que las leyes estran jeras lo lian hecho: 
nó, señor j todas las leyes estranjrra^ <}ur c onocemoí», 

jíirln^a^ Ihs l^^\■("^^ fraiTí i'^'M-' í l-i-^ t*^[>ann!;|s niv^Éríiu**^ 

no han adoptado como nosotros la conversión de los 
vínculos en valor, sino que los han abolido gradual- 
mente, respetando la espectativa del inmediato sucesor 
i no las de todos los sucesores; i no han hecho valer 
aquella espectativa, sino cuando ya estaba convertida 
en derecho, para terminar allí en manos del inmediato 
sucesor, la vinculación. Otras leyes los han abolido 
distribuyendo la propiedad entre todos los que po- 
dían tener derecho o espectativas, pero matando, abo- 
hendo para siempre la vinculación. Este fué el sistema 
de la Constitución de 1828 que repartió la proj)i(^dad en- 
tre el actual poseedor i el inmediato sucesor, pero aca- 
bando para siempre con las vinculaciones. No podemos 
ahora adoptar este sistema: el art. 162 de la Constitu- 
ción vijente nos fuerza a otra cosa: él nos señala el úni- 
co modo que podemos adoptar para satisfacer la espec- 
tativa de los sucesores, asegurándoles el valor de las 
propiedades vinculadas que enajenare el poseedor ac- 
tual. Este es el sistema seguido por la leí de 1852, i yo 
estoi persuadido de que al dictar una nueva leí para 
complementar aquélla, no podemos apartarnos de ese 
sistema, ni podemos herir el principio constitucional, 
adoptando en la conversión de los vínculos un arbitrio 
que solo se ha practicado en ciertos países, cuando se 
ha tratado de abolidos.» 
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Amnistía de 1857 



A mediados de aquel año, el partido pelucon o con- 
servador sentia su nulidad en el gobierno que él habia 
elevado en 851. Sus inspiraciones no eran obedecidas, 
i aun habia sido ofendido en la actitud que el Ministe- 
rio habia tomado contra el arzobispo i su círculo, en la 
cuestión de los recursos de fuerza que se habia ajitado 
en 856. 

Entre tanto, el Gobierno desplegaba una obstinada 
enerjía en perseguir a sus enemigos, forjando cada dia 
nuevos procesos por supuestas conspiraciones, i llegó al 
estremo de restablecer causas fenecidas, mandando 
juzgar a algimos individuos por complicidad en los su- 
cesos de 1851. 

La situación era violenta, los ánimos estaban ajita- 
dos, el pais entero manifestaba su aspiración a la tran- 
quilidad i sus deseos de ver terminar las persecusiones. 
El partido conservador, que aun dominaba en el Sena- 
do, aprovechó la ocasión de hacerse el eco de aquella 
aspiración, i sin previo anuncio, súbitamente, aquella 
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Cámara aprobó en la sesión de 17 de junio este proyecto 
de lei, que le fué sometido por alguno de sus miem- 
bros: 

^Se concede amnistía a todos los chilenos que por 
tentativas o hechos contra las autoridades, o contra el 
orden político del Estado, pudiesen ser actualmente 
sometidos a juicio, o se hallasen en destierro o prisiom. 

El proyecto produjo en el público un vivo contento; 
pero en el Gobierno fué recibido como una declaración 
de guerra del partido que antes le prestaba el apoyo 
de sus influencias. El Ministerio aceptó la guerra i se 
preparó para vencer a su nuevo adversario en la Cáma- 
ra de Diputados. 

En la sesión del 20, fué presentado el proyecto en es- 
ta Cámara, i por indicación del Diputado Lastarria, se 
trató sobre tabla, sin los trámites de reglamento. El 
Ministerio i sus adeptos lo combatieron enérjicamente, 
i solamente lo sostuvieron los diputados C. Gallo ^ To- 
comal i Lastarria. Este pronunció los dos discursos si- 
guientes: 

PRIMER DISCURSO 

Él señor Lastarrta, — f^Principiaré soh'citando la in- 
duljencia de la Cámara, porque a la verdad no sé qué 
decir, pues estoi completamente desorientado a causa 
del jiro que ha tomado la discusionj tan raro i tan fuera 
de camino. Tenemos aquí el proyecto de amnistía; hai 
quienes lo rechazan; pero por qué? Vengamos a cuenta, 
entendámonos. ¿Cuáles son las razones que hai para 
rechazarlo? El señor secretario formula de antemano 
su voto i talvez el de muchos de sus amigos diputados^ 
endosando su conciencia al Gobierno: él es dueño de 
hacer lo que quiera de su conciencia. Con todo, el señor 
secretario dice que necesita datos para dar su voto ya 
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formulado; interpela al señor Ministro del Interior pa- 
ra que le diga si tiene razones para admitir o desechar 
la amnistía. El señor Ministro no le da ningún dato, i 
sin embargo, el señor secretario insiste sienii)re en dar- 
le su voto, que decia antes no le daria hasta formar su 
opinión, según esos datos que desea. ¿Habrá podido 
el señor secretario formarse esa opinión, a pesar de que 
el Gobierno no le dice cuáles son los fundamentos en 
que apoya su oposición a la amnistía ? Contra semejantes 
convicciones formuladas de antemano, con datos o sin 
eilos, estoi seguro de que-ni la espresion de la justicia, 
ni la de la verdad, ni la palabra, ni nada bastarán: por 
consiguiente seria inútil discutir con el señor secretario 
i los que como él forman su voto de ese modo; seria inú- 
til cuestionar ni razonar con ellos. Se quiere adherir 
completamente a lo que el Gobierno quiera; se le en- 
dosa la conciencia anticipadamente, sean cuales fueren 
los motivos que haya para hacerlo. Entonces suplico 
al señor secretario que no me conteste, pues no cabe 
con él discusión: debemos eliminar de la cuestión sus 
votos. Por eso ha dicho mui bien el señor Torconal que 
no debe admitirse el debate en ese terreno. Díganse 
francamente los principios que se invocan, pero no se 
dé así un voto a lo que el Gobierno quiera con razón o 
sin ella, porque entonces no hai necesidad de debates. 
El señor Ministro de Justicia ha sahdo también con 
otra entidad de todo punto estraña a la discusión: Su 
Señoría rechaza enérjicamente el pensamiento de votar 
la amnistía sinoiral Gobierno: es un descaro, es un ab- 
surdo, ha dicho, pretender dar una lei de amnistía sin 
oir al Gobierno, que es el único responsable del orden 
público. ¿Quién ha pretendido semejante absurdo, se- 
ñor Ministro? El señor Ministro tiene razón, ¿pero quién 
ha hablado en ese sentido? Recuérdese lo que han di- 
cho los señores Tocornal i Gallo: le ha negado alguno 
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de ellos al Gobierno su facultad de tomar parte en esta 
cuestión, así como en cualquiera otro proyecto de lei! 
El Gobierno es el encargado de mantener el orden pú- 
blico, i es un descaro no oirlo cuando se trata de un 
asunto que compromete el orden. En horabuena, señor 
Ministro, estamos dispuestos a oirlo: si no hai razón al- 
guna para mandarle que se calle la boca, hable, señor, 
cuanto quiera, lo deseamos, el secretario también ha 
pedido datos. Se dice que la Constitución encarga al 
Ejecutivo la conservación del orden publico. Concedí^ 
dOj aunque no esclusiva mente; responsables del orden 
público son todas las autoridades constituidas, i ningu- 
na loes esclusi\^amente. Pero si el Ejecutivo quiere aho- 
ra asumir esa responsabilidad esclusiva, en horabuena, 
no le disputamos su pretensión; pero debe decirnos por 
qué no acepta la lei de amnistía: esta es la cuestión, 
¡Por qué no conviene en ella; por qué teme la revolu- 
cion? Decidnos, pues, señores, ;por qué la teméis? os 
escuchamos. Creéis que unos cuantos hombres que van 
a volver del destierro a su país, vengan a conspirar? 
Os engañáis: vosotros no habéis sentido jamas los efec- 
tos de la proscrijícion, no sabéis lo que es estar fuera del 
hogar doméstico, lejos de la patria; vosotros no sabéis 
lo que es estar sin trabajo, en la miseria, divisando a 
lo lejos a la patria, que las ilusiones del descontento i 
de la desgracia nos presentan oprimida. Vosotros no 
comprendéis cuánto avivan los odios del corazón esas 
ilusiones^ e^a sitxiacion: colocaos en esa desgracia i ve* 
reis cómo derramáis lágrimas de dolor. Pero poned 
término a esa desgracia, volved a esos proscritos su 
patria, i veréis cómo se disipan las ilusiones, cómo ce- 
san los odios, cómo la patria que antes parecía triste i 
oprimida, aparece mas bella i amable. Os lo digo con 
esperiencia, i no solo con la mia propia, sino con la de 
todo el mundo, Pero ¿qué hombres tan temibles son esos 
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que hai fuera del país? ¿Es cierto que se les tome, de 
modo que no haya medio alguno de evitar los males 
que nos traigan? Mas, se ha dicho que el Gobierno da- 
ría la amnistía, que tolera a los que vienen: i entonces 
¿por qué no alargáis un poco mas vuestra jenerosidad 
tan blasonada; por qué no los dejais venir a todos, 
sin esperar a que ellos vuelvan furtivamente i siem- 
pre en desgracia? Vamos, señores, que haya amnistía 
para esos cincuenta mas que están fuera del pais, 
que la haya para todos, que la haya para los presos i 
procesados. La cuestión no es de política de partido, 
como habéis dicho, señor Ministro; lo es de alta política 
social, pues al tratarla, no deben tomarse en cuenta los 
intereses individuales, sino los intereses i la convenien- 
cia de la sociedad entera. No se trata ahora de este o 
el otro partido político, ni del Gobierno, ni de sus ad- 
versarios; se trata de todos los chilenos: esa cuestión 
debe juzgarse sin interés de partido, sin resucitar la 
historia de lo pasado; queremos olvidar, puesto que la 
amnistía es un olvido; sin recriminaciones, es preciso 
dejar hablar al corazón, sin mas estímulo que el del 
patriotismo. Apelemos a la esperiencia del mundo 
entero. ¿Qué bien ha traído jamas la política de resisten- 
cia, sino el mal de mantenernos siempre en la excita- 
ción? ¿Qué es lo que divide ahora a ese partido pelu- 
con, que se dice separado del Gobierno? Nada mas 
que un buen espíritu, una idea elevada. Hai en esto 
una mala intención? Nó, señor, no la busquemos: algo 
debe haber mas noble; algún antecedente que justifi- 
que esa separación, que no ha podido obrarse por mo- 
tivos insignificantes; ese motivo no lo encuentro yo si- 
no en la falta de jenerosidad, en el espíritu estrecho 
que mantiene a los chilenos proscritos siempre fuera 
del pais. ¿Qué se ha avanzado jamas con ese espíritu 
estrecho, con esa política restrictiva? ¿Evitasteis las 
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conspiraciones en los dos años i medio que tuvisteis 

facultades estraordinarias i mantuvisteis vuestra tiran- 
tez con los liberales al principio de vuestro gobierno? 
¿Pudisteis evitar, a pesar de vuestra política esclusi- 
vEj las conspiraciones de setiembre en la artillería, ni 
la de octubre de 852 en Valparaíso? Pudisteis evitar 
las conspiraciones que procesasteis después? No estáis 
ahora mismo siguiendo nuevas causas de conspiración? 
Luego esa política es impotente para el objeto con que 
la usáis i mantenéis. Yo tengo para mí que si hubiese 
habido amnistía después de Longo niilla, que si ambos 
partidos, el victorioso i el vencido, nos hubiésemos 
dado un abrazo eji esa época, ninguna de esas conspi- 
raciones habria asomado la cabera, i la sangre no ha- 
bria manchado imitiiniente nuestro suelo. Pero ¿qué 
deciros? Si no queráis conocer estas verdades^ ¿qué 
hacer? Si mantenéis siempre tirantes vuestros odios 
contra vuestros adversarios, los convertís en enemigos, 
i mantendréis siempre palpitante la conspiración. 

Por eso nie admiro al oir lo que ha dicho el señor Ro- 
dríguez. ¿Cómo es que sucede ese fenómeno que nos ha 
revelado el seíior Diputado Rodríguez— que ese parti- 
do pelucon que elevó al actual Gobierno se haya sepa- 
rado de él tan bruscamente? Cómo es que ese partido 
tan preponderante, que ha formado gobiernos, que ha 
elevado ministros a su placer, se aparta ahora del po- 
der i viene como a apoyarse en el otro partido que está 
en desgracia? Luego el Gobierno que ha tenido la sin- 
gular habilidad de mantener siempre en pié el odio de 
sus enemigos, acaba de perder también a sus amigos. 
¿Qué le queda entonces a su lado? Si los dos partidos 
poderosos que forman el pais entero están separados 
del Gobierno, es claro que el descontento está en la 
nación entera: entonces el pais está sobre un volcan, 
entonces la conspiración está en todas partes i puede 
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asomar cuando menos se piense. iQuereis, señores, con- 
jurar la revolución? No resistáis, abrid vuestros^brazos 
a todos, reconciliaos con todos, sois chilenos, sois capa- 
ces de miras elevadas, por mas que queráis mostrar lo 
contrario. ¿Por qué no las tenéis en este momento, en 
el momento mas oportuno para salvaros vosotros mis- 
mos, para salvar al pais de un peligro inminente? He 
aquí que el Gobierno está reducido a una situación que 
puede llamarse en verdad desgraciada, pues está en 
minoría, i no cuenta ya con el apoyo de los amigos que 
lo elevaron, habiendo mantenido excitado siempre el 
odio de sus enemigos. Sali4 de esa situación, señores. 
¿Queréis saber cómo? Con la política de la jenerosidad, 
siendo mas flexibles, menos restrictivos. 

Seria en vano, señores, que yo me estendiese hablan- 
doos sobre este particular. Vos mismo, señor secreta- 
rio, que endosáis vuestra conciencia al Ministerio, 
debéis pedir la amnistía, por hacer bien a vuestros pro- 
pios amigos, porque es preciso que de una vez mar- 
chemos uniformes en la empresa de hacer el progreso 
de la patria. ¿No comprendéis en el fondo de vuestra 
conciencia que es cierto lo que digo? Siendo ésta mi 
opinión, ¿cuánto no me habrá sorprendido oir el ter- 
cer voto emitido, el del señor Rodríguez ? El señor Ro- 
dríguez rechaza la moción de amnistía porque viene 
de un partido a quien él ha atacado i desdeñado siem- 
pre. Yo, como hombre público o como hombre priva- 
do, aunque he combatido también, siempre lealmente, 
a ese partido, no solo le he dado mi aprobación, sino 
mi aplauso cuando ha hecho algo de bueno, le he hecho 
justicia, cuando ha obrado el bien. El señor Rodríguez 
dice que ese partido pelucon propone la amnistía mo- 
vido de mala intención i solo por arrojar el sarcasmo 
a la cara del Gobierno. Es mui mal modo de discutir 
ese de juzgar del mérito de las cosas según el oríjen 
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que traen, i de penetrar hasta las intenciones de los 
que discuten con nosotros. Venga el bien, aunque sea 

de manos del demonio, yo lo acepto* ¿Ni quién 

pueden tener derecho de interpretar mal las intencio- 
nes del que propone un pensamiento justo? ¿No es ima 
mala exajeracion^noes ensangrentar la discusión i con- 
vertirla en riña eso de tratar las cosas como el señor 
Rodríguez? Si yo aceptase ahora la cuestión en este te- 
rreno i entrase en recriminaciones, ¿qué diría el señor 
Rodríguez? Le gustada que en lugar de discutir sobre 
amnistía, tuviésemos pleitos i riñas? Nó, señor^ nada 
de malos juicios sobre las intenciones. El Gobierno dice 
que no le conviene la amnistía, quien sabe por qué ra- 
zón: yo tampoco penetro en sus intentos. Si él teme 
que la amnistía nos traiga revoluciones, yo no lo creo 
ni lo temo: los resultados decidirán sobre la justicia 
de estos temores. A! contrario, tengo la fuerte convic- 
ción, acá en mi conciencia, de que las resistencias del 
poder producen las revoluciones, i si los que ahora re- 
sisten a la amnistía, no son responsables de lo que mas 
tarde nos suceda, por mi la cuenta: yo se los recordaré,* 
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El señor Lastarria. — <íYa que hemos entrado en 
esplícaciones, yo haré también una, que sirv^a de pro- 
testa contra el empeño con ciue los señores ministros 
se han esmerado en presentarme como denunciador 
de^ conspiraciones. Yo no denuncio^ caballeros, sino 
que anuncio el resultado preciso de la situación. Yo 
no hago mas que aceptar el retrato de esa situación, 
tal^corao ha salido de vuestros labios i de boca de vues- 
tros amigos: el señor Rodríguez ha dicho que la moción 
de amnistía tiene su orí] en en una mala intención de 
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los pelucones, que quieren arrojar el sarcasmo a la cara 
del Gobierno: yo revelaré, ha dicho ese señor Diputa- 
do, lo que hai en el fondo de esta cuestión: «se quiere 
arrojar el sarcasmo a la cara del Gobierno por ese par- 
tido acostumbrado a dominarlo todo, a crear gobier- 
nos i formar ministros». El señor ex-ministro Varas 
ha dicho mas: él ha declarado que sus amigos políticos 
de 1851, esos que piden hoi la amnistía, son los que 
entonces pedian sangre, los que exijian que el Gobier- 
no obrase con todo el rigor de las leyes, i que mediante 
los esfuerzos de Su Señoría no se lamentan los males a 
que podría habernos conducido esa exajeracion de ri- 
gor. Su Señoría fué entonces víctima de los adversarios 
del Gobierno i de sus amigos mismos, cuyas rigorosas 
exijencias moderó. Los amigos del señor Varas en 
aquel tiempo son los que proponen hoi la amnistía, i 
no como quiera, sino faltando a las leyes de la lealtad, 
sorprendiendo i faltando según el parecer del señor 
Varas, aun a aquellas conveniencias de cortesía que es 
necesarío observar en todas circunstancias. ¿No son 
estas vuestras palabras, señores? Estoi seguro de ellas, 
no me equivoco. Entonces, señores ministros, yo no 
hago mas que advertirlo, entendedlo bien, deducir la 
consecuencia lójica de esa situación que tan fielmente 
retratan vuestros amigos: el retrato es exacto, es la 
verdad pura. Lo acepto. Luego repetiré que el Gobier- 
no que ha tenido el talento de conservar durante seis 
años siempre excitado i en pié el odio de sus enemigos 
políticos, acaba de perder a sus propios amigos políti- 
cos. ¿Qué es el Gobierno entonces, si en la nación no hai 
mas partidos que esos dos que están fuera del Gobier- 
no? Es una minoría; el pais está contra él: esta es la 
verdad. I en ese caso, señores, decidme: no tengo jus- 
ticia para anunciaros que el pais está sobre un volcan 
i que la conspiración está palpitante en su seno? Có- 
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mo ocultaros esta verdad? El Gobierao en minoría, 
con todos los partidos en contra, está ahora en este di- 
lema, en esta inescusable alternativa: o se separa del 
puesto, o acepta la política liberal, la política flexible, 
principiando por adherirse a la amnistía. Si no se halla 
capaz de comprender i de seguir esta política, debe se- 
pararse el Ministerio: yo lo haria sin trepidar. Pero el 
señor Ministro del Interior, esplicándonos con gran 
felicidad su política, nos ha revelado que no acepta nin- 
guno de esos estreñios^ sino que se echa de lleno en bra- 
cos de la política de restricción. Aquí e-stá la cuestión: 
Su Señoría cree que osa política salva al pais, yo creo 
que lo pierde, yo creo que ella no hace otra cosa que 
mantener la excitación, el fómes de la discordia; por 
eso he dicho que la conspiración existirá palpitante i 
que estamos sobre un \Tjlcan que estallará el dia me- 
nos pensado. 

Ya se ve, pues, que con el señor Ministro estamos de 
polo a polo. Su Señoría halla la salvación en la política 
tiránica, yo en la política liberal. No estamos confor- 
mes i no cabe discusión sobre ese punto. Por eso es que 
omito esplanar los fundamentos de mi opinión. Esto 
seria ademas innecesario, i aun fastidioso, porque por 
mas que hiciera, no habría yo de conseguir el conver- 
tir a los que tan tenaces se muestran en sostener ima 
política desgraciada. 

Pero antes de concluir, permítaseme hacer algunas 
rectificaciones. Se ha dicho por los ministros que los 
que están fuera del pais no son sino seis u ocho. Yo 
siento no haber traído conmigo la lista que he formado 
de los proscriptos. Son 47 los que se hallan fuera del 
pais, i como 150 los escondidos o los que no estándolo, 
están sin embargo bajo una sentencia o pendientes de 
un proceso. La amnistía debe recaer sobre todos, no 
solo sobre los proscriptos, sino también sobre los des- 
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graciados a quienes se puede aplicar desde luego una 
sentencia, i éstos son muchos, si recordamos a los com- 
prometidos en el sitio de Coquimbo. Es necesario, no 
solo que no haya espatriados, sino también terminar 
para siempre esos procesos: es preciso que no se pueda 
en adelante revivir procesos fenecidos o resucitar pro- 
cesos que por el imperio de las circunstancias están 
terminados. 

El señor Ministro del Interior no cree que haya jus- 
ticia para esto. ¿En qué parte del mundo, ha pregun- 
tado Su Señoría, se ha dado jamas una amnistía para 
cortar procesos pendientes? En todas, señor Ministro. 
La amnistía no es como el indulto: la amnistía se refie- 
re al hecho i no a la persona, se dirije a terminar 
toda responsabilidad, a borrar toda culpa con el olvido. 
Por consiguiente, ella recae no solo sobre los que están 
condenados, sino también sobre los procesados o sin- 
dicados. Su Señoría puede hallar este carácter en todas 
las amnistías que recuerda la historia: la de 830 en 
Francia, la de 820 dada por el Gobierno español sobre 
nosotros los americanos, siendo de notar que era dada 
esa amnistía bajo el imperio de la Constitución de 812 
i declarando que debían de cesar todos los procesos 
pendientes i ponerse en libertad a los presos. El mis- 
mo carácter han tenido todas las demás, i pasan de 
veinte las que se han dado en España: puede Su Seño- 
ría ver las de los años 847, 48 i 49 i en todas ellas hallará 
la cláusula de amnistiar a los presos i procesados a la 
sazón, si es que ignora que tal cosa se haya hecho ja- 
mas en el mundo. 

Otro punto que no debo omitir, es la reflexión que 
el señor Varas ha hecho acerca de que esta amnistía 
vendría ahora a confundir a los liberales estraviados 
con los criminales de las conspiraciones de Valparaíso 
i de Juan Fernández. Ese no seria un mal ni un defecto, 
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pero lo peor del caso es que tampoco podría realizars^^ 

el temor de Su Señoría^ porque los desgraciados de esas 

conspiraciones están ya fusilados (hilaridad). 

No, nój señores, no hai que reír de este hecho, que es 
demasiado serio. Tiemblo de entrar en este camino; 
nó^ dejemos los recuerdos históricos funestos^ que no 
deben evocarse cuando tratamos de consignar en una 
lei el olvido de lo pasado. En este olvido está la salva- 
cíon de la patria: invoquemos el patriotismo, la j enero- 
si dad i corra mor; un volü que no es todavía tiempo de 
rasgar». 



El señor Ministro tomó la palabra para hacer tam- 
bién rectificaciones, i dijo que no habia entendido la 
esplicacion del señor Lastarria porque era mui meta- 
física, i que le parecía que liabia querido burlarse de la 
Cámara. 

Cerrado el debate^ i al tiempo íle votar, decidió la 
Cámara, a indicación del señor Ovalle don Matías, que 
no era aplicable al presente j>rü victo el artículo 125 
del reglamento interior, que trata de los casos en que 
los señores diputados están impedidos de votar. 

Puesto a votación el proyecto, fué desechado por 30 
votos contra 16. 

Este triunfo de la política del íiobierno acentuó mas 
la oposición del partido conservador, i no obstante los 
amaños i rsfuer;íos del Ministerio para alcanzar que el 
Senado no insistiera en su acuerdo, éste lo reiteró por 
una mayoría de 13 votos contra 5 en su sesión de 3 de 
julio. La Cámara de Diputados necesitaba también el 
voto de las dos terceras partes de sus miembros pre- 
sentes, para desechar nuevamente el proyecto, para 
que se entendiera que éste quedaba reprobado, según el 
artículo^50 de la Constitución, pero en su sesión de 7 de 




— 77 — 

julio no pudo el Ministerio reunir aquella mayoría, 
pues solo obtuvo 33 votO!í contra ig, para insistir en la 
reprobación, de manera que el proyecto quedó san- 
cionado. 

El Presidente de la República se dis|K)nia a poner en 
ejercicio la atribución que le concede el artículo 44''de 
la Constitución, para desaprobar el proyecto de lei i 
devolverlo, con las obser\^aciones convenientes al Se- 
nado, para que en virtud del artículo 45 de la Consti- 
tución se tuviera como no propuesto, cuando la Corte 
Marcial halló el medio de forzar al Ejecutivo, conde- 
nando a muerte a un militar, a quien el Ministerio ha- 
bia mandado procesar por su participación en los 
sucesos de 1851, i disponiendo que la Comandancia 
Jeneral de Armas continuase el mismo proceso contra 
todos los demás reos mencionados en las sentencias 
de los procesos de aquella época, que no hubieran sido 
posteriormente absueltos o indultados. Esta resolu- 
ción obhgaba al Gobierno a exajerar su política de per- 
secución, sometiendo a juicio, por sucesos olvidados, 
a algunos centenares de ciudadanos que vivían pací- 
ficamente en libertad; i el Presidente de la República 
no halló entonces otro arbitrio, para salir de semejan- 
te embarazo, que aceptar la amnistía sancionada con 
modificaciones i restricciones que le permitían eludir- 
la. No desechó, pues, el proyecto, para dejarlo sin efecto 
sino que, en uso de la facultad que le da el artículo 46 
de la Constitución, pidió su reconsideración con arreglo 
a las modificaciones que le .hacia en el mensaje si- 
guiente: 

Conciudadanos del Senado i de la Cámara de Diputados: 

He tomado en seria i detenida consideración el pro- 
yecto de lei que habéis acordado concediendo amnis- 
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tía a todos los chilenos, que por tentativas o hechos 
contra las autoridades o contra el orden político del 
Estado, pudieran ser actualmente sometidos a juicio 
o se hallaren en prisión o destierro. Del todo conforme 
con vosotros en correr un velo de olvido sobre los suce- 
sos políticos que en época no remota conmovieron la 
República, no lo estoi, sin embargo, en mirar con la 
misma induljencia hechos posteriores, que si pueden 
tener su orí jen en pasiones políticas, se presentan con 
los caracteres de deUtos comunes, cometidos en plena 
paz i cuando ninguna circunstancia, digna de ser aten- 
dida, los atenúa. La amnistía es uno de aquellos me- 
dios cuya eficacia en bien del pais, depende mui prin- 
cipalmente de la discreción con que se emplee, i que 
mal pudiera borrar recuerdos odiosos i calmar los áni- 
mos si se estiende hasta el punto de hacer participar 
de ella sin distinción no solo a los culpables de estra- 
víos políticos, sino también a los que han tomado par- 
te en hechos en que solo se ven maquinaciones crimi- 
nales, calculadas para hacer sobreponer la fuerza ma- 
terial sobre las leyes, sobre los mas caros intereses de 
la República, i que no pueden presentar por escusa ni 
la excitación de la época, ni propósitos que bajo algún 
aspecto sean merecedores de induljencia. 

El proyecto que habéis acordado, prescindiendo de 
la estrema latitud que admiten los términos en que 
está concebido, comprende: i.^ a los que tomaron par- 
te en los sucesos políticos de 185 1; 2.^ a los que han sido 
juzgados por los motines mihtares de la artillería de 
Valparaíso, de Santiago i de Juan Fernández; 3.^^ a los 
que al presente se juzgan como culpables de conspira- 
ciones. Estas tres clases de individuos se hallan en cir- 
cunstancias mui diversas, i no veo ni equidad ni inte- 
rés púbUco en igualarlos para otorgarles amnistía. 

Respecto de los que tomaron parte en los sucesos 
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de 1851, me he anticipado a vuestros votos, í en cuan- 
to ha dependido de mí, han gozado, principalmente 
ios que han permanecido en el j>ais, de todoí^ los bene- 
ficios de una amnistía. I tan cumplida ha sido en esta 
parte, que no solo han vivido tranquilt>s, libres de toda 
persecución judicial i de todo actn clr las autoridades 
que los inquietase, sino que no han tenido ningún estor- 
bo en el ejercicio de todos sus derechos, ya para ele j ir, 
ya para figurar como miembros de los cuerpos cons- 
tituidos. Debo también hacerles justicia. Ellos han 
correspondido a la conducta observada por el Gobier- 
no; han tenido confianza en sus sentimientos i en su 
lealtad, i estoi satisfecho de su proceder. 

La capitulación de Purapel, que puso término a los 
los disturbios civiles en el sur, i en que el jeneral en jefe 
consignó la espresion de^sus sentimientos jeneroso, aun- 
que era insuficiente por sí sola para poner a cubierto 
a los comprendidos en ella de la acción de las leyes, de 
las persecuciones judiciales, la adopté como regla de 
mis actos, porque armonizaba con mis sentimientos i 
porque creí ver en ella un medio eficaz de restablecer 
la tranquilidad i hacer olvidar sucesos de ingrata me- 
moria. La relajación del rigor de las leyes, que ella su- 
pone, era a mi juicio exij ida imperiosamente por el bien 
del pais. La responsabilidad que tomé sobre mi siguién- 
dola, la suspensión voluntaria de parte del Gobierno 
de los recursos legales que estaba en su mano emplear, 
han hecho resaltar a los ojos de los que hubieran podi- 
do ser objetos de ellos mi firme resolución de no moles- 
tarlos, i contribuido a desvanecer los temores de perse- 
cuciones, que, con fines que no calificaré, se habia tra- 
tado de infundir. Considero esa amnistía de hecho, esa 
tolerancia jenerosa, como una de las causas que mas 
han influido en hacer desaparecer los rastros de las pa- 
sadas ajitaciones, i que no hubiera sido tan eficaz una 
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amnistía, que si bien habría dado al Gobierno el mérito 
de proponerla, le habría prívado del de la espontanea^ 
dad constante con que en seis años ha sabido persistir 
en ella. 

Al abrir vuestras sesiones en 1852 os anuncié que se 
habia suspendido toda persecución criminal contra 
los individuos comprendidos en aquellos sucesos, i lla- 
maba vuestra atención a los motivos que me hacian 
esperar otra época para proponeros otra amnistía co- 
mo el Gobierno deseaba. En la misma oportunidad os 
decia en 1853: 

«Cicatrizar las heridas de las últimas discordias es el 
voto mas ferviente del Gobierno; pero no es de menor 
importancia el afianzamiento de este orden precioso, 
que nos ofrece tan magnífica perspectiva de los futu- 
ros destinos de Chile. El Gobierno, ejerciendo sus atri- 
buciones constitucionales, ha mitigado los padecimien- 
tos de aquéllos, contra los cuales se han pronimciado 
los órganos de la lei, por consecuencia de las pasadas 
ajitaciones. En cuanto a los que habiendo tomado mu- 
cha parte en ellas no han sido juzgados, han visto sus 
personas completamente libres de toda persecución cri- 
minal. Ellos han gozado las ventajas que podrían espe- 
rar de una lei que relegase al olvido su participación, i 
la conducta que he observado hasta aquí, i que segui- 
ré observando, les dan completa garantía de que nada 
tienen que temer por lo pasado. No es llegado el mo- 
mento de estender también esos beneficios a los que se 
hallan bajo el fallo de los Tribunales. El que reflexione 
con imparciahdad sobre los deberes, sobre la inmensa 
responsabilidad del Gobierno, hará justicia a su conduc- 
ta.» 

; El Congreso se penetró, como yo, de la necesidad de 
esa suspensión temporal de la acción de las leyes, i de 



que ese medio indirecto^ que conducía al mismo resul- 
tado era preferible. 

Pero no me he limitado a los individuos í]ue queda- 
ban en la República, mui superiores en número a los 
que por dichos acontecimientos calieron al extranjero, 
sea a consecuencia de aentt^nt ia de ios Tribunales o 
para sustraerse a persecuciones jiuliriales. Estos lian 
vuelto casi todos, ron cortas tscepriout^-^ > ^m*"-! i^'^ 
indulto, de autorización i de mera aíjuiescencia del 
Gobierno, observándose respecto de ellos la misma con- 
ducta seguida respecto de los que habian quedado en 
el pais. 

De ese modo la amnistía que habéis acordado la han 
gozado de hecho i no veo sino ventajas en que la san- 
cionéis con vuestra intervención, en que legalicéis esos 
actos, en que deis esa garantía a los que se mezclaron 
en los acontecimientos de 185 1, aunque no hayan teni- 
do necesidad de ella para gozar de sus beneficios. 

Al otorgar esa sanción, debido es comprender a los 
pocos que existen fuera del pais. Sin embargo, consi- 
dero oportuno que se deje al Gobierno el apreciar las 
circunstancias que conviene tomar en cuenta para ha- 
cer las distinciones que la equidad i el interés nacional 
aconsejen. Yo establezco una diferencia mui marcada 
entre aquellos que solo son culpables de estravíos po- 
líticos i los que pudieran serlo también de otro j enero 
de excesos: tratarlos del mismo modo seria equiparar 
los delitos políticos que los sentimientos de que pro- 
ceden escusan hasta cierto punto, con los crímenes 
comunes, que tienen su orí jen en causas menos escusa- 
bles. Esta distinción, conforme a los principios de mo- 
ralidad i de justicia, lo es también al interés público i 
al acatamiento debido a las instituciones. 

Mas, respecto de los que han sido juzgados por los 
motines militares de Valparaiso i Santiago, en 1852, i 

LASTARBIA.— YOL. IV 6 
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por la sublevación de Juan Fernández, con circunstan- 
cias en estremo agravantes, no veo en qué pudiera fun- 
darse una amnistía. Seria altamente perjudicial, seria 
desorganizador estender los beneficios de una lei de 
olvido a atentados cometidos, traicionando la confian- 
za depositada en la fuerza pública, que hieren en lo 
mas vivo la moralidad i disciplina del ejército; en que 
si ha habido influencias de carácter menos odioso, solo 
se ha revelado el criminal intento de emplear la fuerza 
material para hollar las instituciones i las leyes. Si tal 
cosa hiciésemos, legaríamos un precedente de funestas 
consecuencias, i mas bien que un acto digno de los po- 
deres púbhcos, ejerceríamos un acto pernicioso de de- 
biüdad. Ni siquiera puede alegarse el gran número de 
individuos a quienes se favorece i el gran número de 
famiUas cuyos sufrimientos se aliviarian. Todos los 
culpables de estos hechos han sido juzgados, i los que 
pudieran participar de los beneficios de una amnistía, 
han alcanzado ya aquella mitigación de pena que la 
himianidad aconsejaba. Estender a ellos el llamamien- 
to al patriotismo para calmar las pasiones i cicatrizar 
las heridas de los disturbios civiles, importaria, a mi 
juicio, darle menos valor a este acto jeneroso, en cierto 
modo envilecerlo. Por mi parte, veria en tal proceder 
una transacción indigna con nuestros deberes que el 
interés del Estado i los principios sagrados de justicia 
condenan. Esa relajación inmotivada de los fallos de 
los Tribunales, esa mano tendida con jenerosidad por 
nuestra parte, haria menos odioso los motines militares; 
sancionaría hasta cierto punto esos abusos escanda- 
losos, i estraviaria la conciencia pública que los execra 
i condena. Temería que de este modo alentásemos la 
repetición de actos del mismo j enero i minásemos la 
estabilidad de nuestras instituciones; este edificio gran- 
dioso, debido a esfuerzos empleados con constancia 
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durante una serie de años. Me inclino a creer que, no 
obstante los términos jenerales en que está concebido 
el proyecto, no ha sido vuestra intención abrazar esos 
hechos, que se han calificado de delitos comunes, de 
desórdenes de cuartel, i que no pueden colocarse en la 
misma línea que los delitos políticos, sin ofensa de los 
principios de moralidad i de justicia. 

Si no en toda su estension, en gran parte se aplican 
las reflexiones precedentes a los individuos que señalé 
en el tercer lugar entre los comprendidos en la lei, a 
juzgar por los antecedentes conocidos de la causa que 
se sigue. Hai otra circunstancia que tener presente. 
La causa está pendiente, i algunos han salido absuel- 
tos en primera instancia, i para ellos vale mas la 
declaración de inocencia, pronunciada por los Tribuna- 
les, que una amnistía, que acepta como base la culpa- 
bilidad. Si entre los que aparecen implicados en los 
hechos que han motivado esa causa hubiere algunos 
que sean merecedores de amnistía, que reúnan circuns- 
tancia que los escusen, la oportunidad vendrá para 
otorgárselas, sin que en favor de ellos se corte un jui- 
cio, que para otros puede dar por resultado la decla- 
ración de inocencia. 

Las consideraciones que preceden me han decidido, 
conformándome a lo dispuesto por el artículo 46 de la 
Constitución, a modificar el proyecto que habéis acor- 
dado. La forma en que os lo presento salva los incon- 
venientes indicados, i otorga una amnistía completa a 
todos los que tomaron parte en los sucesos de 185 1, sin 
confundir con ellos a los que posteriormente se han he- 
cho culpables de actos de diferente carácter, i que ni la 
situación del pais, cuando se ejecutaron, ni los propó- 
sitos que revelan, permiten equiparar con aquéllos. 

De vosotros pende ahora que los beneficios que de 
una amnistía deben esperarse se obtengan. El interés 



del país, la moralidad pública, son los motivos que me 
han determinado a modificar vuestro proyecto en los 
términos en que os lo presento, con acuerdo del Conse- 
jo de Estado. 

Articulo único. — Se concede amnistía a todos los 
individuos que por haber tomado parte en los aconte- 
cimientos políticos de 1851, hubieren sido o pudieren 
ser juzgados i se encuentren en el pais. Se concede 
igualmente a los que, estando fuera del pais por conse- 
cuencia de dichos sucesos, volvieren con autorización 
o aquiescencia del Presidente de la RepúbUca, i a los 
que por su participación en hechos posteriores análo- 
gos fueren actualmente o pudieren ser juzgados; i a 
quienes el Presidente de la República tuviere a bien de- 
clarar comprendidos en ella. — Santiago, julio 21 de 
1857. — ^Manuel Montt. — Francisco Javier Ovalle. 



Este proyecto del Ejecutivo fué aprobado en el Se- 
nado el 22 de juho, por 12 votos contra 7; i se discutió 
en la Cámara de Diputados el 23 i el 25, quedando 
aprobado por 36 votos contra 17. El Diputado Lasta- 
rria, que no pudo estar presente en el debate, publicó 
el siguiente escrito: 



OPINIÓN DE UN DIPUTADO ACERCA DEL MENSAJE DEL 
EJECUTIVO SOBRE AMNISTÍA 

SS. EE. del Mercurio. 

Valparaiso, julio 24 de 1857, 

i Permítanme Uds. publicar en su diario mi opinión 
acerca del mensaje del Ejecutivo sobre la Amnistía, 
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ya que por estar ausente de Santiago no me es posible 
espresarla en la Cámara. 

Asegura el Ejecutivo que está del todo conforme 
con el Congreso Nacional m correr nn velo de olvido 
sobre los sucesos políticos tjue en í[>oca no remota con- 
movieron a la República; pero que no In está en mirar 
con la misma induljencia hechos posteriores, que si 
pueden tener su oríjen en pasiones políticas, se presen- 
tan con los caracteres de delitos comunes, cometidos 
en plena paz i cuando ninguna circunstancia, digna de 
ser atendida, los atenúa. 

En todo el mensaje no campea otro argumento en 
que puedan fundarse las escepciones que el Ejecutiv^o 
quiere hacer entre los individuos a quienes el acuerdo 
de las Cámaras habia amnistiado. El Ejecutivo quie- 
re, pues, hacer diferencia entre los culpables de estravíos 
políticos i los que han tomado parte en maquinaciones 
criminales^ calculadas para sobreponer la fuerza ma- 
terial sobre las leyes. 

Hecha esta distinción, el Ejecutivo procede a apli- 
carla, clasificando a todos los individuos a quienes com- 
prendía la amnistía de las Cámaras en estos tres órde- 
nes: iP los que tomaron parte en los sucesos políticos 
de 185 1; 2P los que han sido juzgados por los motines 
militares de la Artillería de Valparaíso, de Santiago i 
de Juan Fernández; i 3.° los que al presente se juzgan 
como culpables de conspiración. 

Respecto de los primeros, el Ejecutivo no ve sino 
ventajas en que el Congreso sancione i legalice la am- 
nistía, aunque aquellos individuos no hayan tenido 
necesidad de ella para gozar de sus beneficios, puesto 
que el Presidente se ha anticipado a los votos de 
las [Cámaras, haciendo gozar, principalmente a los 
que han permanecido en el pais, una amnistía tan cum- 
plida, que no solo han vivido tranquilos aquellos indi- 
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viduos, i libres de toda persecución, sino que no han 
tenido ningún estorbo en el ejercicio de todos sus de- 
rechos, ya para elejir, ya para figurar como miembros 
de los cticrpos constituidos. 

No diré que se equivoca el mensaje al sentar hechos 
semejantes, sino que se alucina mucho el Ejecutivo al 
apreciar los resultados de su ponderada tolerancia. Olvi- 
da, en primer lugar, que si bien han permanecido en el 
pais muchos partícipes en las escenas de 1851, no han 
estado tranquilos i libres aquellos sobre quienes pesa- 
ba algún proceso criminal, sino que han vivido escon- 
didos o vagando sin ocupación ni trabajo; olvida en 
segundo lugar que los pocos que, teniendo causas pen- 
dientes, han aparecido a luz, han necesitado antes so- 
Hcitar indultos o por lo menos esa tolerancia del Gobier- 
no que no se les ha prestado espontáneamente, sino en 
fuerza de empeños i ruegos; olvida, en tercer lugar, 
que aun de los capitulados en Purapel hai muchos a 
quienes posteriormente se les formó causa de respon- 
sabiüdad pecuniaria, como para entretener en cierto 
modo las persecuciones que aquella capitulación habia 
hecho imposibles; olvida, en cuarto lugar, que de esos 
mismos capitulados acaba de ser enjuiciado uno i con- 
denado a muerte, por los sucesos de 1851; olvida, en 
quinto lugar, que no hai de esos comprometidos nin- 
guno que, mediante la tolerancia del Gobierno, haya 
figurado en elecciones, o forme parte de los cuerpos 
constituidos, etc. 

¿A quiénes puede referirse el mensaje al suponer 
estos hechos? ¿Será a los pueblos de Copiapó i la Sere- 
na, los que a pesar de estar comprometidos en los suce- 
sos de 851, han ejercido después todos sus derechos 
para elejir? Esos pueblos han ejercido sus derechos po- 
líticos en 852 i 855, porque ni el Ejecutivo, ni el Congre- 
so, ni lei alguna se los podían quitar; porque entre sus 
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ciudadanos electores no figuraban los que por causas 
pendientes tenían suspensa su ciudadanía; i porque 
aun cuando habían tomado parte en la revolución de 
851, como otros muchos pueblos de la República, no 
estaban ellos borrados del catáloi^o de los departa- 
mentos a quienes el mismo Gobierno hace elejir dipu- 
tados para el Congreso o cabildantes para sus cabildos. 
¿Quiénes son, pues, esos comprometidos que han ejer- 
cido todos sus derechos, a no ser que el Ejecutivo quiera 
hacerse un mérito de no haber privado de su sufra- 
jio a los capitulados en Purapel o a los que no tenían 
responsabiUdad ninguna pendiente por los sucesos de 

851? 

¿A quiénes alude el mensaje, cuando habla de indi- 
viduos que tomaron parte en los sucesos de 51, i que 
a pesar de eso figuran como miembros de los cuerpos 
constituidos? No puedo adivinarlo, por mas que reco- 
rro la lista de los funcionarios públicos, ni puedo ima- 
jinarme que esa alusión se dirija ni al Diputado por 
Lontué ni a mí, que somos los únicos que, habiendo figu- 
rado en los sucesos de aquel año, figuramos hoi por los 
votos unánimes de tres departamentos en el Congreso, 
i no por la aquiescencia ni por la tolerancia del Gobier- 
no. Sobre nosotros no pesa responsabilidad alguna por 
los sucesos de 851, puesto que habiendo sido juzgados, 
fuimos también absueltos, i debemos a una sentencia 
de los Tribunales, i no a la bondad del Gobierno, nues- 
tra capacidad de figurar como miembros de un cuer- 
po constituido. Si el Gobierno cree habernos hecho un 
favor por no habernos sometido de nuevo a otra causa 
política, cuando el voto de nuestros conciudadanos 
nos elevaba al Congreso, creo yo que él mismo es el que 
se ha favorecido, absteniéndose de observar contra 
nosotros una conducta que ni las leyes ni su posición 
le permitían. Si esa alusión se refiere, pues, a nosotros. 
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séame permitido congratularme de que el Presidente 
declare ahora que debe hacemos justicia, porque hemos 
correspondido a la conducta observada por el Go- 
bierno; pero bien entendido que no hemos temido per- 
secuciones, porque teníamos confianza en las institu- 
ciones i en la pureza de nuestros antecedentes, hasta 
que hemos sido perturbados en nuestra confianza por 
por la persecución fulminada últimamente contra el 
Diputado de Lontué. Nuestra conducta en la Cámara 
ha correspondido a la observada por el Gobierno, no 
porque nos creyésemos Hgados con favor alguno, sino 
porque abrigábamos todavía alguna esperanza de que 
el Gobierno, deponiendo sus recuerdos de lo pasado, 
adoptase una política conciliadora i patriótica: esta 
esperanza nos hacia eludir todas las ocasiones que se 
nos ofrecían de vindicar la causa de los buenos princi- 
pios; queríamos olvidarlo todo, para no servir de obs- 
táculo a la nueva era que deseábamos; queríamos que 
nuestra presencia allí no fuese siquiera sentida, a ver 
si así conseguíamos que el Gobierno no pusiese pretes- 
to alguno para mantener su política restrictiva: por 
eso tolerábamos malas maneras i falsos razonamien- 
tos, i no nos hacíamos oir, sino rara vez, i solo cuando 
creíamos deber elevar nuestra voz en servicio de la 
Constitución i de ciertos principios, sin embargo de la 
convicción que teníamos de que cualquiera idea ema- 
nada de nosotros debia ser rechazada, solo por ser 
nuestra, como ha sucedido con todos mis proyectos de 
lei, que han sido burlados, como lo fué nuestra espe- 
ranza. 

Dejando aparte esta lijera esplicacion, repito que se 
alucina mucho el Ejecutivo al creer que su tolerancia 
ha vaUdo tanto como la amnistía para los comprometi- 
dos en 851. Bastaría observar que bajo esta tolerancia 
no ha sido la misma que lo que puede ser bajo una lei 



de amnistía la posición de los que toíiiaron parte en 
851. No se olvide que ni la tolerancia, ni la amnis- 
tía se refieren a todos estos individuos, sino solamente 
a los que tienen pendiente algima responsabilidad, 
puesto que los que han sido absueltos o indultados, i 
aquellos a quienes jamas se han llamado a juicio no 
necesitan de amnistía, ni han necesitado de toleran- 
cia- La tolerancia del Gobierno respecto de los respon- 
sables, no ha producido efecto saludable alguno, por- 
que su situación no ha dejado de ser incierta i peligrosa 
i porque los que no han logrado que se les tolere en pú- 
blico, han tenido que permanecer escondidos o fujiti vos. 
Unos i otros no han estado, pues, tranquilos, ni libres 
de responsabilidad, ni en el goce de sus derechos. Si al- 
guno de ellos hubiese llegado a ejercer el sufrajio o a re- 
clamar un puesto en un cuerpo constituido, estamos 
ciertos de que se habría recordado su situación i no se 
se le habría tolerado. \ 

Ni avm las capitulaciones de Purapel, que el Ejecu- 
tivo asegura haber aceptado tan gustosamente, han 
podido surtir los efectos de una amnistía, porque el 
el mismo mensaje confiesa que eran insuficientes para 
poner a los comprendidos en ellas a cubierto de la ac- 
ción de las leyes i de las persecuciones judiciales. Si los 
capitulados han gozado de tranquilidad, habrá sido 
porque no habia motivo o conveniencia para formar- 
les causa; pero deben estar seguros de que, a pesar de 
la tolerancia del Gobierno, no pueden gozar de los bene- 
ficios de la amnistía, sino en virtud de una lei, sin que 
pueda suplir por ella, i sin que haya suplido jamas, la 
benevolencia con que el Presidente dice haberse anti- 
cipado al voto de las Cámaras. Testigo el teniente Vide- 
la a quien se acaba de condenar a muerte. 

Entremos ahora a examinar las escepciones que el 
Ejecutivo pone a esa amnistía, que acepta, aunque en 
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SU concepto no es necesaria. No se comprende por qué, 
aceptándola lisa i llanamente para los comprometidos 
de 851 que residen en el pais; por qué, confesando que 
es debido comprender en ella a los pocos que existen fuera 
del />ais pretende sin embargo que se deje al Presidente 
de la República la facultad de autorizar a su arbitrio 
o de tolerar la vuelta de esos proscritos a la patria. 

Los señores ministros han anticipado en las Cáma- 
ras una esplicacion de esta inconsecuencia inconstitu- 
cional, diciendo que se teme que los proscritos vengan 
a perturbar el orden, porque no han mostrado confor- 
midad ni sumisión al orden de cosas existentes. El men- 
saje no ha apadrinado este argumento, sin duda por- 
que ha comprendido que no es mas que un pretesto 
indigno, no digo de un gobierno omnipotente como el 
nuestro, sino aun de un gobierno débil i medroso. Si 
fuera cierto que el Gobierno teme tanto a los pocos que 
existen fuera del pais, con mas razón deberla temer a 
los muchos que residen aquí espuestos a la persecución, 
o bajo el peso de una sentencia, o sometidos a una con- 
dición estraordinaria, en la cual están espuestos a cada 
instante a que el Gobierno les niegue su tolerancia por 
indicación de un malqueriente o por medio de una au- 
toridad subalterna, que quiera suspender los efectos 
de la bondad del Presidente. Mas racional seria temer 
a j entes sometidas a esa triste condición, que no puede 
producir sino despecho i desolación, que a desterrados 
que por solo el hecho de volver a la patria olvidarian 
la irritación deque tienen dominado el ánimo en el des- 
tierro. El Ejecutivo se ha hecho, pues, el honor de no 
aceptar este argumento baladí, que no ha merecido si- 
quiera ser contestado. 

El Presidente quiere esceptuar de la amnistía a los 
desterrados, porque halla en su. sabiduría que puede 
apücárseles la distinción que al principio de su mensa- 
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criminales: no quiere equiparar los delitos políticos, 
que los sentimientos de que proceden escusan, con los 
crímenes comunes que tienen su orí jen en causas mén- 
nos escusables. ¿Pero a cuál de los desterrados quiere 
el Ejecutivo aplicar esta distinción que cree tan fun- 
dada en la moralidad i la justicia? Todos ellos han sido 
condenados por causas políticas, ninguno por crimen 
común, de esos que se suponen inescusables. Para no 
ofenderlos a todos con un falso testimonio tan grave, 
tan serio como es éste; para no confundirlos a todos 
bajo el peso de responsabilidad tan enorme, el Ejecu- 
tivo debe ser mas circunspecto, debe nombrar al crimi- 
nal que desde su alto puesto divisa entre los desterra- 
dos políticos que todavía, después de seis años, son 
víctimas de los odios de 851. Hai mas, el Ejecutivo no 
debe exijir del Congreso una infracción de la Constitu- 
ción, sin mas fundamento que una distinción casuísti- 
ca i una retisencia ofensiva. La Constitución quiere que 
el Congreso solo dé amnistías, es decir, indultos jenera- 
les, i no particulares o escepcionales. Si el Ejecutivo 
cree que no debe darse la amnistía sino a los estravíos o 
delitos políticos, formule en este sentido su proposición; 
pero no ponga escepciones que solo pueden quedar al 
arbitrio del Presidente, porque solo el Presidente sabe 
cuales son los criminales comunes que no deben gozar 
esa amnistía, i el Congreso no puede conocerlos, porque 
no se le nombran ni señalan. Si realmente existen esos 
criminales, no haga mención de ellos el Ejecutivo para 
objetar la amnistía: cuando llegue el caso de ejecutar 
la lei i vea que uno de esos criminales, a merced de la 
amnistía, vuelve al pais, hágalo aprehender i sométalo 
a los tribunales, que son los únicos que tienen la facul- 
tad de juzgar si tal criminal está o no comprendido en 
la amnistía. El hacer escepciones indeterminadas, para 
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que queden al arbitrio del Ejecutivo en su aplicación, 
es invertir este orden que es el legal, i quebrantar la 
Constitución que no permite dar amnistía escepciona- 
les, i mucho menos al arbitrio del Ejecutivo. 

La segunda escepcion a que el Ejecutivo cree apli- 
cable la distinción entre delitos políticos i delitos co- 
munes es referente a los individuos que han sido juzga- 
dos por los motines militares de Valparaíso i Santiago 
en 1852, i por la sublevación de Juan Fernández. El 
Ejecutivo no quiere que comprenda la amnistía a esos 
criminales. 

«Si tal cosa hiciésemos, dice el mensaje, legaríamos 
un precedente de funestas consecuencias, i mas bien 
que un acto digno de los poderes públicos, ejercería- 
mos un acto pernicioso de debilidad. Ni siquiera pue- 
de alegarse el gran número de individuos a quienes se 
favorece i el gran número de familias cuyos sufrimien- 
tos se ahviarian. Todos los culpables de estos hechos 
han sido juzgados, i los que pudieran participar de los 
beneficios de una amnistía, han alcanzado ya aquella 
mitigación de pena que la humanidad aconsejaba. Es- 
tender a ellos el llamamiento al patriotismo para cal- 
mar las pasiones i cicatrizar las heridas de los distur- 
bios civiles, importaría, a mi juicio, darle menos valor 
a este acto jeneroso, en cierto modo envilecerlo. Por 
mi parte, vería en tal proceder una transacción indigna 
con nuestros deberes, que el ínteres del Estado i los 
principios sagrados de justicia condenan. Esa relaja- 
ción inmotivada de los fallos de los Tribunales, esa 
mano tendida con jenerosidad por nuestra parte, ha- 
ría menos odiosos los motines militares, sancionaría 
hasta cierto punto esos abusos escandalosos, i estravia- 
ría la conciencia pública, que los execra i condena». 

Participo de la indignación con que está escrito este 
trozo del mensaje; pero mi indignación es mas bien 
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admiracíon de los esfuerjsos con que se pretende des- 
naturalizar la amnistía úvl (^ungn*M, ^^ujioniendo que 
eila ampara a forajidos que suh> merecen la execra- 
cien pública. Esos esfurríios llevan al Gobierno hasta 
el olvido de la Iñsíoria [>i nnsa íIc iic]iirllos acnntí*Ci- 
mientos, que taiiibicn se trajeron a la inenioria en la 
sesión del 20 de junio, i que ninguno de los amigos de 
la amnistía consideró con detención, por huir, sin duda, 
de ese recuerdo funesto. 

iPor qué se recuerda la sublevación de Juan Fernán- 
dez, i se olvida que los que la pensaron fueron fusila- 
dos, sin sentencia legal, no quedando ahora ninguno 
que pudiera reclamar en su favor la amnistía del Con- 
greso? Vioi a trasmitir aquí el acta de que consta ese 
fusilamiento atroz, para que se venga en cuenta de que 
por nuestro propio honor debíamos olvidar ese hecho 
espantoso, en lugar de hacer mérito de él para calum- 
niar un gran pensamiento, para difamar la amnistía 
i quitarle su brillo. Dice así: 

«En la isla de Juan Fernández, a veintiséis de enero 
de mil ochocientos cincuenta i tres, en vista de la re- 
volución que intentaban los presos i denunciada por 
Antonio Bastías i José Montano; 

«El que suscribe, por no tener la autorización com- 
petente para castigar debidamente tan enorme delito, 
citó a jimta a los señores ayudante mayor don José 
Antonio Léniz, subteniente don Nicomédes Gacitúa, 
subdelegado de este departamento don Antonio García 
i su socio don Enrique Pastor, colocados en sus asien- 
tos, espuso el que suscribe, a pesar de ser sabedores de 
ello todos los vocales, que el plan de la revolución so- 
focada era el siguiente: 

«Sorprender a la patrulla que sale a hacer que se con- 
serve el orden, desarmar a los soldados que la compo- 
nen dejándolos amarrados en el Galpón, vestirse ellos 
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con los uniformes i armas; tomar un número considera- 
ble de ellos i llevarlos en el centro como si fuesen apri- 
sionados por la patrulla. En esta forma tomar la fuerza 
i después de esto a las autoridades, con la atroz circims- 
tancia de ser tomada i atada mi persona; abusar en mi 
presencia de la manera mas infame de mi señora esposa; 
concluido lo cual debíamos ambos ser asesinados. Que 
la fuga que proyectaron, después de descubierta la re- 
volución, ha sido sorprendida infraganti^ como a todos 
consta i que los cabezas que han sido aprisionados están 
convencidos de haber proyectado tal atentado i son: 
Juan Carreño, Juan José Gutiérrez, Facimdo Hermo- 
silla, Gaspar Morante i Ramón Fuentes, prófugo.» 

»La junta acordó, en virtud de estos antecedentes i 
del convencimiento que tiene de que efectivamente se 
trataba de cometer los delitos mencionados, que los 
cinco individuos arriba mencionados, Juan Carreño, 
Juan José Gutiérrez, Facundo Hermosilla, Gaspar Mo- 
rante i Ramón Fuentes, sean pasados por las armas, 
para justo escarmiento de todos los demás i garantía 
de la seguridad de esta colonia. 

»Respecto al castigo de los demás cómplices, estando 
dentro de las atribuciones del jefe el que deba ser, que- 
dan a su disposición. — Antonio García y subdelegado. — 
José A. Léniz. — Nicomédes Gacitúa. — Enrique Pastor. 
— Ignacio Navarrete.» 



Con el mismo propósito de afear el pensamiento de 
la amnistía, se recuerdan el motin de la artillería de 
Valparaíso i el de la artillería de Santiago. ¡Nuevo opro- 
bio histórico que es necesario recordar para impedir- 
nos el hacer un bien! Una conversación de un sarjento 
retirado con su hijo, un cometa i un soldado en la arti- 
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nería de Valparaíso, llevó al patíbulo al padre, al hijo 
i a los otros, antes de que contaran siquiera con los me- 
dios de comenzar a poner en obra su loca ilusión. El 
consejo ordinario condenó, i como por un singular i 
tremendo decreto del Gobierno, estas sentencias no 
tienen apelación ante la Corte, el Comandante de Ar- 
mas confirmó; i entonces, en medio de la paz i sin cir- 
cunstancia ninguna que lo escusara, vimos lo que ni 
en la guerra de independencia se viera, fusilar juntos 

a un padre i a un hijo ¿Cuáles son los cómplices 

de este motin que existan ahora i que pudieran gozar 
de la amnistía? I si los hai, ¿por qué esceptuarlos de 
la clemencia del Congreso, cuando su delito fué solo 
de intención? Ignoro los pormenores del motin de San- 
tiago, pero saque con las mismas formalidades de aquel 
decreto, se fusilaron en detalle a varios desgraciados 
durante algunos dias, i que la clemencia del Gobierno 
salvó de la muerte a algunos que no habian salvado 
de perder el juicio a la vista del suplicio de sus compa- 
ñeros. Esos infelices son mui pocos, i si hubiera de 
alcanzarles la amnistía, seguramente no seria para alen- 
tarlos a nuevos motines, ni para colocarlos en situa- 
ción de recobrar sus ánimos, bien abatidos ya por una 
larga prisión. 

De todos modos, si ellos por la naturaleza de su cri- 
men están esceptuados de una amnistía política, no 
hai para qué recordarlos, ni para qué exajerar la defor- 
midad de su crimen, ni para qué olvidar la compasión 
que merecen desde el fondo de su calabozo. 

No comprendo con qué fin haya recordado el men- 
saje estos hechos atroces, deshonrosos i propios mas 
bien de caníbales que de un pueblo culto. Pero ya que 
el mensaje los recuerda para mover al Congreso a que 
no estienda a las víctimas de aquellos sucesos, víctimas 
que no formarán el número de diez, el olvido que pro- 
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clama la leí de amnistía, fuerza es que nosotros le re- 
cordemos también que la fealdad histórica está mas 
bien de parte de los sacrificadores que de las víctimas, 
i que el olvido que deseamos aprovechará mas a los 
primeros que a esos miserables soldados a quienes el 
Ejecutivo quiere esceptuar. 

Mas singular es la tercera escepcion que el Ejecutivo 
pretende hacer, escluyendo de la amnistía a los que al 
presente se juzgan como culpables de conspiración, a 
menos que el Presidente no los crea dignos de ella. El 
mensaje dice que en gran parte se apücan a éstos las 
reflexiones que deja hechas respecto de los anteriores; 
pero no es fácil hallar la relación, supuesto que la cons- 
piración que se está juzgando es puramente política, i 
no tiene el carácter de im crimen común, de la clase de 
los que el Ejecutivo desea esceptuar. Todos han creído 
que el Gobierno aceptaría la leí de amnistía por salir del 
desgraciado conflicto en que lo ha colocado este proce- 
so, tan condenado por la opinión púbüca i tan escaso 
de fundamentos, en sentir del consejo de guerra mis- 
mo, que se ha visto precisado a absolver a los sindica- 
dos principales. Pero el mensaje saca partido aim de 
esta absolución para negarles a esos reos la amnistía, 
puesto que mas que ésta, les conviene una sentencia 
absolutoria. Si así lo cree el Ejecutivo, no tiene necesi- 
dad, para no quitar esta ventaja a los reos, de exijir del 
Congreso una amnistía insconstitucional, puesto que 
en su mano tiene el arbitrio de no promulgar la leí has- 
ta que la Corte, que ya ha visto la causa, se pronuncie. 

Pero si el Gobierno cree deber esceptuar de la anmis- 
tía a los miütares comprendidos en ese proceso, por la 
la misma razón que esceptúa a los no existentes de los 
motines de Valparaíso i de Juan Fernández, i a los po- 
cos soldados de artillería de Santiago, ¿por qué no pro- 
cura ser mas constitucional en sus observaciones, i da 
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la amnistía jeneral para los delitos políticos i no para 
los reos de motines de cuartel, sin dejar al arbitrio del 
Presidente las escepciones personales que pretendt^ j)o- 
ñer a la leí? A lo rnhi os así se procedería con mas fran- 
queza, sin incriminar a los desterrados políticos, i sin 
confundir con los militares, cuya suerte se quiere dejar 
al arbitrio del Presidente^ al Diputado de Lontuó i a 
otros ciudadanos que el proyecto del Ejecutivo deja 
también sometidos al mismo arbitrio, sin que sean ni 
militares, ni reos de crímenes comunes, i sin que por 
tanto pueda aplicárseles la distinción antojadivía del 
mensaje. 

Con todo, al esciuir de la amnistía a los militares pro- 
cesados actualmente, suponiendo que lo,^ condene la 
Corte, el mensaje peca contra la dignidad i alteza de 
un gobierno, en primer lugar, porque supone culpables 
a los que todavía no han sido sentenciados, i en se* 
gundo, porque olvidando la historia i desconociendo el 
corazón humano, supone que la amnistía para los mi* 
litares alentarla la repetición de iguales actos i u linaria 
la estabilidad de nuestras instituciones, — «este edificio 
grandioso debido a esfuerzos empleados con constan- 
cia durante una serie de años^v. La clemencia jamas 
alienta el crimen, ni la política flexible i desapasio- 
nada jamas ha destruido el edificio grandioso de las 
instituciones de un pueblo. Lo que produce esos ma- 
les es el rigor: recuérdese si no que el proceso del 20 de 
abril i el fusilamiento de un sarjento no impidieron los 
motines del Chacabuco^ de la Serena i de Concepción^ 
que el fusilamiento de seis comprometidos en la revo- 
lución de Copiapó, hecho por el Gobierno contra el dic- 
tamen del Consejo de Estado, no impidió que estallase 
un motin en Tres Puntas;, que el fusilamiento del jefe 
de este motin, no impidió el de la artillería de Santia- 
go ocurrido a los tres meses; que el fusilamiento de los 
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artilleros de Santiago, en setiembre de 1852, tampoco 
impidió la conversación de los artilleros de Valparaiso, 
que un mes después estaban también en un patíbulo; 
que esos treinta fusilamientos, hechos sin el fallo de 
segunda instancia ante la Corte, no impidieron las 
conspiraciones que el Gobierno cree haber descubierto 
posteriormente. ¿Para qué estos hechos? ¿Quién que 
conozca la historia puede ignorar que las conspiracio- 
nes se reproducen casi siempre independientemente de 
las leyes, i solo por la inflexibilidad i excesivo rigor de 
los gobiernos? 

Como quiera que sea, lo cierto es que ninguna de las 
escepciones que pretende el Gobierno aparece justifica- 
da en la distinción que como fundamento capital ños 
hace el mensaje de estravíos políticos i de crímenes 
comunes: no lo está la escepcion de los desterrados, 
porque entre ellos no hai ningún reo de crimen común; 
tampoco lo está la de los que han sido juzgados por 
los motines de Juan Fernández i de Valparaíso, por- 
que de los procesos aparece que el que no fué absuelto 
fué fusilado; ni finalmente lo está la de los que al pre- 
sente se juzgan como reos de conspiración, porque so- 
bre ser sindicados de un delito puramente político, no 
hai derecho para considerarlos culpables, hasta que sean 
sentenciados, ni hai derecho para aplicar la escepcion 
que el mensaje hace de los miH tares a los ciudadanos, 
que no habiendo sido sindicados, no han sido todavía 
sometidos ajuicio. De modo que la distinción casuística 
del mensaje no puede tener apHcacion, aun suponién- 
dola justa i fundada en la moralidad pública, sino a 
unos cuantos soldados que todavía deben quedar en 
la penitenciaría, de aquellos que no alcanzaron a ser 
fusilados por el motín de la artillería de Santiago. 

Reducida la cuestión a este que es su verdadero tér- 
mino, cada día comprendo menos los motivos que el 
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Gobierno tiene para oponerse tan tenazmente a la pro- 
clamación de la amnistía. Con mas franqueza que el 
mensaje habían hablado los ministros en la st^sion del 
20 de junio, porque aun descartando, pin honor, del 
mismo Gobierno, los argumentos que se fundaban en 
el miedo a los proscritos, se había dicho siquiera con 
claridad que el Gobierno no aceptaba la amnistía por- 
que ella tenia su oríjen en una mala intención de los 
amigos políticos que acababan de separarse de él, i no 
quería prestar un homenaje a la deslealtad o a la trai- 
ción de esos amigos. Pero ahora se olvidan esos argu- 
mentos, que siquiera tenían el mérito de la fran(iueza, 
por fundar en chícanas i sofisterías impropias las ob- 
servaciones dirijidas a introducir en la lei escepciones 
contrarias a la Constitución i a su naturaleza, i desti- 
nadas a hacer una indisculpable confusión entre el 
indulto i la amnistía. «La amnistía, dice Garnier Pagés, 
no puede dejar subsistente ninguna pena, porque en- 
tonces no seria amnistía, sino únicamente una gracia 
parcial». «La amnistía no es solamente un perdón, per- 
don leal, perdón completo, sino ademas perdón i olvi- 
do, lo cual escluye las escepciones de categorías i la vi- 
jilancia de la alta policía». «La amnistía no es un acto 
de clemencia ordinaria dictado solamente por un sen- 
timiento de justicia i de humanidad, que inspiran fre- 
cuentemente los desgraciados condenados. La amnis- 
tía es esencialmente i antes de todo un acto de alta 
política, que sale del curso ordinario de las leyes i de 
la justicia, lejos de toda consideración personal, i en 
cierto modo impuesto por las necesidades i los intereses 
de la sociedad». «Este carácter de la amnistía se encuen- 
tra en todas las que han emanado de los reyes france- 
ses desde 1413 hasta 1830.» 

Así habían comprendido también las Cámaras la 
amnistía que se trata de dar, sin escepciones ni catego- 
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rías; pero el mensaje viene a decimos que «este es uno 
de aquellos medios cuya eficacia en bien del pais, de- 
pende mui principalmente de la discreción con que se 
emplee, i que mal podria borrar recuerdos odiosos i 
calmar los ánimos, si se estiende hasta el punto de ha- 
cer participar de ella sin distinción, no solo a los culpa- 
bles de estravíos políticos, sino también a los que han 
tomado parte en hechos en que solo se ven maquina- 
ciones criminales» Claro está que desde que se 

pretende emplear la discreción para dictar una amnis- 
tía, la discreción no hará mas que ahogar la clemencia, 
poner en duda los intereses sociales, que reclaman la 
amnistía, i dictar una lei que en lugar de ser acto de 
alta política, no será mas que el respiro de una política 
mezquina, que a fuerza de chicanerías pretenderá en- 
tresacar de entre los amnistiados a los que no merecen 
el beneplácito o la confianza del que sujeta la jenero- 
sidad del corazón a la discreción de un espíritu sutil i 
asustadizo. En este caso la discreción del Gobierno se 
avanza hasta creer que la amnistía no borraria recuer- 
dos odiosos, si en ella se comprendiese a los reos de crí- 
menes comunes; pero esta es una creencia gratuita, 
porque nadie podrá imajinarse que los estraviados 
políticos de 1851 avivasen sus recuerdos odiosos contra 
el Gobierno i sublevasen los ánimos tan solamente por- 
que venían a participar de su perdón unos cuantos sol- 
dados miserables, que saldrían de las cárceles para ir a 
confundirse en un olvido mas profundo que ese en que 
hoi yacen sumerjidos. 

¿Mas; a qué cansarnos en patentizar la sinrazón del 
mensaje del Ejecutivo? Tan incomprensibles son sus 
fundamentos como lo eran los indignos i pueriles argu- 
mentos con que los enemigos de la amnistía la han com- 
batido en las Cámaras. La única esplicacion que puede 
darse a esa oposición del Ejecutivo está en la falta de 
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patriotismo, falta que no quise hacer notar en la sesión 
del 20 de junio, por dar a la discusión un tono modera- 
do, i que ahora me veo forzado a proclamar, ya que el 
mensaje invoca a cada paso la moralidad i la justicia, 
haciendo tanto alarde de la jenero.^idad con que se ha 
tratado a los que hasta ahora son el blanco de las es- 
cepciones con que se pretende anular el voto jeneroso 
del Congreso. Sí, falta de patriotismo: he aquí la ver- 
dadera causa de nuestra situación, causa funesta de 
los males sin cuento de que aparece preñado nuestro 
porvenir, i que estallarán sin remedio si no los conju- 
ramos con tiempo, haciendo el sacrificio de nuestras 
pasiones mezquinas en las aras de la República. Inte- 
rroguemos nuestro corazón, estudiemos la historia de 
estos seis años, i no hallaremos otra cosa que el juego 
de pasiones indignas de nuestro nombre. Perdóneme 
el Gobierno la revelación de mis juicios, porque ellos 
son el efecto de una convicción dolorosa, de un hecho 
latente, que patentiza que el patriotismo ha dejado de 
ser el móvil de la política, i que en su lugar solo que- 
dan odios irreconciliables, recuerdos de ofensas pasa- 
das, ambiciones innobles que no se satisfacen sino con 
el esterminio de los obstáculos que encuentran en su 
paso; aspiraciones no satisfechas, i hasta intereses pri- 
vados puestos en acción por la esperanza de un lucro 
o por el choque de otros intereses. Con el patriotismo 
han desaparecido también la lealtad, el valor i el desin- 
terés que antes eran proverbiales en Chile. Todo eso 
ha huido del corazón de los hombres públicos, i ha ido 
a asilarse allá en esa sociedad que no comprende nues- 
tras riñas indignas, ni nuestras ridiculas peripecias po- 
líticas. Solo así se esplica el fenómeno de la existencia 
de un gobierno que, habiendo atravesado la época mas 
floreciente de Chile, ha llegado a la mitad de su carre- 
ra, para encontrarse sin los amigos que lo elevaron i 
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teniendo siempre al frente a los adversarios que lo re- 
chazaron; i esto sin siquiera haber sacado partido de 
esa época feliz para ennoblecer la autoridad, ni para 
hacerla amar, ni para afianzarla en los intereses, ya 
que no en la opinión, de todos. Parece que el Gobierno 
no hubiera querido aceptar las bendiciones que la Pro- 
videncia derramaba sobre el pais después de la terrible 
crisis de 1851: el cansancio de la política, la necesidad 
de trabajo, el aliciente de las riquezas pusieren el olvido 
de lo pasado en nuestros corazones; i solamente el Go- 
bierno no olvidó, ni ha olvidado todavía en 857. Siem- 
pre sañudo con sus adversarios, ha preferido darles por 
favor lo que les debia de justicia; i siempre omnipoten- 
te i voluntarioso, ha chocado hasta las susceptibilida- 
des de sus propios amigos. ¿No es esta la verdad? ¿Qué 
idea grande se ha realizado, qué pensamiento noble ha 
aparecido, qué empresa útil se ha iniciado, que no haya 
fracasado en la mitad de su camino por la influencia de 
pasiones i de intereses que están mui lejos del patrio- 
tismo? Cuando no se busca el apoyo de la autoridad 
en la concordia de todos los intereses i de todas las opi- 
niones, no hai patriotismo: lo que hai entonces son pa- 
siones estrechas e intereses esclusivos; i cuando las re- 
voluciones políticas llevan este sello desgraciado, las 
reacciones que les suceden son también mezquinas i 
violentas. La patria no gana en estas peripecias, i el 
menor mal que puede temer de ellas es el entroniza- 
miento de un despotismo que alterne la ferocidad con 
el ridículo, de un despotismo, no como el de los Napo- 
leones, sino como el de los Calígulas i los Rosas. Esto 
es lo que temo para mi patria, i por eso me .animo a 
proclamar hoi en alto mis temores, porque abrigo aun 
la esperanza de que tanto los que están arriba, como los 
que nos encontramos abajo, sintamos palpitar todavía 
nuestro corazón de chilenos i proclamemos una unión 
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cordial que dos salve en alas de nuestro patriotismo de 
estas miserias en que nos revolvemos i degradamos, 
¡Ojalá que el primer paso hacia esta nueva era que tanto 
necesita la patria, fuese esta lei de completa amnistía, 
tan combatida por el Gobierno , i que estaba destinada 
a ser el arca de nuestra salvación! 



/, V, Lastarria. 




i 



^^'l^^^%^^^%%%^^^'%%í»^lk^^ 



UI 

'te 

Noticia de una moción sobre reforma 
de la Constitución 



La situación política, al inaugurarse el Congreso de 
1858 j era completamente oscura, i la oposición combi- 
nada de liberales i conservadores habla logrado en las 
elecciones algunos triunfos, que le habian permitido 
introducir en la Cámara de Diputados una minoría, 
cuyo carácter político no era bien definido. Para recor- 
dar aquella situación, trascribiremos aquí el siguiente 
artículo que publicamos en el Mercurio de Valparaiso 
el 25 de mayo: 

LA SITUACIÓN ANTES DEL I.^ PE JI'NIO I SU SOLUCIÓN 



^íTodos convienen en reconocer t]ue la situación pre- 
sente es deplorable, desastrosa, i que entraña un por- 
venir alarmante. Por un misterio de la naturaleza sucede 
que los animales presienten instintivamente la tem- 
pestad, cuando ni el hombre ni aun la ciencia son ca- 
paces de preverla; este misterio se reproduce también 
en las naciones en ciertas épocas aciagas, en las cuales 
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reina un vago temor, una sensación de inquietud inde- 
finible, de que nadie se da razón, pero que augura una 
borrasca. Eso es lo que está pasando entre nosotros: 
todos se ajitan; el Gobierno se prepara como para una 
lucha i da en todos sus actos un testimonio evidente 
de que reconoce que la situación es estraordinaria; las 
industrias se paralizan, porque la situación es estraor- 
dinaria; por fin, el pueblo, aun aquella parte que no 
tiene acción en la política, se muestra también alar- 
mado, porque la situación es estraordinaria. 

»En el fondo de esta excitación de los ánimos aparece 
la duda, la duda universal, que lo halla todo confun- 
dido, todo incomprensible i trastrocado, i que no pue- 
de reconocer los hechos, ni las cosas, ni aun puede defi- 
nir el papel que hacen los hombres a quienes antes se 
ha visto en una posición clara i definida. ¿Qué es esto? 
i Qué significa este caos de inmensa oscuridad? ¿Es aca- 
so la tumba de nuestra nacionalidad, la nada del ser 
de nuestra patria; o es el caos de donde la anarquía va 
a sacar sus creaciones caprichosas, su luz siniestra, su 
mimdo efímero? 

»¡No lo quiera Dios! Salvémonos de la tormenta! 
comprendamos nuestra situación, sin dudas, sin per- 
plejidad para poderla dominar. Examinemos los he- 
chos sin pasión i espresemos la verdad, como lo haria 
mas tarde la historia, sin reticencias, con claridad, sin 
consideración a las conveniencias del momento, i sin 
mas interés que el de la patria. 

»E1 mal está en la política conservadora, i la situa- 
ción presente no es otra cosa que el resultado de los 
excesos de esa política falaz, llevada por la adminis- 
tración Montt a su apojeo, a su perfección de imper- 
fecciones. La grande obra de esta administración con- 
siste en haber llevado a su colmo el descrédito de esa 
política, aplicándola con tanta exajeracion, que ha re- 



lajado todos los resortes de la administración, dejando 
al Estado, es decir, al Gobierno, en una impotencia in- 
completa para producir el bien i en una nulidad que 
alantia i que produce todos los fenómenos de la sitúa* 
cion actual. 

i&Lo que ha caido bajo la administración Montt no 
es el partido pelucon, sino la política absolutista i rc'S- 
trictiva de este partido, esa política que los imitadores 
de los doctrinarios franceses, han condecorado con el 
título de conservadora. El partido pelucon no ha caido: 
allí está de jefe supremo todavía su corifeo^ su mani- 
festación mas jenuina i brillante, su antiguo capitán, 
i con él infinitos antiguos adeptos, fieles todavía a su 
bandera. 

j*Es cierto que varios de los hombres mas importan- 
tes de ese partido se han separado del Gobierno que 
ellos mismos elevaron; pero su separación ¿qué otra 
cosa es que un resultado de los excesos de la política 
conservadora? Esos hombres no abjuraban sus prin- 
|CÍpios, no renegaban de su partido al convertirse en 
'adversarios del Gobierno, de quien acababan de ser ami- 
gos; nój lo único que deseaban era que este Gobierno 
fuese mas moderado en el uso de la política evanjélica 
^del partido pelucon; que restrinjiese menos, que resis- 
tiese menos, que fuera menos absoluto, mas accesible 
a las modificaciones de la política conservadora i mas 
jeneroso con sus adversarios. 

ifrEsta división irritó al gobierno conservador i le dio 
motivo para mayores excesos. Los enemigos del parti- 
do pelucon batieron las palmas, creyendo ver caido a 
ese partido, mientras que los ánjeles que caían no arras- 
traban en su ruina al gran espíritu de ese partido, sino 
que lo dejaban incólume en su trono: se desgajaban 
ilgunas ramas del árbol , pero éste quedaba siempre 

mdoso í en todo su vigor. La política conservadora 
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reinaba siempre basada sobre esa Constitución de 33 
que le sirve de pedestal. 

»Aquel engaño ha dado lugar a los errores i dudas de 
la situación: los pelucones caidos, combatiendo desde 
abajo los excesos de su propia política, han contado con 
el apoyo i consorcio de los liberales, antiguos adversa- 
rios de aquella misma política; i este hecho tan natu- 
ral ha desconcertado a los miopes políticos i ha dado 
márjen a los enemigos de la oposición para calumniar- 
la. Los pelucones gobernantes, sin abjurar su política 
i sin comprometerla siquiera con promesas frivolas, 
han aprovechado la división para figurar un nuevo 
partido, al cual han tratado de dar prestí jio con im 
nombre pomposo, con ciertas frases i propósitos de 
puro lujo, que parecían promesas, i achacando solo a 
los pelucones caidos todas las manchas, las odiosida- 
des i antipatías con que cargaba el antiguo partido pe- 
lucon, i que son comunes a unos i otros. 

)>¡Puras falsas, engañifas para divertir la atención 
pública i deslumhrar al vulgo! En el fondo está la ver- 
dad, i el pueblo con su buen sentido la vislumbra i quie- 
re comprenderla. 

»La división del partido pelucon no importa el triun- 
fo del sistema liberal. La política conservadora está 
siempre arriba, i mas deforme i terrible que nunca. El 
Gobierno i sus sostenedores no podrán ocultar esta ver- 
dad aunque se disfracen, aunque se proclamen enemi- 
gos de su propia estirpe, en la apariencia, finjiendo que 
no son pelucones sino liberales. Sus mismas obras los 
denunciarán. ¿Cómo pueden ser liberales'los que pro- 
fesan el evanjelio de la Constitución de 33, que consiste 
en asegurar el orden i hacer efectiva la libertad nacional, 
por medio de las restricciones de la libertad individual 
i por la centralización de todos los poderes i de toda 
autoridad en el Ejecutivo; los que se proponen el orden 
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como fin social, haciéndolo consistir en k obediencia 
pasiva i no en la armenia de todos los intereses sociales, i 
sacrificando a ese fin mentido la libertad i la justicia, 
que son los grandes fines de todos, tanto de ios indivi- 
duos como de las comunidades? í í*odrán llamarse libe- 
rales !o3 que proclaman el principio de autoridad, no 
como uu principio de justicia, ni coiuo un derecho ema- 
nado de la sociedad, sino corno el iK>dt*r de mandar, sea 
este poder lejitimo o usurpador, justo o injusto, bien' 
hechor o malhechor? 

*La política conservadora es de pura resistencia; su 
misión no es otra que la de resistir a todo lo quf pueda 
despojarla del poder o revelar que ella no tiene otro 
propósito que el de conservarse en el poder, para lo 
cual no aspira mas que a organizarse de un modo 
fuerte para resistir i atacar: mientras tanto, el sistema 
Überal impone una política mui diferente, una política 
que no puede tener mas base que la opinión pública i 
que se modifica o cae según los dictados i exij encías de 
esa opinión. 

*Esa política de resistencia, de restricciones i de ca- 
prichos lo pervierte todo, pues que lo sacrifica todo a 
so único fin de mantenerse i conservarse en el poder: 
la autoridad o las leyes dejan de ser en su mano la nor- 
ma reguladora de los intereses de todos, el quicio de 
ia organización del Estado, i se convierten en viles ins- 
trumentos de ciertos intereses de círculo, en apoyo del 
egoísmo de una numerosa clientela que medra con los 
favores del poder^ a trueque de sostener ese orden de 
cosas tan contrario a la justicia, 

i^Bien se comprende que cuando esta política ha lle- 
gado a tamaños excesos^ pervirtiendo la moralidad 
pública hasta el es tremo de ejecutar como buenos los 
actos que en la vida privada serian un crimen verdade- 
ro; bien se comprende que los adeptos honrados^ los 
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partidarios de esa política, que todavía conservan su 
dignidad, la condenen reprobando sus exajeraciones, i 
protesten contra ella para no hacerse cómplices de sus 
atentados. Mas lo que no se comprende, sino como un 
descarado cinismo, es que se invoque la libertad en 
apoyo de semejantes excesos, i que se calumnie al par- 
tido liberal, llamándose liberales algunos de los servi- 
dores de aquella política funesta. 

»Nó, el sistema liberal, que no es otra cosa que el sis- 
tema del derecho i de la justicia, no quiere que la vo- 
luntad de los mandones prepondere sobre las institu- 
ciones; quiere que éstas sean la regla del derecho de 
todos, que solo se busque en ellas la protección de la 
justicia, i no en el hombre; que solo de ellas esperemos 
nuestro favor i no de la volimtad suprema del que man- 
da; quiere, por fin, que el orden nazca de la armonía 
de todos los intereses sociales con esas leyes, siendo la 
opinión pública el único intérprete de esa armonía; i 
no que se nos imponga el orden por medio de ese sistema 
de resistencia i de lucha que la política conservadora 
emplea contra todo lo que le es adverso, enjendrando 
ella misma el desorden allí donde busca la obediencia 
del esclavo. 

»Esa confusión en las cosas i en las palabras, autori- 
zada por las necesidades de la política conservadora, 
es lo que desorienta a la nación entera, incluso al Go- 
bierno mismo; lo que mantiene las dudas, i condensa 
la oscuridad de nuestra situación actual. Para conocer 
bien esta situación, es, pues, necesario restablecer la 
verdad en todo, la verdad en los hechos i en las pala- 
bras, en las cosas i las personas; i esa debe ser la obra 
de un gobierno cuerdo que no quiera perderse ni perder 
al pais. 

»La administración Montt debe, pues, reconocer que 
los excesos de su política conservadora la han colocado 
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en esa senda de perdición en que se halla, i si no quie- 
re consumar su propia ruina, si desea dar a la situación 
una solución pacífica i racional, debe adoptar alguna 
de las dos únicas salidas que se le ofrecen; o un cambio 
completo de política, o una modificación de su política 
conservadora, en sentido moderado. 

»Para operar un cambio completo, seria necesario 
entregar la dirección de los negocios públicos a libera- 
les capaces de plantear i de desarrollar la política libe- 
ral. Pero no nos alucinemos: el Presidente de la Repú- 
blica no hará eso por mas irritado que se le suponga 
contra sus antiguos correlijionarios políticos, pues un 
hombre de su altura i de su carácter no abjuraría tan 
fácilmente los principios de toda su vida, ni chocaría 
de un modo tan brusco contra sus antecedentes i com- 
promisos políticos de veintiún años. ¡El Presidente no 
se hará liberal! 

)>Pero sí podrá volver a ser pelucon jenuino i adop- 
tar el segundo medio que se le presenta, cual es el de 
moderar la política conservadora, que se ha desenfre- 
nado en sus manos. Quizá esto lastimaría su amor pro- 
pio i defraudaría muchas de sus nuevas . relaciones i 
afecciones; ¿pero que no merecería la patria este nuevo 
sacrificio? ¿No podría ofrecer ese holocausto al orden, 
que tanto ama, a la tranquilidad del país i a la propia 
suya? 

»E1 Presidente debe restablecer la verdad en su ad- 
ministración, aunque con ella se hagan mas irrealiza- 
bles nuestras esperanzas liberales, alejando mas el día 
en que la política liberal debe subir a rejir los destinos 
de la República. El Presidente debe volver a encuader- 
nar el partido pelucon, que es el único representante i 
el mejor director de la política conservadora: no lo pier- 
da, tratando de rejenerarlo por medio de la exajera- 
cion de su política i agregándole hombres que no com- 
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prenden esa política sino en el sentido de su interés 
particular: no lo fraccione ni lo hiera, entregando los 
negocios a manos inespertas, a hombres que los pelu- 
cones rechazan, i que el pais no acepta, a hombres que 
no son de consejo ni de partido político ninguno. Apro- 
veche la situación en que los pelucones disidentes se 
han colocado desde la sesión del Senado del 15 de ma- 
yo, i vuelva a su partido la unidad perdida: a lo menos 
así podrá haber verdad en la política, i el partido libe- 
ral, que es la nación misma, sabrá a qué atenerse i po- 
drá asumir su verdadera actitud de partido vencido, 
pero no engañado, de partido militante i defensor de 
una gran causa combatida por el partido conservador 
en toda su integridad.» 

Tal era la situación del momento, i la confusión que 
de ella procedía auguraba una época de transición i de 
reorganización de los partidos que no debía dejarse a 
merced de los acontecimientos, i que era necesario di- 
rijir en cuanto fuera posible para evitar la ruina de la 
idea hberal. Prolongada aquella incertidumbre, el Go- 
bierno iba a fortificarse i la oposición, compuesta de 
intereses diverj entes, iba a caer en un profundo des- 
concierto. 

Durante las primeras cuarenta i cinco sesiones de la 
Cámara de Diputados, existia todavía la misma oscu- 
ridad, i el carácter político de la minoría aun no se pre- 
sentaba con claridad. Entonces, a fin de precisar la 
situación, i con el ánimo de obligar al partido conserva- 
dor a que adoptase francamente su posición, presenté, 
en unión con el Diputado don Domingo Santa María, a 
la Cámara, en su sesión de 22 de julio, una moción — 
declarando que era necesaria la reforma de la Consti- 
tución de 833 en todas sus partes. 

Esta moción no podía admitirse, según el artículo 
165 de la Constitución, si no era apoyada a lo menos 
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por la cuarta parte de los miembros presentes de la Cá- 
mara; i para impedir que se cumpliera este réíjuisito 
el Ministro del Interior inició una discusión en que se 
puso en duda el sentido claro de aquel artículo, í al tra- 
vés de la cualj sin embargo, se levantaron a suscribir 
el proyecto los señores Puga, Matta, Gallo (don To* 
mas), Gallo (don A. Custodio), Solar, Arteaga, Santa 
María (don Miguel), Covarrübias, Concha, Infante, con 
cuyas firmas se completaron doce, (jue formaban la 
cuarta parte de los 47 diputados que_^ estaban presen- 
tes. El señor Reyes esplícó su negativa a suscribir la 
moción i los demás conservadores callaron. 

Al darse segunda lectura a la moción de reformap 
en la sesión del 24, el Presidente la pa^u a coijüsion; 
pero el señor Varas objetó este trámite, fundándose 
en que el proyecto carecia del requisito esencial exijido 
por la Constitución, de que toda moción de reforma 
debía especificar uno a uno los artic\i]os de ki Constilu* 
cion que se pretenden reformar, i fonnulu la siguiente 
indicación : ^No estando conforme a la C<mstiluc:ion 
el proyecto de reforma presentado por los señores Las* 
tarria i Santa María no puede pasar a comision^^ 

Siguióse un prolongado debate, en tjue los suscrito- 
res de la moción sostuvieron que la Constitución no 
exijia semejante requisito, desde que» al pií^seribir en 
sus artículos 165, 16G i 1O7 los trámites (lue debían ob* 
servarse en la discusión de inia Mac ion de rt'/arma de 
uno o mas artículos de esta Constitucton, no liabia (lue- 
rído de ninguna manera prohibir que se propusiera la 
reforma de todos sus artículos; i recordaron, como pre- 
cedente que hacia práctica, el hecho de liaber admitido 
a discusión la Cámara de 850 una moción de esta clase 
concebida en estos términos: — ^í<Artículo único- Se 
declara que necesita de reforma la Constitución de 1833. 
Santiago, julio 10 de 1850».— No ha sido posible repro- 
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ducir los discursos en que se esplanó esta opinión, por- 
que el Boletín de Sesiones dio de ellos estractos truncos, 
imperfectos i aun dignos de risa. 

No obstante la indicación triunfó, pues la Cámara 
declaró por 30 votos contra 14 — ítque no podia pasar 
a comisión j ni seguir los demás trámites de reglamen- 
to el proyecto presentado sobre reforma de la Consti- 
tucion)>; después de haber desechado otras proposicio- 
nes destinadas a salvar la moción de aquella negativa 
tan absoluta. 

El único resultado del proyecto fuéj pues, dar a co- 
nocer cuáles eran los diputados de la minoría opositora 
que persistían ñeles al evanjelio del partido conserva- 
dor; pero no se consiguió el gran fin de comprobar a los 
partidos en una discusión de la reforma^ para deslin- 
darlos i hacerlos asumir su posición respectiva con fran- 
queza. 

En tiempos posteriores, la Cámara ha olvidado aquel 
mal precedente, pues ha admitido proyectos de refor- 
ma jeneral, como el de 1858. 
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Ataque a las inmunidades de un diputado 



En la sesión de 9 de noviembre de 1858, se comenzó 
a discutir en la Cámara de Diputados este proyecto de 
acuerdo, a proposición de uno de sus miembros: 

'ííArtículo único. La Cámara de Diputados acusa 
ante el Senado al Intendente de Concepción, don Adol- 
fo LarenaSj como infractor de los artículos 15 i 16 de la 
Constitución: i,*' por haber sometido a juicio criminal 
al Diputado suplente por Puchacai, don Juan Nepomu- 
ceno Badilla, sin previo allanamicjito de fuero; 2.^ por 
haber perseguido a dicho Diputado librando orden de 
prisión contra él i procurando su captura por medio de 
la policía, sin previa autorización de la Comisión Con- 
servadora,^ 

De parte de los sostenedores del Ministerio se puso 
en duda que la Cámara tuviese facultad de conocer en 
este negocio en sesiones estraordinarias^ como estaba; 
i el Diputado por Valparaiso trató este punto en el si- 
guiente discurso: 

¿El señor Last arria. — ^Jamas ha sido para mi cues- 
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tionable ni dudoso que las Cámaras pueden poner en 
ejercicio sus atribuciones políticas i conservadoras, 
cuando funcionan en virtud de una convocatoria a 
sesiones estr aor diñar ias. Comprendamos como se debe 
interpretar el artículo 53 de la Constitución, que dice: 
«Conyocado estraordinariamente el Congreso, se ocu- 
pará en los negocios que hubieren motivado la convo- 
catoria con esclusion de todo otro». Esta disposición 
habla solamente de los negocios lejislativos, de aquellos 
que son materia de una lei, i que son los únicos que 
pueden motivar una convocatoria a sesiones estraor- 
dinarias. No provee sobre otros asuntos que pueden 
ser materia de las atribuciones políticas o conservado- 
ras de las Cámaras, i que pueden iniciarse i acordarse 
en el seno de cada una de ellas, sin la venia del Eje- 
cutivo i solo en virtud de los poderes del Congreso. Es 
cierto que la Constitución dispone que en sesiones es- 
traordinarias no se puede lejislar sobre otros negocios 
que los que motivan la convocatoria, pero el resultado 
efectivo de semejante precepto es el de suspender la 
iniciativa que en el período ordinario tienen los miem- 
bros de ambas Cámaras para proponer un proyecto de 
lei; mas no de ninguna manera suspender la facultad 
que éstas tienen en todo tiempo para ejercer las atribu- 
ciones que les dan los artículos 38, 39 i otros de la Cons- 
titución, como a cuerpos políticos que deben velar sobre 
la regularidad del orden del Estado. Por eso es que el 
art. 56, al establecer la regla de que ambas Cámaras 
abran i cierren a un mismo tiempo sus sesiones ordina- 
rias i las estraordinarias, establece como escepcion que 
pueda celebrar, sesiones una de ellas, sin la otra, cuan- 
do tenga pendiente alguna acusación. Luego las acusa- 
ciones pueden tratarse en las Cámaras, no solamente 
en sesiones ordinarias, sino también en sesiones estraor- 
dinarias, i aun después de cerradas las sesiones. Nos 
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convenceremos íácilincnte de esta verdad, ú vi señor 
secretario noá hace el favor de leer el artículo 5fi úv \:í 
Constitución {Se leyó). 

Si, pues, cada Cámara tiene la facultad de funcionar 
durante el receso del Congreso, siempre que tenga pen- 
diente alguna de las acusaciones de cpie tratan los ar- 
tículos 38, 39 i 92, ¿cómo no tendrán igual facultad 
mientras funcionan en sesiones estraurdinarias? ¡A]i! 
No pongamos en duda el ejercicio de nuestras atribu- 
ciones políticas. No despojemos a las Cámaras del uia^ 
necesario de sus poderes. 

El artículo 53 de la Constitución no lia querido tam- 
poco hacerlo, al prohibir que en sesiones estraordina- 
narias puedan las Cámaras ocuparse en otros negocios 
que los que han motivado la convocatoria; pues se ha 
referido a negocios lejislativos i no a las atribuciones 
conservadoras i políticas de las Cámaras; ha puesto en 
suspenso la iniciativa de las Cámaras, pero no su facul- 
tad de acusar, de interpelar» de censurar, de velar, en 
fin, sobre los funcionarios políticos. Las restricciones 
no se sobrentiendtn. Si el artículo hubiera querido 
establecer una restricción en este sentido, la habria es- 
presado claramente; i yo mismo seria el primero en res- 
petarla i en pedir a la Cámara que no saliese de sus atri- 
buciones, porque uno dv nuestros primeros deberes es 
el de respetar las prescripciones de la Carta funda- 
mental. 

Por otra parte, si ahora violentáis el sentido consti- 
tucional, por tener el placer de suicidaros, negando el 
poder que la Cámara tiene de entender en esta clase de 
acusaciones, durante el período de sesiones estraordi* 
narias, no podríais sin embargo negar a los diputados 
su facultad de interpelar al Ministro del Interior sobre 
el mismo negocio. I no podríais, porque ya está admi- 
tida la doctrina de que se puede interpelar durante las 
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sesiones estraordinarias, i cabalmente el asunto de esta 
acusación ha sido introducido en la sesión estraordina- 
ria, por medio de una interpelación hecha a los señores 
Ministros del Interior i de Guerra. La Cámara no puso 
obstáculo a que se hiciera tal interpelación i el Ministro 
del Interior señaló dia para responderla, probando así 
que se entendia el artículo 53 de la Constitución en su 
verdadero sentido, i no en el que ahora se quiere darle, 
poniendo en duda las atribuciones de la Cámara. Si la 
Cámara hubiera .abrigado en la sesión anterior la duda 
que sur je ahora, si hubiera creído que el artículo 53 
prohibía a los diputados tratar negocios como el que 
ahora se les somete, durante las sesiones estraordina- 
rias ¿habría dado lugar a la interpelación? Ciertamente 
que no, pues habria declarado que la prohibición de 
ocuparse en otros negocios que aquellos que han mo- 
tivado la convocatoria, no solo comprende los nego- 
cios puramente lejíslativos, sino también los políticos, 
i que, por tanto, no se podia interpelar por éstos al 
Ministerio. 

No, señor; el art. 56 de la Constitución no deja duda 
algima acerca del poder que la Cámara tiene para ejer- 
citar sus atribuciones políticas en sesiones estraordi- 
narias, i aun durante el receso del Congreso. El art. 58 
consagra con mas claridad esta regla, al dar a la Comi- 
sión Conservadora las facultades de velar sobre la ob- 
servancia de la Constitución i de dirijir al Presidente 
de la República las representaciones convenientes a 
este efecto, durante el receso del Congreso. La Consti- 
tución ha querido que éste pueda poner en ejercicio 
aquellas atribuciones políticas i conservadoras en todo 
tiempo, i por eso es que establece aquella Comisión 
para que las ejercite, aun después de clausuradas las 
dos Cámaras. ¿Por qué motivo, por cuál interés podría- 
mos renegar de estas garantías, desconociendo ahora 
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el verdadero sentido del art. g6 du la ronstitucion? 

I sobre todo, senor^ sí, corno dije ántt'^, ya c^ta ¿idniiti- 
da la doctrina de que se puude interpelar a los minis- 
troSj en cualquier tiempo, aunque Uls Cámaras estén 
funcionando en sesiones estraordinarias, es consecuen- 
cia natural de esta doctrina que también pueden ocu- 
parse las Cámaras en tratar de los proyectos de acuer- 
do que nazcan de una interpelación. lie aquí nuestro 
caso: no es un proyecto de lei el que ha iniciado el se- 
ñor Diputado por la Victoria, al proponer su acusación 
contra el Intendente de Concepción, sino que es un pro- 
yecto de acuerdo que resulta de su interpelación, he- 
cha en la sesión anterior, a los señores ministros de 
Guerra i del Interior. 

No pongamos, puesteo duda nuestras propias atribu- 
ciones, no abatamos nuestra dignidad, por ínteres jx*- 
lítico alguno, no desconozcamos las garantías c|ue nos 
ofrece nuestra Carta Fundamental, por la convenien- 
cia de negárselas a nuestros adversarios: mañana po- 
dremos necesitar nosotros mismos de esas garantías 
que hoi negamos. Ruego al señor Presidente que pres- 
cinda de esta cuestión previa, que no admita duda so- 
bre los poderes de la Cámara. El único camino que se 
debe seguir es cumplir desde luego con lo dispuesto en 
el último inciso del art, 38 de la Constitución, entran- 
do de lleno a la única cuestión previa que hai ahora, 
esto es, — si se admite o no la proposición de acusación. i^ 



Ni el Presidente, ni laXámara adoptaron'resolucion 
alguna sobre esta idea, de manera que el reñido i pro- 
longado debate que se siguió no fué preciso sobre nin- 
gún punto, mucho menos sobre la única cuestión pre- 
via que conforme a la Constitución debia tratarse, esto 
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es, sobre si se admitía o no la proposición de acusación. 
En la sesión del ii de noviembre, ya se habian pronun- 
ciado diecisiete discursos sobre el negocio, sin arribar 
siquiera a regularizar el debate, cuando el Diputado 
Lastarria volvió a tomar la palabra, con el objeto de 
fijar las ideas de alguna manera. 



«El señor Lastarkia. — No quisiera, señor, ocuparla 
atención de la Cámara, pero me creo en el deber de to- 
mar la defensa de ciertos principios de nuestro réjimen 
constitucional, que he oido combatir de una manera, 
no solo subversiva, sino exajerada. 

En primer lugar debo llamar respetuosamente la 
atención del señor Presidente para recordarle que esta- 
mos faltando al orden en debatir la acusación, que no 
no puede tratarse todavía. El art. 38 de la Constitu- 
ción ordena en su último inciso que en el caso de acu- 
sación a los intendentes de provincias — «la Cámara de 
Piputados declara primeramente si ha lugar o no a 
«áwíí¿r la proposición de acusación; i después, con inter- 
valo de seis días, sí ha lugar a la acusaciQn, oyendo pre- 
viamente a una comisión de cinco individuos de su seno 
ele j ida a la suerte, etc.» Esto es mas claro que el cris- 
tus del silabario. ¿Cómo es entonces que en dos sesio- 
nes nos hayamos ocupado en discutir antes de todo la 
acusación misma, sin que se haya declarado previa- 
mente que se admite la proposición de acusación? So- 
bre esta ilegaüdad, hago un formal reclamo, porque 
nuestro primer deber en este caso es obedecer ad pedem 
literae lo que manda la Constitución. Así se hizo en 850 
en un caso análogo. Acusado el Intendente de Aconca- 
gua, la Cámara resolvió la cuestión previa, admitiendo 
la proposición de acusación, sin necesidad de exijir an- 
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tecedentes ni pruebas. Nombróle la comisión constitu* 

cional, i con su informe se procedió a debatir sobre si 
había o no lugar a la acusación, i entonces se tomo 
conocimiento de los antecedentes que le servían de 
fundamento. Ahora, en 858, se hace lo contrario: no 
se re.-^peta ni el trámite constitucional, ni la práctica 
adoptada por la Cámara: se invierte el orden, i si^ prin- 
cipia por tratar de la acusación misma, discutiendo sus 
antecedentes i pidiendo pruebas. 

Siento que en este instante no se halle en la sala el 
honorable señor Varas, que es el que mas se empeña 
en mantener el debate en este terreno, para decirle que 
así como el otro dia no tuve el ánimo de vituperarle, 
al manifestar la sorpresa con que le veia faltar a la lóji- 
ca para interpretar la Constitución, contra las atribu- 
ciones de la Cámara, como cuerpo político, así tampoco 
hoi quiero censurarle al admirar el aplauso con que Su 
Señoría sostiene que la Cámara procede en este caso 
oomo tribunal i que debe formar un juicio sumario 
sobre el asunto de la acusación. No, señor; no podemos, 
ni debemos admitir principios tan falsos. Es un error: 
nosotros no somos jueces, la Cámara no va a juzgar so- 
bre la acusación que se propone contra el Intendente 
de Concepción, Eso es lo que corresponde al Senado. 
Esta Cámara no puede en este momento hacer otra co- 
sa que decidir sobre si admite o no la proposición. 

iSe quiere que para resolver esto, mande levantar 
un sumario? ¿Para qué? Para saber, se dice, si debe 
proceder contra el Intendente. Esto es violentar el sen- 
tido de la Constitución. Para saber si se debe admitir 
la proposición de acusación, a fin de resolver después 
sobre si la Cámara toma a su cargo esta acusación, a fin 
de proseguirla ante el Senado, no se necesita pesquisar, 
no se necesita investigación alguna. Basta el hecho que 
se denuncia: el Intendente de Concepción ha persegui- 
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do a un diputado, lo ha aprisionado, lo ha sometido a 
juicio, como un reo del fuero comim, sin los trámites 
que la Constitución establece para asegiu-ar las inmu- 
nidades de un representante del pueblo. ¿Este hecho 
es o no grave? Empeña o no el decoro de la Cámara 
misma? ¿Es digno de su consideración? Indudable- 
mente que sí, i eso basta para que acepte la proposi- 
ción. Es gracioso que se diga que es necesario levantar 
un sumario sobre hecho semejante! La autenticidades 
evidente, clara como la luz del dia. El mismo señor Mi- 
nistro lo ha afirmado. Nadie lo pone en duda. I sin em- 
bargo, aun para proceder a discutir si se admite la pro- 
posición, se exijen datos, pruebas, testigos, qué sé yo 
qué demonios de comprobantes sobre un hecho que no 
se niega, i cuya proposición de acusación debe admi- 
tirse primero, antes de proceder a conocerlo en su fon- 
do. ¿Se quiere que la Cámara de Diputados tramite el 
juicio i complete todos los procedimientos antes de en- 
tablar ante el Senado la acusación? A qué quedarla en- 
tonces reducido el papel de la Cámara de Senadores? 
Solamente a dictar la sentencia? 

Se ha dicho que es de todo punto ridículo i fuera del 
buen sentido el admitir una proposición de acusación, 
antes de que se presenten las pruebas de esa acusación. 
La falta de buen sentido estaría en la Constitución, 
que es la que exije este trámite previo, i la que supone 
que después de resuelta la cuestión primordial, senci- 
lla, sencillísima, de si se admite o no la proposición, la 
Cámara puede entrar a apreciar la acusación misma i 
las pruebas en que puede apoyarse para proseguirla 
ante el Senado. Lo absurdo, lo que es im enorme dis- 
parate, es sostener que la Constitución diga otra cosa 
diferente; i lo que mas me sorprende es oír ese absurdo 
de boca de hombres tan acostumbrados a manejar la 
Constitución, de hombres que han tenido tan largos 
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años de vida pública, i que no pueden errar en estas 
materias, porque sus errores serian trascendentales, 
talvez insoportables para el pais. 

En fin, volvamos a la cuestión. Como Diputado, yo 
debo cumplir con mi deber, examinando si es, prima 
facie^ un atentado el hecho que se denuncia. Si lo es, 
debo admitir la proposición, para proceder en seguida 
a saber si la Cámara debe hacer suya la acusación, si 
hai justicia para proseguirla i si existen pruebas en que 
poder fundarla ante el Senado. Este es el deber de un 
Diputado. Comprendo perfectamente que habrá casos 
en que el cumplimiento de un deber semejante esté 
subordinado a un grave interés político de partido. 
Este es un hecho ordinario. El partido del acusado 
puede discurrir así: ¿conviene a.dmitir la proposición 
de acusación? ¿Entraña su admisión un ataque al par- 
tido i a sus intereses, una pérdida efectiva de influen- 
cia i de poder, una ruina irreparable? Sí, luego no de- 
bemos admitir la proposición. Esto puede suceder i es 
corriente en la vida política; pero de aquí a eludir la 
cuestión, a no discutirla, a violentar el sentido de la 
Constitución, para escaparse de resolverla, hai una enor- 
me diferencia. Lo primero se comprende, se esplica; 
lo segundo, no, es injustificable, no es siquiera digno 
de un partido. Mucho mas digno i conveniente seria 
abordar la cuestión política con franqueza, no discu- 
tirla para embrollarla, para negar las garantías cons- 
titucionales, para poner en duda el derecho, sino vo- 
tarla en silencio. Suphco a la Cámara que me haga la 
justicia de creer que no hablo así por pasión, ni por 
ofender a tal o cual partido. No tengo intereses por nin- 
guna de las dos fracciones del partido conservador en 
que se divide esta Cámara; no llevo conmigo ninguno 
de los intereses que ajitan a estas fracciones, no estoi 
enrolado en ellas, represento aquí el interés de la jus- 
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ticia de nuestro réjimen constitucional, el deber de un 
diputado liberal e independiente. Para mí, los dos par- 
tidos de esta Cámara son iguales, i si el uno de ellos 
está ahora en mi camino, i el otro es siempre mi adver- 
sario, tratándose de un interés tan alto, como el que 
defiendo, prescindo de ambos, i aun del que pudiera 
ahora considerar como amigo. Ademas yo nunca me he 
hecho esclavo de una opinión; aun siendo prosélito de 
un partido, he tenido costumbre de mantener la inde- 
pendencia de mi juicio, i no he sostenido jamas una 
medida por la sola consideración de ser contraria al 
interés del bando adverso. Así tengo derecho de que 
se me crea, cuando elevo mi voz en defensa de un prin- 
cipio, cuando reclamo la observancia de la lei. 

Se ha dicho ademas que debemos respetar la regla 
constitucional que establece la igualdad ante la lei, 
para no admitir la proposición de acusación contra el 
Intendente, puesto que a un simple ciudadano no se le 
puede acusar sin formarle primeramente un juicio suma- 
rio. ¿A quién se quiere paralojizar con argumento seme- 
jante ? ¿Es esta una manera de discurrir seriamente ? ¿No 
se tiene a la vista el artículo constitucional que esta- 
blece un procedimiento especial en las acusaciones que 
la Cámara de Diputados puede entablar contra los 
intendentes i otros altos funcionarios, procedimiento 
diferente del que las leyes comunes establecen para los 
juicios contra particulares? Se necesita tener mucha 
calma para recibir este sarcasmo que irrita. Debo con- 
fesarlo, a mí me hace asco el oir una declaración exa je- 
rada sobre la igualdad ante la lei de parte de los que 
mas han contribuido en Chile a convertir en palabra 
vana esta garantía, hasta el punto de no haber una lei 
que no sea- hollada, pisoteada, cuando se trata de mo- 
lestar a los enemigos políticos. En nuestro pais, menos 
que en ningima otra parte se respeta la igualdad, i 
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ahora se viene invocando esa garantía constitiicional, 
cuando se trata de acusar a un ájente del Ejecutivo, 
que ha violado escandalosamente las inmunidades que 
la Constitución concede a los representantes del pue- 
blo? Se invoca la igualdad ante la lei, para defender 
un atropello de la autoridad contratan diputado. iQué 
dice la lei? El artículo 12 de la Constitución asegura a 
todos:— ^La igualdad ante la lei. En Chile no hai clase 
privílejiada».— I sin embargo, todos los ajentes del Eje- 
cutivo tienen el privilejío de atacar la persona i la pro- 
piedad de los ciudadanos, sin que ellos puedan siquie- 
ra ser acusados por sus crímenes. El art. 135 declara 
que — «Para que una orden de arresto pueda ejt^ctitar- 
se, es necesario que emane de autoridad que tenga fa- 
cultad de arrestar.» — /,Tiene un intendente facultad 
de arrestar a un diputado? El art. i,^ responde que nó, 
porque dispone que — «Ningún senador o diputado, des- 
de el dia de su elección, podrá ser acusado, perseguido 
o arrestado, salvo en el caso de delito infraganii, si 
la Cámara a que pertenece no autoriza previamente la 
acusación^ declarando haber lugar a formación de cau- 
sa». ^Se confiesa que no ha habido delito infraganti, 
se confiesa mas, que el juez a quien fué somclido t*l Di- 
putado por el Intendente no hallo motivo legal |)ara 
juzgarlo, i sin embargo, se pretende escusar cl atentado 
invocando la igualdad, porque se trata do un inten- 
dente amigo i de un diputado adversario, distinguien- 
do la pesquisa de la acusación, el arresto de la prisión 
i formando, a fuerza de distingüendos, un verdadero 
prisma al través del cual se divierta el ojo con una va- 
riedad de colores, i no vea claro. 

Entre tanto la verdad constitucional es que el Dipu- 
tado no puede ser perscgtüdo ni arrestado, sin que an- 
tes no lo desafuere su Cámara; i contra esta verdad no 
tiene valor el nuevo distingtíendo que ahora se inventa 
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diciendo que un diputado suplente solo empieza a go- 
zar de inmunidad, cuando comienza a funcionar como 
diputado. ¿En qué se funda esta nueva regla? N6, se- 
ñor, ni la Constitución, ni las leyes hacen esta diferen- 
cia; i aquélla consagra la inmunidad como ima calidad 
inherente al cargo de diputado, en todo caso, sin dis- 
tinción del que está en ejercicio. El cargo imprime ese 
carácter, como dicen los clérigos, hablando de ciertas 
inmunidades canónicas inherentes a ciertos cargos. lia 
razón está en que tanto el bien, como la dignidad del 
pais, están interesados en que sus representantes sean 
inmunes, i no estén a la merced de cualquier mandón 
que quiera secuestrarlos. 

Ya que la Constitución de 833 consigna i defiende es- 
te principio, no somos nosotros los que debemos des- 
preciarlo, no tanto por nuestro propio interés, cuanto 
por el de la nación: la inmunidad no pertenece solo al 
diputado sino también a los intereses del pais que re- 
presenta. Es un sacrilejio el que comete la voz que se 
levanta en este recinto para sostener que no debemos 
atenemos a la letra de la Constitución, al tratar de la 
inmunidad de nuestro propio carácter, i que debe- 
mos consultar su espíritu para establecer una escep- 
cion que el código no establece. Esta es una chicanería 
insoportable contra nuestro propio decoro, empleada 
para buscarle interpretación a una lei que no la nece- 
sita i que debemos entender en toda su latitud. Se pre- 
tende que limitemos nuestra inmunidad al revés de lo 
que sucede en Inglaterra, donde se tiene por doctrina, 
no solo que el privilejio del representante es una pro- 
tección perpetua contra el curso de la justicia, sino 
también que debe estar siempre en progresión, i nimca 
se ha podido lograr que el Parlamento acceda a defi- 
nirlo o a determinarlo. 

El honorable señor Diputado que pretende introdu- 



cir esa interpretación constitucional, para limitar nues- 
tra inmunidad, sostiene que en Estados Unidos i en 
Inglaterra no se conoce esta inmunidad, !^ino cuando 
los diputados están funcionando, i que no la gozan los 
suplentes. En cuanto a lo último, solamente a nosotros 
nos corresponde el privilejio de la invenc^ion de los ^^u- 
plentes: en aquellos países no existta. En cuanto a los 
primeros, no es exacto que en Inglaterra esto limitada 
la inmunidad^ pues, como acabo de decirlo, es perpetua 
e indefinida. En Estados Unidos, es cierto que la Cons- 
titución da el privilejio de no ser arrestados a los re- 
presentantes solamente mientras asistan a las sesio- 
nes de sus respectivas Cámaras i cuando se dirijan a 
ellas o vuelvan de ellas. Pero es cpie allí el precepto 
constitucional establece con toda claridad i dclibiTa- 
damente esa limitación; mientras que entre nosotros 
los arts. 15 i í6 de la Constitucioii no establecen limi* 
tacion alguna, sino que aceptan el jjrincipio en toda 
su latitud, para todos los casos, para todos los tiempos, 
desde el día de la elección del Senador o Diputado. ¿Se 
querria esplicar nuestra Constitución por la de los Es- 
tados Unidos? ¿Por qué no se esplica mas bien por la 
práctica inglesa^ que es análoga^ cjue ha sido imitada en 
la Constitución vijente con preferencia a la norte-ame- 
ricana, que habia sido adoptada por la Constitución de 
828? 

Mas, no hai ra^on para interpretar lo que no nece- 
sita de interpretación; los artículos que establecen la 
inmunidad en nuestra Constitución son ciaros i preci- 
sos, i no habría razón alguna que nos autorizase ni para 
limitar aquella inmunidad en el sentido de !a Consti- 
tución de Estados Unidos, ni para negarla a los dipu- 
tados suplentes^ puesto que nuestra Constitución no 
la niega. SÍ hai naciones como la de Estados Unidos 
en que los diputados no goxan de inmunidad personal 
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sino mientras asisten a las sesiones, es preciso no olvi- 
dar que allí un desacato como el que aquí se ha come- 
tido con el Diputado Badilla se habría considerado 
como ultraje hecho a la Cámara misma, i se habría 
castigado por ésta perentoríamente, segim la práctica 
admitida i sostenida. Es preciso no olvidar que allí no 
hai funcionarío del Ejecutivo que no sea inmediata i 
llanamente responsable, i que ni el Presidente de la 
República, ni los gobernadores, ni ájente alguno de 
ese poder, podrían impunemente encarcelar a un di- 
putado por miras políticas, sin que fueran inmediata- 
mente castigados. Es preciso no olvidar que estamos 
en Chile,. donde esos funcionaríos, merced a su irrespon- 
sabilidad, pueden perseguir, aprisionar, i aun desterrar 
a un representante, sin que tamaño crimen pueda ser 
acusado. ¿No he sido yo mismo arrancado de mi puesto 
de representante en 1850 i desterrado al Perú? ¿No 
estamos viendo ahora que para impedir siquiera la 
acusación de un ultraje semejante, se llega hasta el es- 
tremo de querer interpretar violenta i falsamente la 
Constitución? ¿Cómo se pretende entonces que no de- 
fendamos con toda enerjía i resolución los artículos 
constitucionales que consagran nuestra inviolabilidad? 
Atengámonos a la letra de estas disposiciones, a su sen- 
tido lo jico i natural. No introduzcamos escepciones 
forzadas, pues no hai ni en el espírítu ni en la letra de 
tales disposiciones, nada que pueda autorizar la inter- 
pretación que les da el señor Diputado por Cauquénes. 
No se nos venga a citar tampoco el ejemplo de otros 
países, terjiversando sus leyes, *dando a sus doctrinas i 
a su práctica una intelijencia que no es cierta. Nó, 
señor; la inmunidad constitucional es aquí jeneral, per- 
petua, desde que el representante es ele j ido; participan 
de ella los suplentes, porque no están esceptuados; i 
conviene que así sea, porque como se entiende en Es- 
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tados Unidos, ese es un privilcjio en favor de los re- 
presentados, para que no puedan ser privados de la pre- 
sencia, de los servicios i de las j ostiones de sus repre- 
sentantes. 

Este es un principio de jurisprudencia política que 
se quiere poner en duda, para que no se apUíjue el es- 
píritu de la disposición constitucional, precisamente 
a uno de los casos en que es aplicable. Se dice que es 
preciso atender al espíritu de la lei, para saber si ésta 
cuadra al caso. En horabuena. ¿Cual es ese espíritu? 
¿Cuál fué la razón que la Constitución tuvo para esta- 
blecer la inmunidad formal del representante? No fué 
otra que la de asegurar su independencia, no tanto en 
favor del representante cuanto en beneficio de los re- 
presentados. Un diputado suplente puede ser de un 
momento a otro llamado al ejercicio de su cargo. ¿Po- 
dría él cumplir con su deber, si estuviera espuesto a ser 
aprisionado lisa i llanamente, como cuakjuier vecino, 
sin el competente i previo desafuero de su Cámara? 
Absolutamente no: luego al Diputado suplente es tan 
aplicable el espíritu de la disposición, como lo es al Di- 
putado propietario. Si así no fuera, la Constitución, o 
la lei que creó los suplentes, habría establecido que a 
éstos no era aplicable la inviolabilidad con que los 
arts. 15 i 16 han querido garantizar la independen- 
cia de las funciones lejislativas. Pero no se ha esta- 
blecido tal escepcion: de consiguiente la lei ha querido 
que la inmunidad se estienda a los diputados suplen- 
tes, en el mismo sentido que a los propietarios, esto es, 
desde el dia de su elección, hasta el fin de los tres años 
que duran sus funciones. 

.. Ya que he cumplido con mi deber defendiendo la dis- 
posición constitucional, pido a la Cámara me dispense 
su atención a cuatro palabras que debo decir respecto 
de ese argumento que tanto se ha repetido — que el In- 
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tendente de Concepción podría escusarse con la consi- 
deración de que él no sabia que el señor Badilla era Di- 
putado por Puchacai, esto es, por un departamento 
que está en los suburbios de la ciudad en que reside 
el Intendente; i que aun sabiéndolo, ignoraba que go- 
zase de fuero, no estando en el ejercicio de su cargo. 
Señor, estos son fútiles i ridículos razonamientos que 
por la dignidad de la Cámara no debian siquiera insi- 
nuarse: dispénseme el señor Presidente estas espresio- 
nes. No sé cómo decir cuánto estraño que se suponga 
que el Intendente de Concepción no sepa quien es el 
Diputado suplente de un departamento de su provin- 
cia que está a un paso de la residencia de Su Señoría; 
ni comprendo cómo un Intendente pudiera alegar ig- 
norancia de un precepto de nuestra Constitución. Eso 
no es digno, ni siquiera racional; ni aun debe admitirse, 
como lo hace el honorable Diputado autor de la pro- 
posición de acusación, sosteniendo que el Intendente 
seria responsable de su crimen, aunque ignorase el ca- 
rácter del señor Badilla, como lo seria un vijilante que 
rompiera de un hachazo la cabeza de un ájente Diplo- 
mático, sin saber quien era: la comparación no es exac- 
ta, ni es digna del Intendente. 

Prosiguiendo en este modo de discurrir, se llega has- 
ta el estremo de defender al Intendente, diciendo que 
no habiendo tenido intención de ofender a un diputa- 
tado, no ha cometido delito. Con esta lójica podríamos 
ser aprísionados todos los Diputados que no somos 
agradables al Ministerio: la trasgresion constitucional se 
escusaria entonces con la consideración de que el In- 
tendente que nos aprísionaba no conocía que éramos 
diputados i que no habia tenido intención de cometer 
la trasgresion. En primer lugar, un Intendente debe 
saber quienes son los diputados, mucho mas si se trata 
de los de su propia provincia. En segundo lugar, el acto 
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no dejaría de ser culpable, aunque faltara la intención: 
si yo disparo en la calle un pistóle tazo^ sin ánimo i\v he- 
riij i mato a un hombre^ cometo a lo menos un cuasi- 
delito. Mi falta de intención seria una circunstancia 
atenuante. Pero no tiene este hecho analojía alguna 
con el delito de que se acusa al Intendente. I aunque 
la tuviera, aunque todos esos razonamientos fueran 
válidos en defensa del Intendente^ tilos tendrían su 
oportunidad ante el Senado, que es el tribunal que de- 
be juzgar el hecho, no ante esta Cámara, que solo trata 
de ver si el hecho es de tal naturaleza que deba ser ad- 
mitida a examen la proposición de acusación. 

Otra futileza mas, I créame el honorable Presidente 
que la llamo con este nombre, futileza, i>(>rque no en- 
cuentro otro mas dulce que aplicar a un verdadero des- 
propósito. Se dice que el Intendente no es responsable^ 
porque el Diputado Badilla no reclamó su fuero ^ como 
debiera haberlo hecho, para que el Intendente lo hu- 
biera dejado en hbertad. ¿I cómo se queria que recla- 
mase^ cuando se hallaba huyendo del decreto de pri- 
sión i de la policía que lo perseguía? El Diputado sabia 
demasiado que semejante reclain ación es inútil^ para 
defenderse de un atentado despótico. Yo también me 
he visto en ese caso. Cuando se me aprisionó en 1850^ 
reclamé mi fuero ante todos, ante mi Cámara misma, 
que estaba funcionando. El resultado fué un destierro, 
en virtud de facultades que investía el Presidente por 
el estado de sitio. Con esta esperiencía me hallaba en 
185 1, cuando al día siguiente del motín de 20 de abril, 
vi en El Araucano un parte de un comandante de sere- 
nos^ en que se decía que alguno de éstos me habia re- 
conocido, creo que en el acto de asesinar a un sereno, o 
cosa parecida. Reconocí la i n tención , comprendí la 
buena intención que respecto de mí tenían el Gobierno 
o sus aj entes oficiosos. Si me hubiera confiado en mi 
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inocencia, si me hubiera atenido a níii fuero, habría 
tenido una sonsa confianza. Hasta ese momento estaba 
yo tranquilo, pero desde que el ilustre jeneral Lastra, 
que fué el que me mostró El Araucano, me preguntó a 
qué me atenía par^i no temer la persecución, ya no me 
confié ni en mi inocencia, ni en mi fuero: fui prudente, 
tuve miedo a la persecución del despotismo triunfante, 
me puse en salvo, en vez de ir a reclamar mi fuero. 
Sin embargo, se me desaforó. La Comisión Conserva- 
dora no necesitó de otra cosa para entregarme a un 
consejo de guerra que la declaración de un quídam , no 
sé si fué un boticario, o un campanero; i aunque el 
Consejo me absolvió después, no por eso habria deja- 
do yo de sufrir una prolongada prisión, si me hubiera 
presentado a reclamar mi fuero. Este hecho práctico 
me autoriza a decir que el Diputado Badilla hizo muí 
bien en no presentarse a hacer ese reclamo; i que aun 
cuando lo hubiera hecho, el Intendente lo habria apri- 
sionado i ultrajado, como lo hizo, sin reclamo; i se ha- 
bria defendido a este funcionario en esta Cámara de la 
misma manera tan poco racional con que se le defiende 
ahora. 

No pretendo dar consejos; pero cuando advierto que 
por defender a un ájente del Ejecutivo, se pone en tor- 
tura la Constitución, se conculcan los principios de 
nuestro réjimen político, se ponen en duda las reglas 
mas obvias de la jurisprudencia, se sacrifican las ga- 
rantías i las fórmulas salvadoras de la libertad i del 
derecho; entonces me atrevo a indicar que vale mucho 
mas hacer lo que se intenta sin discutir, que hacerlo 
con la pretensión de escusar o defender lo que no tiene 
escusa. Cuando la política de un ministerio está inte- 
resada en llevar adelante 

«El señor Presidente. — Al orden, señor Diputado, 
ya se ha permitido Su Señoría repetir esta ofensa. 
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i^El señor Lastarria. — Los señores ministros acepta- 
rán la protesta que hago de no prcleiider jii;íj;ar sus 
intenciones. Hablo en jeneral^ diga que aun cuando ha- 
ya un interés cualquiera en no admitir la proposición 
de acusación, no se debe defender ese interés poniendo 
en duda i discutiendo una de las garantías priíiiordia- 
te del réjimen político i de la estabilidad de esta Cá- 
mara, Esto es lo que iba a decir i demostrar. Señor Pre- 
sidente, tenga !a bondad de hacer leer el artículo tiel 
Reglamento que solo declara faltas al orden el ataque 
a las intenciones honorabk^s de un ftmcionario, o las 
palabras descomedidas; mas no la inculpación de una 
política o el ata<jue a los actos oficiates.i* 

El secretario lo leyó. 

«El señor Presidente,— La e^)>resion de Su Señoría 
ha sido muí determinada. 

)*EI señor Last arria. — Pido ífue la Cámara resuelva 
sí he faltado al orden: apelo a su resolución*. 

Después de un lijero debate sobre este incidente, se 
levantó la sesión sin resolverlo. 



^ 



En la sesión del 13 de noviembre, después de una 
larga discusión sobre aprobación del acta de la ante- 
rior, en que no se habia consignado aquel incidente^ 
el Ministerio insistió en que se pasase a la orden del 
dia. No se quería que la Cámara votase si el Diputado 
por Valparaíso había faltado al urden, porque no se 
podia hacerle justicia, sin condenar o desajirobar la 
conducta del Presidente, que le habia llamado al órden^ 
porque la demostración que hacia en su discurso era 
una condenación de la política ministerial, que no te- 
nia réplica, Al tiempo de votarse la indicación del Mi- 
nistro de Hacienda para pasar a la (jrden del dia, ocu- 
rrió el siguiente incidente; 
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«El señor Santa-María. ^-Quisiera saber si votando 
esta indicación, queda resuelto que el señor Presiden- 
te tenia razón para llamar al orden al señor Diputado 
por Valparaíso. 

»E1 señor Presidente. — Esa cuestión queda apla- 
zada. 

»E1 señor Varas. — No merece la pena de que nos ocu- 
pemos de ella » 

El señor Lastarria. — «Creo que la cuestión no es tan 
frivola, que no merezca la pena de ocuparse en ella, 
como supone el señor Diputado por Cauquénes. Al 
contrario, doi mucha importancia a su resolución, para 
saber hasta qué pimto se coharta la independencia de 
un Diputado. 

¡No merece la pena! ¿I por qué? ¿Acaso no es digna 
de respeto la facultad que como Diputado tengo de 
emitir mi opinión, aunque sea yo el último de los miem- 
bros de esta Cámara? ¿Acaso la Cámara misma no está 
interesada en hacer respetar la inviolabilidad que la 
Constitución atribuye a todos los representantes, que 
ocupamos en ella un puesto? ¡No merece la pena! ¿I 
por qué? ¿Será porque no sirvo a la política estrafala- 
ria del Gobierno? ¿Será porque en ella no he tenido la 
honra de ser funcionario, de ser ministro, de ser inten- 
dente, ni tan siquiera subdelegado? ¡En eso está mi ho- 
nor, está mi gloria! ¡No merece la pena! ¿I por qué? 
¿Porque no gozo de concepto ante el Diputado por 
Cauquénes? No ignoro que así sea, pero ni Su Señoría, 
ni la Cámara podrán por eso ofenderme impunemente 
No continuaré sobre este punto. Pero mi silen- 
cio, lo advierto, no será una garantía de impunidad 
para nadie. 

La cuestión queda aplazada, dice el señor Presiden- 
dente; i tiene razón en aplazarla, porque lo que convie- 
ne a Su Señoría es que no se decida que el Presidente 
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de esta Cámara no tiene el poder de llamar a! tVtlí^n, 
cuando no se falta a el; que í^l r*residenlc de esta Cá- 
mara no tiene la facultad de atacar la independencia 
de tm diputado, tan solamente porque oye de su boca 
razonamientos que le desagradan, demostraciones que 
ponen en trasparencia las iniquidades que se quieren 
encubrir. Si la Cámara pasa a la urden del día i no re- 
suelve si yo he faltado o no al orden en la sesión an- 
terior, se consigue todo eso: mi libertad parlamentaria 
queda conculcada i com¡>rometida. Pero yo no C(mt¡- 
nuaréj no, desempt^ñando un puesto en que no puedo 
llenar mi deber con independencia. 

No sé hasta que punto se quiere restrinjir esa invio- 
labilidad absoluta de opiniones, que es la base del sis- 
tema parlamentario que conseguimos, al conquistar 
con la sangre del ]}ueblo nuestra independencia de na- 
ción. ¿Qué es de ! a RepúbUca, qué es del sistema repre- 
sentativo sin la libertad de la palabra, si los represen- 
tantes del pueblo no tenemos el derecho de manifestar 
libremente nuestras ideas, nuestras quejas, nuestras 
opiniones; el derecho de decirlo todo, que la Constitu- 
ción ha consagrado, i sin el cual el sufrajio de los pue- 
blos llegaría a ser una farsa peligrosa? 

Permítame la Cámara volver por urt moílnento al 
asunto que tratábamos en la sesión anterior, para re- 
cordar las circunstancias en que el señor Presidente 
me llamara al orden. Yo no incurria entonces absolu- 
tamente en ninguna de las faltas que determina el ar- 
tículo 105 del Reglamento. No atacaba, ni imputaba 
intenciones; no lo necesitaba, ni ese es un recurso que 
yo haya empleado jamas, ni aun en los debates mas 
calorosos- Lo único que hacia era censurar la manera 
desgraciada como defendia el ]\Iinisíerio al Intendente 
de Concepción; i entonces decia que si la pulitica del 
Ministerio estaba interesada en que no se acusara a 
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este funcionario, no debia defender este interés a costa 
de las garantías de nuestro réjimen constitucional; i 
debia rechazar mas bien en silencio la proposición. Es- 
to dije i esto repito, porque estoi seguro de que esta 
convicción no imputa a los ministros una intención 
criminal, sino cuando mas una falta de capacidad, que 
puedo imputar, según el art. io6 del Reglamento. ¿A- 
caso seria ajeno, impropio, indigno de un ministerio 
el tener un interés político? Al contrario, si así no fue- 
ra, esos ministros serian de estopa, i no servirían para 
un gobierno como el que tenemos, que es esclusiva i 
absolutamente gobierno de partido. 

Al tomar la defensa de los^arts. 15 i i6 de la Consti- 
tución, que se terjiversaban, que se torturaban i em- 
brollaban a beneficio de la Intendencia de Concepción, 
i en perjuicio de los fueros mismos de esta Cámara, 
entré en el debate con toda sangre fría, declarando que 
solo era guiado por el alto ínteres de defender nuestro* 
sistema, i que si mis opiniones eran opuestas a las del 
Ministerio i sus amigos, no era yo guiado por afección 
ninguna a favor de sus opositores, pues no tenia ni la 
mas remota intención de asociarme a ninguna de las 
dos fracciones del partido conservador que militan en 
esta Cámara. Al venir a tomar parte en las discusiones 
que se empeñan entre estas dos fracciones, no intento 
atacar sistemáticamente a la mayoría ministerial, ni 
hacerme el eco de la minoría opositora. Estaré con ésta, 
si ella viene a mi camino, i militaré con ella, si de- 
fiende la bandera que he seguido durante toda mi vida 
pública; aunque por ahora sea cierto que hai en este 
bando muchos señores de quienes no merezco siquiera 
un saludo i a los cuales cuesta trabajo favorecer con 
una mirada al que los ha combatido siempre. Digo 
esto, porque es la verdad, i porque ello demostrará de 
una vez lo que todos deben saber, — que mi voluntad 
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está independiente, que mis opiniones son Ubres de 
todo interés de partido. 

Campeo por mi ciu-nta i riesgo. Mi partido fué ven- 
cido, disipado. Solo hemos quedado irnos cuanloá en la 
brecha. Mi honor i mi deber están en la defensa del 
principio liberal, de esc principio al cual he consagrado 
mi juventud, mis estudios, mis esfiier/os. mi porvenir, 
de ese principio, a nombre del cual me hallo a-iiií com- 
batiendo, condenando los errores, los estravíos, las 
futilezas, las chicanerías con que deliende sus inifiuida- 
des esa política conservadora, que pwnW a nuestra pa- 
tria. Esa política falsa i falaz, ((ue no hallando apoyo 
en la democracia representativa en las iristiUicioties de 
unarepúbhca,ique no teniendo el valor de matar fran- 
camente tales instituciones, (]uicre vivir a su amparo 
terjíversándolas, desnaturahz.indalas, interpret Ando- 
las i dictándose nuevas leyes para escotuler, para dis- 
frazar su poder absoluto, su (.lespctisnio, Mi bandera 
política, la que deben seguir los ¡jal ilotas, los hombres 
honrados, la que he jurado sostener, me lleva a com- 
batir'esa política, en defensa de bis instituciones de la 
República, que debemos conservar intactas, que de- 
bemos apoyar con valor, jiorque están escritas con la 
sangre de nuestros padres, porque las comiuistamos a 
costa de la revolución mas gramle de este siglo, porque 
ellas son el santuario de nuestros derechos, de nues- 
tras garantías de ciudadanos, de nuestra libertad, del 
porvenir i engrandecimiento de nuestro pueblo! 

La política conservadora fmje respetarlas, para so- 
cabarlas, para destruirlas, para reaccionar en favor 
del pasado, i restablecer la vida vieja, la vida enfer- 
miza de la colonia, con un pueblo que calle i obedezca 
i un amo que mande a su arbitrio. Pero ese homenaje 
se parece al que el vicio rinde a la virtud; es la hipo- 
cresía, es el disfraz con que la política conservadora 
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esconde su eterna conspiración contra la libertad, es 
el manto de plomo de los hipócritas condenados del 
Dante. ¿Qué es lo que conserva esa política que con 
tanto énfasis se llama conservadora? Todo lo viejo, 
todo lo que impide la realización de la democracia, to- 
do lo que constituye la fuerza del poder absoluto, i la 
nulidad de los derechos individuales i sociales, la nuli- 
dad de todas las libertades. A nombre del orden fusila 
a los ciudadanos i tiene miedo hasta de las ánimas de 
sus víctimas; a nombre del orden invoca las leyes, i las 
interpreta i violenta, siempre que en ellas halla alguna 
traba a su arbitrariedad; a nombre del orden invoca 
la Constitución i la suspende por una declaración de 
estado de sitio, cuando le conviene; i si no halla en ella 
la sanción de su arbitrariedad, la interpreta i le hace 
decir lo que le cuadra. Eso es simplemente conservar 
el despotismo sobre las instituciones de la Repúbüca. 
Esa política solo puede llamarse conservadora por sar- 
casmo: su verdadero nombre es política de resistencia, 
política destructora, de absolutismo, de capricho, de 
arbitrariedad. Esta es la verdad, dicha sin ofensa de na- 
die, pues hasta ahora nuestras autoridades han hecho 
de la Constitución de 33 i de las leyQS, no la base de la 
organización política del Estado, ni la defensa de nues- 
tros derechos, ni el apoyo de nuestras garantías políti- 
cas, sino los instrumentos del poder absoluto, para des- 
potizar; ya no como en tiempos de FeHpe II, sino a la 
moderna, a nombre de las leyes, del orden, del interés 
del pais que se ultraja, de la República que se aniquila, 
que se destruye, i cuyo honor, cuya gloria se sacrifica 
al interés del que manda. 

Apelo a la conciencia de cada uno. ¿Quién no alcan- 
za en el fondo de su alma esta verdad, quién no tiene 
el sentimiento de la justicia? ¡I sin embargo, quién tiene 
el valor de ponerse en lucha con ese fantasma de la 



— 139 — 

política conserV' adora ^ que a nombre del orden i de 

la autoridad conculca la justiriii i \'ive de ta mentira! 
Hablo de un sistema, sean quienes fueren los hombres 
que por sus antecedentes fiolíticos o por su situación 
están condenados a mantenerlo. No hablo de este o de 
aquel gobernante, hablo de ese sistema entronizado 
con la Constitución del 33 i desarrollado en las leyes i 
en las prácticas de 22 años. El que se atreve a atacarlo 
se pierde. Para medrar, para vi\'ir en trantiuilidad, pa- 
ra hacer negocio, es necesario o ser indiferente o adhe- 
rirse a ese sistema, someterse a él, ser amigo del Go- 
bierno que lo mantiene. Desde que esto sucede, todo 
se ha desmoralizado, el patriotismo se ha desvirtuado, 
la probidad poh'tica ha desaparecido, el derecho depen- 
de de la voluntad del ciue manda, i no de la lei, la liber- 
tad es un crimen, ser hbcral es ser conspirador, no ser 
sumiso al despotismo es ser exaltado^ revolucionario» 
Todos sentimos con rubor que se nos ha traido a esta 
situación, pero no nos conviene confesarlo. ¡A qué de- 
bemos una situación semejante? Lo repito^ ino me can- 
saré de repetirlo, la debemos al triunfo de la política 
conservadora, que invoca las leyes i la Constitución 
para autorizar sus abusos, para vivir de supercherías i 
engaño, para justificar su iniquidad. 

¿Acaso no lo estamos viendo ahora mismo? A nom- 
bre de la justicia que se cree encontrar en una falsa 
interpretación de la Constitución, se defiende í absuel- 
ve el escandaloso atentado de un intendente contra las 
inmunidades de la Cámara misma; a nombre de una fal- 
sa interpretación de nuestro reglamento, se declara 
que falta al orden un Diputado, porque haciendo uso 
de su libertad parlamentaria, demuestra aquel falso 
proceder i defiende la Constitución- ¿I de qué manera 
habla ese Diputado? Usando de toda cortesía imajina- 
ble para tratar con elevación i dignidad la cuestión. 
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I sin embargo se le llama al orden. En un debate ar- 
diente, uno puede faltar al orden. La advertencia del 
Presidente no ofende, por el contrario, estimula i afir- 
ma al orador, siéndole muchas veces útil para volver 
a la lójica, para defender mejor su causa. Pero en un 
debate en que el Diputado trata con calma i elevación 
su asunto, porque toda la fuerza de su defensa estriba 
en la demostración clara i precisa de la verdad, no se 
le llama al orden sino por mal espíritu, para atacar su 
independencia, para usar del despotismo conservador 
hasta en el recinto mismo de la Asamblea Lejislativa, 
que ese despotismo solo tolera por hipocresía, i a con- 
dición de que esa Asamblea sea muda, sumisa i obe- 
diente. 

Contra esto reclamo justicia, pues si hai instituciones 
republicanas, si hai constitución i leyes, es necesario 
que las respete siquiera en este lugar el despotismo de 
ese sistema que combato, el despotismo de ese gobier- 
no monárquico absoluto que entre nosotros se mantie- 
ne a nombre de la República. Jamas he dejado de ser 
un franco defensor de la hbertad de la palabra, como de 
todas las Hbertades; pero ya el valor me falta, lo con- 
fieso, mi esperanza se apaga en esta lucha tan desigual; 
estoi casi rendido, i no tengo fuerzas para quebrantar 
la cabeza de ese fantasma que se nos presenta armado 
del cetro del poder absoluto, pero adornado con el go- 
rro de la libertad. Me retiro, pues, no para siempre, sino 
por ahora, de mi puesto, porque no tengo fuerzas que 
oponer, no porque me resigne. Afortimadamente el 
triunfo de la iniquidad no es todavía tan completo, 
que sea preciso poner la otra mejilla, porque no hai 
justicia: yo confío i espero. Venga otro a reemplazarme, 
vengan los que pueden rechazar la fuerza con la fuerza. 
El pueblo de Valparaíso que me ha mandado aquí, sa- 
brá hacerme justicia, cuando sepa que éste no es el dia 
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del imperio de la íntelijcncia, que hoi no hai libtTtati 
para la palabra, ni aun para la palabra mas inocente. 
Que la Cámara se digne aceptar esta declaraciom .... 



Después de un prolongado debate ^ la Cániara decla- 
ró que ni el Presidente habia faltado a su deber, ni el 
Diputado al orden; i prosiguiendo la discusión de la pro- 
posición de acusación contra el Intendente de Concep- 
ción, la desechó al fin por 28 votos contra 14. 



*• 




i 



^ 



I 

^ 



'l^'^^'¥'^'*^%^^>%^^/«^^^^^^^ 



proyecto de leí aulorizando al Presidente de la Re- 
pública para mantener en vigor las medidas dic- 
tadas en virtud de Íjacultade3 estraordinarías. 



Este proyecto fué discutido i sancionado en la sesión 
del 4 de octubre de 1860 en la Cámara de Diputados; i 
el Diputado Lastarria lo consideró de la manera si- 
guiente: 

tóírvase, señor secretario, leer por tercera vez el pro* 
yecto, porque todavía no lo entiendo > 

El señor Secretario (leyendo). ^«Se autoriza al Pre- 
sidente de la República para que pueda mantener en 
vigor i hacer efectivas las medidas que hubiere dictado 
en virtud de las facultades estraordinarias de que se 
halla investido i que debieren cesar en sus efectos por 
el trascurso del tiempo señalado al ejercicio de esas 
facultades en la lei de iP de octubre de 1859. Esta au- 
torización durará hasta el 30 de setiembre de 186 1,» 

El señor Lastarria (continuando). — <íQue debieren 
cesar. Luego el Ejecutivo conviene en que hai medidas 
de las tomadas con facultades estraordinarias que de- 
ben cesar indispensablemente^ cuando terminan esas fa- 
cultades! En efectOi cuando las facultades estraordina- 
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rias se conceden al Presidente para arreglar un asunto 
común i ordinario de la administración, son perma- 
nentes los efectos de las medidas que dicta, como su- 
cedería, por ejemplo, si se le autorizara para reglamen- 
tar las aduanas de la República, cosa que ha sucedido 
otras veces, o para organizar de nuevo el ejército. Pero 
cuando las facultades estraordinarias se conceden para 
suspender las garantías individuales que asegura la 
Constitución, entonces los efectos de tales medidas no 
pueden ser permanentes, sino necesariamente transi- 
torios, puesto que, según la misma Constitución, no 
deben durar mas que el tiempo de las facultades estraor- 
dinarias. 

El Gobierno tiene ahora el ejército en un verdadero 
pié de guerra a virtud de facultades estraordinarias i 
necesita hacer en él mayores gastos que en circunstan- 
cias ordinarias. Si cree que debe mantener el ejército 
en el mismo pié, porque se propone hacer la guerra a 
los bárbaros, no necesita presentar el proyecto que se 
discute, pues que tiene otro medio mas constitucional 
para conseguirlo. El Congreso tiene la obligación de 
«fijar cada año las fuerzas de mar i tierra que han de 
mantenerse en pié en tiempo de paz o de guerra». Así 
se lo ordena la Constitución. Esta lei está todavía por 
dictarse. Al ocuparse en ella el Congreso, parece mui 
natural que el Ministerio le haga presentes las razones 
que tiene para mantener el ejército en ese pié de gue- 
rra a que lo ha elevado por las estraordinarias; i enton- 
ces el Congreso tendrá ocasión de tratar este asunto 
de un modo constitucional i de acordar lo que el Go- 
bierno pretende, si esa guerra es necesaria. Otro tanto 
puede hacerse respecto de los gastos. El presupuesto 
del Ministerio de Guerra no se ha discutido todavía; i 
cuando se discuta, se le presentará al Gobierno la opor- 
tunidad de hacer sancionar los mayores gastos que ne- 
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cesita, a no ser que por una leí especial quiera que se 
le asigne una partida suplementaria, Por esto es que 
rechazo el presente proyecto como innecesario e ino- 
portuno: discútanse la leí de presupuestos i la que fije 
la fuerza permanente, i en ese caso se tratará la cues- 
tión presentí! en su lugar i sin el j^eligro de confundir 
las medidas relativas al ejército con las tomadas con- 
tra las personas. 

En cuanto a estas últimas medidas, la parte 6.*, ar- 
tículo 36 de la Constitución, permite autorizar al Eje- 
cutivo con facultades estraordinarias i quiere que se 
señalen éstas espresamente i que se fije un tiempo 
determinado a la duración de la Ici. En este ultimo pre- 
cepto la Constitución no ha podido referirse sino a la 
suspensión de las garantías individuales, pues que seria 
mui absurdo e inconstitucional que terniinasen his fa- 
cultades estraordinarias concedidas contra las personas 
i que, restableciéndose por tanto el imperio de la Cons- 
titución, quedasen a pesar de esto subsistentes los 
decretos de prisión i de destierro dictados por el Ejecuti- 
vo en virtud de una autor ilación que habia cesado ya. 
Pedir al Congreso que entre después a autoríí:ar i>or 
una lei especial esos destierros i esas prisiones, es obli- 
garlo a colocarse en una situación inconstitucional^ 
puesto que, si aprobara esas prisiones i esos destierros 
contra detenninados individuos, haria suyas las medi- 
das, descendería de su puesto para colocarse en lugar 
del Ejecutivo^ para aceptar o aprobar lo que este hu- 
biere hecho en virtud de la lei de estraordinarias. Mas 
todavía: tendría que trocar su puesto de lejislador por 
el de juez, si hubiese de entrar a apreciar los casos i a 
examinar i juzgar la razón que habia para que tales 
personas permaneciesen desterradas o aprisionadas 
por mas tiempo que el que tuvo el Ejecutivo de auto- 
rización para aprisionarlas o desterrarlas. 
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Por esto creo que el proyecto en discusión, ademas 

de no ser necesario es también inconstitucional: es un 
proyecto sin ejemplo^ es insólito, exótico en la Consti- 
tucion; i si hubiera razón para presentarlo, mas tarde 
podría presentarse otro para hacer permanentes las me- 
didas que el Gobierno hubiese tomado en un estado de 
sitio, aunque se restableciese el imperio de la Consti- 
tución. Desde que ésta vuelve a imperar, es necesario 
que imperen también las garantías que ella concede; 
i no puede dictarse una leí estraordinaria para des- 
truirlas respecto de ciertos individuos, dejándolas sub- 
sistentes para otros • . 

Mas no solo es el proyecto innecesario e inconstitu- 
cional^ sino por demás imprudente e impolítico: abundo 
en razones para demos tra rio, i si quisiera entrar en el 
campo de la política, no tendría cuando acabar. ¡Qué 
razón puede haber para cortar de un solo golpe las 
esperanzas que el pais entero, que todos los corazones 
abrigan de ver cesar pronto la situación desgraciada 
que atravesamos, de que terminase siquiera en i8 de 
setiembre de 6i esta situación tirante i desventurada? 
¿Ni que razón puede haber tampoco para imponer al 
Presidente futuro la obligación de mantener hasta el 
30 de setiembre de 61 las prisiones i destierros decreta- 
dos por el Presidente actual? Si el Gobierno se presenta 
confesando que no tiene temores de que se altere la paz de 
qii^ gozamos j debería también principiar por asegurar 
tan inmensa ventaja, poniendo término de una vez a 
las aílicciones que se empeña en hacer durar aun hasta 
después de terminado su período presidenciaL He di- 
cho:* 

Sin embargo, i a pesar de los esfuerzos de los diputa- 
dos independientes^ el proyecto inconstitucional fué 
convertido en leip 

^ 
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Leí de responsabilidad civil 



El Gobierno presentó en 1860 un proyecto de lei que 
produjo una viva sensación en el pais^ ¡xjr la pasión 
exaj erada que el tono del tal mensaje acusaba. El Se- 
nado le dio su aprobación con li jeras niodificacioncs, 
dando con esto motivo para mayor ajit ación. Llegado 
el proyecto a la Cámara de Diputados, la Comisión in- 
formante se apresuró a moderar los términos del men- 
saje, reíundiéndolo en otro pruyecto^ que revesíia una 
forma menos alarmante^ conservando sin embargo la 
misma idea de una confiscación por delitos políticos. 
Vamos a trascribir el informe de esa Comisión para dar 
mas completa noticia del negocio. 

ííLa Comisión de Lcjislacion i Justicia ha examinado 
el proyecto de lei iniciado por el Presidente de la Repú- 
blica, para establecer i determinar la responsabilidad 
civil que debe pesar sobre los autores i cómplices de 
motines^ asonadas o movimientos sediciosos^ i es de 
opinión que la Cámara debe prestarle su aprobación 
con las modificaciones que ha creido conveniente ha- 
cerle. 



— 148 — 

»E1 proyecto en la forma que ha sido aprobado por 
el Senado comprende tres partes. En la primera se sien- 
ta el principio jeneral que rije la responsabilidad en 
que incurren las personas que han concurrido, como 
autores o cómplices, a la ejecución de algunos de los 
referidos delitos, especificando la estension de esa res- 
ponsabihdad i la manera de hacerla efectiva. En la 
segunda se fija la responsabihdad que recae sobre los 
individuos que forman parte de montoneras; i en la 
tercera se imponen penas a los empleados que conti- 
nuasen funcionando en los pueblos de que los amoti- 
nados se hubiesen apoderado. 

»La Comisión ha creido que esta última parte, ver- 
sando sobre una materia estraña al fin principal que el 
proyecto tiene en mira, cual es la responsabihdad, de- 
be suprimirse i quedar sujeta a la acción de las leyes 
penales existentes o que mas adelante se establecieren. 

»En cuanto a la segunda parte, la responsabilidad 
de los actos ejecutados por montoneras, a primera vis- 
ta parece que se limita a los individuos que forman 
parte de ellas, sin estenderse a aquellos que han con- 
tribuido a formarlas i organizarías para hacerlas servir 
de ausiüares o únicos elementos de la revuelta. I si esta 
idea se desvanece, al poner este artículo en relación 
con el primero, conviene sin embargo hacer desapare- 
cer aun las mas pequeñas dudas en materia tan impor- 
tante i delicada. 

»Finalmente, la Comisión es de opinión que el art. i.^ 
debe quedar reducido a la primera parte. En ella se 
establece que la responsabihdad civil pesará insóh- 
dum sobre los autores o cómplices del delito que ha oca- 
sionado el daño: las últimas palabras, «aunque no se 
les pruebe que ellos han ejecutado el acto o hecho de 
que inmediatamente proceden los daños i perjuicios 
que se reclaman», no tienen objeto; si por ellas se trata 



solo de decir que la responsabilidad recae también so- 
bre los cómplices, ya está dicho en la primera parte del 
artículo; i están fuera de lugar si por ellas se tpiiüre, no 
ya imponer a los cómplices la misma responsabilidad 
que a los autores de delito, sino deiinir la complicidad 
misma, puesto que siendo esta materia de la esclusiva 
competencia de la lei penal, debcria referirse a ella la 
lei civil. Como definición tiene ademas el grave incon- 
veniente de ser ^^aga i de prestarse a una esplic ación 
tan lata, que puede comprender aun a ¡lersonas que 
según los principios del Código Pendil, no sean consi- 
deradas como cómplices, 

»Se ha suprimido igualmente el artículo final por 
considerarse inútil, puesto que, según el precepto cons- 
titucional, nadie puede ser despojado de su propiedad 
sino por causa de utilidad pública i previa indemniza- 
ción- i la amnistía que privase a los particulares perju- 
dicados en sus intereses del derecho de reclamar in- 
demniíí ación j seria evidentemente contraria a la letra 
de la Constitución. 

íiCon forme a estas ideas, la Comisión tiene el honor 
de proponer a la deliberación de la Cámara el proyec- 
to reducido a los términos siguientes: 

»Artículo primero. La responsabilidad civil por los 
daños i perjuicios que se causaren en motines, asona- 
das o movimientos sediciosos, pesará insólidum sobre 
los autores o cómpHccs del delito. 

3&La responsabilidad civil se estiende a la pérdida 
detenninada que ha sufrido el perjudicado i al lucro 
cesante que ha sido consecuencia del daño o perjuicio 
recibido. 

^Tendrán derecho a reclamar indemnización, los 
particulares que hubieren sido perjudicados en sus 
personas o intereseSj las municipalidades, las institu- 
ciones o establecimientos públicos i el Estado. 



i 



_ 150 — 

jíArt. 2.*^ La responsabilidad civil^ por motines o aso- 
nadas, no podrá hacerse efectiva sin una sentencia que 
la declare, o que condene a la persona o personas con- 
tra quienes se dirije la acción^ como autores o cómpli- 
ces del delito, 

j^Podrá, no obstante, cualquiera de los perjudicados, 
al entablar su demanda sobre indemnización, pedir que 
se sujeten a prohibición de enajenar, inserta en el re- 
jistro respectivo, bienes raices de la persona o perso- 
nas contra quienes dirija su acción, o que de alguna 
manera garantice la demanda, i se accederá a esa soli- 
citud, siempre que, por medio de una información su- 
maria, se hiciese constar la participación que el de- 
mandado o demandados han tenido en la ejecución del 
delito que ha dado ocasión a los daños o perjuicios. 

)>Art- 3.^ De los daños o perjuicios que causaren ac- 
tos ejecutados por montoneras o por cualquiera parte 
de ellas, serán responsables soHdariamente todos los 
individuos que a ella pertenezcan o que hayan contri- 
buido a su creación i sostenimiento, aunque no hayan 
concurrido a la ejecución del acto o hecho determinado 
que ha causado los daños o perjuicios,>^ 

Sala de la Comisión, octubre 10 de 1860, — Waldo 
Silva, — Juan Herrera, — José Eujmio Ver gara. 
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En la sesión del 11 de noviembre de 1860, la Cámara 
de Diputados empezó el debate, i entre los varios dis- 
cursos importantes que los diputados independientes 
pronunciaron contra el proyecto en esa i en la sesión 
del 18, el Diputado Lastarria hizo los dos siguientes: 
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DISCURSO DE LA SESIÓN DEL II (*) 



4iVoi a espresar mis opiniones contra este proyecto 
con entera confianza de que la Cámara no le prestará 
su aprobación. Afortunadamente no media interés po- 
lítico ninguno que la empeñe a sancionar errores que 
la justicia condena i que la opinión pública rechaza; i 
aun creo que si el señor Ministro del Interior pidió que 
se discutiera este proyecto, no fué porque lo aceptara 
en toda su deformidad, sino por una especie de conse- 
cuencia o lealtad hacia su anteccstT, c^ue fué el autor 
del proyecto- Así lo creo porque el mismo señor Minis- 
tro aceptó las modificaciones que el Senado hizo en el 
proyecto primitivo, i porque acepta tanvbien las que 
propone la Comisión de esta C;"! niara, puesto que hasta 
ahora no se ha pronunciado contra ellas. Esto prueba 
pues que tanto el Ministerio como la Cámara se hallan 
en buena disposición para aceptar la verdad, si la luz 
de una discusión detenida i pacífica se la descubre, 
mostrando todo lo que tiene de deforme i absurdo el 
proyecto primitivo, cuyo absurdo subsiste todavía a 
pesar de aquellas modificaciones. 

Entonces^ señores, no nos alucinemos invocando eí 
ínteres de la propiedad, como acaba de hacerse, ni el 
temor a las revoluciones; ni supongamos^ como se su- 
pone para defender el proyecto, que éste no es mas que 
una simple aplicación del principio de responsabilidad 
civil reconocido en nuestro Código. Seamos leales i no 
confundamos los principios: justamente el interés de 
la propiedad seria el que mas peligraría con la apro- 
bación de este proyecto, porque desaparecería toda 



(*) No habiéodos^ toDiado apuntéis de esíi- discurro, do podeiiíOS dar- 
lo Lutegro sino un es tracto de sus; priucípaJe> pumoí^. 
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seguridad para las propiedades de los afiliados en un 
partido político desde que fuesen vencidos, puesto que 
todos sus bienes no bastarían a satisfacer la avidez con 
que los perseguirían sus vencedores. Si hai razón para 
amparar la propiedad contra el peligro de los motines, 
también hai arbitrios racionales para hacerlo, antes 
que apelar a recursos estremos, que dejarian en com- 
pleto desamparo la propiedad de los vencidos para fa- 
vorecer la de los vencedores. Otro tanto se puede ob- 
servar contra la pretensión de que esta lei evitará las 
revoluciones, pues que en lugar de evitarlas no hará 
otra cosa que hacerlas interminables i odiosas, empe- 
ñando a los revolucionarios a vencer o a ponerse a cu- 
bierto de la responsabiüdad para el caso de pérdida. 

Pero sobre lo que debe fijar la Cámara su atención 
es sobre la suposición de que este proyecto es una sim- 
ple aplicación del principio de responsabilidad civil 
reconocido en el Código. Es cierto que la Comisión ha 
tratado de quitar al proyecto aprobado por el Senado 
el absurdo que éste habia sancionado, imponiendo la 
responsabilidad a los revolucionarios por los daños que 
se causaren en las revoluciones, aunque no se les pruebe 
que sean autores de estos daños. La Comisión ha su- 
primido estas últimas palabras; pero no por eso ha mo- 
dificado ni escusado el error que sirve de base al pro- 
yecto, en cuanto echa sobre los autores de motines la 
responsabilidad de todos los daños que proceden del 
movimiento sedicioso, aunque aquéllos no los hayan 
causado. Ha desaparecido la sencilla franqueza con 
que el Senado habia formulado el absurdo; pero el error 
ha quedado latente, puesto que si bien ahora no se quie- 
re imponer la responsabilidad, aunque no se pruebe que 
el autor de la revolución haya cometido el daño, se le 
impone sin embargo esa responsabilidad aun por los 
daños que se causaren^ aunque sean cometidos por 



otro. Esto es violar abiertamente los preceptos de la 
jurisprudencia i chocar con las nociones elementales 
de la justicia que reconoce la ¿onciencia humana, sin 
necesidad de gran ilustración. Tómese si no al azar al 
primer roto que nos venga a la mano i pregúntesele si 
en su concepto podrá ser castigado un hombre por un 
delito que se ha cometido^ sin que se le pruebe que él 
ha tenido parte: — ^Nó, señop), responderá i aun se 
reirá del candor de nuestra pregunta! T sin embargo 
el Senado ha sancionado eso i ahora se quiere que no- 
sotros lo sancionemos también, so j^retesto de que no 
se trata mas que de ampliar el principio de responsa- 
bilidad reconocido en el Código Civil! 

¡No calumniemos el Código! Cómo habia de sancio- 
nar el Código Civil semejante error! Si eso se sostiene 
merced a que hai muchos que no conocen el Código, 
yo ruego a los señores diputados que lo lean: abran el 
título 35 del libro 4,^ i verán muchas disposiciones des- 
tinadas a fijar la responsabilidad civil que procede de 
los delitos i cuasi delitos, pero atribuyéndola siempre 
al que ha cometido el hecho, al que hizo el daño, i nun- 
ca a un tercero, ni jamas al delito político, ni a todos 
los delitos, sino únicamente al delito qxie haya inferido 
daño. No obstante, en este proyecto que se dice que no 
innova nada, se atribuye la responsabilidad civil a los 
autores de un movimiento sedicioso por todos los da- 
ños que se causaren en ese movimiento^ sean quienes 
fueren los delincuentes, sean cuales fueren los delitos 
que hayan ocasionado ese daño, 1 

En la historia de las aberraciones humanas se presen- 
tarán ejemplos de leyes que hayan castigado a la ino- 
cencia, erijiendo en delitos ciertos actos laudables o 
meritorios; pero no se presentará ejem])lo ninguno de 
una leij como ésta, que escuse i absuelva al verdadero 
criminal, imputando la responsabilidad a un tercero 
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que puede no haber tenido parte en el delito, que no 
haya podido evitarlo, que talvez no ha tenido de él co- 
nocimiento. ¿Qué otra cosa es esto de declarar respon- 
sable al autor i al cómplice de ima revolución de todos 
los daños que se causaren en ella? Aquí se comprenden 
todos los daños sin escepcion, los de la guerra, los que 
causan las tropas del Gobierno, los que hacen los par- 
ticulares, los que haga en fin cualquiera gavilla de ban- 
didos que, a merced del movimiento político, cometa 
es torsiones i salteos. ¿I es esto conforme a los princi- 
pios que rijen la justicia humana? Por el contrario, 
¿no es ultrajar i violar los principios mas elementales 
de la jurisprudencia? Es una regla admitida por todas 
las lejislaciones del mimdo que no pueda castigarse a 
aquel a quien no le es imputable el deüto; i para la im- 
putabihdad se exije que el que comete el hecho haya 
podido conocerlo en sí mismo i en sus resultados, que 
haya podido conocer su deber i que haya tenido volim- 
tad de cometer el hecho. Pero todas estas reglas de 
eterna justicia están violadas en este proyecto, en que 
se quiere dejar Ubre i absuelto al individuo a quien es 
imputable un hecho, por apücar su responsabiüdad a 
otro que no es autor del hecho, tan solo porque ha co- 
metido im delito político que puede no tener conexión 
ninguna con aquel hecho. No es esto todo, porque si 
talvez pudiera escusarse semejante barbarismo con la 
idea de que el autor de la revolución es un delincuente, 
no puede aplicarse la misma reñexion a los cómplices 
del movimiento político, que pueden ser tales cómpüces 
sin culpa de su parte, por el interés del orden i de la 
seguridad i quizá por intereses mas nobles i desintere- 
sados. Entre muchos casos que podría citar para de- 
mostrar lo que digo, referiré solamente uno que es 
práctico i que me consta: estalla la revolución en una 
ciudad en 1859, i allí habia un comerciante adicto al 
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Gobierno por opiniones, por simpatías i tal vez por el in- 
terés de la tranquilidad pública. Este comerciante tíene 
a su cargo injentes capitales propios i ajenos; i en me- 
dio de los mayores conflictos para salvarlos del peligro 
de las exacciones, cuando estaba tomando medidas 
para trasponer, ocultar i enterrar mercaderías, recibe 
un nombramiento de miembro de la Junta Gubernati- 
va que organizan los revolucionarios. Aquel hombre 
honrado ve en este accidente su salvación i la de los 
intereses ajenos que le estaban confiados; acepta el 
cargo solo con el objeto de ampararse, mas no para hacer 
revolución al Gobierno de sus simpatía:^, i yo creo que 
obrando así, obró como bueno i noble. Sin embargo, 
someted a ese cómplice con su nobleza i honradez a 
esta lei^ i lo veréis cargado hasta con la responsabili- 
dad de los delitos ajenos, i castigado con la pérdida de 
la fortuna propia por haber querido salvar la ajena, 

I se sostiene con mucho candor que este proyecto no 
innova i que es lo mas conforme al Código Civil! No so- 
lo no es conforme, sino que es contrario a nuestro Có- 
digo i a todas las leyes antiguas i modernas de todos 
los paises civihzados. ¿Queréis una prueba reciente de 
que el tal proyecto es una novedad en nuestra lejisla- 
cion? Aquí tenéis la sentencia que acaban de dar los 
tribunales en la orijinalísima causa que un perjudicado 
con el incendio de las casas de Chocoa, creyendo que 
ya estaba sancionado este proyecto, entabló para que 
le pagase su perjuicio uno de los perseguidos que esta- 
ba dentro de la casa, que incendió el jefe de la partida 
que los perseguia. Los tribunales han declarado en esa 
sentencia que (leyendo) «Es un principio establecido 
que la rebelión es mui diferente de los crímenes parti- 
culares que los rebeldes ejecutan durante ella con- 
tra las personas i propiedades, por lo que no es justo qíie 
se haga responsable al que comete el primer delito de 
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todas las consecuencias que traen los delitos de la se- 
gunda clase». ¿Se quiere una declaración mas terminan- 
te todavía contra el absurdo que se pretende sancio- 
nar? Compárense los principios de la l^jislacion vijente 
declarados en esa sentencia con el error que se preten- 
de introducir en este proyecto, haciendo responsable 
al autor del delito de rebelión de todas las consecuen- 
cias de los delitos particulares, i se verá palmariamente 
que el proyecto intro4uce ima novedad estupenda que 
choca abiertamente contra las leyes actuales i hasta 
contra el buen sentido. Pero hai mas todavía: El Códi- 
go Civil i leyes anteriores son suficientes para asegurar 
el resarcimiento de los daños que por actos particula- 
res pueden causar los autores de im movimiento polí- 
tico. Si no, ahí está el caso del Ryleffy juzgado también 
por nuestros tribimales: este buque fué tomado i usa- 
do por el ilustre jeneral Freiré en Coquimbo, cuando 
estaba a la cabeza del ejército en 1830. El buque se 
perdió en su servicio i el dueño reclamó después su va- 
lor i sus perjuicios. Los tribunales declararon que el 
ilustre jeneral debia hacer esa indemnización porque 
un acto suyo habia causado el daño. Esto nos prueba 
que las leyes comunes bastan paira asegurar la respon- 
sabiUdad de un daño que el autor de una revolución 
cometa por sí o por su orden; pero esas leyes no quieren 
que tan solo por consideración a su carácter de autor 
de la revolución sea responsable por los daños que otros 
causaren, como pretende este proyecto. 

El dehto político es justamente uno de aquellos que 
no imponen la responsabilidad civil, por mas que pue- 
da suceder el caso de que su autor sea alguna vez res- 
ponsable de otros delitos privados que orijinen daños. 
Pero entonces es preciso fijarse en que no es el delito 
político el que impone la responsabihdad civil, sino im 
acto privado mui diferente. I esta doctrina no sola- 
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mente está consignada en los principios de nuestra le- 
jíslacion, sino que es reconocida en las naciones mas 
cultas de Europa, En Francia, en la Francia Imperial, 

se profesan los mismos principios que se reconocían 
sobre esta materia en el reinado de Luis Felipe, i aim 
creo que todavía se enseñan en sus universidades las 
lecciones de derecho penal positivo de Boitard, en las 
cuales se reconoce que no todos los delitos producen 
daños privados ni avalúa bles, como sucede en los de- 
litos políticos. Pero no tengo necesidad de mas que de 
abrir el Código Penal español para ver lo que se dice en 
sus comentarios por uno de los jurisconsultos mas ilus- 
tres de España i que por su carácter político no puede 
ser sospechoso a los amigos del proyecto. Comentando 
el art, t$ del Código Penal que establece la responsa- 
bilidad civil de los delitos, dice el autor (leyendo) . . - - 
«pues no puede eximirse de la civil, si el delito da lugar 
a ella. Escribimos de propósito esta última condición 
porque hai hechos punibles» categorías de actos cri- 
minales, en los que no es posible ni cabe concebirse 
ese j enero de responsabilidad. Allí donde no se ha cau- 
sado ni podido causar mal a individuo alguno, allí no 
tiene aplicación semL^jante idea, porque no hai daño 
que quepa repararse. Supongamos una conspiración 
política^ por ejempIOj sin mezcla ninguna de criininali- 
dad ni de intereses privados: en ella no es posible la 
responsabilidad civil, como que no hai parte alguna 
civil en aquella cuestión. El debate versará solo entre 
el Estado i el delincuentD>. 

Eso es lo que se opina i admite como justo, comen- 
tando la lei en España, cuya lejisl ación tiene mas de 
un título a nuestra reverencia e imitación; en la Espa- 
ña monárquicaj que algunos afectan desdeñar por atra- 
sada^ i que sin embargo nos da a cada paso lecciones de 
buena política, a nosotros los repubücanos de acá, que 
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hacemos i pretendemos cosas que aun serian indignas 
de un monarquista retrógrado i atrasado. 

Esos son los principios^ esas las doctrinas de todo el 
mundo civilizado; i por lo mismo he podido sostener i 
declarar que el proyecto en discusión no tiene ejemplo 
en ninguna lejislacion. Se acaba de aludir a ciertas le- 
yes de Inglaterra i de Francia sobre responsabilidad 
civil aplicada a los delitos políticos^ i se alude porque 
en la discusión del Senado se citaron esas leyes como 
ejemplo para autorizar este proyecto. No haí tales le- 
yeSj señores j pues que a ios lejisladores de esas nacio- 
nes no se les ha ocurrido jamas una aberración seme- 
jante. Es cierto que un Estatuto de Jorje I, destinado a 
asegurar su acta de sucesión al trono^ calificando de 
tumulto toda reunión de mas de doce personas que no 
se disuelvan a la proclamación del Sherif, establece 
cierta responsabilidad contra el cantón o distrito i en 
favor de los perjudicados en el tumulto; pero recuerdo 
perfectamente que el Estatuto impone esa responsa- 
bilidad al cantón, cuando ¿infes de la proclamación del 
Sherif los tumultuarios han incendiado o destruida 
templo, capilla, lugar de reunión, casa de habitación 
u otra cosa, porque antes de la proclamación han po- 
dido impedir esa destrucción la autoridad i los habi- 
tantes del cantonj pero la responsabihdad no recae 
sobre los tumultuarios, ni por esos hechos ni por los 
ajenos, como quiere nuestro proyecto, sino que el Es- 
tatuto se hmita a declararlos culpables de felonía, sin 
privilejio clerical. Ya se ve que esto es mui diferente 
del proyecto que tenemos en discusión. 

Otro tanto sucede con la lei francesa^ que es de lO 
de vendimiario del año cuarto i que no establece la res- 
ponsabilidad civil por delitos políticos ni por el de mon- 
toneras^ sino que ordena que las comunes deben indem- 
nizar con sus propios recursos a las víctimas de los 



1^ 



- 159 — 

pillajes, incendios u otros crímenes que se cometan en 
ellas por reuniones armadas, pandillas, es decir, por 
montoneras, cuyos autores no se conocen. ¿Ouc liai de 
común entre esta Ici i el proyecto que se discute? Ni 
qué hai de análogo entre nuestras actuales circuns- 
tancias i las circunstancias en que se hallaba enton- 
ces la Francia para dar una lei como esa, cuya vijen- 
cia se disputa por autores de nota? El Directorio estaba 
entonces en una completa bancarrota, i de tal ma- 
nera apremiado i aflijido por su situación política i 
económica, que no tenia autoridad siquiera para ha- 
cer respetar las leyes. Los ejércitos franceses en el es- 
terior vivian a costa de los países conquistados. Napo- 
león en Italia i Moreau en Alemania. Hoche mismo 
tenia que mantener el estado de sitio perpetuamente 
en las provincias francesas que lo aplaudían i apoya- 
ban, para vivir a costa de ellas i a merced de su entu- 
siasmo. Entre tanto los moiitoneros lejítimistas;. los 
compañeros de Jehu, saqueaban no solo las aldeas, sino 
también las ciudades i atacaban principalmente las 
propiedades púbUcas i las de los republicanos. ¿Qué 
. hacer en tal situación, cuando no habia ni medios, ni 
fuerza para defender a los particulares? Acudir al ar- 
bitrio de esa lei, que los empeñaba a todos en la defen- 
sa de todos, para atajar así los terribles estragos del 
pandillaje, de los montoneros. Era mui natural en esa 
situación. ¿Pero lo seria entre nosotros, donde el Go- 
bierno mismo reconoce que nada amaga la tranquili- 
dad pública ni la seguridad privada? 

No hai, pues, nada de parecido entre esas leyes i nues- 
tro proyecto. Tal vez mas analojía se hallaría en la lei 
del Uruguai, por cuanto ésta impone la responsabili- 
dad en los casos de rebelión contra las autoridades 
constituidas; pero desaparece esa analojía desde que 
se note que en aquella lei se impone tal responsabili- 




dad a los comprendidos en la rebelión solo por los da- 
ños o perjuicios que ellos hubieren ordenado o ejecidado 
personalmente; mientras que en este proyecto se les 
impone por todos los danos que se causaren en la rebe- 
lión, echando así por tierra los principios mas obvios 
de la jurisprudencia, 

¿Qué puede autorizarnos para semejante absurdo, 
para sancionar semejante barbarismo? ¿La causa del 
orden puede justificar una trasgresion de la justicia, 
una ofensa contra el sentido común? No hai causa, por 
grande que sea, que pueda autorizarnos a dar una lei 
contra los preceptos mas sencillos de la sana razon^ 
contra lo que se reconoce como justo en todo el 
mundo • , • <^ 



DISCURSO DE LA SESIÓN DEL l8 

El señor Lastarria. — «Tengo necesidad de tomar la 
palabra para aclarar las ideas que emití en mi primer 
discurso, pues que si no he tenido la fortuna de darme 
a entender. Si el señor Ministro, a pesar de su perspi- 
cacia^ no me ha comprendido lo que dije, es mas que 
probable que los demás señores diputados tampoco me 
hayan entendido. 

El señor Ministro nos ha citado el Código Civil nues- 
tro, el de España i el de Francia, para sostener que el 
principio de la responsabilidad civil está reconocido 
por todas las lejislaciones modernas: nadie disputa so- 
bre esto, i el señor Ministro puede citar desde el libro 
40 de la Instituía de Justuriano, desde las leyes de Par- 
tidas del rei D. Alfonso hasta el último de los códigos 
que se hayan dictado en los tiempos modernos, con la 
seguridad de que en todos ellos está reconocido el prin- 
cipio de que es responsable de un daño el que lo produ- 
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ce, i de que debe responder ademas de los perjuicios 
resulta^ntes de este daño. Sin duda, i para no hacer rnas 
que recordar la obscr\^acinn de un escritor que ha ciUi Jo 
el señor Ministro, repetiré que sí en las leyes roniana>i 
no se hizo mas que enunciar el principio de la respon* 
sabilidad civil, i si en los tiempos posteriores, princi- 
palmente en los de la edad media, se confundió este 
principio en una forma ínestricable con el de la respon- 
sabilidad penal ^ en ios tiempos niodernos la filoso fía 
lo ha establecido en su verdadero panto de vista, i lo 
ha sometido con toda claridad a los dictados de la ra- 
zón. 

Con todo, se ha asentado, a pesar de las luces con 
que la filosofía moderna ha ilus irado esta cuestión, 
que no hai delito que no produzca las dos responsabi- 
lidades, la civil i la penaL Esto no es exacto: no todos 
los delitos producen ambas responsabilidades. Todos 
causan sí un mal social i por consiguiente todos impu- 
tan la responsabilidad penal; pero no todos producen 
siempre un daño, i hai muchos que, aunque lo produz- 
canino imputan laresponsabilidad^ porque el daño no 
es apreciable. Es necesario, pues, que el delito no solo 
produzca daño sino también que el daño sea a\-aluable. 
En los casos en que el delito no ha causado daño a in* 
dividuo alguno o en que el daño es puramente moral o 
inavaluable, no puede tener lugar la responsabilidad 
civil. Tal sucedcj por ejemplo^ en el delito político^ 
cuando éste se limita a la política, sin atacar los inte- 
reses privados; i si he dicho 3^0 que el autor de una cons- 
piración política puede ser responsable civilmente, ha 
sido suponiendo que ademas de su conspiración haya 
cometido un delito privado con el cual haya causado 
también un daño privado: entonces su responsabili- 
dad civil no nace del delito político sino del delito pri- 
vado, i el ejemplo a que aludí en mi primer discurso lo 
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prueba demasiado claramente, puesto que si en ese 
caso los tribunales decretaron una indemnización, no 
fué por consideración al acto político, sino únicamen- 
te al hecho privado. 

Sentados estos antecedentes, cualquiera que haya 
oido al señor Ministro del Interior creerá que el pro- 
yecto en discusión está conforme con todas las lejisla- 
ciones i con todos estos principios; i yo mismo al oirlo 
llegué a dudar de mis recuerdos, i tuve que pedir al Di- 
putado que se sienta a mi lado el proyecto de la Comi- 
sión para leerlo. Al oir al señor Ministro, la Cámara ha 
podido imajinarse que el proyecto en discusión formula 
el principio que le sirve de base en estos términos: 
«La responsabilidad civil por los daños i perjuicios oca- 
sionados en motines, asonadas o movimientos sedicio- 
sos, recae sobre los autores o cómplices del delito que 
haya producido esos daños i perjuicios». Esto es mui 
sencillo, esto es lo que naturalmente fluye del discurso 
del señor Ministro; pero desgraciadamente no es la 
verdad, sino que el discurso i el proyecto están en una 
diametral oposición. 

A mí se me acusa de contradictorio, porque reconoz- 
co el principio de la responsabilidad civil, tal como lo 
reconocen todas las lejislaciones, i sin embargo, com- 
bato el proyecto que no hace otra cosa que aplicar ese 
principio. Pero, señores, esto no es tampoco exacto. 
El proyecto en discusión no solo no está conforme con 
las lejislaciones citadas, sino que las viola abiertamente, 
i ademas conculca i pisotea los principios mas obvios 
de la jurisprudencia, principios que son, se puede decir, 
el cristus de la ciencia, que saben i conocen hasta los 
estudiantes de derecho. Sí, señores, el proyecto en discu- 
sión no reconoce el cristus de la jurisprudencia porque 
quiere imputar la responsabilidad civil, no al que la 
debe como autor del hecho, sino a otras personas que 



no han tenido participación en el delito. Si el proyecto 
estableciera, como la lei del Uniguai^ que los autores de 
motines o sediciones respondieran por los daños i per- 
juicios que hubieren ordenado o ejecutado personaimaUe; 
sí propusiera^ conforme a lo que dice el señor Ministro, 
que el autor.de un delito político sea responsable de 
los daños privados que el mismo ocasione, en horabue- 
na, no objetaríamos el proyecto por Las razones que 
hemos espuesto; peroj señores, no es así; el proyecto 
habla de los daños i perjuicios que se causaren en mo* 
tines o asonadas, haciendo responsable de tilos, no al 
autor del acto o del delito que los produjo, sino al au- 
tor del motin o movimiento sedicioso, aunque no tt*nga 
parte en aquel delito. 

¡I luego se estraña i se me acusa de contradicción, 
porque digo que el proyecto es contrL^rio a las leye> vi* 
j entes! ¿Contra qué lei, se pregunta, puede pecar este 
proyecto? Voi a decirlo. El art. 2314 del Código Civil 
establece que ^el que ha cometido un delito o cuasi de- 
lito, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indem- 
nización, sin perji.lcio de la pena que le impongan las 
leyes por el delito o cuasi delito». Entre tanto, el pro- 
yecto en discusión no busca al que ha conietido un de- 
lito o cuasi delito que ha inferido daño a otro sino que 
dice que 4:1a responsabilidad por los daños i perjuicios 
qué se causaren en motines, asonadas o movimientos 
sediciosos pfóa sobre los autores o comphces de éstos, 
i no sobre el autor del delito que ha inferido el daño, 
¡Hai o no contradicción entre ambas testos? Basta 
tener ojos para verla! 

El art, 2316 del misrno Código dice terminantemente 
que «es obligado a la indemnización el que hizo el dñño 
i sus herederos!^; i entre tanto, el proyecto en discusión 
no imputa la responsa^bilidad al que hi^o el daño que • 
se haya causado en motines o movimientos iy?diciosos. 
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sino al autor de estos movimientos, aunque no haya 
hecho el daño por su orden o personalmente. ¿Hai o no 
contradicción entre ambas disposiciones? 

La lei 26, tít. I o, part. 7.^ dispone que el juez debe 
poner guarda mui afincadamente, que las pruebas que 
recibiere sean leales i verdaderas, e sin ninguna sospe- 
cha, e que los dichos e palabras que dijeren firmando 
sean ciertas e claras como la luz del dia, de manera que 
no pueda sobre ellas venir duda ninguna. ¿I no es verdad 
que viene por tierra tan sabia disposición, en presen- 
cia del proyecto que discutimos? En vano diria yo, 
siendo autor de una revolución, que no tenia parte al- 
guna en un saqueo o en un incendio; en vano probaria 
hasta la evidencia que yo no habia tenido parte en el 
hecho, que se habia cometido sin mi conocimiento, 
que no habia podido evitarlo. No: con este proyecto 
que se discute, si se convirtiera en lei, podría decirme 
el juez: Es verdad que no se le prueba a Ud. el hecho, 
como quiere la lei de Partidas; pero Ud. debe ser con- 
denado por un hecho que no ha cometido, porque es 
autor de la revolución. ¡I semejante error, señor, no so- 
lo está consignado en el artículo i.^, sino que sirve de 
base a todo el proyecto i está desleído en todas sus dis- 
posiciones! ¿Necesitaré citar todas las demás leyes que 
este proyecto destruye i viola en la misma forma que 
las que acabo de citar? 

Pero he dicho que no solo viola las leyes vi j entes en 
el pais i en todas las lejislaciones modernas, sino que 
destrona i desquicia los principios mas obvios de la ju- 
risprudencia, arrancándolos del punto a donde la filo- 
sofía moderna los habia colocado, para arrojarlos al 
suelo, i consignar, con deshonra de nuestro pais, un 
error injustificable en nuestras leyes. Repetiré uno de 
los argumentos que tan hábilmente ha hecho el ho- 
norable Diputado por San Felipe, porque es necesario 
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que la Cámara lo tenga muí presente cuando trata de 
aprobar una lei que conculca los principios mas obvios 
del derecho. La responsabilidad penal i la civil, ha di- 
cho, no tienen mas que una sola fuente, tal es el delito 
cometido. Estas dos responsabilidades no pueden se- 
pararse nunca, porque si es preciso satisfacer a la so- 
ciedad imponiendo una pena al cjue conu'le un delito i 
por consiguiente un mal social, es también indispen- 
sable obligarlo a reparar los daños ipie haya ocasiona- 
do con ese acto: ambas responsabilidatles sf>n insepa- 
rables^ porque nacen de un niisnio hecho i solo puedt*n 
afectar a su autor. ¿Con qué motivo, con ípié razón en- 
tonces podríamos dejar la pena de im t hálito privado 
que se cometiese en una revohicion para que hi sufriese 
el autor del delito, í esc usarlo al mismo tiemiio de su 
responsabilidad civil para echársela encima a un ter- 
cero que no tiene parte en el delito, tan solo porque fué 
revolucionario? ¿No es esto separar las dos responsabi- 
lidades? ¿Qué cosa puede autorizar semejante infrac- 
ción de los principios de la justicia humana? Se dice 
que la necesidad de escarmentar a los revolucionarios. 
¿Entonces por qui^ se niega que se imputa al revolu- 
cionario, por via de pena, una responsabilidad <¡ue no 
le corresponde? Si el delito político está exento de todo 
contacto con un delito privado, no hai razón para que 
escusemos al autor de éste de una responsabilidad que 
le corresponde a fin de echar sobre el otro esa respon- 
sabilidad como una pena mas de su delito. 

Esto es injustiíicable. No basta que el que comete 
un delito político sufra la pena que la lei le impone; se 
quiere todavía mas, se quiere que responda por todos 
los daños i perjuicios que se causaren en el movimiento 
político, aunque aquél no tenga parte en ellos; se quie- 
re toda^'ía mas, puesto que se aspira hasta a imponer- 
le la responsabilidad de los daños que cause la guerra 
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i aun de los que se hayan ejecutado por las fuerzas que 
tratan de reprimir el movimiento sedicioso. 

Los daños de una guerra son por su condición, por 
su naturaleza, por su es tensión, mui especiales en su 
carácter, i no hai Código Civil ninguno que haya lejis- 
lado sobre ellos. En todas las naciones se ha convenido 
en reconocer que toda cuestión relativa a estos daños 
debe resolverse por los principios del Derecho interna- 
cional o de j entes; porque desde que hai dos partidos 
que contienden, desde que hai guerra en un nación, de- 
saparecen los individuos i solo queda la personalidad 
que el Derecho de jentes atribuye a los Estados. Enton- 
ces esos daños, que tienen su orí jen en la guerra, que se 
causan en la toma de una ciudad o en una batalla dada 
en campo raso, no imputan responsabilidad civil. No 
hai código ninguno que establezca lo contrario, i el De- 
recho de jentes es el único que consigna los principios 
en virtud de los cuales pueden considerarse esos da- 
ños como lejítimos, como escusables o no. I sin embar- 
go de esto, el proyecto en discusión quiere llevar la res- 
ponsabilidad civil hasta esos daños, invadiendo los 
principios del Derecho internacional i estatuyendo en 
el Código Civil reglas que no se pueden aplicar sin au- 
torizar la arbitrariedad del vencedor en una guerra. 

Pero no es esto lo peor, señores; el señor Ministro ha 
emitido una opinión todavía mas estraña, pues que 
sostiene que deben imputarse al autor de una rebelión 
hasta los perjuicios que causa la fuerza que trata de so- 
focarla. Esto es monstruoso, inaudito. Yo he sostenido 
en mi primer discurso que los tribunales de justicia, 
aplicando las leyes vi jentes, habían rechazado la nue- 
va doctrina que se trata de establecer en el proyecto 
en discusión, absolviendo a uno de los individuos ence- 
rrados en las casas de Chocoa de la responsabilidad del 
incendio que hizo en esas casas la fuerza que los perse- 



guia. El señor Ministro sostiene que los tribimales ab* 
solvieron, no por la razón que yo enuncié^ sino porque 
el incendio no habia sido indispensable, que si se hubie- 
se probado en la causa que el incendio habia sido indis- 
pensable para prender a los perseguidos, los tribunales 
habrían condenado al demandado. Esto no es cierto, 
señores; la sentencia de los tribunales en el caso de Cho- 
coa estableció en su considerando quinto (leyendo), 
^que es un principio establecido que la rebelión es mu i 
diferente de los crímenes particulares que los rebeldes 
ejecutan durante ella contra las personas i propieda- 
des, por lo que no es justo que se haga responsable al que 
comete el primer delito de todas las consecuencias que 
traen los delitos de la segunda clase ^>. ¿Cómo es posible 
suponer entonces que^si se hubiese probado que era 
indispensable el incendio, se habría condenado al per- 
seguido? ¿No está viendo la Cámara que los tribunales 
han dicho que no es justo que se haga responsable al 
autor de una rebehon de los crímenes particulares que 
en ella se ejecuten? Si el íncencho lo ejecutó, con nece- 
sidad o sin ella, la tropa que sitiaba las casas, ¿qué par- 
te tiene en él uno de los perseguidos por mas que hu- 
biese sido autor de una rebelión? Establecer que el que 
es perseguido por una fuerza pública como revolucio- 
nario es responsable de los danos que cauce aquélla 
en la persecución^ no solo es violar los principios, casti- 
gando a un inocente i absolviendo al verdadero crimi- 
nal, sino, lo que es mas temerario todavía, es lejitimar 
la arbitrariedad, ya no la arbitrariedad de los manda- 
tarioSj sino la arbitrariedad de los soldados^ de los viji- 
lantes que persiguen o atacan. Esto es horroroso, no 

cabe en el sentido común El ínteres de la vida, i 

el ínteres del orden social, el de la relijion i el de la pro- 
píedadj ¿qué interés, por sagrado que sea, puede auto- 
rizar jamas a una fuerza pública para que cometa 
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crímenes impunemente, para que cause daños sin res- 
ponsabilidad? No lo comprendo, señores, ni nunca com- 
prenderé que haya justicia para lejitimar la arbitrarie- 
dad, para escusar i absolver im crimen, imputando la 

responsabilidad al que no lo cometió Pero no, 

dejemos este punto que se roza mui de cerca con im 
recuerdo mui serio. Harto me he impresionado cuando 
hace poco un diputado citó, por ejemplo, un hecho su- 
cedido. Vale mas citar ejemplos hipotéticos, huyamos 
de llevar la discusión a puntos tan delicados » 

(El señor Lastarria interrumpió su discurso por una 
indisposición: la sesión se suspendió, muchos Dipu- 
tados, el Presidente de la Cámara, el secretario, rodea- 
ron al orador, i le propusieron levantar la sesión; pero 
el señor Lastarria pidió que le dejaran continuar, a pe- 
sar de su enfermedad, porque no queria intemmipir la 
discusión. La sesión continuó a los pocos minutos.) 

El señor Lastarria. — «No es estraño que en una 
discusión de un proyecto tan contrario a los buenos 
principios, se aduzcan muchos argumentos falsos con 
el propósito de darles fuerza a merced de una que otra 
verdad que se trae o se invoca con arte. Por eso es ne- 
cesario que se nos permita separar la verdad de lo fal- 
so i que se nos escusen algunas repeticiones destinadas 
a poner en claro nuestras ideas, que han sido terjiver- 
sadas o mal comprendidas. 

En mi primer discurso no hice mas que enunciar la 
doctrina del derecho sobre la imputabilidad; pero aho- 
ra se supone que yo dije que no eran imputables los 
daños causados sin intención. Mucho dudo de haber 
avanzado semejante impropiedad. Mi pensamiento es 
que un acto no es imputable sino cuando el que lo eje- 
cuta conoce la naturaleza del acto, cuando conoce ade- 
mas los resultados i tiene volimtad deUberada de co- 
meterlo. ¿Por qué no es imputable el hecho criminoso 



oue comete un niño o un demente? Porque un indivi- 
duo como éste no ha |>odido conocer su deber ni la na* 
turale^a del hecho, porque no ha pCKÜdo apreciar las 
consecuencias de su acto^ ni ha podido tener voluntad 
dehberada para cometerlo. ¿Por qué no es imputable 
a nadie el hecho de haber r^aido una tej..í ¿obre la cabc^sa 
de uno que pasaba í {Cito el mismo ejemplo que píioen 
los autores de derecho penal). Porque en este hecho 
UQ hai ni conocimiento ni voluntad, no concurren^ en 
una palabra, las circunstancias precisas para la im- 
putabihdad. Aplicando esa doctrina, lie sostenido i 
sostengo que el proyecto en discusión viola los princi- 
pios, porque trata de imputar a los autores de una re- 
belión, no los daños que ellos causen u ordenen sino 
los que se causaren durnnte rl movimiento sedicioso^ 
aunque el autor o cómplice dr este movimiento, no 
hayan tenido conocimiento del hecho, ni de sus resul- 
tados, i aunque no hayan tenida) voluntad de cometer- 
lo. ¿I no es esto destronar, señores, la jurisprudencia 
para ultrajarla i aniquilar la razón natural? Pero se di- 
ce que ios autores de un motín pueden cometer tlaños 
i que los delitos políticos también pueden causarlo. 
En horabuena: si eso es cierto, no tenemos necesidad 
de una !ei nueva, puesto que las existentes bastan para 
hacer responsables a los revolucionarios de los daños 
que cometan. Si el proyecto en discusión fuera conse- 
cuente con la doctrina espuesta por el señor Ministro^ 
o si fuera cierto que este proyecto no hace mas que aplicar 
la responsabilidad establecida en el Código Civil, no 
lo acusaríamos entonces de contrario a las leyes i a 
los principios de la jurisprudencia, i nos limitaríamos 
a atacarlo como inútil o superfiuo. Pero desgraciada- 
mente no es así, señores; el proyecto viene también a 
destrozar la doctrina de la imputa bilidad, so pre testo 
de que uno puede ser responsable de los daños que can- 
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sa sin intención; pero semejante pretesto no puede au- 
torizarnos jamas para castigar al inocente que no ha 
conocido un hecho ni ha tenido voluntad de ejecutarlo, 
ni mucho menos para dejar impune al verdadero crimi- 
nal. Semejante pretesto tampoco puede autorizarnos 
para entronizar la codicia i confiarle, como ha dicho 
mui bien el honorable Diputado por San Felipe, la eje- 
cución de esta lei. En efecto, si aun no habiéndose dic- 
tado todavía la lei de que se trata, i tan solo por haber 
enunciado el Gobierno su pensamiento se han lanzado 
a los tribunales de justicia varios individuos entablan- 
do pleitos para hacer que les paguen sus perjuicios, los 
que no se los han causado, abultando los guarismos de 
su pérdida, i persiguiendo a merced de la chicana a los 
inocentes, ¿qué sucedería una vez que el Congreso 
sancionase principios semejantes? Mui bien me ha ob- 
servado el honorable Diputado Concha, que los comer- 
ciantes atrasados o fallidos no podrian encontrar arbi- 
trio mejor que el que este proyecto les presenta para 
poder saldar sus créditos i quedar ricos. Efectivamente, 
una rebeUon seria su ánjel tutelar, porque a merced de 
ella no tendrían mas que abrir sus tiendas, provocar el 
saqueo o el incendio, para presentarse después con esta 
lei en la mano haciendo efectiva la responsabilidad ci- 
vil de los mas bien parados que encontrasen en la lista 
de los comprometidos en una revolución. ¿I qué fortu- 
nas bastarían para saciar la codicia de los especulado- 
res de esta especie, ni para satisfacer los reclamos que 
un partido vencedor i erijido en gobierno haria valer 
contra sus enemigos vencidos? 

I si la lei impone semejante responsabihdad contra 
todo derecho, contra toda razón, ¿cómo podria escu- 
sarse el Gobierno de las reclamaciones diplomáticas? 
¡Oh! esta lei vendría a abrir de par en par la puerta a 
reclamaciones armadas de las naciones poderosas, siem- 



^H pre ávidas de imponer su voluntad a nuestros débiles 

^B e indefensos estados americanos. Entonces no habría 

^H pacotillero estranjero <iue no descifra una revolución 

^H para que los cañones de su nación vinieran después a 

^H enriquecerlo a poca costa. No hace mucho que, sin exis- 

^H tir una lei semejante en Méjico, un pastelero que tenia 

^^1 un pequeño capital fué saqueado, i los cañones de su 

^^P nación, con solo presentarse, lo improvisaron rico de 

^^P cien mil pesos. Ahora teniendo Chile esta leí, no j>odria 

F siquiera responder con ella a un reclamo diplomático, 

como puede el Uruguai hacerlu por la suya, ipie esta- 
blece que el Estado no responde por los perjuicios (jue 
fuerzas sublevadas o ínvasoras causaren a lo¿. habitan- 
tes de su territorio. En nuestro caso no tendremos mas 
que someternos, porque nuestro Gobierno no podria 
responder una palfibra desde que la Inglaterra, por 
ejemplo j le dijera: tóenor, Ud. tiene una lei que lo au- 
toriza i que autoriza a sus subditos para reclamar pez- 
juicios de los revolucionarios, aunque no los hayan cau- 
sado: tantos subditos mios han sido perjudicados; ni 
ellos ni yo tenemos necesidad de ocurrir a sus tribuna- 
les; pague, puesj Ud, i reclame contra quitan viere con- 
venirle^í^. 

En conclusión, señores^ no hai nada que pueda 
autorizar al Congreso para introducir en nuestra lejisla- 
cion una innovación semejantL% tan insólita, tan des- 
provista de razoneSj tan contraria al sentido común, 
tan injustificable, tan perniciosa en sus efectos, i que 
ademas de todo esto vino a barrenar, a despedazar 
nuestro precioso Código CiviL Si éste ha consignado 
' con toda claridad el principio de la responsabilidad, 

aplicándolo a todos los casos que aconseja la justicia 
humana, el proyecto de Código Penal, en el párrafo $S\ 
título 5-^j establece en varios artículos el modo de ha- 
cer efectiva esa responsabilidad en todos los casos ima- 
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jinables, pero siempre sobre la base indestructible de 
que solo responde de un daño su autor í de que no pue- 
de responder si no se le prueba con la claridad de la luz 
el delito que ha cometido. ¿Puede necesitarse mas en 
un cuerpo de leyes bien organizado? Dejémonos de 
apelar a declamaciones^ ni a falsedades^ para barrenar 
la jurisprudencia: no repitamos el despropósito de que 
así como hai justicia para obligar al deudor a que pa- 
gue su deuda, la hai también para obligar al conspira- 
dor político a que pague daiios que otros han causado. 
Dejémonos de invocar la necesidad de conservar el 
orden porque esta necesidad no puede autorizarnos 
para a tropel lar la justicia. Dejémonos de in^^ocar la 
propiedad, porque su respeto i conservación no pueden 
autorizarnos para violarla^ entregando la propiedad de 
los afiliados de un partido vencido a la avidez i a la 
codicia particular i a los odios del partido vencedor. 
Xo espl otemos tampoco el horror que inspiran las re- 
voluciones. El señor Ministro ha podido tener razón 
para aconsejar a los que ya hemos ]>asado de los calo- 
res de la juventud que no enseñemos a los jóvenes a 
despreciar la autoridad, para que no sembremos ideas 
sediciosas que pudieran poner en peligro las conquis- 
tas de nuestra independencia; pero no ha tenido razón 
el señor Ministro para dar ese consejo a hombres como 
nosotros que hemos hecho hartas pruebas para demos- 
trarle que amamos esos derechos conquistados por 
nuestra revolución i que deseamos ardientemente con- 
servarlos i hacerlos efectivos. Si ese consejo se refiere 
a mí, por ser público i notorio que amo a la juventud i 
que ando siempre cerca de los jóvenes, lo rechazo como 
innecesario. No sé si los jóvenes siguen alguna vez mis 
inspiraciones: me inclino a creer que no; pero en todo 
caso desafío a que se me presente alguna ocasión en 
que haya yo tratado de inculcar ideas sediciosas o de 
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inspirar desprecio por el sistema republicano, ni por 
ninguna de las conquistan que hicimos con nuestra 
revolución de üidependencia! Ha hecho bien t-l señor 
Ministro en reconocer que hai rcvoludon« justas i san- 
tas, pero ha hecho mal en sostener qup, una vez consu- 
madas esas revolucione*, ya no hai necesidad de mas. 
El derecho de resistencia es un derecho justo siempre 
que las circunstancias lo justifiquen. En la Icjislacion 
inglesa se reconoce que e! der<.cho de resistencia i-s uno 
de los recui-sos ausiliares ciue el ingU^ tiene para dufcn- 
der su seguridad, su libertad i su propiedad, cuando 
las reglas de la sociedad, cuando las leyes i la autoridad 
son impotentes para reprimir la violencia, el fraude i 
la opresión. Es cierto (jue éstas n«) son circunstancias 
ordinarias; pero cuando una falsa ¡Kilítica llega a hacer 
triunfar el fraude i la oprvsion, conculcando las leyes i 
prostituyendo la autoridad, entonces el tli-rtcho tle re- 
sistencia está autorizado también por circunstanciíis 
estraordinarias i puede ]iüiier^e en práctica aunque- 
una revolución anterior nos haya traído la conquista 
de nuestros derechos. Pero no solamente en la lejisla- 
cion inglesa está consignada esta doctrina, suio también 
en la nuestra, en las leyes de I). Alíons» el Sabio. 
Véase la lo*, tít. i», Part. 2.'^ que, describit^ido las ma- 
neras como puede un rci usar de su soberanía contra 
los pueblos, dice que si el rei obrase de alguna tle esas 
maneras, pueden decirle las jcntes tirwo, c tornaráse 
su señorío, que era derecho, en torcici-ro: he ahi el de- 
recho de resistencia consignado en nuestra*; leyes para 
los casos en que aciagas circunstjuuñas, o una política 
falaz, producen la einerjencia a que he aludido, lisas 
revoluciones, pues, son inevitables por medio de leyes 
rigorosas. Lo único que puede evitarlas es una política 
flexible, que respete los derechos de todos i satisfaga 
las aspiraciones kjítimas de la sociedad. Pero una leí 
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como la del señor Urmeneta abandona el único medio 
lejítimo que tiene el Gobierno para impedir las revolu- 
ciones, i no solamente puede producirlas, sino, lo que 
es peor, las hace interminables i odiosas. 

Las revoluciones pueden ser benéficas, cuando las 
leyes no autorizan la venganza, ni impiden, como ésta, 
toda transacción. Después de esta lei, ya no hai que 
esperar convenios como el de Purapel, que pongan tér- 
mino pacífico a las revoluciones, pues que los jefes de 
un movimiento político no podrán transijir jamas i se 
harán matar primero, desde que saben que a conti- 
nuación de un convenio de paz, les espera la inmensa 
responsabilidad que esta lei les echa encima. ¡Ah! no 
es este el modo de evitar las revoluciones, ni mucho 
menos el de hacerlas menos dolorosas! Los ingleses 
deben sus principales conquistas a las revoluciones: la 
Magna Carta es el resultado de una de sus revolucio- 
nes; las modificaciones provechosas al pueblo, que se 
han hecho en ese Código, el bilí de derechos, son tam- 
bién conquistas de la revolución. Pero eso ha sucedido 
así porque todas las revoluciones inglesas han termina- 
do por una transacción, porque en aquel pais no se han 
conocido los rencores, ni las persecuciones que man- 
chan las revoluciones de otros pueblos! ¡I cuando en el 
nuestro poseemos las circunstancias mas felices para 
seguir el nunbo de la Inglaterra, se quiere erijir en lei 
el odio político! Nuestro pais por su topografía facilita 
la terminación pronta de todo movimiento sedicioso, 
nuestro carácter nos predispone también a olvidar 
pronto: muchas veces nos hemos abrazado después de 
tirarnos de balazos; hemos perdonado pronto, la jene- 
rosidad i el valor nos han hecho olvidar lo sucedido 
ayer, para consagrarnos con gusto a nuestras ocupacio- 
nes ordinarias. I sin embargo de esto, se quiere olvidar 
circunstancias tan felices, para convertir en lei los 
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odios, para forzar a la política a que nunca sea sabia, 
sino siempre ciega i odiosa.» 

El proyecto fue al fin L^probailo, í no tuvo mas votos 
en contra que los de los Diputados Concha, Last arría, 
Lira don Kamon, Cerda i Concha, Marin i Vargas Fon- 
teciUa. La lei fué promulgada en esta forma: 

Santiago^ noviembre 5 de 1860. 

Por cuanto el Congreso Nacional ha aprobado el si- 
guiente * 

PROYECTO DE LEI: 

Artículo primero. Los autores o cómplices de mo- 
tines, asonadas o movimientos sediciosos son respon- 
sables solidariamente de los daños i perjuicios proce- 
dentes del motin, asonada o movimiento sedicioso a 
que hubieren cooperado. 

La responsabilidad civil se estiende a la pérdida de- 
terminada que ha sufrido el perjudicado i al lucro ce- 
sante que ha sido consecuencia inmediata o directa 
del daño o perjuicio recibido. 

Tendrán derecho a reclamar indemnización los par- 
ticulares que hubieren sido perjudicados en sus perso- 
nas o intereses, las municipalidades, las instituciones 
o establecimientos públicos i el Estado. 

No bastando los bienes de la persona o personas 
responsables para resarcir todos los daños i perjuicios, 
serán indemnizados en primer lugar los particulares; 
en segundo, las municipalidades o establecimientos pú- 
blicos, i en tercero, el Estado, 

Art, 2.*^ La resjx>nsabilidad civil por m.otines, aso- 
nadas o movimientos sediciosos no podrá hacerse efec- 
tiva sin una sentencia que la declare o que condene a 



- 176 - 

la perdona o personas contra íjuienes se dirije la acción 
cumo autores o cómplices del delito. 

Podrán no obstante, cualquiera de los perjudicados, 
al entablar la demanda sobre indemnización^ pedir que 
se sujeten a prohibición de enajenar^ inserta en el rejis- 
tro respectivo, bienes raices de la persona o personas 
contra quienes dirija su acción, o que de alguna otra 
manera garanticen la demanda; i se accederá a esa so- 
licitud siempre que por medio de una información su- 
maria con citación, se hiciere constar la participación 
que el demandado o demandados han tenido en la eje- 
cución del delito que ha dado ocasión a los daños o per- 
juicios, 

Art. 3.*^ De los daños i perjuicios que causaren actos 
ejecutados por montoneras o por cualquiera parte de 
ellas, serán responsables solidariamente todos los indi- 
viduos que a ella pertenezcan o que hayan contribuido 
voluntariamente a su creación o sostenimiento, aun- 
que no hayan concurrido a la ejecución del acto o he- 
cho determinado que ha causado los dañoso perjuicios. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a 
bien sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a 
efecto en todas sus partes como lei de la República. 

[Manuel Montt. 

Antonio Varas. 
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Memoriag de cien días de Ministerio 
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El partido político que, con cl nombre de liberal^ se 
habia mantenido en constante oposición^ durante el 
decenio de la adniinist ración Montt, poseía sin duda 
la confianza del pais^ porque durante aquella larga lu- 
cha habia representado las aspiraciones de la opinión 
pública. Así es que, al adherirse aquel partido a la can- 
didatura oficial de don J. J, Pérez a la Presidencia, 
dio a tal candidatura un apoyo formidable, cpie no 
pudo ocultarse al candidato, i que el partido gobernante 
repudió como nía! intencionado i como inoficioso. 

La adhesión del partido Uberal a la candidatura ofi- 
cial no era lojica, porque el candidato no podia repre- 
sentar ni las opiniones, ni los intereses que hasta 
entonces servia aquel partido. Era solo un medio estra- 
téjicOj aceptado por algunos como un término ala fatiga 
de la lucha j i por muchos como un recurso para amis- 
tarse con el poder, o para concillárselo, o para llegar 
alguna vez a tener en él cierta participación. El pais, o 
no penetró estos móviles, o se dejó llevar de su necesi- 
dad de descanso: lo cierto es que siguió el nuevo rum- 

n 
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bo que le trazaba el partido liberal í abdicó con éste, 
confiando en que el nuevo Presidente traería la paz, la 
libertad i la justicia. 

Entre tanto, una vez triunfante la candidatura oficial 
el nuevo Gobierno que estaba obligado a organizarse 
con los elementos que le dejaba i proporcionaba el que 
le legaba su puesto^ presentó en su nuevo gabinete una 
combinación tan rara como inesperada. El Gobierno 
saliente quedó representado por su Ministro de Guerra 
i de Marina, el jen eral García, sin embargo de que éste 
era precisamente aquel de sus miembros que mas pren- 
das habia dado de su voluntad de abjurar la vieja po- 
lítica, i que por tanto no representaba los intereses del 
partido que bajaba del poder. Los Ministerios del Inte- 
rior i Relaciones Esteriores i el de Hacienda fueron en- 
tregados a dos hombres nuevos, que no tenían mas an- 
tecedentes políticos que el de llevar dos nombres que 
habían figurado notablemente en el antiguo partido 
pelucon, i el de haber sido amigos poco ardientes del 
Gobierno Montt, El Ministerio de Justicia fué confiado 
a un obispo, novedad estupenda, que no tenia otro sig- 
nificado que el de un propósito decidido de volver a en- 
cuadernar con el Gobierno al clero i al partido reaccio- 
nariOj que se habían separado de la administración 
Montt desde 1856. 

Esto era para los liberales un desengaño cruel, que 
ellos disimularon^ empeñándose en hacer mas perfecta 
su abdicación con nuevas adhesiones^ aplausos i felici- 
taciones al Presidente; i consagrándose a una sola tarea: 
la de hacer mas efectiva i profunda la división que ya 
se preludiaba entre el nuevo Gobierno i el partido que 
que lo había elevado. El país seguía ciegamente esta 
marcha. Parecía contento con solo el cambio. No ali- 
mentaba otra esperanza que la de ver desaparecer al- 
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guna vez del poder las resistencias que habían provo- 
cado la guerra civil. 

Era difícil en aquella ^iituacion comprender el ver- 
dadero deber, mucho mas cumplirlo* Los liberales de 
buena fé, que alcanzaban a ver la deformidad de seme- 
jante situación, desconfiaban de sus fuerzas, i se deja- 
ban arrastrar por la corriente, alentando la confianza 
de que el descrédito, siempre creciente, de la política 
del Gobierno anterior, por una parte, i de que los coni- 
promisos, por otra^ que el President(^ habin conlraido 
para con los pueblos, aceptando i aun íoiiientando su 
entusiasnio i sus esperanras, habrían de producir :\\ ñn 
un cambio saludable. 

Pero el hecho era que estas evoluciones aniena2aban 
una verdadera crisis en los partidos, i los conduci:Tn a 
una reorganización. El Ministerio no cor¡ aprendió este 
hecho, prescindió de efectuar esa reo rgani;í ación; i sin 
embargo de que no Lenia a su frente un ¡.?artido que 
lo entrabase o que siquiera discutiese sus actos, a los 
siete meses de su existencia ya estaba coni])letamen- 
te desacreditado en la opinión i acusado de incapa;^ i 
de inerte. La prensa que representaba ul partido del 
Gobierno anterior principi(3 el alatiue i fué apoyada 
por la que en Valparaíso se habia puesto al servicio de 
la nueva situación. Los ministros conocieron bien que 
hablan fracasado, i presentaron sus renuncias, cedien- 
do sí a la petición que el Presidente k^ hizo de que per- 
nianecíera^n hasta que presentaran sus respectivas Ale- 
morias al Congreso, 

Los liberales entonces dieron una prueba mas de su 
abdicación, echando a volar junL(.*s dos nombres, el de! 
representante mas caracterizado del antiguo partido 
conservador, Manuel Antonio Tocornal, i el mío, que no 
podia representar sino a reforrra política completa. 
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presentándonos como candidatos al nuevo Minia terio* 
El pais, que también abdicaba^ sin saberlo, aplaudió. 
Pero el Presidente se apresuró a manifestar que no 
aceptaba esa fusión, ofreciendo a fines de mayo a To- 
cornal la legación a Méjico, i ofreciéndomela en segui- 
da a mí, por no haberla aceptado aquél. 

Cuando fui a presentarle mis escusas, colejí de sus 
palabras que era efectivo aquel propósito, pues el Pre- 
sidente me dejó entender que sus simpatías estaban 
por ciertos personajes del partido de la administración 
Montt, que en su sentir se hallaban exentos de los odios 
que ésta había provocado, i que confiaba en que don 
Antonio Varas dominarla las veleidades de oposición 
al Gobierno que podrían surjir en la Cámara de Dipu- 
tadoSj compuesta entonces totalmente de los antiguos 
adictos de aquella administración. No le combatí su 
confianza, pero comprendiendo que el partido liberal 
no podia tener cabida en la nueva combinación, i que 
era inútil aspirar a organizar un Ministerio de este co- 
lor, traté de insinuarle la idea de que un Ministerio con 
servador o pelucon le daría mas segundad de paz, i le 
f acilitaria mas la conciliación a que él se había manifes- 
tado tan inclinado, que un Ministerio organizado con 
los hombres que acababan de bajar del poder ^ i cuya 
nueva aparición en él importaría la resurrección de las 
hostilidades i de la lucha que habían terminado con su 
Gobierno. 

El partido de éstos se encargó de dar valor a esta 
insinuación sincera. En los primeros días de junio, su 
prensa redobló sus ataques contra el Gobierno, hiriendo 
al Presidente con parodias en verso de su discurso de 
apertura del Congreso. El último Ministro de Hacienda 
de aquella administración hizo en la primera sesión de 
la Cámara de Diputados un discurso en que, defendien- 
do la situación en que él habia dejado el Erario, com- 
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batía de frente a su sucesor. Esta Cámara se había 
organizado desde aquella primera sesión clijiendo de 
Presidente a don Antonio Varas, i tomando una acti- 
tud análoga a la que la Corte de j\ peí aciones habia 
iniciado contra el Gobierno algunos dias antes, dirijién- 
dole una reclamación por cierto decreto espedido sobre 
la defensoría de menores de Santiago, 

Semejante política, encaminada a im]>oner al Pre- 
sidente de la República la inspiración de aquel partido 
era inhábil, pues no trajo otro resultado que el de disi- 
par las simpatías que el Presidente abrigaba por los 
principales personajes í[ue así le hostilizaban. El Pre- 
sidente adoptó desde esos momentos una resolución 
i el 5 de junio encargó a Tocornal de la organización 
del nuevo Ministerio. 
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AI dia siguiente se me presentó Tocornal a anunciar- 
me que el nuevo Ministerio estaba formado, confián- 
dome a mí la cartera de Hacienda, como condición in- 
dispensable de su organización, de modo que si yo no 
admitía^ él daba de mano a su comisión. 

A semejante ultimátum^ contesté preguntando: 
^i Quién va a representar en ese Ministerio a los reac- 
cionarios i al clero? 

Güémes, yo i Ma tur ana representaremos a los con- 
servadores, ^fué la respuesta de aquel antiguo amigo 
mió, amigo de ía infancia, que me habia sido siempre 
leal, a pesar de haber míiitado en distinto partido i no 
obstante las vicisitudes de la política. 

La idea era reunir en el Ministerio a los tres partidos 
que hablan combatido la política de la administración 
anterior i que habian rodeado al nuevo Presidente des- 
de su advenimiento. Fué en vano que yo me empeñase 
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en cl'jxMíostrarle latamente la inhabilidad i la ineficacia 
de semejanie fusión, sus peligros i su falsedad. Fué en 
vano que le manifestara que el único Ministerio posible 
en acuellas circunstancias era el del partido conser- 
vador en que habia militado siempre el Presidente, que 
aun era posible asociarle un representante de los reac- 
cionarios, pero que era inútil pensar en aliarlo con los 
liberales, porque éstos no podian admitir esa alianza, 
sin renunciar a la reforma política, sin abdicar. 

Tocornal me contestaba mostrándome el hecho, i 
probando con él la posibilidad. Me aseguraba que la re- 
forma política podia venir mas pronto, si el partido libe- 
ral tenia desde luego en el seno del Gobierno un repre- 
sentante que abogase por ella, i que realizara todas las 
reformas administrativas que habia reclamado i que el 
partido conservador también deseaba. 

Después de algunas horas de discusión, no arriba- 
mos a ningún convenio, i él se retiró a comunicar a los 
amigos que mi resistencia era el único obstáculo a la 
realización de los deseos de todos. Esta insinuación 
triunfó de mi debilidad. Cedí, mas bien por demostrar 
a mis correlijionarios con los hechos la verdad de mis 
previsiones, que por abrigar las esperanzas que a ellos 
los animaban; i al dia siguiente declaré a Tocornal i al 
Presidente mi aceptación. 

El Ministerio de setiembre permaneció todavía un 
mes en su puesto, sufriendo cada dia nuevos ataques, 
rio solo de la prensa, sino aun de parte del Consejo de 
Estado i del Congreso. Allí i en el Senado se negaron a 
tratar toda proposición partida del Ministerio i se di- 
firió la consideración de algunos asuntos hasta que se 
organizara el nuevo. En la Cámara de Diputados se in- 
terpeló al Ministro de Relaciones Esteriores sobre los 
negocios de Méjico. En la prensa i en todos los círculos 
se manifestaba un violento deseo de que entrase a fun- 
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donar el Ministerio, cuya coiii[>osÍcÍDrt era ya conoci- 
da i aplaudida unan i nit.* mea te i con eiitusia-iinn hasta 
por el par i ido de la administración anterior, que úni- 
camente esceptuaba de su aprobación a los Ministros 
de Justicia i de Hacienda^ abrigando, con atinada pre- 
visión , la esperanza de que éstos no habian de poder 
avenirse. 

Al fin, el 9 de julio se espidieron los nuevos nom- 
bramientos i el 13 hubo una espléndida manifestación 
popular, como de cinco mil personas que se reunieron 
en la Alameda de las Delicias, e invadieron i repletaron 
los patios de la Moneda al son de rniisica i con vi\^as en- 
tusiastas al Presidente i su nuevo Ministerio. Este acon- 
tecimiento, tan nuevo en nuestra vida púbtica, era des- . 
crito de la manera siguiente por El Correo del Domingo 
del 13 de julio: 

«El miércoles g del presente quedó por fin organiza- 
do el nuevo gabinete. En ese dia, el señor Pérez aceptó 
la renuncia de los Ministros cesantes i mandó estender 
los nombramientos de los señores Tocornal, Las t arria, 
G jemes i Maturana. 

i^Desde el siguiente dia, jueves lo, los nuevos Minis- 
tros han comenzado a asistir a sus respectivas oficinas. 
Sus primeros trabajos han consistido en el despacho 
de los asuntos ordinarios que quedaban pendientes des- 
de algunos días atrás, i que sus antecesores no habian 
despachado a causa del carácter provisorio que inves- 
tían desde que elevaron sus renuncias. 

»La instalación del nuevo gabinete, tan esperada 
desde un mes atrás, ha sido una novedad plausible para 
la prensa i para los círculos de todos los colores políti- 
cos. Las grandes esperanzas que los nuevos Ministros 
han hecho concebir, han motivado los aplausos i las 
felicitaciones de la sociedad entera. 

^Los diarios han comenzado a pubUcar cartas diriji- 
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das de algunas provincias al Presidente de la Repúbli- 
ca para felicitarlo por la acertada elección de Ministe- 
rio que acaba de nombrar. En las firmas que trae ima 
de esas cartas, la de Concepción, nos hemos complacido 
de ver figurar hombres de diferentes bandos. 

»E1 pueblo de Santiago no se ha quedado atrás en 
estas manifestaciones. Ayer ha tenido lugar una que 
ha sido una verdadera fiesta para la capital. 

»Desde las ii de la mañana, dos bandas de música 
militar se habian colocado en la Alameda i ejecutaban 
el himno nacional. A esas horas, comenzó a agruparse 
una numerosa concurrencia de jente, que en poco rato 
mas cubría el óvalo del paseo i las cuadras inmediatas. 
A las doce, la concurrencia era ya mui numerosa; i se 
determinó por fin acercarse al Palacio para felicitar a 
S.E. 

»E1 pueblo se dividió entonces naturalmente en dos 
columnas, que se dirijieron a la plazuela de la Moneda 
por las calles de Teatinos i de Morandé, acompañados 
por las dos bandas de música. Al acercarse a la plazue- 
la, la banda del Rejimiento de cazadores, que sirve de 
escolta a S. E., recibió al pueblo con tocatas militares, 
i la guardia de palacio se formó para recibir la concu- 
rrencia que entraba al gran patio de la Moneda. Reple- 
to éste de jente, mucha concurrencia quedó todavía 
en la plazuela sin poder entrar. 

»Allí se organizó improvisadamente una comisión 
que se acercara al Presidente de la República. Figura- 
ban en ella los señores don Bernardo del Solar, don Fe- 
derico Errázuriz, don A. Custodio Gallo, don Fernando 
Urízar Garfias, don Pedro Godoi, don Aniceto Vergara 
Albano i don Guillermo Matta. S. E. recibió la comi- 
sión en la sala de su despacho, rodeado de los nuevos 
ministros, i del comandante jeneral de armas, el vene- 
rable jeneral Las Heras. 
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^Los señores Errázuriz i Gallo dirijieron la palabra 
al señor Pére^ para manifestar e! contento del pueblo 
por la acertada elección de ministros que acababa de 
hacer, las esperan2as que en ellos fundaba la Repúbli- 
ca i la adhesión de todos los buenos chilenos a su per- 
sona i a su política. 

3^E1 señor don Federico Errá¿;uriz dijo: 

('Excelentísimo señor: La población de la capital está 
hoi de fiesta, i con justicia. La espléndida prueba que 
acabáis de darle con el nombramiento óc los nuevos 
ministros, que están presentes, de h^biT inaugurado 
el gobierno de la opinión, es la causa de su contento. 
Reunidos los vecinos con ei único objeto de manifesta- 
ros su reconocimiento i su adliesioii, nos han comisio- 
nado para espresaros su satisfacción por tan pn'íspero 
acontecí mí en t o j> 

íS, E. contestó este discurso con la sencilleíí i la fran- 
queza que le son habituales. 

ífMe complazco, señores, dijo, en recibir esta mani- 
festación del pueblo de Santiago i con ella 3a de toda 
la República, porque creo que los ministros ele j idos 
sabrán satisfacer las necesidades del pais i las aspira- 
ciones de todos; pero la opinión pública debe ser indul- 
jentCj considerando las inmensas dificultades que ro- 
dean el poder ;■> 

»E1 señor don A. Custodio Gallo dijo entonces: 

<iExcmo. señor: Intérpretes del contento del pais 
por la sabia política que habéis inaugurado, os pedi- 
mos que en lo futuro continuéis fundando \Tiestro go- 
bierno en la opinión pública, que es la base indestruc- 
tible de la libertad i progreso de !a nación. ^^ 

^Al retirarse la comisión, S^ E, mandó abrir las puer- 
tas del salón de su despacho que caen al patio del pala- 
cio; i rodeado de sus ministros i del jen eral Las Heras 
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salló al balcón a cuntes Lar los saludos que le dirijia el 
pueblo. 

i*¡Vi'x^a el Presidente de la República! gritó entonce:^ 
la concurrencia. ¡Vi^'^a el Jlinistcrio! ¡Viva la opinión! 
¡Viva la República! ¡Viva el jeneral Las Hcras! 

j>HubG ademas uu saludo que tiene un 5Ígniftcado 
especial Se gritó: ¡Viva el ex-núnistro Renjifo! distin- 
ción honrosa en favor de un joven que en su corta ca- 
rrera pública ha ninniícátado el carácter de un hombre 
avezado en la política, i esa honradez ipie el pueblo no 
olvida nunca. 

Jí>La concurrencia se dispersó pocos momentos mas 
tarde. 

JíEsta felicitación, tan sencilla como espontánea^ debe 
haber dejado una agradable impresión en el ánimo del 
Presidente de la República* En las salutaciones de la 
concurrencia, habrá visto el a]x>yo que los pueblos dis- 
pensan a los gobernantes qne^ superiores a las miserias 
de círculo i a las ideas de engrandecimiento personal, 
solo piensan en la prosperidad de la República i en el 
bienestar de los gobernados > 

El ^linistro de Hacienda fué el único que no aceptó 
la 0\acionj ni tomó parte en la conferencia quedándo- 
se fuera del círculo que rodeó al Presidente. ¿Por qué? 
Estaba estupefacto^ sin poder esplicarse el motivo de 
aquella manifestación popular de un modo satisfacto- 
rio, plausible. ¿El pueblo de Santiago era pelucon, i se 
entusiasmaba al ver un Ministerio, cuya mayoría ase- 
guraba el triunfo de las ideas conservadoras? 

No podia ser así desde que la comisión que represen- 
taba a la reunión se componía de antiguos liberales i 
de radicales. ¿Eran éstos ios que se entusiasmaban al 
ver un solo liberal en el Ministerio? ¿No tenían ojos 
para ver su aislamiento, ni previsión para calcular su 
impotencia j su nulidad de acción en el centro de un go- 
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tierno profundamente conservador i casi reaccionario; 
¿No comprendian la deformidad i la extravagancia de 
aquella íormacion híbrida, inconsistente, que ninguna 

garantía podía ofrecer a la reforma? El Ministro de 
Hacienda estaba estupefacto, i corncníraba a dudar de 
su convicción. ¿Seria él el único que no tenia raxon de 
pensar de un modo tan contraria:) a la opinión ccnnun? 
¿Seria Tocornal el que habia tenido ra^on al compro- 
meterle a aceptar la Cartera? Si era así, era también 
necesario callar i someterííe. Sí la opinión común era 
la verdadera, él se sal vari a; pero si la verdad estaba en 
sus previsiones j él seria la víctiina de un error i^opular; 
pues en tal caso, estaba segm^o de no poder satisfacer 
las esperanzas con que, a causa íle aquel error, se le 
honraba. No se ocultó a Tocurnal la actitud reservada 
de su colega, i después tjue se retiró la reunión popular, 
le reprochó su prescindencia con la anir^bilidad (jue l^^ 
era habitual. Lijeras escusas^ que parecieron satisfa- 
cer a los miembros del Gabinete, pusieron término al 
incidente. 
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Bajo estos auspicios se inicio mi advenimiento al po- 
der. Mis previsiones comenzaron a tomar consistencia, 
desde que principiamos a funcionar. Desde luego espuse 
que me proponía acomet€T dos reformas completas, 
que debían marchar paralelas, la de nuestro sistema 
de impuestos i la de su recaudación; administración i 
contabilidad, lo cual suponía como antecedente preciso, 
la adopción de un plan de economías verdaderas i de 
supresión de varios gastos. Esponiendo los detalles de 
este propósito, hablé de la necesidad de suprimir el es- 
tanco de tabacos j cuya renta i cuyos servicios en la re- 
caudación de impuestos ocasionaban mas perjuicios 
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que beneficios; espuse la conveniencia de rebajar el im- 
puesto ad valorem sobre importación, para poderlo es- 
tender a muchos de los artículos que estaban libres, i 
cuyo valor excedia de tres millones ochocientos mil 
pesos, i para poder abolir el derecho de esportacion que 
grava a la industria minera, fuente principal de nues- 
tro comercio. 

El Consejo de Ministros desechó mi plan, habiéndose 
pronunciado el Presidente contra toda pretensión de 
alterar los impuestos, i contra la de abolir el que pesa 
sobre la minería, porque no debia haber ninguna in- 
dustria privilejiada. La determinación que me impuso 
el Gobierno fué que presentara a su deliberación los pro- 
yectos relativos a la reforma de la contabilidad, el de 
la reforma de la Ordenanza de Aduanas i los de las leyes 
de patentes i de papel sellado, a fin de que estas rentas 
aumentaran su rendimiento. Ademas, se me significó 
esplícitamente que me consagrara de preferencia al 
arreglo de la administración de la Hacienda que de- 
mandaba seria atención en muchas oficinas, princi- 
palmente en las del estanco. 

En efecto, gran número de las administraciones su- 
balternas de esta renta estaban acusadas de malver- 
sación, i varias otras oficinas dependientes del Minis- 
terio se hallaban en un completo desorden, como la 
caja de ahorros, que estaba en quiebra i la oficina de 
jornaleros de Valparaíso, en una situación deplorable^ 
Fué necesario dictar con urj encía medidas enérjicas, 
suprimiendo algxmas oficinas, reorganizando otras, 
suspendiendo empleados, sometiéndolos a juicios, se- 
parando a otros. 

¡Pero qué de contrariedades humillantes no encon- 
traba el Ministro en los consejos del Gobierno, en esta 
ingrata tarea! Para cada una de estas medidas, por in- 
significantes que fueran, tenia que someterse al Conse- 
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JO de Ministros, el cual no pronunciaba su juicio, sino 
después que el de Hacienda le hacia un verdadero pro- 
ceso del caso, sin perdonar los mas minuciosos deta- 
lles. Fueron iimumerables estos procesos, no solo sobre 
la materia de responsabilidad de empleados i de arreglo 
de oficinas^ sino también sobre cada negocio del des- 
pacho diario i sobre cada medida administrativa diri- 
jida a la seguridad de las renta. No se tema la menor 
fé en su criterio. Se desconfiaba, sin disimulo, de todas 
sus medidas; i de aquellos innumerables asuntos, que 
en juIíq i agosto fueron presentados al Consejo, solo 
merecieron la suprema sanción los dieciseis a que se 
refieren otros tantos decretos que rejistra el periódico 
oficiaL I como si esto no bastara, todavía el Presidente 
cruzaba la ejecución de algún acuerdo , siempre que 
una consideración cualquiera le daba motivo para po- 
ner a prueba la dignidad de su Ministro: así sucedió en 
la reorganización de la oficina de jornaleros de Valpa- 
raíso ^ que después de estar resuelta i en práctica, hubo 
de suspenderse, a pesar de las instancias del Intendente 
porque S. E. tuvo después la voluntad de que no fuera 
separado un empleado, que ya lo estaba. Fué necesa- 
rio olvidarse de esa separación, dar al empleado varias 
licencias^ i esperar su renuncia, para completar la reor- 
ganización. 

Por otro lado, ei voto del Ministro de Hacienda no 
tenia valor alguno en los acuerdos de los demás nego- 
ciados de la administración: sus observaciones mere- 
cían cuando mas una jovialidad del Presidente^ o un 
ex-abrupto deGüémes, o algunas sua\a^s reflexiones de 
TocornaL Cuando el asunto merecía votación, el voto 
de aquél era único. 

No era esto todo. El Consejo de Estado i las Cáma- 
raSj cuerpos organizados con los partidarios de la ad- 
ministración anterior, aprovechaban la mas lijera oca- 
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sion para abrumar con su desden i su desconfianza al 
Ministro, cuyo nombramiento habia merecido mas la 
reprobación de aquel partido. El 14 de julio me habia 
presentado al Senado, por invitación suya. Antes de la 
sesión, estuve en la Secretaría en medio de todos los 
senadores, sin que la presencia del Ministro de Hacien- 
da les mereciera ni mas atención ni mas cortesía que la 
del oficial de sala. Se me habia llamado para tratar del 
establecimiento de las aduanas de Coronel i de Meli- 
pulli, propuesto por mi antecesor, i de un proyecto de 
banco nacional que debia establecerse con fondos del 
Erario tomados a préstamo en Europa. Cerda, el Pre- 
sidente del Senado, trató al Ministro de alto a bajo. Su 
insolencia era homérica. El Ministro se limitó a pedir 
que se defiriese la consideración del primer asunto, has- 
ta que se tratara de la reforma jeneral de aduanas; i en 
cuanto al segundo, espuso los inconvenientes que a jui- 
cio del Gobierno tenia su planteacion. Sus colegas le 
reprobaron después enérjicamente que al tratar este 
último asunto en su discurso, se hubiera avanzado a 
declarar que en su opinión — «todo empréstito, como 
el que se* proponía, cuando no se obtiene a la par, es 
inmoral i ruinoso, i en todo caso injusto por el grava- 
men que impone a las jeneraciones futuras» Esta 

opinión era ^conforme a la declaración que el Ministro 
de Hacienda les habia hecho de que hacia todos los es- 
fuerzos posibles para que las rentas bastaran a los gas- 
tos, porque él no suscribiría jamas un empréstito: no 
obstante, este era un colega peligroso por sus opinio- 
nes. 

Era sin duda el motivo por que los miembros del Go- 
bierno se esmeraban en aleccionarme cada vez que te- 
nia que presentarme en las Cámaras, i en recomendarme 
moderación. Tocornal, sobre todo, estaba inquieto, 
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siempre que yo íomabn la palabra. No podia ser por 
temor de que fuese provocativo, pues muchas veces le 
habia yo así^^giirado que jamas me olvidaba de que cÍ 

Minititrü era un servidor público responsable, que no 
podia ser agresivo ni descomediílo; i que yo sabia i po- 
día distinguir mui bien mi carácter de Ministro del que 
en otro tiempo habia desempeñado como Diputado de 
oposición. 

I se lo habia probado ya varias veces en la Cámara 
de Diputados, donde siempre era yo recibido con mas 
hostilidad que en el Senado, i en donde no se habia ha- 
blado nunca, en asunto alguncj tjUt* correspondiera al 
Departamento de Hacienda, sin herir la delicadeza i 
hasta el amor propio del Ministro. 

En una situación semejante, no era el que estas lí- 
neas escribe el que podia dudar del deber que su dig- 
nidad le imponia. No podía, no debia continuar en el 
Ministerio; pero los liberales por una parttí, 1 Tocornal 
por otra le hacian fuerza a que continuara ejercitando 
su paciencia sobre todo en aquellas circunstancias en 
que la situación financiera se complicaba por los pla- 
nes que comenzaba a revelar la Cámara de Diputados. 
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El 13 de julio se habia presentado en esta Cámara el 
siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 



f Artículo único. Desde la promulgación de la pre- 
sente leij no se cobrará ningún derecho por el cobre en 
barra 1 rieles que se esportase para el estranjero; pero 
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para gozar de esta franquicia, es necesario que el cobre 
que se esportare haya sido fundido con combustible 
del pais.í* 

Santiago PeadOj 

Diputado por Va llenar i Fretríni 



Poco después se presentó otro proyecto para abolir 
todo derecho de esport ación de los cobres, proyecto 
que la Comisión de Hacienda modificó, proponiendo 
que solo se disminuyera en parte aquel derecho, en es- 
ta forma: 

< Artículo único. El cobre en barra o en ejes pa- 
gará un dos por ciento de derechos de esportacion i el 
cobre en me t ales ^ un cuatro por ciento. Sala de la 
Comisión j julio 31 de 1862.» — Pascual Achurra. — R. 
Barros Luco. — Ignacio Zenieno, 

Estos proyectos revelaban un propósito deliberado, 
que no era posible quedase reducido a una simple es- 
caramuza, por mas que procedía del partido mismo 
que habia creado el impuesto aquel gravamen a la mi- 
nería^ i que habia resistido constantemente a abolirlo, 
i aun siquiera a modificarlo. El Gobierno se alarmó, no 
tenía medios de parar el golpe. Ni aun podia fiarse en 
las demostraciones aritméticas que podia hacer a las 
Cámaras para probarles que las rentas estaban en défi- 
cit, porque las Cámaras se habían empeñado en probar 
que habia sobrante. 

Entre tanto, el déficit era positivo. Se habia estu- 
diado este punto escrupulosamente, i a fuerza de pro- 
lijas instancias, el Ministro de Hacienda habia formado 
este cuadro que comprobaba la situación del momento: 
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Gastos i entradas que htibrá en los cuatro últimos meses 

del presente d ño de 1862, en las oficinas que se es* 
presa, 

SALIDAS 

Tesorería jeneral 

Por sueldos i gastos fijos 
en el mes de setiem- 
bre , $ 100,000 00 

Por id. id. id, en octubre, 
inclusos los intereses i 
amortización de la deu- 
da interior del 3 % . . . 150,000 00 

Por 185,614 pesos que se 
pagarán en octubre, no- 
viembre i diciembre de 
este año en intereses i 
amortización de las ac- 
clones del ferrocarril 
entre Santiago i Valpa- 
raíso, i que reconoce el 
Fisco 185,614 00 

Por sueldos i gastos fijos 
en noviembre loo^ooo 00 

Por id. id. id. en diciem- ^- 

bre 150,000 00 

Por 100,000 pesos mas 
que se calculan para 
atender al pago de los 
decretos supremos i 
otros gastos estraordi- 
narios que pudiera ha- 
ber , , 100,000 00 785,614 00 



/ 



— '94 — 



L 



Tesorería d& Valparaíso 



Parciales 

91,914 05 
160,001 00 

13.895 43 



Totales 



Por sueldos i gastos civi- 
les , $ 

Por id. icl id. de Guerra 
í Marina • . . 

Para el pago de los pre- 
supuestos de las Tenen- 
cias de ministros de 
Quillota i Casablanca, 

Para el pago de una li- 
branza j irada por la 
Tesorería Jeneral a fa- 
vor de la casa de Ossa 
i Escobar- 128,000 óo 

A los tenedores de letras 
del Banco Hipotecario 
residentes en Valparaí- 
so por cuenta de dicho 
establecimiento ,,.... I5>ooo 00 

A los id. id, del ferroca- 
rril entre Santiago i 
Valparaíso por cuenta 
de la Tesorería Jeneral. 32,000 00 

Por jiros de las Tenencias 
de MM, del sur .-.,.• . 100,000 00 



540,810 48 



Aduana de Valparaíso 

Por sueldos de emplea- 
dos 81^607 95 

Por arrendamiento de al- 
macenes 14^360 00 
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P;iTCÍalt-5 Tt4 files 

Por gastos de alcaidía., a,4tjo oo 

Por id. ordinarios de Con- 
taduría ..••... 6,000 00 

Por gastos estraordina- 
rios 2,000 00 106367 95 



Total de salidas S 1.432,792 43 

EXTHADAH 

Tesorería jeneral 

De las administraciones 
de Estanco , 261 ,50o 00 

De caminos i puentes. , , I2,3cx) DO 

De la administración de 
correos -..,., 800 00 

De varios arriendos i cen- 
sos 500 00 

De ventas de líbro:^ i pa- 
pel 300 00 275,400 

Tesorería de Valparaíso 

Por arriendo de dos edi- 
ficios fiscales ..,.,,.., 562 50 

Por derechos de limpia de 
la bahía. - 200 00 762 50 

Aduana de Valparaíso 

Setiembre, — Entradas en 

dinero efectivo,., 20,000 00 



i 
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Parciales Totales 


Setiembre. — Letras que 




vencen del i,^ al 30,. 


312,017 26 


Octubre. ^Entradas en 




dinero efectivo. 


25,000 00 


» Letras que ven- 




cen desde el i.^ al 31. , 


251,407 80 


Noviembre — Entradas en 




dinero efectivo, 


25^000 00 


D Letras que ven- 




cen desde el i.** al 30, 


225,208 42 


Diciembre— Entradas en 




dinero efectivo, . 


40,000 00 


j) Letras que ven- 




cen desde el i.^ al 31. 


129,531 12 


Total de entradas 


$ 1*304327 10 



RESUMEN 

Salidas $1.432,792 43 

Entradas 1.304,327 10 

Déficit. , 128,465 33 

Deuda a la Caja Hipote- 
caria 168,700 00 

Remesa a Inglaterra para 

el trimestre 214,285 00 

Mas gastos de presupues- 
tos • . . 777,161 00 

Suma total del déficit.. . $1.288,611 33 



I 
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Se calculan las entradas de las demás 
oficinas de la República que no están 
consultadas en el cuadro anterior, to- 
mando por base las entradas de 1861, 
en.. $ ÍJ57i99i 

Letras hipotecarias existentes en tesore- 
ría calculadas al 93 % sobre 194,900 . • 181,257 



? 839,248 
1,288 Aii 



Déficit líquido 8 449t363 

Todas las medidas se habían tomado por el Ministro 
para que este déficit quedase reducido en 1862 a cien 
mil pesoSj mas o menos; pero los datos mas positivos 
hacían prever que en 1863 excedería el déficit de un 
millón de pesos. Sí sobre esto venia en aquel año la su- 
presión de los derechos de es portación de metales, en 
todo o en parte, la dificultad se hacia insuperable. 
Los hechos posteriores confirmaron estas previsiones, 
pues se ha comprobado después que la diferencia entre 
las rentas i los gastos de 1862 solo fué de 141,376 pesos, 
i en 1863, sin que todavía se hubiera alcanzado a poner 
en práctica la supresión del impuesto sobre el cobre 
fundido con combustible nacional ^ aquella diferencia 
fué de 1425,240 pesos. 

El Gobierno no hallaba partido que tomar, pues re- 
chazaba tenazmente la proposición que el Ministro de 
Hacienda le sometía de pedir autorización para refor- 
mar la Ordenanza de Aduanas, sobre las bases antes 
indicadas j estableciendo en ella la abolición gradual 
del impuesto de esportacion de metales, de modo que 
ésta fuese hbre a los cuatro o cinco anos, i satisfaciendo 
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por otra parte la opinión del Presidente respecto de 
la minería por medio de otro impuesto mas soportable. 

El Consejo de Ministros acordó que se pidiera al Con- 
greso la pronta consideración del proyecto de reforma 
de aduanas presentado por la administración anterior 
a fin de someterle aquellos planes, i que se acometiera 
la inmediata reforrna de las leyes de patente i papel se* 
UadOj a fin de obtener de estos impuestos el reemplazo 
de la pérdida que iban a sufrir las rentas. 

El Ministro de Hacienda no daba importancia algu- 
na a estos arbitrios. Preveía que las Cámaras no habian 
de poner mucha V'Oluntad en la reforma de aduanas, 
i que aun poniéndola, no habian de poder sancionarla 
antes de 1863. Sabia ademas que para aceptar los pro- 
yectos sobre patente i papel sellado de la administra- 
ción Montt, era necesario modificarlos profundamente 
en la cuota de esos impuestos, de modo que era imposi- 
ble obtener por este medio un aumento real en las ren- 
tas. Sin embargo, se resignó a su papel de simple secre- 
tario i cumplió. 

Desde luego pidió datos sobre el número de minas 
que se esplotaban en el pais i espidió ademas la si- 
guiente 

CIRCULAR 

Santiago, agosto 25 de 1862, 

La supresión de los derechos de esportacion sobre 
los metales i minerales de plata i cobre es una de las 
medidas que el Gobierno trata de consignar en la próxi- 
ma reforma que ha de efectuarse en la actual Ordenan- 
za de Aduanas, Pero esta supresión no es tan fácil i ha- 
cedcra^ como a primera vista parece a los que solo la 
miran bajo el punto de vista de sus propios intereses. 



i 
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Los efectos de un impuesto no solo están i^elacionados 
con la industria sobre que recae, sino también con el 
cuadio de las rentas públicas de que forma parte. Si al 
suprimir un impuesto, se suprimieran las ntí ees i da des 
que está destinado a llenar, el inconveniente de tal me- 
dida seria entonces de mui poca monta para el Estado, 
quien establece las contribuciones, no con el objeto de 
gravar las industrias, sino con el ftn de procurarse en- 
tradas con que hacer frente a las exijencias del servicio 
público, servicio cuyo buen desempeño es para él un 
deber imprescindible. Cuando se trata de la abolición 
de un impuesto, forzoso es, por consiguiente, atender 
desde luego i principalmente al vacío í^ue va a dejar 
en los recursos del Erario, en vista de los gastos a que 
está afecto. El Gobierno no podría procederá tal medi- 
da sin encontrar previaniente cómo sostituir las entra- 
das de que va a desprenderse, cóaio subvenir a los gas- 
tos de su presupuesto. Proceder de otra manera, seria 
alterar el equilibrio en la situación rentística del Esta- 
do i ponerse en el caso de recun^r a otros arbitrios que 
no consultaran los sanos principios de una buena ad- 
ministración econóniica de los intereses ñscales. 

Ademas, el Gobierno no puede admitir que industria 
alguna pretenda eximirse de concurrir especialmente 
a los gastos jenerales de la administración pública, por 
que esto constituiria un privilejiOj i nuestro réjimen 
constitucional prescribe la igualdad en la repartición 
de las cargas públicas, i no reconoce ni industrias ni 
clases privilejiadas. Puede sí el Gobierno admitir que 
ima industria pretenda cambiar la forma i percepción 
de un impuesto, para t^ue sus efectos le sean menos 
gravosos i mas soportables: en esto hai justicia i el Go- 
bierno se complaceria en satisfacer tan racionales exi- 
jencias. Por esto se decide a suprimir los derechos sobre 
la esport ación de los metales i minerales de plata i co- 



— 200 — 



bre; pero a condición de que la industria minera satis- 
faga el impuesto bajo otra forma, ya que como derecho 
de espcrtacion lo considera oneroso para sus inte reses. 
^. El Gobierno ha meditado detenidamente sobre la 
nueva forma que ha de dar al impuesto, de modo que 
consulte' mejor que la actual los intereses de esta in- 
dustria i los del Fisco. Indudablemente el impuesto so- 
bre la renta avaluada de la producción minera seria el 
mas conforme con los hechos i el mas arreglado a los 
principios; pero la" realización de este sistema de per- 
cepción ofrece inconvenientes que se consideran ina- 
movibles por la dificultad de averiguar de un modo 
aproximativo siquiera la renta minera, renta sometida 
a tan diversas variaciones i continjencias. 

Sin embargo, el Gobiernp no desiste completamente 
de esta primera base, hasta no oir el dictamen de per- 
sonas competentes que en el centro mism.o de las es- 
plotaciones mineras, i en posesión de todos los hechos 
que con ellas se relacionan, informen a este Ministerio 
hasta qué punto juzgan realizable tal modo de per- 
cepción i cuáles serian las medidas mas conducentes 
para establecerlo. 

Se ha tenido también presente otro medio de per- 
cepción del impuesto, cual es gravar con una patente 
de doce pesos toda mina de m.etales o cualquiera otra 
sustancia fósil que se encuentre en laboreo, i elevar 
esta patente a una suma mayor para las minas en be- 
neficio, procurando que paguen en proporción a sus 
ganancias las minas de oro, plata i cobre, i valiéndose 
para formar esta proporción de los estados mensuales 
de las minas i de los injenios, i aim de los datos de la 
Aduana. Talvez convendria ademas que se examina- 
ra si seria posible tomar por base, para la percepción 
del impuesto, la forma de alcabala en los contratos de 
venta de los productos mineros. Esta es ima idea que 
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indico a US. para que con las dornas obsen^acioneí; que 
contiene esta nota se sirva someterlas al ei^tudio de 
personas idóneas, por sus conocimientos i por su prác- 
tica en la industria minera* US, tendrá a bien informar 
a este Ministerio, a la brevedad posible, sobre el resul- 
tado de los estudios a que den lugar las cuestiones que 
aquí se le someten. Quizá esos inismos estudios sujie- 
ran otros arbitrios que los ya indicados para sosíituir 
mas favorablemente en la misma industria minera el 
impuesto que la grava actualmente. 

Espero que US., penetrado de la importancia del 
asunto, tome, para su mejor resolución, cuanto empeño 
le infundan sus deseos por el bien de la industria, que 
es la principal i única fuente de riqueza de la provincia 
de su mando. 

Dios guarde a US. 

José \'i< tot^ino I.^starria- 



A loei In tienden t^4i cíe á lacinia i Co(|iTÜft!3Q 
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En la sesión del y de agosto, en la Cámara de Dipu- 
tados, el Ministro se presentó a pedir que se considera- 
se el proyecto de reforma de aduanas. Ya la íMmara 
habia aprobado, sin citarle, el j^rimer proyecto sobre 
liberación -de los cobres, i llevaba camino de aprobar 
eí segundo. Era necesario^ ya que de un golpe se iba a 
quitar al Erario medio millón de sus entradas, acome- 
ter aquella reforma a fin de equilibrar las rentas. El 
resultado de esta petición fué una recomendación a la 
Comisión de Hacienda, para que informase sobre la re- 
forma. 

La Cámara pasó a ocuparse de! proyecto del Ejecu- 
tivo para rectificar el avalúo que servia para la con 
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tribucion territorial en Chiloé (i). Los Diputados que 
tomaron parte en la discusión se manifestaban en fa- 
vor del proyecto, pero hablaban para ofrecer dudas acer- 
ca del impuesto i presentar dificultades aparentes, con 
tono ofensivo i sarcástico i con el propósito visible de 
someter al Ministro a un examen sobre la historia i la 



(1) Hé aquí el testo del proyecto: 

CONCIUDADANOS DEL SENADO I DE LA cAmARA DE DIPUTADOS! 

fcl pago del c .tastro 1 de la contribución territorial i últimamente el 
del impuesto fmricoín que se sostitoyó a los anteriores, ha encontrado 
siempre serios i maltiplicaios obstáculos en la provincia de Chiloé. El 
Gobierno ha procurado ha! varios con medidas de toda especie i no ha 
podi'io conseguirlo, porque ellos emanan de causas que no lsl¿ en sus 
atribuciones remover. 

La avaluación de los fundos rústicos en aquella provincia adolece de 
graves defectos e irrega'aridad(»íi que han sobrevenido accidentalmente 
por estar allí la propiedad rural sometida a condiciones i demarcaciones 
poco estables. Los límites de los fundos rústicos se encuentran confusa- 
mente deslindados i lo estaban aun mas cuando se practicó la avaluación.. 
Entónces.se confundió en un mismo avalúo la propiedad particular con 
la fiscal i cuando leyts posteriores ct^dieron ésta a las municipalidades, 
resultó que el impuesto territorial quedó gravando solo la propiedad par- 
ticular, según un avalúo hecho sobro dimensiones cuatro veces mayores. 

Otros fundos por causas de temporalefi se vieron invadidos casi total- 
mente por las arenas del mar i perdieron con esto su fertilidad i, por lo 
tanto, la renta sobre que recaía el impU'ísto. Otros quedaron alejados de 
los centros del consumo por las variaciones de localidad que las contin- 
jencias del corte de los bosques hacen sufrir a las poblaciones que prin- 
cipalmente se ocupan de esta industria. 

Si a esto se agregan las dificultades naturales con que el agricultor tie- 
ne que iuchar baja un clima rudo i un territorio aislado de todos los mer- 
cados i centros comerciales de la República, fácil es concebir que la renta 
agrícola nada tiene allí que la impulse i la haga prosperar. Ella se limi- 
ta a satisfacer estricta i escasamente las necesidades da consumo, bien 
parcas por cierto, del mismo propietario del suelo i de los pobladores 
que se ocupan del corte de maderas. 

Bajo tales condiciones, los impuestos que gravan la renta agrícola de 
Chiloé no han podido percibirse ni siquiera medianamente por la impo- 
BÍbtlida<l absoluta en que muchos contribuyentes se encuentran para sa~ 
tisfacerlos. Numerosas familias han emigrado de ia provincia abandonan- 
do sus propiedades i su suelo natal por escapar a la acción i persecución 
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naturaleza del impuesto agrícola. El Ministro tenia 
paciencia i mesura, i su colega ílcl Iixterior, {\\iv estaba 
alarmado, perdiendo colores a cada incidente, no se 
cansaba de recomendarle moderación. El proyecto su- 
frió largas discusiones i fué aprobado con modificacio- 
nes, pero lo que hubo de notable fué el tono de aque- 

del impuestf>> Lh le! mism^ Ha venido a ser Üu^orii eti muchos casos ante 
esa mi^ni^H imposilniklad i coloca lo al perce¡^tur del impuesto hAJo una 
g^rave reí^sjonsubilíiiad por ]íí^ obtájulos qucííncntn^ri p-ira llevar a efec- 
to la rtícsud ación. 

Por todos esto^ motivos se iian ldi> üCU na laudo á^ ano en &ño s^ldo^ 
Atrasado!^ en aá paga del impuesto agrícola que han ascc^tkdtdo úlü má- 
mente en la provinda de ChiJoé a la enorme suma de setenta i cuatrtj 
ioíl trescientos títiiuta i siete pesos i en el d'ípartamentH» de Cari^lmapu, 
qub hoi forma parte de 1^ nueva provincia de Lianquiiiuei a cuatra mii 
novedtííitosstjís pesos. Si a testas cantidiides síí afíaden los intereses ptí- 
nales otii que U l*^i cíusttga a lt*s deudores moroscjs, la deuda da la províji- 
cia de Chiloé asciende a mas tle cien mil pe^cjs, suma que no podrá jamáis 
recaudarse tín au íotalidwd por mis e^faeritos que hajja el Gobierno* 

En vista de ¡as con ai d^^r aciones espuej^tas^ es mut manifiesta la urj en- 
cía qut: existe para remediar el mal proveniente de tal estado de cosas: i 
por eííto e.^ que, d^í acuerdo con el Cooaejo de Estado, os propongo el 
sij^uiante 

PROVECTO DU l-BU 

Artículo primhuo. Rectifiqúese ^l avalúo de la renta de lo i fundrjA 
rústicos déla provincia de Cbilo6 i del depart;\ mentó de Carelmapu en ia 
provincia de Llanquibue, a ñn d^ que se establezca sobre buses mas re-^ 
guiares la percepción dei impue^íto agrícola* 

ArT- 2.** Se condonan tos saldos atrasólos en el pa^o del catastro, 
contribución territorial e impuesto agrícola a los contribuyentes que en 
vista de I a rectific^^cion «nterior resulten notoriamente insoWenTres o su- 
primidos eu los rejistros respectivos. 

Art, 3 ** Los contribuyentes que se encontranen en estado de pai^r el 
todo o parte de los saldos atrasados que adeudarenj lo ef:;cluaráa del 
modo i en la forma que ef 1;' residente de la República determiuep según 
las circunstancias. 

Santiago^ julio 24 de 18I12. 

füss Joaquín Her££ 

/osé yiciormo Lasiarriat 



Has discusiones i las ofensas que tuvo que disimular el 
Ministro, sin embargo de que el asunto no daba moti- 
vos para que se le hicieran. 

No fué mas parlamentaria en el Senado la discusión 
sobre el proyecto de liberación del cobre fundido con 
combustible del pais. Se principió a tratar este nego- 
cio en la sesión de 13 de agosto en aquella Cámara, i el 
Presidente estuvo tonante en sus discursos, sobre todo 
al tratar del déficit de las rentas públicas, que Su Seño- 
ría calificaba de un espantajo^ i atribuia a un mal prurito 
que tenia el Gobierno de meter miedo. En la sesión del 
18 continuó [la discusión, i el Ministro entonces tra- 
tó de refundir sus observaciones i de plantear la cues- 
tión de un modo preciso en el discurso, cuyo estracto 
tomxado del Boletín oficial se pone a continuación, omi- 
tiendo el discurso con que en la sesión del 13 habia 
combatido el proyecto. 

«Se puso en segunda discusión el proyecto de lei para 
que se declaren libres de derechos de esportacion los 
cobres fundidos con combustible del pais. 

»E1 señor Ministro de Hacienda. — Me parece 
que estando de acuerdo la opinión del Gobierno con 
la opinión de los señores senadores que tomaron parte 
en la discusión de este proyecto, en la sesión anterior, 
se han hecho valer inútilmente varios argumentos que 
podrían haberse evitado, si se hubiera^ comprendido 
ese acuerdo. No debemos discutir ahora' sobre la con- 
veniencia de la abolición del impuesto. En esta cues- 
tión estamos perfectamente conformes; con la diferen- 
cia única de que el Gobierno cree que la abolición debe 
ser completa, mientras que el proyecto i sus sostene- 
dores creen que debe ser parcial. Tuve el honor de es- 
poner las razones en que el Gobierno se funda para de- 
sear que la exoneración sea completa, i de esas razones 
se ha creido sacar argumento en apoyo de la aboHcion 
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parcial, para pedií' la aprobación del i>royccto en dis- 
cusión. He dicho que la abolición <h^ derechos debe ser 
completa, a fin de que ella redunde en protección de 
la industria minera; porque mientras nos liniitenios a 
protejer la fundición de cobres, no hacemos sino pro- 
tejer una industria accesoria, una industria puramen- 
te ausiliarj sin hacer beneficio a la minería. He dicho 
mas, que dando la concesión de que se trata simple- 
mente a la fundición, se dejarla siempre el mismo im- 
puesto a ia industria minera, que es la que necesita 
principalmente nuestra atención, i de esto resultarían 
los males que he espussto i que nos ha demostrado la 
práctica i la esperiencia. 

j^Celebro infinito haber encontrado en mi camino al 
señor Ovalle i al señor Presidente del Senado, verlos 
ahora conformes en la opinión de que es preciso liberar 
a ia lis tria minara d? tolo impae^to de csportacton, 
opinión que ha sido siempre la mía, que he sido el pri- 
mero en sostener de^de que se estableció ese impuesto, 
ya sea con la palabra, ya por la prensa, ya por mociones 
presentadas al Congreso para obtener la hber ación 
del impuesto en un sentido jeneral i completo, Pero de- 
searía que los señores a que me re ñero tratasen de pro- 
tejer, ya que se trata de protección, la industria de la 
fundición con el menor gravamen del Estado; he aquí 
la cuestión. 

^He dicho en la sesión anterior que la abolición de 
los derechos que pagan los cobres fundidos, en el dia 
importaria al Erario una pérdida de 200,000 pesos anua- 
les, i que mientras no tengamos como suplir esta falta ^ 
no es prudente establecer la abolición de este derecho 
porque nuestras entradas hace tiempo no equivalen a 
nuestros gastos; porque estamos en déficit, ya que es 
preciso que repita esta palabra. Estamos en déficit, di- 
go i lo he dicho en la sesión pasada; pero jamas he ha- 
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blado de bancarrota, como ha querido suponerio el 
señor Presidente del Senado. No he tenido el menor mal 
espíritu al soltar la palabra déficit^ palabra que sin em* 
bargo, por otro lado, no tiene nada de ofensivo, i que 
no significa otra cosa que una situación que, sí bien es 
desfavorable, no tiene nada de deshonrosa: situación 
en que se han encontrado i en que se encuentran aun 
en el dia varias principales potencias de Europa, como 
todo el mundo sabe, sin que jamas se les haya antojado 
ni a la Francia ni a ningún otro gobierno hacer de un 
suceso tan corriente un secreto de Estado. Con que, 
;qué puede tener de malo esta palabra? — ^¿Por qué 
se rechaza i por qué se cree que haya mal espíritu por 
parte del Ministro de Hacienda^ que se ve obhgado a 
hacer presente esta circunstancia al Senado, ya que 
se trata de quitar al Estado una renta anual de 200,000 
pesos ? Me parece que si Su Señoría el Presidente del 
Senado ha examinado la cuenta de inversión del año 
pasado j como lo ha dicho, no podrá negar que las entra- 
das del año 1861 fueron de 5.850^821 pesos ig centavos 
mientras que los gastos son 6,537,298 pesos 25 centa- 
vos, ademas de 122,778 pesos 76 centavos que impor- 
tan las devoluciones. Admitidos, pues, estos dos gua- 
rismos que figuran en la cuenta de inversión, basta 
hacer una simple operación de aritmética para compren- 
der que la diferencia de las rentas con los gastos he- 
chos en el año pasado, asciende a 775^452 pesos 90 
centavos. ¿CómOj pues, se llama esta diferencia ha- 
blando en términos propios? Déficit^ esta es la palabra 
técnica con que se llama la diferencia que resulta de lo 
que se ha gastado^ comparado con lo|que teníamos para 
hacer los gastos • Según las Memorias del Ministro de 
Hacienda, i sobre todo segim esta última, resulta que 
en el año de 1859 este déficit fué de 1.887,308 pesos 
23 centavos^ en 1860 fué de 720,302 pesos, i en 1861, 
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de la suma que he dicho^ 775 145- peso^ 90 centíivoíi* 
Esto quiere decir que en tres años la diferencia entre 
las entradas i los gastos ha subido a 3^393,064 pe^os o^ 
centavos. Ahora pregunto i cómo se ha saldado el duli- 
cít de cada año ? 

* — Con lo que llamamos existencias i nada mas. El 
del año pasado se ha saldado tomando 724,180 pesos 60 
centavos de las existencias, i 51,271 pesos 30 centavos 
de los depósitos. Ahora bien, si la situación de nues- 
tras rentas nos obUga desde tres años hace a echar ma- 
no de la existencia, i no hai un dato que nos anuncie 
aumento en las entradas, continuaremos de esta ma- 
nera de año en año saldando el mayor gasto con las exis- 
tencias, hasta que venga el dia en que no tengamos 
existencia ninguna de que disponer: ¿es peligrosa esta 
circunstancia, o no lo es? —I si lo es ¿será prudente 
quitar de golpe otros 200,000 pesos anuales al Erario, 
ademas de la falta que se observa en sus entradas?- — 
Aqui está la cuestión. 

»De la última partida de la cuenta de inversión 
resulta que la existencia para el año de 1S62 es de 
6.058,833 pesos 75 centavos, pero es preciso que el se- 
ñor Presidente del Senado se persuada de que esta exis- 
tencia de 6.058^833 pesos 75 centavos no es toda dispo- 
nible. Dígnese Su Señoría leer la primera partida de 
anticipaciones que es de 588^362 pesos 21 centavos i 
verá que figuran en segundo renglón 98,335 pesos 60 
- centavos por adelantos hechos a la colonia de Llanqui - 
hue^ después mas abajo otra partida de 367,837 pesos 
I centavo de deudas a la factoría jeneral, por razón de 
todas las quiebras í pérdidas de administradores, las 
cuales vienen de muchos años atrás. 

i>De manera, pues, que aun suponiendo que sean co- 
brables las demás cantidades, esta partida de 588,000 
i tantos pesos viene a quedar reducida a solo 122,189 
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pesos 6o centavos suponiendo como digo que se cobraran 
las demás cantidades de la misma partida. La segunda 
partida que es de 479,994 pesos 35 centavos se compone 
^el capital del estanco i de la casa de moneda; i el señor 
Presidente mui bien sabe que tampoco se puede usar 
de estas existencias. La partida que sigue de pagarées 
del Fisco por 1.371,495 pesos 97 centavos se compone de 
pagarées de aduana i ademas de 194,000 pesos de letras 
hipotecarias; i bien se deja ver que no podríamos dis- 
poner de estos valores sin sufrir un descuento, que 
equivaldria a una pérdida. Por consiguiente, de las 
existencias no hai otra partida realmente disponible 
que la de 247,000 i tantos pesos que resultaron en dine- 
ro al fin del año, en cuya partida, debe advertirse, es- 
tán incluidos 40,000 pesos que existían en la caja de 
los aj entes del empréstito en Londres. Ahora, si se con- 
sidera que todos estos sobrantes quedan reducidos a 
un millón i medio de valores a plazo, mientras que de- 
bemos enterar al contado millón i medio que se debe a 
las cajas del empréstito i de la casa de moneda, se verá 
claramente que no es prudente quitar desde luego una 
contribución sin reemplazar en el Erario la pérdida. 
El Senado debe convencerse de que no es falso el cálcu- 
lo que presenté, cuando hablé por primera vez sobre 
esta materia: tenia la certidumbre, como la tengo, de 
que en el año 1862 tendremos déficit, aun sin contar 
con muchas continjencias. De manera que si ademas 
vamos ahora a quitar al Estado, no digo 200,000 pesos 
sino únicamente los 80,000, los 50,000 en que fija la 
pérdida el Presidente del Senado, quitaremos de todos 
modos una suma que es indispensable para la subsis- 
tencia del Estado. Pero se dice en sosten del proyecto 
que la industria minera se arruinará, si no acudimos 
descíe luego en su ausilio. Yo creo que es preciso fijar 
la atención sobre este punto. Realmente si se tratara 
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de la mina positiva, inmediata, inevitable de la mine- 
ría, de esta industria que salda la mayor parte de nues- 
tra importación, yo seria el primero que pedíria al Con- 
greso el mas eficaz i enorme sacrificio que pudiese 
hacer el Estado en obsequio de ella; pero debemos per- 
suadirnos de que no es el impuesto que grava sobre los 
fundidores de cobres el que arruina la minería, sino la 
situación particular en que ésta se encuentra, no pre- 
cisamente por el impuesto que paga, sino por circuns- 
tancias estraordinarias; por la baja de precios de los 
cobres en los mercados europeos. No se hallan los pro- 
ductos de las minas de cobre en la condición de los pro- 
ductos de nuestra agricultura, pues aunque éstos sufran 
una depreciación, o aunque mengüe la producción en 
jeneral, no por eso se ven los agricultores en la nece- 
sidad de suspender sus trabajos: por el contrario, su 
interés está en continuar siempre sembrando i cose- 
chando, porque tienen siempre no solo la esperanza, 
sino la seguridad de obtener alguna ganancia. Mien- 
tras tanto cualquiera baja que sufran los cobres en los 
mercados europeos pone a la minería en peligro. 

i^La minería no puede sostenerse, sino empleando 
injentes capitales que obtiene a mui alto interés; sus 
trabajos son mucho mas caros i costosos que los de la 
agricTiltura, i sus fletes, hasta el lugar donde se espor- 
tan o se fimden sus productos, son tan subidos, que en 
la mayor parte de los casos se llevan toda la ganancia. 
Tales son las condiciones en que se halla esta industria 
i ellas son sin duda las que determinan su ruina en el 
momento que sus productos sufren una depreciación. 
No es, pues, el impuesto el que causa su ruina, sino esas 
condiciones desventajosas, que anulan toda propor- 
ción entre los trabajos i anticipaciones con sus prove- 
chos. 

»Pero se cree que si el Estado quita luego el impues- 
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to, la industria se salva de su ruina. La abolición del 
impuesto la aliviará, no hai duda, pero no por eso ce- 
sarán las condiciones onerosas que hacen ruinosa su si- 
tuación. 

»Con venido: es preciso abolir este impuesto. Pero no 
éste solamente; es preciso, si queremos hacer el bien, 
que lo hagamos, pero de una manera positiva; de suerte 
que verdaderamente recaiga en provecho de la indus- 
tria minera, pero de la industria minera en jeneral; 
porque si la abolición de derechos debe ser solo respecto 
de los cobres fundidos, vamos a dejar al esplotador, es 
decir, al minero, a merced del fundidor, que pagará los 
metales según su conveniencia i no según el interés del 
productor. Lo que nos importa es protejer la esplota- 
cion, no la de las minas ricas, sino la de todas, porque 
ellas producen la materia prima de que se alimentan 
las fundiciones inglesas. La protección que se pretende 
dar comprenderia una pequeña parte de nuestras minas, 
pues, lo repetiré mil veces, las tres cuartas partes de 
las que se trabajan son las de baja lei, de menos de un 
quince por ciento: las minas ricas no exceden del número 
de diez. 

»En lugar de protejer la espío tacion en jeneral, este 
proyecto se encamina a establecer una verdadera com- 
petencia entre el esportador de metales i el fundidor 
nacional; competencia que será funesta para el prime- 
ro i por consiguiente para el minero, a quien el fundidor 
impondrá la lei. En suma, lo que vamos a hacer por el 
presente proyecto no es protejer la minería, sino que 
vamos a establecer un privilejio en su contra, en per- 
juicio de la esportacion de minerales. 

»I entonces ¿por qué no nos aprovechamos de la bue- 
na disposición en que se encuentra el Gobierno de dic- 
tar ima medida jeneral en provecho de la industria mi- 
nera sin escepcion? El Consejo de Estado acaba de 
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prestar su acuerdo al Prcsid(-ntc para })Pf]tr ta autori- 
zación de relorniar la Ordenanza il»* Aduanas, cmi vi 
especial objeto de libertar a la induí,tria nuiítira gra- 
dualmente de los derechos de esjOTtacion, tomando 
por base de la reforma en la parte legal, el proyecto 
presentado por el Ejecutivo el año pasado. 

»Dicho proyecto existe en la carpeta de la Cámara 
de Diputados. Creo que para el primero de enero po- 
dría ponerse en práctica la reforma, estableciendo la 
abolición gradual del impuesto de esportacion de mi- 
nerales i metales, e imponiendo derechos de importa- 
ción a algunas de las mercadí-rías que por \'alor de mas 
de tres millones i medio so importan libres; de modo 
que a la vuelta de dos anos la minería quedará libre de 
este impuesto i el Erario en posesión de otros arbitrios 
que reemplazarán la pérdida que causará la abolición. 
La demora de cuatro o cinco meses no puede de niu- 
gi.ma manera influir. 

^Estamos, pues, de acuerdo; todos deseamos la aboli- 
ción del impuesto, con soío la diferencia de que el Go- 
bierno desea que sea completa i en tan alto grado que 
haya de repartir sus beneficios sobre la minería en je- 
neral; bien entendido que no por eso dejará de pagar 
esta industria un impuesto en otra forma análoga al 
que pagan las demás. 

»Yo creo que si el Senado se persuade de que el Eje- 
cutivo no tiene otra intención que dictar la protección 
que se desea, no solo para los fundidores sino para la 
industria minera en jcneral, no tendrá dificultad para 
aplazar la resolución de este ]iroyecto hasta que se 
apruebe la reforma de la Ordenanza de Aduanas que, 
como repito, podrá estar lista para el i.» de enero del 
año entrante.» 

La discusión continuó todavía en la sesión del 20 de 
agosto i entonces fué aprobado el proyecto por una ma- 
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yoría de ocho votos, a pesar de la proposición tan ven- 
tajosa que hacia el Ministro. 



• Este resultado me autorizaba para terminar aquella 
situación de contrariedades i de sacrificios, en que una 
imprudente docilidad me habia colocado; pero mi exce- 
lente amigo, el Ministro del Interior, cahficó mi renun- 
cia de una vergonzosa deserción, i me rogó que perma- 
neciera, comprometiéndose a trabajar i a empeñar a 
sus colegas en que trabajasen por obtener la autoriza- 
ción de las Cámaras para la reforma de las aduanas, 
pues que ésta i las de las leyes de patente i papel sella- 
do eran en aquellas circunstancias los únicos arbitrios 
que se presentaban para salvar del conflicto producido 
por el partido que dominaba en las Cámaras. 

En efecto, los tres proyectos fueron presentados a la 
Cámara de Diputados, en su sesión del 23 de agosto, en 
esta forma: 

Conciudadanos del Senado i de la Cámara de 
Diputados: 

La desfavorable situación económica en que de algún 
tiempo atrás se encuentra el pais, i las dificultades en 
que por esta causa se halla la Hacienda Pública, hacen 
cada dia mas urjente la reforma de la actual Ordenan- 
za de Aduanas, sobré la cual existe en la Cámara de Di- 
putados el proyecto presentado en 10 de agosto de 
1861. 

Aunque en este proyecto se consultan varias de las 
disposiciones mas exijidas por la esperiencia i las nece- 
sidades de la renta, estudios ulteriores han sujerido 
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muchas nuevas i útiles observaciones que aconsejan 
variaciones de consideración en la reforma: tales son, 
por ejemplo, lasque tienen por objeto hacer una revi- 
sión de la nomenclatura de los artículos libres de los 
derechos de internación, para gravar algunos de ellos 
con un impuesto moderado, que unido al aumento que 
es posible alcanzar en las rentas que producen el papel 
sellado i las ]>atentos por medio de reformas adecuadas, 
puede facilitar la liberación gradual del impuesto de 
esportacion sobre los metales^ a fin de que el dia en que 
el Erario deje de percibir este impuesto, halle reempla- 
zada su falta por el aumento que pueden traer aquellas 
reformas. 

Como el Gobierno acepta en todas sus partes el plan 
i los principios en que está basado aquel proyecto, creo 
que el medio mas eficaz para llevarlo a efecto con la 
prontitud que requieren la circunstancias, seria el mis* 
mo que se ha adoptado en todas las ocasiones en que 
ha sido preciso introducir esta clase de reformas en la 
Ordenanza Jeneral de Aduanas. 

Sin embargo de que hai mucho que esperar de las 
luces del Congreso Nacional, la discusión i el estudio 
de una materia tan especial como ésta no pueden me- 
nos de retardar, si no indefinidamente, a lo menos por 
un tiempo mas o menos largo, esta reforma, que es re- 
clamada con urjencia por las circunstancias i sobre todo 
por la necesidad de modificar los derechos de la espor- 
tacion de metales. 

Dejando para una leí especial^ que el Congreso pue- 
de discutir con facilidad, la reforma de la planta de las 
oficinas de aduanas, que está rejida por la leí de 17 de 
noviembre de 1857, el Gobierno usaria de la autoriza- 
ción solamente respecto de la parte legal de la Orde- 
nanza. 

En virtud de estas consideraciones^ í de acuerdo con 
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el fonsejo de Estado, someto a vuestra consideración 
el siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Articulo único.— Se autoriza al Presidente de la 
República por el término de seis meses, contados desde 
la promulgación de esta lei, para que reforme la Orde- 
nanza de Aduanas, tomando por base el proyecto pa- 
sado al Congreso Naciojial en su mensaje de lo de agosto 
de 1861, 

Santiago, agosto 18 dt^ iS6i. 

José Jíjaquin Pérez. 

fosé Viihriuo Lastarria. 



CONCIUDADANOS DEL SeNADO I DE LA CÁMARA DE 

Diputados; 

La lei de a6 de julio de 1827 que estableció el im- 
puesto del papel sellado, reclama desde mucho tiempo 
atrás una refonua íjue la ajn'oxime en cuanto sea po- 
sible a una mas jusla i equitativa proporción en el 
repartimiento del gravamen tiue impone. 

Los defectos de que esa lei se resiente í^on por demás 
notorios para que sea preciso inculcar mucho sobre 
ellos. Bastará recordaros que papeles de diversos im- 
portes, pero de un mismo sello sirven para documentos 
de quinientos o mil pesos, de mil o dos -mil, de dos 
mil o seis mil, de motlo que todas las cantidades que 
median entre estas sumas, se escapan a !a acción del 
impuesto, i las gi^avadas con éste lo son de una manera 
arbitraria i desigual. 

En el proyecto que tengo el honor de presentaros se 
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trata de salvar esasdeficiencía?:; vn b percepción, adop- 
tando una base proporcional baio tres formas diversas. 
La primera se establece por medio de un papel marcado 
con sellos de diverso importe para los documentos que 
excedan de mil pesos. La segunda consiste en gravar los 
documentos que espresen cantidades^ por medio de es- 
tampillas de diversos importes que se aplican según las 
proporciones de las sumas espresadas. 

El uso de las estampillas i del papel sellado está com- 
binado de modo que aleje la con^^eniencia en el fraude. 

Hai otros documentos como los títulos de abogados, 
médicos i otras profesiones que se gravan por medio de 
un timbre especial i de un importe específico. 

Las demás disposiciones del proyecto tienen por ob- 
jeto evitar el fraude i hacer efectivo el sistema adop- 
tado. Con él he creído consultar en lo posible esa justa 
proporción que debe acompañar a un impuesto i la fa- 
cilidad i espedí cion en su pago, ventajas de gran esti- 
ma para el hombre tle negocios i el litigante que pueden 
por medio de las estampillas satisfacer la contribución 
en el lugar mismo de sus ocupaciones. 

En atención a^líjs consideraciones espuestas i de 
acuerdo con el Cou#^?jo de Estado, someto a vuestra 
deliberación el siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Artículo primeríj. El impuesto del papel sellado 
se pagará: 

iP En estampillas de diversos valores. 

2.^ En papel sellado de precio fijo. 

2P Por medio de un timbre especial. 

Art. 2.^ Las cuentas, recibos^ libranzas, letras de 
cambio, vales i demás obligaciones que espresen la 
entrega o promesa de una cosa que valga desde cinco 



— 2l6 — 



a mil pesos, usarán de estampillas según la proporción 
siguiente: 



De pesos 


5 a 


50 


I 


centavo 


De » 


50 a 


100 


3 


» 


De » 


100 a 


200 


5 


» 


De » 


200 a 


300 


7. 


» 


De » 


300 a 


400 


9 


» 


De )> 


400 a 


500 


II 


1^ 


De » 


500 a 


. 600 


13 


» 


De » 


600 a 


700 


16 


» 


De » 


700 a 


800 


19 


» 


De ^ 


800 a 


900 


22 


» 


De » 


900 j 


IODO 


25 


» 



Las libranzas, letras de cambio i cuentas que pasen 
de esta suma usarán una estampilla de veinticinco cen- 
tavos por cada mil pesos, i por las fracciones interme- 
dias usarán de estampillas según la proporción ante- 
rior. 

Los billetes de banco no usarán estampillas, pero los 
que los imitan pagarán en las Tesorerías, en la propor- 
ción que establece este artículo, el impuesto sobre la 
suma de billetes que hayan tenido en circulación el año 
anterior, según el rejistro que se lleva en la Superinten- 
dencia de la Casa de Moneda, conforme al artículo 14 
de la lei de Bancos. 

Art. 3.0 Los demás documentos de que habla el ar- 
tículo precedente, excediendo del valor de mil pesos, 
se escribirán en papel sellado de precio fijo a razón de 
veinticinco centavos por cada mil pesos, i por las frac- 
ciones intermedias usarán estampillas en la misma pro- 
porción. 

Art. 4.0 En todo papel en que según esta lei deban 
usarse estampillas, la letra de su contesto, aceptación 
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O cancelación, o la rúbrica de los signatarios, debe co- 
rrer sobre ellas. 

Las cuentas, recibos, libranzas, letras de cambio^ 
vales i demás obligaciones que no tengan las estampi- 
llas en la forma legal, o que no estén en el papel sellado 
correspondiente, no surten valor legal alguno, ni su 
cancelación o pago producen efecto ante la lei. 

Art. 5.*^ Las obligaciones de arrendamientos se es- 
tenderán en el papel seUado o usarán las estampillas 
que correspondan a la suma total de la renta de un año, 
i si el término fuese menor, a la suma total del canon 
de todo el término. 

Art. 6.*^ Los memoriales que se presenten ante las 
autoridades constituidas i los procesos que se sigan 
ante los juzgados i tribunales ordinarios i ante jueces 
compromisarios, empicarán en cada folio una estam- 
pilla de veinticinco centavos, la cual será inutilizada 
en el acto de la presentación por la rúbrica del secre- 
tario o del mismo funcionario que debe proveer. 

Se esceptúan, en los juicios, los de menor cuantía; i 
en los de mayor cuantía, los litigantes que hubiesen 
obtenido declaratoria de pobreza. 

Sin embargo, en los juicios de menor cuan tí a, todo 
folio que contenga un mandamiento o una sentencia 
definitiva llevará una estampilla de veinte centavos; i 
en los juicios de mayor cuantía seguidos por los pobres, 
éstos emplearán en cada folio una estampilla de uno a 
diez centavos, si el juzgado o tribunal que los declara 
tales, así lo dispusiere según las circunstancias. 

Art. ']P Cada hoja del rejistro de los notarios o se- 
cretarios será de papel sellado de veinticinco centavos; 
i las copias que se sacaren del rejistro se estenderán en 
el papel sellado que corresponda, según esta leí, al va- 
lor total de la obligación que reza la escritura, 

Art. %S^ Los documentos que a continuación se es- 
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presan pagarán las cuotas que se fijan, recibiendo la 
marca de un timbre especial: 

iP Los títulos de abogado, de médico, de injeniero 
i de cualquiera otra profesión, i los diplomas de miem- 
bros de la Universidad pagarán seis pesos. 

2P Los títulos de notarios, secretarios de juzgados 
o tribunales, de procuradores i de corredores jurados, 
pagarán veinticinco pesos. 

3.0 Los receptores, seis pesos. 

4P Las patentes de privilejios esclusivos, diez pesos. 

5.0 Los despachos militares i nombramientos de fun- 
cionarios públicos rentados por el Estado pagarán en 
esta proporción: un peso si la renta llega a mil; de esta 
suma a dos mil, cuatro pesos; de dos mil a tres mil, seis 
pesos, i de tres mil para arriba, diez pesos. 

6.^ Las copias que se sacaren de los rejistros públi- 
cos, i que no deban estenderse en papel sellado, según lo 
prescrito'en el artículo 7.^, pagarán en esta proporción: 

Los poderes especiales, un peso. 

Los id. jenerales, cuatro pesos. 

Los testamentos, ocho pesos. 

Los testamentos i contratos que contengan la fun- 
dación de un fideicomiso, cualquiera que sea la canti- 
dad de éste i las copias de fundaciones de capellanías 
o patronatos de cualquiera clase, dieciseis pesos. 

Art. 9.^ El impuesto de todos estos documentos se 
hará efectivo con la marca con tinta indeleble que es- 
tamparán las tesorerías de la República o sus tenencias 
después de pagado el impuesto; i dichos documentos 
no serán autorizados por el funcionario correspon- 
diente sino después de estar estampado el timbre es- 
cepto los despachos i nombramientos que serán espe- 
didos sin este requisito, pero con la calidad de que el 
nombrado no pueda tomar posesión de su empleo an- 
tes de pagar el derecho del timbre. 



Art, io. El Presidente de la Ki^pribljcii (JettTimna- 
rá la forma de las es taní pitias, sellos i timbras i dicta- 
rá las disposiciones conducentes al cumplin liento de 
e^ta lei. 

Art, II. Quedan derogadas las leyes que estatuían 
sobre esta misma materia. 

Santiago, agosto i8 de 1862* 

José Joaquín Pí^rkz, 

fose Victorino Lastarria. 



c0>rctudadan0s del senado i de la cámara de 
Diputados: 



La marcha i trasformacion de la industria del pais, 
desde que fué establecida la contribución de patentes, 
por la lei de 30 de agosto de 1835, ha tomado tan gran 
desarrollo, que las bases determinadas entonces para 
percibir el impuesto h^ji (Redado al presente suma- 
mente reducidas i desproporcionadas. La importan- 
cia comercial de las ciudades sobre la cual se formó la 
proporción en el pago de la patente, no ha podido me- 
nos que sufrir profundas alteraciones. Poblaciones que 
antes significaban mui poco en la vida industrial^ tie- 
nen ahora en ella un rango de primera categoría. La 
estension i progreso de la industria ha dado lugar a 
multitud de establecimientos de grande importancia, 
que han quedado sustraídos al pago del impuesto. Ade- 
mas, la distinción del gravamen que recae sobre un es- 
tablecimiento según sea estranjero o nacional, pugna 
con los principios de igualdad que la República ha 
adoptado en su lejislacion i contraría los esfuerzos que 
se hacen para atraer la emigración estranjera. 
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Todos estos motivos han reclamado desde mucho 
tiempo la reíorma de la lei de 30 de agosto de 1835, a 
fin de establecer la contribución en armonía con el 
adelanto industrial del pais i en conformidad con e! 
espíritu que predomina en sus leyes. 

No hai duda de que una buena distribución del im- 
puesto de patentes es una de las cuestiones de hacienda 
mas difíciles de resolver. Proporcionarlas a las entra* 
das de los establecimientos industriales seria la base 
teórica mas aceptable; pero tal sistema ofrece en la apli- 
cación obstáculos casi insuperables por la dificultad 
que hai para averiguar el capital. Mas bien que entrar 
en innovaciones cuyo buen éxito es problemático, he 
preferido adoptar las bases establecidas por la lei de 
30 de agosto de 1835^ arreglándolas al estado actual 
de la industria i comercio del pais i proporcionando el 
importe de las patentes al acrecimiento de los valores 
que desde aquella época se ha esperimentado. Creo, por 
demás, deciros que el presente proyecto no hace distin- 
ción para el gravamen en la nacionalidad de los esta- 
blecimientos industriales i somete a él a los que se han 
formado desde que se dictó la lei vi j ente. Por fin^ la 
simple lectura de la parte dispositiva manifiesta tan 
claramente las variaciones que acabo de indicaros, que 
creo superfluo entrar en mas detalles a este respecto. 
Por tanto, en vista de las razones espuestas i de acuerdo 
con el Consejo de Estado, os propone el siguiente 



PROYECTO DE LEI: 

Artículo primero. Para la recaudación del im- 
puesto de patentes se distribuirán las ciudades de la 
RepúbUca en las cinco clases siguientes: 

I * Santiago í Valparaíso, 
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2.^ Copiapó, Serena, Talca i Concepción . 

3 * Caldera, Vallenar, Illapel, San Felipe, Santa Ro- 
sa, Quillota, Melipiila, Rancagii:\ San Femando, Cu- 
yfó, Constitución, Cauquénes, Chillan, Tomé i Talca- 
huano. 

4.^ Vallenar, Freirina, Elqni, Combarbalá, Pe torca, 
Ligua, Putaendo, San Bernardo, Rengo, Linares, Ynm- 
bel, Florida, Anjeles, Valdivia i Ancud. 

5* Casa blanca, Molina, Quirihue, Parral, San Car- 
los, Santa Juana, Nacimiento, Arauco, Union, Osorno 
Melipulli, Cal buco, Achao i Castro. 

En la quinta clase se comprenderán los territorios 
de estas ciudades i demás poblaciones no espresadas 
en la nómina anterior. 

Art. 2.*^ Todo individuo que ejerza en la República 
una industria o profesión, se proporcionará anualmen- 
te en la época que señalare el Presidente de la Repúbli- 
ca, una patente cuyo valor proporcionado a la clase 
del pueblo donde ejerza su industria o profesión, se 
arreglará a la clasificación siguiente: 

CLASES 

I* 2> 3* 4.* 5> 



Casas de banco í escri- 
torios de préstamos a des- 
cuento 500 250 170 125 80 

Martillos por mayor , . 400 200 132 100 66 

Casas de consignación 
de efectos estranjeros. . . 300 150 100 75 36 

Ajénelas de casas de se- 
guros estranjeras. ...... 200 100 66 50 33 

Almacenes de comercio 
por mayor, barracas de . , 

madera i de fierro surtido, i 

casas de consignación de 
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CLASES 

i.^ 2,^ 3-^ 4-'' 5"^ 
efectos del país i drogue- 
rías... 150 75 50 37 25 

Almacenes navales, id. 
de muebles, boticas, mar- 
tillos por menor, fábricas 
de fundición i hoteles. . - lOO 50 33 25 12 

Casas de enganche, co- 
rredores marítimos, den- 
tistas, fábricas de carrua- 
jes, id. de aguardiente, 
joyerías, tiendas de mue- 
bles, reñideros de gallos, 
tiendas de ropa hecha, id. 
de mercaderías i artículos 
de sastrería, id. de som- 
brerería, id. de zapatería, 
id. de talabartería, id. de 
sedería. , 50 25 16 12 6 

Despachos de licores, 
fábricas de muebles, tien- 
das de tejidos estranj eros, 
id. de artefactos varios i 
de adornos, id. de lozas i 
cristales, id. surtido vario^ 
id. de modistas * . . 30 15 10 7 5 

Casas de baños, cafés, 
estucadores^ fábricas de 
pianos, curtiembres^ cer- 
vecerías, fábricas de 
fideos, lamparistas, quin- 
callerías i mercerías por 
menor, retratistas al da- 
guerreotipo i fotógrafos. 



I 



k 




¥ 



I 



- il3 - 



tiendas de efectos colonia- 
les, id. de mármoles, , , . 
Fábricas de velas para 
buques, imprentas, talle- 
res de pintor, postas de 
carruajes, tiendas de pa- 
peles pintados, de vidrios 
i demás adornos de casa. 
Fábricas de materiales 
de barro para construc- 
ción, id. de aceite, jardi- 
nes públicos, salones de 
espectáculos de baile, to- 
nelerías . , , _ _ , , 

Colchonerías, caldere- 
rías, corredores mercanti- 
les, confiterías, caballeri- 
zas publicas, doradores, 
fábricas de chocolate, de 
jabón i velas, de carretas, 
de sacos, grabadores, li- 
t o g r a f i a s , peluí ¡ uerías, 
platerías, relojerías, salas 
de billar, torneros i en- 
cuadernadores . _ 

Baratillos, bodegones, 
carnicerías^carpinteros de 
obra blanca, cererí^is, car- 
bonerías, escultores, fon- 
das, posadas para carre- 
tas, silleterías, tiendas de 
artefactos del pais, talle- 
res de sastres, sombrera* 
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CLASES 

i.^ 2/ 3.' 4' 5.' 
ros, zapateros! talabar- 
teros, tintorerías, bata- 
nes lo 5 4 3 2 

Cordonerías 8 4 3 2 i 

Barberías, herrerías, 
hojalaterías 6 4 3 2 i 

Art. 3.^ Las industrias i profesiones que a continua- 
ción se espresan pagarán un impuesto de patente igual 
en toda la República en esta forma: 

Botes de pasajeros i equipaje, tres pesos. 

Lanchas de cualquiera clase i demás buques de car- 
ga, doce centavos por tonelada de rejistro. 

Casas de seguros mutuos, doscientos cincuenta pe- 
sos. 

Id. de seguros de prima fija, trescientos pesos. 

Establecimientos o máquinas de beneficios de meta- 
les de plata i oro, doscientos pesos. 

Trapiches para lo mismo, cincuenta pesos. 

Hornos de fundición de metales de cobre con carbón 
de piedra, ciento cincuenta pesos. 

Los mismos de fundición con leña, cien pesos. 

Molinos de máquinas para harina flor, quince pesos 
por cada parada de piedras. 

Los mismos de harina en hoja, diez pesos por cada 
parada de piedras. 

Minas de metales o de cualquiera otra sustancia fó- 
sil, doce pesos por el solo hecho de laborearse, desde 
que tengan su pozo de ordenanza. 

Las minas de metales en beneficio, ademas de estas 
patentes, pagarán otra que una lei especial determina- 
rá, cuando cese el impuesto de esportacion que hoi pa- 
gan sus productos. 
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Los abogados con estudio abierto pagarán patente 
de veinte pesos. 

Los módicos en ejercicio, doce pesos. 

Los iiijenieros de cualquiera clase en ejercicio, ocho 
pesos. 

Art. 4,*^ Las industrias o profesiones no incluidas 
en los dos artículos precedentes, pagarán una patente 
igual a la que paguen las de naturaleza análoga, 

Art, $P La persona que ejerza dos o mas profesio- 
nes o industrias pagará solo la patente que correspon- 
da a la profesión o industria mas gravada. 

Art. ñP La patente se pagara al fin del período 
anual que se fije, de manera que cualquiera que sea la 
época del año en que el contribuyente se haya insta- 
lado , éste pagará el impuesto total que le corresponda. 

Art. jP La patente debe ser fijada en un lugar visi- 
ble de la oficina o del establecimiento que la pague, i 
el que descuidare esta prescripción pagará una multa 
de cinco pesos. 

Todo empleado fiscal tendrá la facultad de hacer 
constí^ la contravención a esta disposición, para que 
se haga efectiva la multa. 

Art. 8p El contribuyente que no estuviere en pose- 
sión de la patente un mes después del plazo fijado para 
pagarla, será multado con el duplo de su valor, sin per- 
juicio de pagar el que le corresponda por la patente. 
Esta multa pertenecerá al empleado fiscal que haga 
conocer la contravención, 

Art. g.^ El que engañare a la administración de pa- 
tentes para pagar una inít-rior a la que le corresponde, 
pagará una multa equivalente al triple de su valor, la 
cual corresponderá al empleado que haya hecho cono- 
cer la infracción i cubrirá ademas su patente confor- 
me a la lei. 

Art. 10- Si después de tomada una patente se traS' 
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firiese el dominio del establecimiento, ella servirá al 
nuevo propietario, siempre que continuare la misma 
industria; pero si el establecimiento dejase de subsis- 
tir, la patente quedará sin valor, 

Art. II. Cuando haya dificultad entre el contribu- 
yentei la administración acerca del valor de la patente 
o sobre las multas que indican los artículos precedentes, 
la cuestión será resuelta sumariamente por el gober- 
nador del departamento en primera instancia, i en se- 
gunda por el Consejo de Estado. 

Art. 12. Quedan derogadas todas las leyes i decretos 
sobre patentes, i la presente comenzará arejir cuando 
el Presidente de la República lo determine, señalando 
las oficinas recaudadoras, determinando la forma de 
las patentes i dictando las demás disposiciones nece- 
sarias para su ejecución. 

Santiago, agosto i8 de 1862, 

José Joaquín Pérez, 

José Victorino Lastarria. 



Estos dos últimos proyectos habían sido formados 
sobre los que la administración Montt habia presen- 
tado al Congreso, los cuales no eran aceptables, por- 
que elevaban las cuotas de la contribución a un es tre- 
mo que no podia dejar de ser oneroso a la industria. 

Sin embargo, la prensa de aquel partido, como sus 
Cámaras 3 tronaron contra el Ministro de Hacienda que 
presentaba semejantes reformas; i la prensa radicalj 
todos los círculos hicieron coro. Jamas se ha visto una 
reprobación mas enérjica i mas unánime, mas procla- 
mada i mas persistente, contra ninguna medida admi- 
nistrativa o política, que la que entonces se levantó 
contra los proyectos a que el Gobierno habia recurrido 



para evitar el profundo desequilibrio que introducía en 
las rentas la lei de liberación ilc los robrns aprobada 
por las Cámaras. 

Con todo, la injusticia de aquella condenación fué 
puesta de realce poco tiempo después, cuando esos mis- 
mos partidos bajaban el tono i aun callaban al ver san- 
cionar las modificaciones que el Ministro de Hacienda 
don Alejandro Reyes, que no ha perdido ocasión de jac- 
tarse de las cariñosas consideraciones i de la acendra- 
da confianza con que le ha distinguido el Presidente de 
la República, introdujo en aquellos proyectos, doblan- 
do el impuesto del papel sellado, i elevando el de pa- 
tentes desde un cincuenta hasta un ochocientos i un 
mil por ciento, para arruinar a infinitos industriales^ i 
hacer suspender sus labores a otros tantos pobres arte- 
sanos que vivían de su trabajo, ¡Oh justicia de los par- 
tidos! 

La Voz de Chile presentaba al Ministro de Hacienda 
fuera del camino de la Ici^ de la ciencia i de la justicia; 
le censuraba que no estableciera desde luego el sistema 
democráitco del impuesto directo sobre la renta, i que 
por cubrir un déficit, apelase a medios antiguos que 
desde lejos olian al brutal i poco soslcnible derecho de 
alcabalas. 

El Ferrocarril se sonreía desdeñosamente^ compa- 
deciendo la ignorancia, las trepidaciones, los ensayos 
i aun las dolencias físicas del Ministro, que no sabia des- 
plumar la gallina sin que grite. Le acusaba de confu- 
sión, de falta de plan, de ensayos intolerables, de no 
conocer el campo de su acción, de incapaz, i de no ser- 
vir mas que para escavar un déficit. 

El Mercurio de Valparaíso, que había tomado la de- 
fensa del Gobierno, consiguiendo de la prensa de San- 
tiago únicamente que le tachara de condotiicro^ de adu- 
lador i de cismático en la opinión, publicó una carta 
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que yo había escrito, esplicando mi conducta; i no al- 
ca! zó con ello sino encrudecer la política e indisponer- 
me con mis colegas, que estrañaron mucho que un mi- 
nistro descendiera a justificarse de tal manera. Es 
necesario reproducir aquella desgraciada justificación, 
con el artículo con que la publicó el diario de Valpa- 
raíso. 

EL MINISTRO DE HACIENDA: SUS INTENCIONES 
I SUS PROPÓSITOS 

Setiembre iP 

«La prensa de la capital ha continuado haciendo car- 
gos, con mas o menos franqueza, al Ministro de Ha- 
cienda, ya por los proyectos presentados últimamente 
a la discusión de las Cámaras, ya porque no encamina 
sus trabajos por tales o cuales sendas que, en sentir de 
esa prensa, habían de dar resultados maravillosos, sal- 
var la situación económica del país e improvisar la 
prosperidad que anhelamos. 

»Nada mas fácil, ciertamente, que encontrarse he- 
chas las cosas cuando se está distante de ellas, o salvar 
en teoría una difícil situación. Pero tomar los asuntos 
entre manos, apoderarse del timón de la nave desman- 
telada i cuando aun la tempestad la bate, es ya otra 
cosa; la tarea no Se presenta tan fácil i sencilla; i esos 
mismos impacientes innovadores, esos que creen que 
basta dar una plumada para que broten los recursos 
i desaparezcan los inconvenientes, puestos a la obra 
serian los mas prudentes i mesurados, a no ser que pre- 
firiesen un desquiciamiento completo i una confusión 
que no darían otro resultado que atraso lamentable i 
ruina. 

»Las reformas, i sobre todo, las reformas de trascen- 
dentales consecuencias, las que van a afectar los recur- 
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SOS positivos de un pais, jamas deben llevarse a cabo 
precipitadamente. Mas vale ir rntsuracJanirnte llenan- 
do los defectos, que no crearse de mi proviso un mal 
grave e irreparable. 

^Nosotros también hemos pedido a la nueva admi- 
nistración mejoras i reformas i las seguiremos pidiendo 
mientras sean una justa exijencia de los pueblos. Pero 
creemos que nuestra misión no es echarle una soga al 
cuello al Ministerio para obligarlo a proceder, ni cen- 
surar sin compasión cuanto nos presente, porque no está 
estrictamente ajustado a nuestro modo de ver i de 
pensar. Ni económica ni políticamente seria éste un 
buen proceder por nuestra parte. Si vemos que se tra- 
baja para llegar a aquellas reformas i mejoras^ es nues- 
tro deber alentar i no precipitar; i en cuanto a los tra- 
bajos que se nos presentan, tomando en consideración 
el estado de las cosas i situándonos en la vida práctica 
i no en la re j ion casi siempre engañosa de las teorías, 
es justo discutirlos, determinar su oportunidad i conve- 
niencia, o señalar sus defectos, sin prevención i sin in- 
tolerancia. 

&E1 Ministro de Hacienda, esclarecido publicista de 
conocidos principios, de altas ideas de progreso formu- 
ladas cien veces i que han merecido jencral aceptación, 
a pesar de la penosa enfermedad que le persi^ujue, tra* 
baja con asiduidad por alcanzar una reíorma completa 
en el mejor sentido en todos ios ramos intrincados del 
difícil Departamento que tiene a su cargo. Temerario^ 
imposible seria que se pusiese a dar cortes alejandrinos 
a todas las dificultades que lo asedian: sin hacer los es- 
tudios convenientes, sin madurar sus planes, sin obte- 
ner la verdad matemática, sus trabajos correrían el al- 
bur de implicar desaciertos; i los mismos que ahora lo 
empujan i derraman sobre el el sarcasmo i la amargu- 
ra de imprudentes criticas, serian los primeros en tra- 



v,:,^. _-j 



3»^* 



— 230 — 

tarlo de imprevisor i lo acusarian ante el pais de haber 
comprometido seriamente sus intereses con prematu- 
ras innovaciones. 

[" »Entregados a la discusión están los proyectos que 
el Ministro de Hacienda ha formulado en el cortísimo 
tiempo que hace parte del Gabinete, pero, para ponerlos 
en tortura, téngase presente el estado del Erario nacio- 
nal, los pésimos sistemas con que ha entrado luchando, 
la situación económica del pais, las nuevas necesidades 
que surjen, el clamor de las industrias i los obstáculos 
que dejó sembrados a una marcha liberal de la adminis- 
tración, un gobierno que duró diez años viciándolo to- 
do i encaminándolo a un fin contrario a la prosperidad 
i bienestar de los pueblos. Después de situarse en este 
terreno, de tomar un perfecto conocimiento de las co- 
sas, examínense esos trabajos, i se verá que son buenos 
espedientes para fortalecer la nación, dar nueva vida a 
los elementos gastados e ineficaces, i abrir ancho cam- 
po al predominio de las ideas liberales i progresistas. 

»Esto, no obstante, no los damos nosotros por per- 
fectamente acabados. 

»E1 popular Ministro de Hacienda nada ha podido 
perder con las li jeras críticas de los que quisieran ha- 
berlo visto ya, en los pocos dias que lleva de trabajo, 
hacer milagros i acomodar la Hacienda i la política al 
sabor de los mas exij entes. Las injusticias no trastor- 
nan la opinión, ni los pueblos miran de reojo a sus bue- 
nos servidores porque alguien se levante sitiándolos 
con impremeditadas exij encías. 

»Pero para que el público conozca mas bien las in- 
tenciones i propósitos del Ministro de Hacienda, i vea 
que no se ha equivocado al depositar en él toda su con- 
fianza, nos permitiremos copiar aquí un capítulo de 
carta en que el señor Ministro, hablando con la fran- 
queza que le caracteriza, coloca las cosas en su ver- 
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dadero terreno i pinta con fidelidad su propia sitúa* 
cion. 

He aquí el capítulo de carta; 

^, , . , , .Pero a fin de que Ud. comprenda niejur mi 
proceder, le daré una idea de mi plan; porque, amigo 
mió, al tomar posesión de este puesto, me he formado 
un plan: si en todos los negocios de la vida se necesita 
tener un propósito deliberado i bien pensado para sa- 
ber lo que queremos i lo f|ue hacemos, nunca es ello 
mas indispensable que cuando se trata de los negocios 
públicos en un empleo de alta responsabilidad que no 
se puede desempeñar a tontas i a locas. 

3>Teníamos, pues, a la vista un erario en apuros 
serios, un pésimo sistema de recaudación i administra- 
cíon de rentas, que sobre ser dispendioso en sumo gra- 
do, es oscuro, o mejor dicho, inepto en su contabilidad; i 
un sistema de contribuciones, que si no es de los peo- 
res, a lo menos tiene un estanco que priva al pais de 
una industria, i tiene un impuesto de esportacion que 
contribuye a estagnar la industria minera, que es la 
que paga la mayor parte de nuestras importaciones, 

^>Todo esto sin contar con la situación angustiosa de 
nuestra riqueza publica i de todas nuestras industrias, 
i sin fijamos como en cosa sustancial en la desmorali- 
zación que cunde entre los administradores de rentas i 
que ha hecho subir ya mui arriba la cifra de las pérdi- 
das del Fisco: éstos son puntos de otra gran tarea. 

»En presencia de este cuadro, vi que mi primer de- 
ber era seguir con mas rigor, si era posible, el plan de 
economía que en los gastos se habia propuesto el Pre- 
sidente; porque siendo mas que probable que en el año 
corriente suceda lo que en los tres anteriores^ esto es, 
que las entradas no alcancen a cubrir los gastos, es 
también de primera necesidad que éstos se disminuyan 
en lo posible, para que el Estado no se vea en la preci- 
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sion de contraer nuevas obligaciones: en el dia gasta la 
mitad de sus rentas en el pago de los intereses de sus 
deudas i en costear una mala administración de esas 
rentas; i por tanto es indispensable que la otra mitad 
se emplee bien i solamente en las necesidades reales. 

»Mas no crea Ud. que la resolución de este problema 
sea fácil: sus dificultades principian desde los elemen- 
tos que se necesitan para resolverlo, pues que todavía 
trabajo, después de cuarenta dias, para proporcionarme 
datos fijos sobre las entradas seguras i probables i acer- 
ca de los gastos de la misma clase. Este asimto es mi 
pesadilla, i me consideraré mui feliz si llego al fin de este 
año sin echar al Erario nuevos gravámenes. 

»Despues de este primer deber que hai que cumplir, 
se presenta otro problema harto serio: el de la reorgani- 
zación del sistema de recaudación i contabilidad. No 
es posible tocar desde luego la recaudación mientras 
subsista el estanco, que une a sus muchas gracias la de 
tenernos como ligados al plan vicioso de recaudación 
que él tiene establecido: es preciso ir en eso un poco 
despacio. Pero no así en lo de la contabilidad: «mas vale 
cuenta que renta», se dice desde que hai lengua, i yo 
no se cómo el Estado de Chile se ha engreído tanto con 
sus miserables entradas, que ha olvidado meterles 
cuenta. En esto me he fijado desde el primer dia, apro- 
vechando los estudios de mi antecesor, i tratando de 
concluir los míos con ayuda del mui intelijente don 
Fernando Urízar. 

»Ya que tarde o temprano tendremos cuentas, pen- 
semos en las rentas, dije yo; i sobre este propósito me 
formé la idea de que revisando con sistema todas nues- 
tras contribuciones, podíamos llegar en poco tiempo 
a aumentar las entradas, no solo hasta el punto de equi- 
pararlas a los gastos, sino hasta el de poder liberar a la 
industria minera del derecho de esportacion, i a la agrí- 
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cola del estanco que le qiiita una de sus mas ricas pro- 
ducciones, 

^Como la administración pasada habia ya adelanta- 
do un paso en la materia con un proyecto de reforma de 
papel sellado i de patentes, me pareció natural aprove- 
char aquellos estudios^ antes que ponerme a inventar 
cosas nuevas; i los aproveché con el ausilio de hombres 
de ciencia i de esperiencia, introduciendo modifica- 
ciones no solamente en las bases, sino también en las 
cuotas del impuesto, que en aquellos proyectos eran 
mui elevadas: sin embargo, mis pobres modificaciones, 
aunque hechas en un sentido mui favorable al estado 
actual de la industria i mui conforme a las objeciones 
que se hicieron a los proyectos primitivoSj han sido 
atacadas con nías fuerza que lo fueron éstos^ sin adver- 
tir que yo no tengo la pretensión de haber dicho la úl- 
tima palabra en materia de perfección, sino que me he 
proput^sto solo presentar mis íúnnuhis para que sean 
discutidas i modificadas, 

»A1 mismo tiempo que hacia esto, me dedicaba tam- 
bién a. la Ordenanza de Aduanas, para aprovechar en 
la discusión del proyecto que pende ante los diputados 
los estudios que sobre él reunió mi antecesor. Pero hé- 
teme aquí que de repente aparecen en las Cámaras 
dos proyectos para liberar del impuesto los cobres fun- 
didos con combustible chileno i los minerales de cobre, 
en jen eral j sin considerar que, con tal liberación repen- 
tina^ se iba a privar al Erario de medio millón de pesos 
en estas circunstancias de apuros. Yo estoí por la libe- 
ración, pero de un modo gradual^ que nos permita repo- 
ner al mismo tiempo la pérdida por medio de las nuevas 
reformas de papel sellado i patentes i de una revi- 
sión de las mercaderías estranjcras que por valor de 
tres millones i medio a cuatro millones se importan 
libres al pais todos los años. Ya le he dicho a Ud, que 
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uno de los dos fines de mi plan de rentas era hacer esta 
liberación, llegar a ella por sus pasos contados^ para 
conciliar así el ínteres fiscal con el de la minería, la cual 
por otra parte no puede dejar de pagar un impuesto 
análogo al que pagan las demás industrias aquí. 

í>Seme jante emerj encía me forzaba a alterar mi plan: 
ya no debia decir <mias vale cuenta que renta»; era pre^ 
ciso empezar la reforma por ésta, i con tal fin presenté 
desde luego mis proyectos de reforma de papel sellado 
i de patentes^ i pedí la autorización para reformar la 
Ordenaníía de Aduanas, ya que se considera tan urj en- 
te la abolición del impuesto de los cobres. Así se puede 
conciliar todo con un poco de trabajo mas, trabajo que 
es indispensable que yo haga, si es tanta la urj encía, 
puesto que la discusión de las Cámaras sobre una mate- 
ria tan esjjccial i de tantos detalles no puede dejar de 
ser mui prolongada i retardar la reforma un año a lo 
menos, en tanto que si se sanciona desde luego la libe- 
ración de los cobres, ese retardo puede ser funesto al 
Erario. 

»Otra ra^on mas tenia yo para mí, que tal vez será 
para otros una ilusión, Ud. sabe que la mejor parte de 
nuestra renta de aduanas es producida por el impues- 
to que pagan las manufacturas de algodón. El depósi- 
to de estas manufacturas en Chile está para agotarse 
en este aüo i no será estraño que se agote en dos meses 
mas. Ahora bien: yo no tengo esperanza ninguna de 
que Inglaterra i Estados Unidos puedan importar en 
1863 ni la tercera parte de las manufacturas de algo- 
don que hasta ahora han importado, atendiendo a la 
situación en que se halla el mercado de algodón en 
rama por causa de la guerra civil de Estados Unidos. 
Esta circunstancia, unida a otras varias que hacen 
temer que las rentas de Aduana, ya tan menguadas, 
decaigan mas en iSój^ me da la seguridad de esa deca- 



— >i$ — 



i 



dencía. En tal situación la reforma de la ordenanza 
es mas urjente que lo que la han hecho los proyectos 
sobre liberación de los cobres. 

*Estas i otras razones que omito me movieron a ha* 
cer el sacrificio de pedir autorización para emprender 
la reforma, con el ánimo de plantearla desde el i."^ de 
enero próximo, Pero tanto este proyecto como los do- 
rnas han sido mal mirados por amigos i enemigos* ¿Es- 
taré yo en el mal camino? Puede ser. Mientras tanto, 
mi plan me parece bien todavía, i lo continuare sin 
descanso j hasta que lugre algo siqm'era; i>ero tío se me 
oculta que un plan semejante era mas propio de un 
ministro omnipotente, que de un hombre que por acci- 
dente sube en tan mala situación política- A mí me con- 
vendria mas irme con el dia i sacar la larra sin estudios 
ni fatigas, puesto que la ocasión oportuna para desa- 
rrollar un vasto plan es la de uno tle Luiuellns ministros 
que han tenido una senda sin tropiezos que recorrer, Ud, 
me dirá que ahí está la gracia, en realizar una idea, a 
pesar de las contrariedades; pero esa gracia es para jó» 
venes entusiastas, i no para un hombre valetudinario 
como yo, que si tengo cuatro o seis dias de regiitar sa- 
lud, tengo otros tantos de dolores atroces, tenaces i mui 
propios para hacer llorar de dcscsp^n^acion a otros me- 
nos habituados que yo a resignarse ron la desgracia, 

í^Pero es preciso cumphr con el deber i cumpUr bien. 
El ánimo me sobra, pero necesito tiue mis amigos, co- 
mo Ud., me comprendan i puedan siquiera d<^fender 
mis intenciones, aunqvie no puedan sostener mis erro* 
res. Me gusta la discusión , he vivido de ella^ i como 
tengo costumbre de resj^etar las opiniones ajenas, me 
hago cargo siempre de todas las objeciones, pero no 
cuando me las hacen con mal espíritu, o con el propó- 
sito de no hallar bueno nada dr lo que hago: cuando 
hacia un mes apenas que estaba en mi puesto, se me 
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acusaba de inercia; hoi que hacen cuarenta i tantos 
dias, se halla que he hecho demasiado j pero malo. No- 
rabuena: vamos adelante i confiemos i esperemos. 
Siempre suyo. 

/, V. Lastarnaj^ 



VI 



Esta carta disgustó a mis colegas, sin embargo de 
que ella no revelaba una circunstancia notable, cual 
era la de que ese plan que yo desarrollaba me había 
sido impuesto, no por mis propias opiniones^ sino por 
las circunstancias, que no me hablan permitido abso- 
lutainente insistir en mi plan primitivo de reforma ra- 
dicaL 

Varios estudios anteriores me hablan sujerido la idea 
de que una contribiicion directa sobre la renta^ admi- 
nistrada e invertida por el Estado, las provincias i las 
municipalidades, podia permitirnos abolir todas las 
demás, incluso las municipales^ dejando solo la de im- 
portación de mercaderías estranjeras \ Calculando que 
no hubiera en la República mas de 470^000 industria- 
les que produjeran 200 pesos anuales, su renta excede- 
ría de 940 nüUones, de modo que una contribución 
directa sobre la décima, pasarla de 9.400^000 pesos. Di- 
vidida esta contribución en razón de un 4 por ciento al 
Estado i de un 3 a las provincias, i otro tanto a las mu- 
nicipalidades, el Estado, contando ademas con el pro- 
ducto de aduanas, podia tener, en aquel tiempo, siete 
millones, librándose de gastar mas de millón i medio 
en costos de sueldos de la administración, caminos. 



' Estos estiiiHüS reinoniabíiu a l;i í'poca en que don Santiago Arcos 
publicó un notable panfleto sobre el [iii:^mo asunto. 
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instniccion pública^beneficencia i otros gastos, que de- 
bían hacer las provincias con una renta que excedería 
de 2*800,000 pesos. 

Conservo todavía las bases de este plan, que leí una 
mañana en su casa a Tocornal, en presencia de su pa- 
dre, hábil financista i distinguido estadista, Aquél, 
después de la lectura se limitó a decirme: «guarda esoí^, 
Su digno padre agregó: íípara sus nietos*). Las guardé 
en efecto, i hoi voi a darles publicidad, jxir primera 
veZj pues cuantas veces he intentado proponerlas al 
Congreso j he tenido que guardarlas de nuevo, porque 
no he hallado cooperadores. Esto me ha hecho dudar 
de la bondad del plan, o a lo menos de su oportunidad, 
pero debo darlo a conocer, por el lugar que ocupa en la 
historia de mis trabajos. He aqui esas bases: 

«I,» Todos los habitantes de la República^ mayores 
de 15 añoSj que ejerzan una profesión o industria cual- 
qtiiera, están obligados a contribuir a los gastos públi- 
cos en la proporción de una décima parte de su renta 
neta, deducidos gastos de producción í de manuten* 
cion, sin que jamas pueda la exacción exceder de esta 
décima. 

»Se esceptúan del impuesto las siguientes profesio- 
nes: 

j^Arrieros. 

j^Eclesiásticos por sus rentas personales independien- 
tes de toda industria. 

í>Gañanes. 

ji>Jorn aleros, 

frRelijiosas por sus rentas personales independientes 
de toda industria. 

^Sirvientes domésticos. 

^2.^ La contribución es de tres clases: i.^ nación al, 
2.^ provincial i 3.^ municipal. 

^La primera no podrá exceder del cuatro por ciento 
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sobre la renta, la segunda del tres por ciento, ni lá mu- 
nicipal del tres por ciento. 

»3.* La determinación de la renta de cada contribu- 
yente se hará por subdelegaciones, formando en cada 
una un juri de nueve individuos sorteados de entre to- 
dos los contribuyentes de la subdelegacion. 

»E1 juri formará el rol de los contribuyentes de cada 
subdelegacion, sean personas reales o jurídicas, com- 
putando no solo las rentas líquidas industriales, sino 
\a¿> que tengan cada cual por cualquiera otro título, sea 
cual fuere su especie, i procederá de modo que el i.^ de 
abril de cada año pueda publicar el rol, para proceder 
a admitir i juzgar los reclamos que se hagan en el tér- 
mino de dos meses, a fin de que la renta quede fijada 
definitivamente el i.^ de junio. 

»La manera de formar el juri, los procedimientos de 
éste, su organización i la presidencia que debe dirijirlo, 
serán materia de un reglamento. 

»4.* La cuota de la contribución directa será deter- 
minada respectivamente cada año para el subsiguien- 
te por el Congreso Nacional en sus sesiones ordinarias, 
por una asamblea de alcaldes en cada provincia i por 
las municipalidades antes del i.^ de setiembre. 

»Esta determinación se hará bajando la cuota del 
máximum fijado en el artículo 2P en cuanto lo permi- 
tan los gastos que hai que cubrir, cuyo presupuesto 
respectivo se ha de tener a la vista. 

»5.^ El Congreso Nacional, al aprobar los presupues- 
tos de gastos de la administración, para fijar la cuota 
de la contribución directa nacional, revisará igualmente 
i promulgará cada año la lei de contribución de adua- 
nas, fijando el impuesto de importación con concepto 
a los gastos que se han de cubrir i al producto de la con- 
tribución directa. 

»6.^ En la cabecera de cada provincia se reunirá 



Oportunamente una asamblea compuesta de los alcal- 
des de todas la^ municipalidades de la provincia, que 
establecerá, por mayoría de votos^ tú. presupuesto de 
los gastos provinciales, que serán los de sueldos del In- 
tendente i empleados de su oficina, los de policía rural 
en toda la provincia, los de instrucción primaria en toda 
ella, los de caminos^ puentes i demás obras públicas 
de ínteres provincial; i con atención a la suma de ellos^ 
fijará la cuota de la contribución provincial, 

í>Las municipalidades de cada departamento proce^ 
derán de la misma manera para hacer el presupuesto 
de sus gastos locales por todos los negociados que le 
encarga el art. 128 de la Constitución, incluyendo los 
sueldos de su gobernación i de su juzgado de primera 
instancia, a fin de fijar la cuota de la contribución di- 
recta municipal. 

»Los presupuestos provinciales i municipales no ten- 
drán otra sanción, pero serán comunicados con la de- 
terminación del impuesto respectivo al Ministerio del 
Interior* 

^7> La recaudación i administración de la contribu- 
ción directa en sus tres clases se harán en el tiempo i 
i forma que determine un reglamento^ pudiendo in- 
vertirse en ellas i en el sueldo de sus empleados hasta 
uno por ciento de sus respectivos productos^ el cual se 
distribuirá entre los' colectores jenerales de provincia 
con cargo de pagar a sus dependientes. 

i>La multa que se fije a los insolventes no excederá del 
dos por ciento mensual. 

3>8.^ El déficit de las entradas provinciales i el de las 
municipales será cubierto por el Estado. 

»9.^ Quedan abolidos los impuestos nacionales i ar- 
bitrios municipales desde el dia en que principie a co- 
brarse la contribución directa, sean aquéllos directos o 
indirectos^ escepto el impuesto de importación^ que se 
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cobra por las aduanas i que quedará vi j ente, mientras 
el Erario nacional esté gravado por una deuda que exce- 
da de cinco millones, destinándose preferentemente 
este impuesto al pago de la amortización e intereses de 
la deuda. 

»Las hipotecas constituidas en las contribuciones 
existentes a favor de las deudas nacionales i mimicipa- 
les subsistirán en el producto respectivo de la contri- 
bución directa. 

»Para los efectos de la disposición del primer inciso 
de esta base^ no se reputarán impuestos los derechos 
que cobra el Estado por servicios especiales i no jené- 
ricos, como la fabricación de moneda, correos, almace- 
naje, muelles i demás construcciones destinadas a un 
uso particular; ni los derechos o productos de los pro- 
pios municipales, ni los del uso de mercados, de pues- 
tos públicos u otras propiedades raices.» 

Yo habia hallado mui racional el consejo que se me 
daba de abandonar estas ideas. No era posible insis- 
tir en ellas, entregarlas a la publicidad, ni mucho me- 
nos proponerlas al debate lejislativo, en presencia de 
un Congreso hostil, en presencia de un partido de cuyo 
credo formaba parte la centralización administrativa i 
la conservación de todo lo viejo, i que ademas tenia sus 
mas altos representantes en el seno mismo de la admi- 
nistración; en presencia de otros partidos que no aspi- 
raban en aquellos momentos a las reformas, sino a la 
consolidación de su situación; sobre todo en presencia 
del estado de la Hacienda pública, tan crítico, tan an- 
gustiado, que no permitia dedicarse a otro j enero de 
medidas que las que podian salvarla de su ruina. Por 
eso fué que me sometí sin trepidar a servir el plan, cu- 
yo desarrollo, en los dias en que se publicó aquella car- 
ta, me habia traído la desconfianza i la oposición de 
todas partes. 
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VII 

Continuando en aquel plan, presenté al Congreso 
los proyectos relativos a la contabilidad; pero al mismo 
tiempo, siendo necesario obtener de las Cámaras que 
modificasen la lei de liberación de los cobres, siquiera 
en el sentido de aplazar su ejecución por el tiempo ne- 
cesario para arbitrar los recursos que debian reempla- 
zar la pérdida de renta, que aquella lei ocasionaba, se 
presentó a la de Diputados, en su sesión de 25 de setiem- 
bre el siguiente mensaje: 

Conciudadanos del Senado i de la Cámara de 
Diputados: 

Aprobado por el Congreso Nacional el proyecto de 
lei que exime de los derechos de esportacion el cobre 
ñmdido con combustible del pais, hubiera ya recibido 
su completa sanción, si las observaciones que su dete- 
nido examen ha sujerido, no fuesen de aquellas que 
me ponen en el caso de hacer uso de la facultad que 
me confiere el art. 44 de la Constitución de la República 
para invitar al Congreso a que revea ese proyecto i lo 
modifique en el sentido que propongo. 

Prescindiendo de las razones que el Ejecutivo adujo 
para oponerse al proyecto mientras se discutia, i para 
considerarlo contrario a los intereses industriales que 
se trata de favorecer, nadie ignora la importancia tan 
esencial que tiene en la administración rentística el 
equilibrio entre los gasto si entradas fiscales. La refor- 
ma mas justa, ya jeneral o parcial, que se introdujera 
en el cuadro de las rentas, obrando en ellas una dismi- 
nución, no podría llevarse a efecto, si al mismo tiempo 
no se adoptaran arbitrarios para no comprometer en lo 
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menor ese equilibrio tan necesario e indispensable: 
antes de todo sería preciso pensar como sustituir esa 
parte de los recursos de que el Estado va a desprender- 
se en vista de las imprescindibles necesidades del ser- 
vicio público. Pero los que piden la supresión de un 
impuesto no siempre la consideran bajo este aspecto: 
se preocupan únicamente del efecto, mas o menos per- 
judicial, que el impuesto ejerce a su modo de ver en tal 
o cual industria i en nada estiman su importancia, 
como uno de los recursos de las rentas públicas. 

El EjecutivOj obligado a hacer frente a gastos deter- 
minados por una lei, no puede mirar con indiferencia 
una disminución en las entradas que han de satisfa- 
cerlos: su responsabiÜdad es demasiado grande, desde 
que directamente le afectan las consecuencias de la 
administración de los intereses fiscales. Nada importa- 
riaj por cierto, la reducción de entradas que una lei 
ocasionara, si ella determinase también una equiva- 
lente reducción en los gastos: entonces, respetado el 
equilibrio en el movimiento rentístico, el Ejecutivo 
ninguna observación tendría que hacer, ya que se ha- 
bia previsto uno de los mas graves inconvenientes con 
que en semejantes casos se tropieza. 

Si todo esto es verdad para leyes de conveniencia 
incontestable i para épocas normales, mucho mas lo es 
para aquellas cuyos efectos bien pudieran ser mas per- 
judiciales que benéficos, i para épocas de estraordina- 
rios i apremiantes compromisos para el Estado. 

La inversión de los fondos del último empréstito 
anglo-chileno, según el estado del mes anterior, pasado 
al Gobierno por el encargado de dichos fondos, demues- 
tra que la Tesorería jeneral debe a éstos la cantidad 
de un millón cuatrocientos ochenta i seis mil dos- 
cientos sesenta i siete pesos ochenta i siete centavos. 
Esta cantidad debe ser devuelta desde el i.^ de octubre 
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próximo por porciones considerables i de modo que en 
los primeros meses del año entrante se haya efectuado 
totalmente su devolución, para atender a la rapidez 
con que marchan los trabajos de construcción del fe- 
rrocarril de Valparaiso a Santiago. Si a esta devolución 
se agregan los doscientos catorce mil doscientos ochen- 
ta i cinco pesos que hai que remesar en el mes entrante 
con otros trescientos mil pesos que deben remitirse 
para enero del próximo año, a ñn de pagar los dividen- 
dos vencidos de la deuda anterior, el Congreso verá que 
en el corto espacio de cuatro meses habrá que hacer 
un desembolso en efectivo de mas de dos millones de 
pesos, i en el cual puede considerarse como estraordi- 
nario el que se refiere al millón cuatrocientos ochenta 
i seis mil doscientos sesenta i siete pesos adeudado al 
empréstito. Esto manifiesta cuan serios son los com- 
promisos del Estado i cuánto ha de necesitar de todos 
sus recursos, ya ordinarios o estraordinarios, para res- 
ponder a ellos en este año i en el subsiguiente. 

Estas consideraciones i otras muchas que omito, 
porque no se ocultarán a la penetración del Congreso, 
me han inducido a usar de la facultad que me confiere 
el precitado artículo constitucional para proponerle, 
de acuerdo con el Consejo de Estado, que modifique el 
artículo segundo del proyecto en la forma siguiente: 

Art. 2P Esta lei principiará a rejir dieciocho meses 
después de su promulgación. — Santiago, setiembre 23 
de 1862. 

José Joaquín Pérez. 

Jost Victorino Lastarria. 



La Cámara de Diputados, como ofendida de esta pro- 
posición tan justa, respondió en aquella misma sesión 
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del 25, poniendo al debate el proyecto de autorización 
para reformar la Ordenanza de Aduanas, i desechán- 
dolo por 35 votos contra 3, después de una discusión 
en que solo se habió de la personahdad del Ministro de 
Hacienda, quien se limitó a demostrar la urjente nece- 
sidad que habia de realizar la reforma, i a establecer 
que el Ejecutivo no insistia en pedir la autorización, 
si la Cámara creia poder satisfacer por sí misma aque- 
lla urjencia. La Cámara, para manifestar que podia 
hacerlo, aprobó en jeneral, sobre tabla, el proyecto de 
reforma que le habia sometido el Gobierno anterior, i 
después de haberse ocupado en su discusión particular 
en algunas sesiones posteriores, lo dio de mano para 
siempre. 

El Ministro juzgó que habia llegado la oportunidad 
de hacer su renuncia. Se fué, después de la sesión, a 
escribirla, antes de dar cuenta al Presidente de aquel 
resultado; pero su colega, el del Interior, que le halló 
en su gabinete escribiendo la renuncia, volvió a triim- 
far de su docilidad, comprometiéndole a que perma- 
neciera, sin revelar su intención, hasta después de que 
se aprobaran los presupuestos. 

Los proyectos sobre contabilidad quedaron para 
siempre encarpetados en las secretarías de las Cámaras. 
En la de Diputados se leyó el 23 de setiembre el si- 
guiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Conciudadanos del Senado i de la Cámara de 
Diputados: 

El establecimiento de una contabilidad jeneral que 
determine oportunamente con claridad i precisión la 
situación del tesoro público, es ima de las necesidades 
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que mas se dejan sentir en nuestra administración ren- 
tística. De tiempo atrás, cuantos se han ocupado en el 
estudio i examen de nuestras rentas han notado no so- 
solo que cada administrador de fondos fiscales tiene 
una contabiüdad particular, sino lo que es aun mas 
grave, que estas contabilidades no están centralizadas 
en parte alguna en libros llevados dia a dia, de modo 
que en todo tiempo se puedan suministrar al Gobierno 
los datos que necesite. En el estado actual de cosas no 
es dado al Gobierno saber con oportimidad cuáles son 
las existencias en numerario^ especies i documentos 
que tiene disponibles, ni cuáles son las entradas i gas- 
tos del año corriente; ignora asimismo a qué locali- 
dades i en qué tiempo debe enviar fondos i de dónde 
debe tomarlos. Igual imposibilidad se le presenta para 
formar conocimiento exacto de la situación de los di- 
versos administradores de la fortuna pública respecto 
del Estado. 

Si al principio de cada año el Gobierno conociese las 
entradas i gastos del año anterior, tendria datos feha- 
cientes con que justificar i modificar según conviniera, 
el presupuesto jeneral de entradas i gastos; pero no 
puede obtener en ese tiempo dato alguno jeneral i com- 
pleto. Las cuentas del año anterior sufren siempre un 
retardo de mas de seis meses, así es que ni sirven de 
base para la formación del presupuesto, ni ilustran su 
discusión por cuanto se presentan al Congreso, por lo 
jeneral, cuando ya está aprobado aquél. 

Se halla, pues, el Ministerio de Hacienda privado 
de datos oportunos i sistemados sobre los detalles de 
su propia administración, se encuentra inhábil para 
dirijir un mecanismo cuyo conjunto no puede exami- 
nar, resultando ademas que cada ramo de la adminis- 
tración es en realidad independiente i no está sometido 
a comprobación alguna efectiva respecto de su conta- 
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bilidad i aun hasta cierto punto en lo que concierne a 
sus operaciones. En efecto, los visitadores no tienen 
medio alguno para procurarse datos jen eral es sobre la 
situación de los diversos administradores de fondos 
fiscales, sobre el movimiento de las operaciones de ca- 
da uno de ellos i sobre la comparación del movimiento 
del año corriente con el de los años anteriores. Esta 
falta de luces hace toda inspección mas difícil, me- 
nos eficaz i tiende a introducir en el mecanismo, de la 
administración rentística una perniciosa relajación. 

Es verdad que se remiten periódicamente a la Con- 
taduría Mayor estados de contabiHdad acompañados 
de los documentos justificativos; pero como la Conta- 
duría es antes que todo un tribunal de cuentas i debe 
siempre verificar la lejitirnidad de las entradas i gastos^ 
de aquí proviene que se ve obHgada a proceder con una 
lentitud que casi no permite sacar utilidad de sus tra- 
bajos. La vijilancia que ejerce sobre los diversos em- 
pleados fiscales es lejana, difícil i sin eficacia. 

Por otra parte, la misma Contaduría no está some- 
tida a comprobación aíguna directa ni indirecta- Las 
cuentas que presenta deben ser aceptadas sin ella; sis- 
tema perjudicial a una buena administración de la Ha- 
cienda publica. 

Todos estos inconvenientes desaparecerán o serán 
atenuados en gran parte con el establecimiento de una 
contabilidad jeneral de las rentas de la República, esta- 
blecimiento que no puede presentar ningún incon- 
veniente desde que no altera en manera alguna la or- 
ganización actual de los servicios públicos. 

Se puede objetar que el establecimiento de la conta- 
bilidad jeneral presentará dificultades i encontrará 
obstáculos; se puede objetar ademas que será costoso, 
Pero en realidad el no puede encontrar otra dificultad 
que la de obtener de los diversos administradores de 
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fondos fiscales los datos que la lei les exije, ni otra re- 
sistencia que la que siempre oponen la incapacidad i 
la rutina. Se necesitará quizá un año o dos de trabajo 
para vencer esas dificultades i obstáculos; pero con al- 
guna enerjía i perseverancia será fácil conseguirlo. En 
cuanto a los gastos que demande, creo que los conside- 
rareis insignificantes, si atendéis a las ventajas i servi- 
cios que la contabilidad está llamada a prestar. 

Antes de esponeros el proyecto que someto a vues- 
tra deliberación, debo manifestaros los principios fim- 
damentales sobre que descansa. 

El primero es la separación absoluta de la contabili- 
dad jeneral corriente de la Contaduría Mayor. Llevar 
cuentas dia a dia i verificar al mismo tiempo su exac- 
titud i lejitimidad son, por la naturaleza misma de las 
cosas, dos operaciones mui diversas que la esperiencia 
aconseja separar. En efecto, nada se opone a que la 
contabilidad marche tan rápidamente como las entra- 
das i gastos que anota, mientras que la comprobación 
de las cuentas suscita diariamente dificultades que exi- 
jen esplicaciones, indagaciones i correspondencias que 
retardan la marcha de los trabajos i dejan en suspenso 
durante mucho tiempo los resultados jenerales. 

Importa en gran manera que la contabilidad jeneral 
siga lo mas cerca posible las operaciones i las anote en 
el instante mismo en que son conocidas; no es de menos 
utilidad que las cuentas sean examinadas sin apuros 
después de haber pasado por todas las averiguaciones 
necesarias. Por esto conviene que la contabilidad sea 
llevada por aj entes especiales i distintos de los que con- 
curren a los trabajos de la Contaduría Mayor. 

La contabilidad que debe anotar las operaciones dia 
a dia i trascribir en cierto modo sin alteración los li- 
bros de los diversos a j entes del Ministro de Hacienda, 
no puede tener mejor base que el diario de cada uno 



de estos ajenies. Por esto el proyecto exije que los 
aj entes envíen a lo menos una vez al mes nna copia o 
un resumen conforme al presupuesto de su diario. 

Esta disposición no requiere de los ajenies de las ofi- 
cinas secundarias esfuerzo alguno de intelijencia; nin- 
guna recapitulación o clasificación de las operaciones 
efectuadas en lugar; de los cuadros mensuales, bimes- 
trales, o trimestrales que en el dia se forman, no habrá 
mas que enviar una simple copia, trabajo mui sencillo 
cuyo retardo por consiguiente no podrá admitir escusa 
lejítima. 

La copia pura i simple bastará para los ajenies secun- 
darios que son los mas numerosos i de los que debe exi- 
jirse menos. Los principíales jefes de hacienda, tales 
como los de la Aduana de Valparaíso, Tesorería J ene- 
ral i Factoría, cuyos diarios no presentan sino resú- 
menes ya hechos i clasificados^ deberán suministrar 
un estado en el cual se resumen todas las operaciones 
anotadas al diario, imputando cada una a la partida 
o ítem del presupuesto de entrada i de gastos a que 
corresponda. Como estas oficinas son poco numerosas 
i están confiadas ademas a hombres competentes, será 
fácil establecer en ellas los arreglos necesarios para la 
ejecución de la lei. Por el contrario, seria difícil, si no 
imposible, establecer esos arreglos en las oficinas secun- 
darias que son las mas numerosas i a las que solo el 
tiempo i un trabajo constante de la contabilidad jene- 
ral podrán traer la uniformidad. 

Puesto en práctica el sistema de este proyecto i con- 
venientemente reglamentado para arreglar un plan 
de contabilidad exacta, el Ministro de Hacienda podrá 
saber cada quince dias o al menos cada mes: i.^ cuáles 
son las existencias en caja, en almacenes i en cartera; 
ZP qué cantidad ha suministrado cada ramo de las 
rentas públicas; 3,^ qué partida de los créditos vota- 
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dos por el Congreso ha sido agotada i cuál queda dispo- 
nibles; 4.^ cuál es el jefe de hacienda que responde de 
cada una de las partes de la fortuna pública. Podria 
aun saber todo esto, si quisiese, cada dia, jx)r medio 
del libro de saldos. Esto es, a mi juicio, todo lo que ra- 
zonablemente puede exijirse de la contabilidad propia- 
mente dicha. 

Las consideraciones que he tenido el honor de espo- 
neros me han decidido a someter a vuestra delibera- 
ción, de acuerdo con el Consejo de Estado, el siguiente 



PROYECTO DE LEÍ: 

Artículo primero. Se establece en el Ministerio 
de Hacienda ima tercera sección destinada a llevar la 
contabilidad jeneral de todas las oficinas fiscales, i que 
será servida por un jefe con 2,400 pesos anuales, dos 
contadores con 2,000 pesos cada uno i tres oficiales con 
800 pesos cada uno. 

Art. 2P Todos los administradores de fondos fisca- 
les remitirán a la Sección de Contabilidad, por lo me- 
nos ima vez al mes, i en los dias que designe el Minis- 
terio de Hacienda, una copia exacta de su libro Diario 
o im resumen analítico que indique las operaciones eje- 
cutadas tanto por entradas como jx)r gastos durante 
el período que fijcise el Ministerio de Hacienda. En 
estos datos se demostrarán las entradas con determi- 
nación del ramo a que correspondan i los gastos con 
indicación de la partida e ítem del presupuesto de 
gastos públicos a que deben imputarse, o de la lei o 
sentencia que los autoriza. 

El reglamento que se dicte para la Sección de Conta- 
bilidad determinará los detalles i forma en que deben 
pasarse estos datos, i las multas en que incurran los 



— tso — 

empleados omisos, las cuales no excederán de cincuen- 
ta pesos. 

Art. 3.^ La Administración Jeneral de Correos, co- 
mo oficina de rentas, i para los efectos de esta lei, que- 
dará sujeta a las medidas que dicte el Ministerio de Ha- 
cienda para todas las oficinas fiscales. 

Art. 4.^ Los deberes de la Sección de Contabilidad 
serán: 

iP Anotar en los libros que se abrirán al efecto los 
datos que suministren los administradores de fondos 
fiscales. 

2fi Presentar al Ministerio de Hacienda, por lo me- 
nos cada mes, el resultado de sus operaciones consig- 
nado en dos estados, uno, que se publicará en el perió- 
dico oficial, contendrá el movimiento de los caudales 
públicos relacionando los ingresos con el presupuesto 
calculado de entradas, i las salidas, con las secciones 
del presupuesto de gastos, leyes especiales i sentencias; 
i el otro contendrá las existencias en dinero, especies i 
pagarées u otros documentos de crédito divididos por 
oficinas fiscales, de modo que quede determinada la 
responsabilidad de cada administrador de fondos fis- 
cales. 

3.0 Formar los presupuestos de entradas i gastos pú- 
blicos, antes de ser sometidos a la deliberación del Con- 
greso. 

4P Anotar en un libro especial las leyes i decretos 
que determinen nuevos créditos en contra del Fisco 
i los que establezcan nuevas rentas i recursos después 
de aprobados los presupuestos de entradas i gastos 
para el año corriente, debiendo figurar en los que se 
formen para el año inmediato. 

5.0 Anotar en otro libro especial los edificios públi- 
cos, los terrenos de reconocida propiedad del Estado, 
los inventarios de los sueldos i útiles de las oficinas fis- 



— 251 — 

cales i los materiales de guerra i marina. Todos estos 
objetos serán anotados con el valor aproximativo que 
les corresponda; pero dichos valores no podrán ser con- 
siderados en los estados que fijen los recursos fiscales. 
Cada seis meses deberán hacerse en este libro las alte- 
raciones a que hubiese lugar. 

Art. 5P La presente lei se llevará a efecto en todas 
sus partes desde el i.^ de enero de 1863; i el Presidente 
de la República podrá instalar la Sección de Contabi- 
lidad jeneral antes de la fecha indicada, a fin de esta- 
blecer los trabajos preparatorios i uniformar los datos 
que ha de suministrar. 

Art. 6P Quedan derogadas todas las disposiciones 
vi j entes en cuanto fueren contrarias a la presente lei. 

Santiago, setiembre 15 de 1862. 

José Joaquín Pérez. 

/. V. Lastarria. 



En el Senado fué presentado el 26 de setiembre el 
proyecto de la reforma de la Contaduría Mayor, con- 
cebido en estos términos: 

Conciudadanos del Senado i de la Cámara de 
Diputados: 

La Ordenanza vi j ente de la Contaduría Mayor ado- 
lece de defectos que es indispensable corre j ir. 

Desde la creación de esta oficina, a mediados del si- 
glo antepasado, ella ha sido la única en que se han exa- 
minado i fenecido en primera instancia todas las cuen- 
tas procedentes de la administración, recaudación e 
inversión de la Hacienda Pública i de todos los estable- 
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cimientos sujetos a la inspección del Gobierno. De aquí 
proviene el mal gravísimo que jamas ha dejado de fó- 
perimentarse, de retardarse por años enteros el exa- 
men i fallo definitivo de las cuentas, i que vanamente 
se juzgó corre j ir con la ordenanza vi j ente que se dio 
en i8 de mayo de 1839. De retardarse por largo tiem- 
po el examen i finiquito de las cuentas, resulta: suma 
dificultad para contestar a los reparos que se les pon- 
gan: que el empleado que las rinde i a quien se haga un 
cargo justo por alguna cantidad que haya dejado de 
cobrar, no se aproveche del derecho que se le reserva 
para dirijirse contra quien lo adeudó: que si es una casa 
de consignación contra quien se repite, como mas co- 
mxmmente acontece en las cuentas de las aduanas, no 
la recupere de sus consignantes; i no han sido estraños 
los casos en que por haber fallecido los empleados res- 
ponsables no ha tenido la Contaduría contra quien di- 
rijirse. 

Para remediar estos i otros inconvenientes, os pro- 
pongo el único medio que creo seguro, cual es el de di- 
vidir la Contaduría Mayor en dos contadurías, una en 
Valparaíso, a donde pasen las cuentas de todas las 
aduanas i de las oficinas fiscales establecidas en aque- 
lla ciudad, i otra en Santiago para todas las demás. Las 
cuentas de las aduanas solamente, no orijinan menos 
que la mitad del trabajo de la actual Contaduría Ma- 
yor, i de éste, nueve décimas partes a lo menos corres- 
ponde a la de Valparaíso. Situándose la Contaduría en 
el mismo local de la Aduana, se ahorraría inmenso tra- 
bajo del que ahora se tiene en formahzar i contestar 
multitud de reparos, que se satisfarían al instante por 
medio de una esplicacion verbal; i las cuentas de esta 
oficina, la mas importante de todas, podrían pasarse i 
finiquitarse en muí breves dias. 

Para que por causa de esta división no se altere la 
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unidad, ni sufra entorpecimiento el despacho de los 
asuntos que motivan la toma de razón de las leyes, de- 
cretos i demás disposiciones relativas a la Hacienda 
Pública, es necesario que el jefe de la Contaduría de 
Santiago mantenga la dirección en todo lo que no con- 
cierna a la jurisdicción privativa de cada uno de los 
contadores, i continúe con la incumbencia de transcri- 
bir a la de Valparaiso aquellas disposiciones de que de- 
be tener conocimiento; así como también debe conti- 
nuar obligado a representar al Gobierno cuando sus 
decretos sean contrarios a la Constitución o a las leyes, 
i a dar cuenta a los Presidentes de las Cámaras Lejis- 
lativas si se ha insistido en la toma de razón de ellos. 

La planta actual de la Contaduría Mayor es defec- 
tuosísima, porque el número de empleados en las cua- 
tro mesas en que se divide es excesivo; porque los 
sueldos de que gozan no guardan proporción mas que 
en los primeros i segundos contadores, pues de los mil 
quinientos pesos de que gozan estos últimos se baja sin 
ningún intermedio a quinientos que tienen los oficiales 
de número; porque éstos componen la mitad de los vein- 
ticuatro empleados en dichas mesas; i porque no es de 
esperarse que la jeneralidad de los que sirven con tan 
poca dotación i con tan poca esperanza de ascender de 
quinientos a mil quinientos pesos, tengan los conoci- 
mientos i la contracción necesarios para el delicado 
cargo de examinar i poner reparos a las cuentas. Con- 
sultando el mejor servicio, os propongo una nueva planta 
diversa de la que existe en el número, graduación i suel- 
dos de los empleados. 

De los fallos condenatorios pronunciados por el Con- 
tador Mayor que pasen de veinticinco pesos, puede ape- 
larse al Tribunal Superior de Cuentas, i los absoluto- 
rios terminan en la oficina; i como con esto último hai 
un vasto campo abierto para que se defraude al Fisco 
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con la aprobación de cuentas indebidas, juzgo que de- 
ben pasar en consulta al Tribunal Superior, conforme 
a la regla jeneral de los juicios en que es parte la Ha- 
cienda Pública, de cuya regla no hai motivo para es- 
cepcionar los que tienen su orí jen en la Contaduría 
Mayor. 

El Tribunal Superior de cuentas compuesto como es- 
tá de tres miembros de las Cortes Superiores de Justi- 
cia i del Contador Mayor, es defectuoso porque aun 
cuando por otro artículo de la ordenanza se da a este 
último solamente voto informativo, es de tanto peso 
en el ánimo de los jueces letrados, por los conocimien- 
tos especiales en que naturalmente se le supone abun- 
dar sobre esas materias, que es de esperarse de su inje- 
rencia forzosa en las resoluciones del Tribunal, que los 
arrastre a obrar conforme a su opinión; i así, después 
de haberse presentado primero el Contador Mayor co- 
mo parte por el Fisco, sentenciando en seguida por sí 
solo como juez de primera instancia, viene por último 
a ejercer en el Tribunal de Apelación una influencia 
poderosísima. Estas consideraciones me han determi- 
nado a organizarlo en la forma que os propongo. 

La ordenanza vijente contiene lo que es objeto de 
lei i de reglamento, de lo que resulta que el Gobierno 
se vea trabado para hacer uso de sus facultades pro- 
pias, reformando de esto último lo que juzgare conve- 
niente. En este caso considero, entre otras muchas 
cosas, la designación i objeto de los libros que han de lle- 
varse, los períodos en que deben rendir sus cuentas los 
jefes de oficinas, el tiempo en que han de examinarse i 
finiquitarse i todo aquello que pertenece al orden inte- 
rior de la oficina, i mui principalmente que con respec- 
to a lo segundo no puede darse ima disposición común 
a todas las oficinas, sin inutihzar las ventajas impor- 
tantes que ofrece el examen i finiquito de las cuentas 



de la Aduana de Valparaíso, que pueden hacerse cada 
ocho días. 

Esta reforma tan útil i cuyas ventajáis se harán sen- 
tir desde luego, no causará gravamen al Erario, pues 
que las dos contadurías solo gastarán treinta i nueve 
mil ochocientos sesenta pesos ($39,860) i la que hoi 
existe cuesta treinta i ocho mil novecientos setenta i 
ocho pesos ($ 38,978) anuales, fuera del sueldo de al- 
gimos oficiales agregados. 

En vista de estas consideraciones i de acuerdo con 
el Consejo de Estado, os propongo el siguiente proyec- 
to de lei: 

TITULO PRIMERO 

DE LAS CONTADURÍAS 

Artículo primero. Para el examen i fenecimiento 
en primera instancia de todas las cuentas qufe proce- 
dan de la administración, recaudación e inversión de 
la Hacienda Pública, de propios i arbitrios de los pue- 
blos i de todos los establecimientos de cualquiera clase 
que estén bajo la suprema inspección del Presidente 
de la República, la Contaduría Mayor se dividirá en 
dos Contadurías, una que existirá en Santiago i la otra 
en Valparaíso. 

Art. 2P Cada xma de estas Contadurías estará al 
cargo i bajo la responsabilidad de un jefe que se titula- 
rá primer Contador Mayor el de Santiago i segundo 
Contador el de Valparaíso, con el sueldo de cuatro mil 
quinientos pesos ($ 4,500) el primero i de cuatro mil 
pesos ($ 4,000) el segundo; i se dividirán para su servi- 
cio en dos secciones, compuesta cada ima de los siguien- 
tes empleados: 

Un jefe de sección, con dos mil pesos; 

Un examinador i.^, con mil quinientos pesos; 
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Un examinador 2P, con mil doscientos pesos; 

Un examinador 3. o, con mil pesos; 

Ademas tendrán las dos Contadurías los siguientes 
empleados: 

Un archivero, con mil pesos; 

Un oficial de íé pública que hará de escribano, con 
ochocientos pesos, el cual cobrará ademas, conforme 
a arancel, las copias que autorice para los particulares 
que las soliciten; 

Dos oficiales ausiliares, con trescientos setenta i cin- 
co pesos cada imo; 

Un portero, con trescientos pesos; 

Para gastos de escritorio, doscientos pesos. 

Art. 3.0 A la Contaduría de Valparaíso pasarán las 
cuentas de todas las aduanas i de las oficinas estable- 
cidas en aquella ciudad; i a la de Santiago todas las de- 
mas que deban rendirse. 

Art. 4.^ Son atribuciones i deberes de los Contado- 
res Mayores: 

I. o Exijir de los empleados que deben rendir fianza 
que las otorguen o renueven cuando no fueren de su 
aprobación. 

2.® Requerir a los jefes de oficinas i demás personas 
que deban rendir cuentas para que lo verifiquen en el 
término a que estén obligados, e imponer multas hasta 
cincuenta pesos a los que los retarden o no lo hagan 
conforme a las instrucciones i modelos que se hubieren 
dado. 

3.0 Hacer efectiva la respoñsabiUdad que resulte 
del examen de las cuentas. 

4.<> Visitar las oficinas de cuenta i razón cuando lo 
tengan por conveniente, sin perjuicio de la visita men- 
sual de corte i tanteo que deben patsar en unión con el 
Intendente de la provincia, pudiendo comisionar para 
tal acto a alguno de los jefea de sección. 
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5P Pedir los libros, documentos i datos que crean 
oportunos, a los jefes de las demás oficinas i demás per- 
sonas obligadas a rendir cuentas a la Contaduría para 
comprobar o investigar algún hecho. 

6P Formar un estado de las cuentas fenecidas i de las 
que hubieren quedado pendientes en cada año i pasar- 
lo al Gobierno en el mes de enero siguiente. 

yp Hacer efectivas las multas i penas pectmiarias 
en que hayan incurrido los empleados que estén suje- 
tos a ellas. 

8P Inspeccionar con frecuencia las labores de las sec- 
ciones, el asiento en los hbros i el arreglo del archivo. 

gp Dar los certificados que pidan los particulares. 

Art. 5.0 El primer Contador Mayor debe llevar la 
correspondencia oficial con el Gobierno i a él deberá 
dirijirse el segundo Contador Mayor en todos los casos 
en que necesite obtener alguna resolución suprema. 

El primer Contador Mayor es obligado ademas: 

I. o A informarse del cumplimiento de* los deberes 
de la Contaduría de Valparaíso para correjir los de- 
fectos que note o dar cuenta al Gobierno de lo que él 
no pudiere correjir, proponiendo las medidas que fue- 
ren conducentes. 

2.<^ A suministrar con la asesoría del fiscal del Tri- 
bunal de Cuentas i oyendo al segundo Contador Mayor, 
en caso necesario, los informes que pidan el Gobierno 
i los tribunales de justicia. 

3.0 A tomar razón de las leyes, reglamentos, decre- 
tos, presupuestos de gastos, títulos i despachos de em- 
pleados, licencias temporales i absolutas, cédulas de 
retiro i jubilaciones i de todas las demás disjx)siciones 
gubernativas que tengan relación con la Hacienda Pú- 
blica, propios i arbitrios de los pueblos; i a trascribir 
al Contador de Valparaíso de estas disposiciones aque- 
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Has que conciernan a su oficina para que también se 
tome razón en ellas. '] 

4.0 A representar al Presidente de la República, an- 
tes de tomar razón de sus resoluciones, si fueren con- 
trarias a la Constitución o a las leyes. 

5 o A tomar razón de las resoluciones de que habla 
el inciso anterior, si después del reclamo insiste el Pre- 
sidente de la República en que se cumplan. 

6P En el caso del inciso anterior, dará cuenta a los 
Presidentes de las Cámaras Lejislativas, acompañan- 
do copias de las representaciones que hubiere pasado 
al Gobierno i de los decretos dados a su consecuencia, 
dentro de los quince dias siguientes a la apertura de 
las sesiones del Congreso, i a los ocho dias contados des- 
de la fecha del segundo decreto de que se habla en el 
inciso 4.0, si estuviere funcionando. 

Si omitiere lo dispuesto por los incisos 4.^ i 6.^ queda 
jx)r ese solo hecho incurso en la pena de destitución de 
su empleo. 

TITULO II 

De la remisión i recibo de las cuentas, 

su EXAMEN I FENECIMIENTO 

Art. 6P Los jefes de las oficinas jenerales i principa- 
les rendirán las cuentas con un inventario por dupli- 
cado de los libros i documentos que a ellas acompañan: 
uno de éstos se les devolverá sellado a fin de que les 
sirva de resguardo, i si se hubieren encontrado faltas 
al tiempo de recibirlo, se anotarán en el mismo püego, 
certificándolo el oficial de fé púbhca. En el otro ejem- 
plar decretará el Contador que se reciban las cuentas, 
hbros i documentos por el archivero, quien firmará el 
recibo con autorización del escribano; i en este estado 
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el mismo Contador señalará por un auto al jefe de sec- 
ción a quien cometa el examen de las cuentas recibidas. 

Art. 7.0 Luego que un jefe de sección se haya reci- 
bido de las cuentas, procederá a su examen, ya sea en 
unión de los oficiales que tenga a su cargo, o distribu- 
yendo entre ellos el trabajo; i en el inventario de cada 
cuenta pondrá constancia del dia en que principie el 
examen. 

Art. 8.^ Si por los estados de corte i tanteo, relacio- 
nes juradas o cualquiera otra clase de documentos re- 
sultasen cargos líquidos contra los jefes de oficina u 
otras personas, se tomarán por el Contador en el acto 
las providencias ejecutivas que juzgue oportunas para 
que se reintegren las cantidades a que asciendan. 

Art. 9.^ En el examen i fenecimiento de las cuen- 
tas, se hará cargo a quien corresponda de lo cobrado i 
de lo que se ha debido cobrar conforme a las leyes, re- 
glamentos, decretos, escrituras o demás instrumentos 
o disposiciones que hubiere para ello, aun cuando ale- 
guen las partes que no lo han cobrado ni podido co- 
brar; pero si éstas presentasen documentos justificati- 
vos de haber practicado las diUjencias necesarias en 
tiempo oportuno para cobrar las rentas puestas a su 
cargo, quedarán solo obhgadas a continuar practican- 
do las dilijencias necesarias hasta verificar el cobro, i 
si no lo verificasen, el cargo será resuelto en primera i 
segunda instancia conforme a esta ordenanza. 

Art. 10. Aquellos reparos que por su naturaleza 
merecen ponerse en conocimiento de las partes respon- 
sables, les. serán trascritos por el contador a medida 
que se adviertan durante el examen de las cuentas; i 
de las falsedades que se noten en éstas, darán parte 
inmediatamente los examinadores al Contador para 
que por su conducto lleguen a noticia del Gobierno con 
el fin de que se tomen las providencias a que hubiere 



— 26o — 

lugar con los empleados o personas que hubiesen come- 
tido aquellas falsedades, sin perjuicio de pasar los an- 
tecedentes al juzgado que corresponda, para la forma- 
ción de la respectiva causa. 

Art. II. De toda recaudación, entrega, pago o cual- 
quiera inversión de las rentas públicas que no sea con 
arreglo a las leyes, presupuestos jenerales de gastos, 
reglamentos, decretos, escrituras u otros instrumentos 
o disposiciones, se hará igualmente cargo a los emplea- 
dos i demás personas que fueren parte en las cuen- 
tas. 

Art. 12. Los oficiales encargados del examen de las 
cuentas podrán consultar con el jefe de sección de quien 
inmediatamente dependan, las dudas que les ocurran i 
las presentarán a éste glosadas, i juntas con los pliegos 
de reparos, si los hubiesen producido, para que com- 
parándolos con las partidas de los libros o documentos 
de su referencia, resuelva aquél sobre los que en su 
concepto deban desecharse o sostenerse como legales. 

Art. 13. Los pHegos de reparos serán firmados por 
los oficiales examinadores, i las cuentas que los motiven 
serán pasadas por los jefes de sección al Contador con 
su dictamen por escrito fimdado en las leyes, decretos 
i demás disposiciones del caso. 

Art. 14. El Contador, imponiéndose de todo lo obra- 
do, pasará copia de los phegos de reparos como los 
firmó el oficial examinador o con el aumento, dismi- 
nución o modificación del jefe de sección, según lo en- 
cuentre justo, a los empleados o personas que deban 
contestarlos. 

Art. 15. Las cuentas que no hayan producido repa- 
ros se pasarán con esta constancia por el oficial que las 
haya examinado, al jefe de su sección; si éste tampoco 
los encontrase, las pasará con igual constancia al Con- 
tador, para que, si también las encuentra arregladas. 
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pronuncie sentencia de absolución de cargos i espida 
los finiquitos a favor de las partes. 

Art. i6. La remisión de los pliegos de reparos de que 
quedarán los orijinales en la Contaduría, se hará por 
el primer correo inmediato, cuando se dirijan a los em- 
pleados o personas que residan fuera de la ciudad en 
que se halla establecida; i a los que se hallen en ella se 
les entregarán en su oficina respectiva bajo el corres- 
pondiente recibo por el oficial de fé pública. 

Art. 17. A los ocho dias contados desde la fecha en 
que reciban las partes los pliegos de reparos, los con- 
testarán, entregando sus contestaciones en la Conta- 
duría o remitiéndolas bajo de certificado por el primer 
correo inmediato los empleados que residan en otro 
punto. 

Art. 18. Cuando en los reparos de que trata el 
artículo anterior aparecieren comprometidos intereses 
particulares de otras personas, el empleado responsa- 
ble puede pedir al Contador que las haga citar por un 
oficial de fé o por una carta certificada por el correo 
para que, si dentro de los términos señalados quisiesen 
hacer alguna esposicion por escrito a su favor, lo pue- 
dan efectuar directamente ante el Contador, o de no 
para que les pare el perjuicio a que hubiere lugar. 

Art. 19. A las contestaciones dadas a los reparos se 
acompañarán las que hubiesen producido las personas 
contra las cuales resulte algún cargo, i se pasarán con 
el püego de reparos a que se refieran a la sección corres- 
pondiente para que de nuevo estienda su dictamen por 
escrito. 

Art. 20. Si las personas de que se habla en el artícu- 
lo anterior se conformasen con los cargos que se les ha- 
gan, o no los contestan, el empleado responsable las 
requerirá inmiediatamente por la devolución de la can- 
tidad a que asciendan los cargos i podrá usar contra 
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ellas los recursos que le facilitan las leyes ordinarias 
aparejando su acción con los reparos autorizados. 

Art. 21. Presentados al Contador los antecedentes 
de que trata el art. 19, pronunciará su fallo definitivo; 
i cuando se suscitaren puntos de derecho para cuya de- 
cisión se hallare dudoso, podrá consultarse verbalmen- 
te con el Fiscal del Tribunal Superior de Cuentas, sin 
que esta consulta lo exima de la responsabiüdad a que 
pudiera dar lugar la sentencia definitiva que pronun- 
ciare. 

Art. 22. Cualquiera que sea el fallo definitivo que 
pronunciare el Contador, se notificará en el acto a los 
jefes de las oficinas o personas que residan en el lugar 
en que se halle establecida la Contaduría; i por el pri- 
mer correo inmediato bajo de certificado a los que fue- 
ren parte i residieren en otro pueblo. 

Art. 23. Resultando del espresado fallo alcance lí- 
quido a favor de la Hacienda Pública o de los demás 
ramos de que trata el art. i.^, se pasará copia de dicho 
alcance por el Contador al Intendente de la provincia 
de que dependen los individuos contra quienes resul- 
tare dicho alcance, para que los compela a verificar el 
entero de las cantidades a que ascendiere o en subsi- 
dio a otorgar una fianza especial de mancomún et in- 
sólidum a satisfacción del Contador en las oficinas de 
Santiago i Valparaiso i de los Intendentes en las otras 
provincias; en cuyo instrumento debe obligarse pre- 
cisamente a la persona responsable a enterar el valor 
de los reparos, acto continuo a la notificación que se le 
haga valer de haber sido aprobada la sentencia del 
Contador por el Tribunal Superior de Cuentas. 

Art. 24. En consecuencia de lo prevenido en el ar- 
tículo anterior, deberán los empleados responsables 
notificar a los interesados particulares, si los hubiese, 
el fallo de la Contaduría, para que en el caso de querer 
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apelar, lo puedan verificar dentro del término legal, 
llenando para con los jefes ante el juez ordinario las 
mismas seguridades que éstos deben otorgar en tal ca- 
so para con la Contaduría. 

Art. 25. Conformándose las partes con la sentencia 
del Contador Mayor i haciendo constar el reintegro de 
los alcances, deberá aquel jefe mandar estender los fini- 
quitos de las cuentas, cuyos documentos serán firma- 
dos por el jefe de la sección en que se examinaron, con 
tal que la sentencia no sea de las que deban consultar- 
se, en cuyo caso los finiquitos no se estenderán hasta 
después de terminada la segunda instancia. 
. Art. 26. Los finiquitos dados por el Contador ten- 
drán toda la autenticidad legal para que los jefes de 
oficina i cualesquiera otros empleados o personas que 
administren caudales de la Hacienda pública o perte- 
necientes a los demás ramos que designa el art. i.^ que- 
den libres en aquella parte de toda responsabiüdad, 
sin perjuicio de reservarse la acción que resultare de 
dolo o error en el cálculo. 



TITULO III 

Del Tribunal Superior de Cuentas 

Art. 27. Subsistirá en Santiago el Tribunal Supe- 
rior de Cuentas i se compondrá de dos miembros de las 
Cortes Superiores de Justicia i de uno de los jueces de 
Hacienda de las mismas; todos los cuales tendrán sus 
respectivos suplentes para los casos en que no puedan 
llenar las funciones; debiendo servir para el despacho 
el oficial de fé pública de la Contaduría de Santiago i 
los relatores de la Corte Suprema, que se turnarán ca- 
da seis meses. 
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Art. 28. El presidente, los vocales i los suplentes 
serán designados por el Presidente de la República, i 
durarán en sus funciones el término de dos años; pero 
pueden ser reelejidos indefinidamente. 

Art. 29. El Tribunal de Cuentas tendrá un fiscal que 
en todos los juicios represente los intereses fiscales. 
Este funcionario servirá de asesor a los dos contadores 
mayores i estenderá los informes que el Contador pri- 
mero debe pasar al Gobierno o a los tribunales de jus- 
ticia. 

Este funcionario desempeñará también las funcio- 
nes de visitador de oficinas fiscales. 

El Fiscal será nombrado en la forma constitucional 
por el Presidente de la República i gozará de dos mU 
quinientos pesos anua i es. 

Art. 30. El Tribunal conocerá en apelación de los 
faUos condenatorios pronunciados por los Contadores 
de Santiago i Valparaíso, i en consulta de los absoluto- 
rios de reparos puestos a las cuentas i de los condena- 
tonos de que no a])elaren las partes, no bajando aqué- 
llos 1 éstos de la cantidad de cien pesos. 

Art. 31. Tos acuerdos los celebrará en la sala del 
Contador en los dias i horas que designe el Gobierno, 
consultando el mejor serN-icio. Los juicios serán púbU- 
cos 1 en su forma se ajustarán a las leyes ordinarias. 

Akt. 32. La sentencia dada por el Tribunal se noti- 
ficará a las partes i se trascribirá por el Contador al 
Intendente respectivo para que jinr su conducto le dé 
e] juzgado de letras su debido cumplimiento. 

Art. 33. Cuando por la sentencia del Tribunal se 
declare a las partes apelantes con derecho a ser reinte- 
gradas de alcances o satisfechas de otras cantidades 
el presidente pasará el espediente al Ministerio de Ha- 
cienda, para que se decrete el reintegro, devolución o 
pago a que hubiere lugar. 
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TITULO IV 

De la residencia de los jefes i demás empleados 

Art. 34. El Presidente de la República mandará 
inspeccionar al principio de cada año, por los emplea- 
dos o personas que tenga a bien nombrar, los trabajos 
de ambas Contadurías; i si de esta operación resultase 
dolo, ineptitud o neglijencia por parte del Contador o 
de sus subalternos, serán responsables de los perjui- 
cios inferidos i quedarán sujetos a las penas prescritas 
por la Constitución i las leyes. 

Artículo transitorio. Queda derogada en la parte 
legal la Ordenanza de la Contaduría Mayor, i la parte 
reglamentaria será reformada con arreglo a la presente 
lei por el Presidente de la República. 

Santiago, setiembre 12 de 1862. 

José Joaquín Pérez. 

/. V. Lastarria. 

VIII 

Los estudios del Ministerio de Hacienda no se ha- 
bian limitado en materia de contabilidad a estas ofici- 
nas, sino que se habian estendido a todas las demás, i 
juntamente a la organización de las aduanas, de lo cual 
ya habian resultado algunos provechos '. 



« Entre varios detalles de este jénero, se podría citar el referente al 
balance que se habia mandado formar de los almacenes de depósito, 
cuyo resultado inmediato aparece en la nota siguiente: 

Aduana dk Valparuso. 

Setiembre 15 de 1862. 

A consecuencia de las órdenes de US. de 29 de julio i 12 de agosto 
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Pero entre la multitud de medidas administrativas 
a que habia recurrido el Ministro para asegmrar en la 
inversión de las rentas cierta economía mui parecida 
a la mezquindad, que le era permitido consultar, i para 
evitar que aquellas rentas sufrieran siquiera algunas 
mermas de esas que se desprecian en circimstancias 
favorables, hubo una que le atrajo una tempestad, la 
cual no dejó de ponerle en conflictos, por mas que no 
pasaba de ser una tempestad en un vaso de agua. Tal 



próximos pasados, se dio principio al balance jeneral de los Almacenes 
de depósito, practicando las operaciones de que pasamos a dar cuenta a 
US. para su intelijencia i fines que juzgue del caso. 

Arreglados los libros de Alcaldía i de la mesa de comprobación de 
esta oficina, el 13 del citado agosto se dictaron las providencias concer- 
nientes, para que se inventariasen los Almacenes en los días 16, 16 i 17 
del mismo mes, por ochenta empleados de la renta, divididos en 38 co- 
misiones. 

Mediante la actividad que desplegaron dichos empleados, el inven- 
tario que consta de 225 pliegos escritos se formó en los tres dias indi- 
cados; i ha dado por resultado: que el dia 16 de agosto de 1862 existían 
en los 296 Almacenes fiscales o sea en las siete secciones nüm. 117 de 
Alcaidía, la cantidad de 292,793 bultos de mercaderías, según aparece 
del estado adjunto a la nota núm. 72 de los Alcaides de la renta, que se 
acompaña. 

Terminado el inventarlo, se ha procedido a comparar éste con las 
partidas de existencias que arrojan los libros de Alcaidía, i manifiestos 
de la mesa de comprobación, a fin de venir en conocimiento de los bul- 
tos de mercaderías que realmente faltan o sobran en almacenes. Aunque 
este trabajo demanda mucho tiempo para su ejecución, sin embargo, 
abrigamos la esperanza, que, a fines del presente año o a principios del 
próximo venidero, a mas tardar, se concluirá la liquidación del balance 
jeneral de Almacenes. De su resultado daremos a US. cuenta oportuna- 
mente. 

Entre las ventajas que han producido los trabajos del balance de Al- 
macenes, comprendidos hasta hoi, figuran: 1 .® el conocimiento que ha 
adquirido el comercio de ciertos bultos de mercaderías de su dominio» 
que no sabia por sus libros a punto fijo que existían en Almacenes, o 
bien que habia dificultad para que se les entregaren por Alcaidía, los 
cuales ha despachado últimamente; 2.o varias de las mercaderías resaga- 
das que han vencido su tránsito no se encontraban en Almacenes; pero 
habiendo aparecido con motivo de la formación del inventarío se están 
recojiendo de los diversos Almacenes para proceder mui luego a su re- 
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fué la medida que adoptó para que los avalúos de las 
mercaderías de algodón, en la tarifa que se iba a reno- 
var, se arreglasen al precio corriente de plaza, confor- 
me a la lei, i a fin de evitar una pérdida de alguna con- 
sideración en la renta de aduana. Al efecto, se espidió 
primeramente i después del examen i permiso usuales 
del Gabinete, el siguiente decreto: 



mate, i de ello el Fisco como el comercio reportarán importantes pro- 
vechos. 

A virtud de las atribuciones que nos confiere la Ordenanza de Adua- 
nas, i con el fin de evitar las equivocaciones que se han notado al formar 
dicho inventario a consecuencia de haber desaparecido las marcas i nú- 
meros de ciertos bultos, hemos dispuesto que los Alcaides de Aduana no 
admitan en lo sucesivo las latas i cajas de cartón con mercaderías que se 
soliciten depositar en tránsito en Almacenes, sin que previamente sus 
dnefios o consignatarios las hagan forrar en jénero o encerado i marcar- 
las con una tinta que no esté espuesta a borrarse con el roce de la carga 
depositada como ha sucedido con varias de las que actualmente existen 
en Almacenes. 

La disminución que se observa de algún tiempo a esta parte, en el de- 
pósito de mercaderías en tránsito en Almacenes de Aduana, a causa de 
las perturbaciones comerciales por que atraviesa la República unidas a 
la guerra que aflije a Estados Unidos de Norte América, ha dado lugar 
a que desde el !.• de enero del presente año hasta la fecha se hayan de- 
socupado cuarenta Almacenes que la Aduana mantenía en arriendo de 
propiedad particular, por la pensión anual de 15,396 pesos. De veinte de 
estos Almacenes se ha dado cuenta ya al Gobierno, i de los otros vein- 
te mni luego daremos también cuenta a US. por el órgano competente. 

Por último, de la suma de 600 pesos autorizada por su citada nota de 
12 de agosto último para hacer frente a los gastos que demandare el in- 
ventario de las mercaderías existentes en Almacenes, solo se han inver- 
tido 459 pesos 46 centavos, según consta de la cuenta documentada que 
acompañan de comprobante los Alcaides a su oficio núm. 72 de que he- 
mos hecho mención. Dígnese ÜS. recabar de S. E. el señor Presidente 
de la República, si lo tiene a bien, la correspondiente aprobación de este 
^asto. 

Dios guarde a US. 

/. AfiiisHn Montiel.^ Javier Renjifo 
Al señor Ministro de Hacienda. 
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Santiago^ setiembre 22 de 1862, 

Considerando que aun no se halla vijente la tarifa 
de avalúos aprobada por decreto de 31 de mayo último 
i que conviene reformar los avalúos correspondientes 
a las mercaderías de algodón para nivelarlas en cuanto 
sea posible al precio corriente que tienen en la actuali- 
dad i al que tendrán posteriormente, con arreglo a lo 
dispuesto en el art. 2.*^, capítulo 8.^ de la Ordenanza de 
Aduanas j 

Vengo en decretar: 

Artículo primero. Suspén dense los efectos del de- 
creto de 31 de mayo último que aprueba la nueva tari- 
fa de av^alúos formada por la comisión respectiva en la 
parte que se refiere a las mercaderías de algodón. 

Art, 2/^ La comisión nombrada para la reforma de 
la tarifa de avalúos con fecha 12 de marzo último se 
reunirá nuevamente para revisar la parte relativa a las 
espresadas mercaderías, i de la reforma que acordare 
en esta parte dará cuenta oportunamente al Gobierno 
para su aprobación. 

Tómese raiíon, comuniqúese i publíquese. 

PÉRE2. 

José V^idorino Lastarna. 

La operación se verificó en tres dias^ i la modifica- 
ción en esta parte de la tarifa se decretó el 27 de setiem- 
bre ^ 



t No solo este decreto sirvió de tema á los eíítu<!ios que se hadan 
para biiscflr alguna ilegalidad en Tos itctos del Ministro^ sino otros mu- 
chos i priucip^lini^iUt: iüs Ui^Á c)u^ se irascriben a coniitiuacio^ destina- 
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La Cámara de Diputados, que habia empleado sus 
cinco primeras sesiones de octubre en discutir los pre- 
supuestos, admitió en la sesta, que tuvo lugar el i6, la 
siguiente interpelación al Ministro de Hacienda, hecha 
por el último Ministro de este Departamento que tuvo 
la administración Montt: 

«El señor Novo a. — ^Los diarios han rejistrado un 
decreto supremo de 22 de setiembre último en que se 
dispone que, conviniendo nivelar al precio actual el 
avalúo de los jéneros de algodón, proceda la comisión 



dos a servir al comercio, con un mejor arreg^lo de las operaciones admi- 
nistrativas. 

Santiago^ setiembre 26 de ¡862, 
Considerando: 

1.0 Que por el art. 9.® del decreto de 28 de diciembre de 1841, decla- 
rado lei por la de 12 de diciembre de 1846, se manda que se consideren 
de lejítimo pago los trastos que procediesen de sentencias ejecutorias, 
siempre que éstas hubiesen obtenido el cúmplase del Gobierno; 

2.® Que por el art. 7.*, cap. 12 de la Ordenanza de Aduanas, se dis- 
pone qne se imputen al Fiscu los gastos que se causaren en la aprehen- 
sión i conservación de las especies decomisadas, las costas procesales, 
los derechos del oficial de fé pública i la 12.* parte que corresponde al 
fiscal de Hacienda; i 

3.<* Que es necesario adoptar reglas fijas para que tengan puntual cum- 
plimiento estas disposiciones, 

Decreto: 

Artículo primero. Las sentencias que recayeren en causas de comisos 
se hallan comprendidas en el arfe. 9.^ de la lei de 28 de diciembre de 1841 
i en consecuenda los pagos qne ellas determinen no deben hacerse por 
las oficinas sino después que hayan obtenido el cúmplase del Gobierno. 

Art. 2.^ Antes de remitirse al Gobierno el espediente de la materia 
con el objeto espresado en el articulo anterior, se formará por la oficina 
i se agregará a él la liquidación de la parte qne corresponde al Fisco, de 
la que debe distribuirse a los participes del comiso i de lo que corres- 
ponda por costas procesales i derechos del fiscal o fiscales que hayan co- 
nocido en la causa. 

Art. 3.® Si ocurriesen dudas o cuestiones sobre quiénes sean los que 
tienen derecho de denunciante o aprehensor, los ministros de aduana 
ordenarán que los que reclamen tales derechos ocurran a la jnsticia or- 
dinaria para que dirima la contención; i mientras no recaiga sobre ella la 
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respectiva a modificar la base fijada por la tarifa he- 
cha i aprobada en 31 de mayo del mismo año. La re- 
forma se efectuó el 26 de setiembre i al dia siguiente se 
decretó que estas modificaciones, junto con la tarifa 
de mayo, principiarán a rejir el 11 de octubre que 
corre. 

»La medida ha causado grande i justa alarma, por 
cuanto a la alza estraordinaria de las manufacturas 



correspondiente sentencia ejecutoria, no pasarán al Gobierno el espediente 
de comiso en la forma prescrita en el articulo anterior. 
Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

PtRBZ. 

José Victorino Lasiarria. 



Santiago, octubre p de 1862. 

Siendo notorio que por el estado del mercado de cobre en Europa no 
es posible a los esportadores chilenos realizar allí los cargamentos de 
aquel metal en el término de doce meses que fija el art. 2.* del decreto 
de 29 de enero de 1853; i siendo indispensable que los jefes de Aduana 
pnedan conceder una prórroga mayor de dicho término qae la qne per- 
mite el art. 5.' del citado decreto, a fin de facilitar a los esportadores los 
medios de cumplir con las prescripciones relativas al pago de los dere- 
chos de esportacion, 

Vengo en decretar: 

Si cumplido el plazo de doce meses que fija el art. 2.® del decreto de 
29 de enero de 1853 para la presentación de la cuenta de venta, del certi- 
ficado de ensaye i del precio corriente de los minerales a que se refiere 
el citado decreto, se reclamase de la Aduana la ampliación de aquel tér- 
mino, justificando las razones que hayan impedido cumplir con estos re- 
quisitos, se concederá por el jefe de la Aduana una o mas prórrogas, con 
tal que todas ellas no excedan del término de dieciocho meses. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Pérez. 

/ose' Victorino Lastarria, 



Santiago, octubre 8 de 1862, 

En vista de lo espuesto en la nota que precede i siendo necesario fijar 
los deberes i atribuciones que corresponden al jefe de vistas de la Adua- 
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de algodón nacida de la guerra civil que aflije a Es- 
tados Unidos de Norte-América, se ha agregado el 
mayor gravamen que impone la tarifa reformada, ma- 
yor gravamen cuyos efectos se hacen ya sentir en el 
pais i que daña principalmente al consumidor pobre, 
a los de escasa fortuna. 

»Como el señor Ministro de Hacienda, que puede es- 
pHcamos los motivos que han impulsado al Gobierno a 
tomar esa medida, no se encuentra presente, pido a Su 
Señoría el Presidente se sirva disponer que se le oñcie 
para que designe el dia en que podrá contestar mi in- 
terpelación. Esta abraza tres puntos: 

»i.^ Cuándo principió a observarse la tarifa de 1858 
que se ha ido haciendo rejir por anualidades hasta que 
ha venido la reformada recientemente. Por qué, si prin- 
cipió, por ejemplo, el iP de enero de 1858, el último año 
completo espiraba el 31 de diciembre del presente, i el 
decreto de 27 de setiembre que dispuso que la refor- 
mada surtiera sus efectos desde el 11 de octubre, como 
está sucediendo, quebrantó la disposición clara i ter- 



na de Valparaíso, nombrado con fecha 26 de setiembre último, en con- 
formidad a la lei de 14 de junio de 1860, 

Vengo en decretar: 

Artículo primero. Son deberes i atribuciones del jefe de vistas de la 
Aduana de Valparaiso: 

1/ Distribuir el trabajo entre los vistas de modo que pese sobre cada 
uno de ellos por Iguales partes en cuanto sea posible; 

2.* Llevar los libros siguientes: uno en donde deberán anotarse todas 
las disposiciones superiores que afectan a la oñcina; otro en que se rejis- 
tre el aforo de las mercaderías no comprendidas en la tarifa i que por su 
clase no puedan confundirse con otras, a ñn de que se incluyan dichas 
mercaderías en la próxima reforma de la tarifa, i otro en que se anoten 
las decisiones relativas a los reclamos sobre aforos que se entablasen; de 
todo lo cual deberán tener conocimiento los vistas, a fin de uniformar 
sus operaciones e imprimir una marcha ñja i constante a sus procedi- 
mientos; 

3.* Informarse del precio corriente de plaza de las mercaderías sujetas 



í». 
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minante del art.4,t*, cap, 8.» de la Ordenanza de Adtia- 
nas, que prescribe que la tarifa debe re] ir un año sin nl^ 
ter ación, 

i»2P Qué motivos hubo para que, aprobadas las mo- 
dificaciones en las manufacturas dé algodón el 27 de 
setiembre liltimo, se ordenara que rijieran desde el 11 
de octubre, esto es, catorce dias mas tarde, siendo que 
el art. 3.0 del cap. 8.<^ antes citado, dispone que la tarifa 
no entre en vi j ene i a sino después de un mes de apro- 
bada i publicada. Porque, si es verdad que la tarifa de 
mayo lo habia sido tiempo ha. no suceda con las refor- 
mas efectuadas que lo son a fines de setiembre, i cuya 
publicación no sé si se ha hecho aun en el periódico ofi- 
cial. 

^^P Finalmente, rabones de conveniencia pública 



B arancel, e í^jínalmente de las que no lo eMÁn para el mejor desemp^fio 
de los deberes de su carí^^o; 

4/ Deberá permüiierer en U ofif ina principal i visitar, cuando lo crea 
cimveniente» las diversi\s secciones en que haya despacho, yapara vijilar 
que los vistas cumplan con su deber ya para avaluar en todas las dr- 
constancias en que ItK vistas, por el recargo de trabajo, no pueden jlenfir 
las tareas del dia; 

6.* Podrá citar a las vistas a reuniones estraord i narias, cuando lo crea 
convenitntf», para acordíir las medídus conducentes a la unidad con que 
deben marchar en todas sus operaciones; 

6.Í* Ordenar que se pasen diariamente a la Alcaidía, a primera hora^ 
bajo recibo, rodas las pólizas que se hubit:ri.Mi despachado por los vistas 
el dia ante-ior; i 

7.^ Dictar todas arjueílas medidas que le competen como jefe i que 
fuesen convenientes para el mejor servicio interior de la oficina, 

Art, ií." El jefe de vistas intervendrá i pondrá su vísio- bueno en las 
rebajas 1 avalúos que dtben liacer>t? por los vistRs a les mercaderías ave- 
riadas, en conformidad de lo que dispone el art. IS, cap, 2," de la Orde^ 
nanza de Aduanas, 

Akt. S.** En los casos de ausencia accidental del jefe de vistas, deseto- 
pefiará sus funciones el vista mas anticuo de la oficina. 

Tómese raüon, comuniqúese i publít|Uese, 



FÉMEi, 



Joxf^ Vutarino LasiarHá. 



^P"W^"^ 
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que hayan movido al Gobierno para acordar un mayor 
gp:avámen a los artículos de mayor consumo en el pais, 
cuando el alza que se esperimenta i que tanto aflije al 
consim^iidor pobre, es debida a circunstancia anorma- 
les i estraor diñarías.» 



El Ministro, que ño estaba presente, llegó poco des- 
pués a la sesión, por llamado de sus colegas, i desde 
luego dio las esplicaciones que se le pedian, teniendo 
que empeñarse en una prolongada discusión, en que se 
trató de su responsabilidad, de su incapacidad, de su 
aturdimiento i de los daños que con su ineptitud cau- 
saba al comercio i a los consmnidores pobres. Agotada 
la materia, se iba a dar por terminada la discusión, 
cuando el secretario de la Cámara se opuso, porque en 
su concepto era indispensable manifestar al Gobierno 
qué debia mantenerse en el círculo de la lei, i con este 
propósito iba a someter una proposición para que se 
declarase — «que el Ministro de Hacienda habia infrin- 
jido la lei, poniendo fin a una tarifa que debia subsistir 
por la lei, i haciendo una modificación para la cual no 
tenia autoridad». 

El Ministro observó que la discusión de esta propo- 
sición le obligaba a presentar nuevos datos i ofreció 
presentarlos en la sesión inmediata. A los ocho dias, en 
la de 23 de octubre, que fué la inmediata, pidió la pa- 
labra con tal objeto, i se le concedió de esta manera: 

«El señor Presidente. — ^Me permitiré observar al 
señor Ministro que en la sesión anterior quedó entera- 
mente terminada la discusión de la interpelación, i Su 
Señoría ofreció presentar algunos documentos. Pero 
atendido el carácter del asunto, no tengo inconvenien- 
te para permitir a Su Señoría la palabra.» 
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El Ministro usó de ella, pronunciando el siguiente 
discurso que tomamos del Boletín de sesiones: 

El señor Last arria.— «Tres son los cargos, ¡qué digo! 
las acusaciones que se fulminan contra el Ministro de 
Hacienda, por su incompetencia i su arbitrariedad para 
plantear la tarifa reformada i modificar el avalúo de 
las mercaderías de algodón: 

I o Que esta modificación es ant i-económica i opre- 
sora, porque reagrava la miseria de los proletarios, 

2.^ Que esta modiñcacion es arbitraria e ilegal, por- 
que no había autoridad para hacerla, i porque se ha 
puesto en práctica antes del término legal. 

3 o Que se ha infrinjido la Ici poniendo fin a la tarifa 
que estaba vijente i que debia rejir hasta el 31 de di* 
ciembre del presente año. 

Creo que he espuesto las acusaciones con toda leal- 
tad. Con igual lealtad di mis esplicaciones en la sesión 
del 16, i sin embargo al replicarme, se terj i versaron mis 
palabras i se violentó el sentido de las leyes i decretos^ 
para embrollar la cuestión i conseguir que la Cámara 
no admitiese mi defensa. Este antecedente i otros me 
revelan un decidido empeño de sacarme culpable i de 
pintarme como un ciego que marcha a oscuras. Mui 
poca esperanza tengo de que se tomen mis palabras en 
su verdadero sentido. Hablo con este desconsuelo, i 
aunque me esfuerzo en ser claro i preciso, talvez no 
cuento con la benevxjlencia de los que me escuchan para 
rogarles que me atiendan con paciencia i despreocupa- 
ción; pero confío en su probidad i en la rectitud de 
su juicio. 

¿Por qué es anti-económica la modificación del ava- 
lúo de las mercancías de algodón? Porque tarde o tem- 
prano, se dice, veremos el funesto resultado de que esas 
mercancías se alejen de nuestro mercado i se disminu- 
ya la renta fiscal que producen^ precisamente por la 
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misma. medida que se ha dictado para aumentarla. ¿Se 
cree de buena fé, señores, que el aumento de avalúos 
que se ha hecho influya en la importación de las mer- 
caderías de algodón, independientemente de las cir- 
cunstancias que afectan actualmente a estos artículos? 
¿Por tener que pagar el 25 por ciento sobre un centavo 
i cuarto que es el término medio del aumento en los te- 
jidos de algodón, se cree que los importadores estran- 
jeros se arredren de especular sobre el mercado de Chi- 
le? 

Calculando yo en agosto que el alza de los algodones 
causada por la guerra civil de Estados Unidos, i la 
escasez de este artículo en los mercados europeos, dismi- 
nuirían la importación en Chile, pedí datos a la Adua- 
na de Valparaíso, a fin de poder estimar la disminu- 
ción probable de nuestra renta aduanera en 1863. El 
iP de setiembre recibí esta nota en que los ministros de 
aquella Aduana me dicen que la importación de las 
mercaderías de algodón en 1861, había sido de 3.105,083 
pesos, lo cual había producido de derechos fiscales 
775,753 pesos 75 centavos, esto es, casi la tercera parte 
de la renta total. Con este i otros datos animcié enton- 
ces en los Consejos de Gobierno que era probable que 
esta importación i su producto fiscal no alcanzarían a 
los dos tercios en 1863. Este pronóstico se funda prín- 
cipalmente en la situación del mercado de algodones, 
situación que todos conocen. 

El señor Diputado interpelante ha calculado sin 
duda lo mismo i tiene la seguridad, que todos los comer- 
ciantes tienen, en que esa disminución vendrá, sin re- 
medio; i aunque Su Señoría conoce, como todos, la cau- 
sa, no ha trepidado en anunciar aquí con tono doUente 
i palabras de mal agüero que esa baja va a ser el resul- 
tado de la modificación de la tarifa, para convencer- 
nos de que esta modificación es anti-económica. No 
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tenga cuidado el señor Diputado i persuádase de que 
si el algodón peruano se paga hoi a 45 pesos en Esta- 
dos UnidoSj que si las fábricas de Inglaterra no traba- 
jan, prefiriendo reembarcar esta primera materia para 
venderla en Estados Unidos, que si en estos dias se ha 
fletado un vapor para llevar al mismo pais los tejidos 
de algodón de Valparaíso por la via de Panamá, no es 
seguramente porque nosotros hayamos aumentado un 
centavo i cuarto, término medio, nuestra tarifa^ sino 
por otras circunstancias mucho mas dignas de fijarla 
atención de los especuladores. 

Sobre todo la Cámara me permitirá repetirle lo que 
dije el otro dia: que no creo que un cuerpo lejislativo 
pueda erijirse en juez de la ciencia de la economía po- 
lítica, para fallar si una medida está o no arreglada a 
sus principios o si es especulativamente ant i-económica. 
Mas de su competencia es el cargo que se hace, ase- 
verando (lue esa medida es ominosa al pobre^ porque 
aumenta el precio de! menudeo i ha producido gran 
alarma entre los proletarios- Esta acusación tiene por 
lo menos la ventaja de ser nuii simpática, como lo dije 
en la otra sesión, i de atraer nmcha popularidad al que 
la hace. Pero yo estoi creyendo que el pueblo pobre va 
a desayunarse aliura no mas, con el aviso del señor No- 
voa^ de la noticia de que ha estado en alarma i de que 
yo he pretendido empeorar su situación. Naturalmente 
renegará de mí i comenzará a alarmarse desde esta fe- 
cha: tanta mas gloriosa para el señor Novoa, que puede 
ahora reconciliarse con ei pueblo pobre. Lo que es a mis 
oídos, no habia llegado la noticia de esa alaríua; i como 
no se puede suponer que los comerciantes se hayan 
alarmado porque van a pagar un 25 por ciento sobre 
un centavo i cuarto^ término medio, con que se aunien* 
tan los avalúos, ])uesto que están vendiendo por 30 lo 
que les cuesta 10 o i5j no creo que se venga a llamar 
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alarma el apuro con que algunos se han apresurado a 
despachar en la Aduana de Valparaíso antes de que 
rija la tarifa. La alarma qut^ lamenta el señor Novoa 
es la que todavía no han tenido los proletarios^ i que 
probablemente no tendrán. 

Mas ¿se quiere hacer creer que en las circunstancias 
del mercado de algodones influya para modificar el 
precio corriente esa alza insignificante de la tarifa? 
Sí, el Diputado interpelante asi lo pretende i por eso 
llama inmensa esa aka i sostiene que el mercader va 
a cargar sobre el pobre consumidor todo el aumento 
del avalúOj que Su Señoría estima en im diez por 
ciento. 

La experiencia ha dado ya el carácter de una verdad 
de hecho a! refrán que dice: que el precio corriente se 
regla por la oferta i la demanda, Pero el señor Novoa 
sostiene que el precio actual de los algodones es anor- 
mal, como si e! ]>recio corriente estuviese sujeto a re- 
glas ordinarias i fijas, de modo que pudiera ser normal 
o anormal: no, señor, no hai normalidad en el precio 
corriente, porque la oferta i la demanda, que lo reglan, 
varian según las circunstancias i pueden variar muchas 
veces en un mes, en una semana, en un dia. 

Las circunstancias actuales del mercado de algodón 
harán escasear este artículo por mucho tiempo i su pre- 
cio corriente será por supuesto mui subido, sea cual 
fuere el avalúo que le ponga la tarifa para cobrar el im- 
puesto fiscal. El avalúo de aduana no podrá alterar 
el precio corriente, porque se ajusta a él: ese avalúo 
influirá, si se quiere, en la ganancia del vendedor^ pero 
no hace escasear la mercadería, ni la hace mas o me- 
nos demandada. 

Sí aquél compra por lo para vender con alguna ga- 
nancia, esta ganancia se determinará por el precio co- 
rriente, cualquiera que sea el impuesto fiscaL El único 



efecto de este impuesto será disminuir esa ganancia en 
mas o menos, según sea el precio corriente: suponga- 
mos que el mercader compre por 10 i el impuesto sea 
uno: la ganancia será de dos, si el precio corriente es 
13; la ganancia será de tres, si el precio corriente es de 
catorce, i así sucesivamente. 

Pero suponiendo, lo que no es probable en las cir- 
cunstancias del mercado^ esto es, que el impuesto fiscal 
haga nula la ganancia, en este caso el vendedor no hará 
pesar sobre el consumidor el valor del avalúo de adua- 
nas, como supone el señor Novoa, porque no es ese 
avalúo lo que se le cobra a él, sino el 25 por ciento 
sobre ese avalúo, que es lo que forma el impuesto fiscaL 
Esto lo he dicho i parafraseado de mil modos en la se- 
sión anterior; puro el señor Novoa no quiere compren- 
derlo, i sostiene que, siendo el aumento del avalúo un 
10 por ciento sobre lo que era antes, el comerciante gra- 
vará al pübfe con Lste lo por ciento, como si él lo pa- 
gara al Fisco. 

Es un trabajo tratar de convencer al que no busca 
convencimiento, pt:;ro entre tanto yo debo repetir la 
verdad. Sostengo que el término medio del aumento 
del avalúo en los j eneros de algodón de 17 a zz hilos i 
desde 24 hasta 40 pulgadas de ancho que se importan 
en Chile, es de un centavo i cuarto. Tomemos uno de los 
de mas consumo entre p^obrt'S i ricos, el de 22 hilos i 27 
pulgadas, que estaba avaluado en ocho centavos. Por 
la modificación de la tarifa, que tanto alarma al señor 
Novoa, se avalúa a nucA-e i cuarto. Un comerciante des- 
pacha mil yardas: antes se le habrian avaluado por 
8,000 centavos, esto es^ por 80 pesos, i habría pagado 
20 pesos de impuesto. Hoi por la nueva tarifa se le ava- 
luarán por 9,250 centavos, i pagará de derechos 23 pe- 
sos 12 i I centavos: la diferencia es de 3 pesos 12 i I- 
centavos en mil yardas, lo que da para cada yarda 
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treinta i un centesimos de centavo. Esto seria lo que el 
vendedor tendría que cargar sobre el consumidor, en 
yarda, suponiendo que el precio corriente de la vara, 
que es la medida de la venta al menudeo, no le diera 
ganancia. 

Ahora, si se trata de otros j eneros que consume el 
pobre, el aumento del avalúo no es de un centavo i 
cuarto, sino de un centavo i dos séptimos, término 
medio: por tanto la proporción del gravamen es mas 
infinitesimal, i sin embargo el señor Novoa la cree 
ominosa al pobre, como si se tratara de usurparle sus 
derechos o de oprimirlo. 

Pero tomemos los calcetines que son el caballo de 
batalla del señor Novoa, sin embargo de que el pobre 
no los gasta. El aumento es de cinco centavos en doce- 
na. El derecho que corresponde a este amnento es de 
un centavo i cuarto en docena, que repartido entre do- 
ce pares de calcetines, da para cada par la décima par- 
te de im centavo. Esta fracción no es representada por 
moneda: lo será por frutillas, lo será por pan del de a 
diez panes por diez centavos. Se trata de la décima par- 
te de im pan, de modo que el comerciante que no se 
contente con la ganancia que saca, vendiendo a dos 
reales un par de calcetines, tendrá que cobrarle al com- 
prador dos reales i \m mendrugo de pan. El comercian- 
te ha pagado 12 o 15, 20 centavos por par, i vende en 25 
que es el precio corriente: puede rebajar de esta ganan- 
cia el derecho fiscal, un mendrugo de pan; puede apre- 
ciarlo en im centavo, si quiere: siempre gana sin nece- 
sidad de gravar al pobre. Si quiere vender por 26 lo que 
el precio corriente fija en 25, no venderá. 

A eso queda reducido el gravamen del pobre que 
gasta calcetines. ¿Merece esto la pena de ima interpela- 
ción hecha para formular una proposición ofensiva a 
la dignidad del Gobierno como la del secretario de la 
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Cámara? ¿Haí en esto razón para tachar la modifica- 
ción de la tarifa de opresora i ominosa al proletaria? 

Pero también se ha mezclado a esta exajeracion algo 
de la doctrina de don Basilio, i se ha dicho, ademas, 
que la medida ha sido perjudicial al Fisco ^ porque antes 
de plantearla se han hecho muchos despachos de adua- 
na que han proporcionado pingües ganancias, ¿Se ha- 
brá despachado un millón de yardas? Supongámoslo^ i 
en tal caso, si la diferencia de avalúo en mil yardas, 
calculando el aumento en un centavo i cuarto, término 
medio, es de 3 pesos doce i cuarto centavos, lo que ha- 
brian ahorrado los que hubiesen despachado un millón 
de yardas 3 antes de poner en práctica la nueva tarifa, 
seria la suma de 3,122 pesos 25 centavos. ¡Qué enorme 
ganancia! ¡Que perdida para el Fisco! Los ministros de 
aduana han informado que los despachos hechos hasta 
el 23 de setiembre, fecha del decreto en que se ordenó 
la modificación, importaron 28,812 pesos. El derecho 
que pagaron fué de 7,203 pesos. Estando la proporción 
de 3 a 20 entre el derecho que corresponde al antiguo 
avalúo i el que toca al nuevo, lo que ahorraron o deja- 
ron de pagar los que lucieron ese despacho fué la suma 
de 1,200 pesos poco mas o menos. ¡Brillante negocio 
para dar fundamento a una calumnia! 

Tales son los resultados prácticos del nuevo avalúo - 
¿Se puede por ellos condenar de biiena fé la medida 
como anti-econumica, como opresora i ominosa al po- 
bre, como desastrosa para el Erario? 

Se tacha también de arbitraria e ilegal esta medida 
porque no habia autoridad para hacerla i porque no se 
le ha dado el término legal para cumplirla. 

No solamente Jiabia autoridad para hacerla, sino ne- 
cesidad legal de dictarla. El Diputado interpelante no 
niega porque sabe que por el art. 3.0, cap- 8.^ de la Or- 
denanza de Aduanas, una tarifa reformada no rije sino 
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treinta dias después de su aprobación i publicación, i 
que en tanto que no esté cumplido ese término se pue- 
de alterar. En tal caso, siempre hai tiempo de hacer 
alguna modificación por mas que opine en contra el 
secretario de la Cámara, puesto que la tarifa todavía 
no está bajo el imperio del art. 4.^ del mismo capítulo, 
que ordena que una vez puesta en vijencia, dure sin 
alteración por el término de un año. 

La tarifa de que se trata no estaba en vijencia i entre 
tanto el precio corriente de las mercaderías de algo- 
don habia subido desde un treinta por ciento para arri- 
ba, i era seguro que subiría mucho mas durante el tér- 
mino en que debía rejir la tarifa. Así el avalúo hecho 
en estas mercaderías quedaba muí distante del precio 
corriente, mientras que el art. 7.^ i el 8. ^ de dicho capí- 
tulo, repitiendo el precepto de la leí de agosto de 1833, 
dan por norma de los avalúos el precio corriente de 
plaza. ¿Deberia prescindir yo de cumpUr con estas le- 
yes, defraudando al Fisco precisamente en circunstan- 
cias de tener la seguridad de que en el año entrante los 
775,000 pesos que han producido antes las importacio- 
nes de algodón, quedarán reducidos a menos de 500 
mil? No, por el contrario creí de mi deber cumpür con 
las leyes, i con el parecer de los ministros de aduana, 
dispuse la reforma del avalúo de las mercaderías de al- 
godón. 

Hecha esta reforma en tres dias que duró la suspen- 
sión de la aprobación de la tarifa en esta sola parte, i 
no en el todo, como lo suponía el señor Novoa, se pu- 
blicó i agregó a la tarifa impresa la modificación, para 
que corriese en el término dado a ésta por la leí para 
comenzar a rejir; término que no se habia suspendido 
ni alterado. Porque no señalé un nuevo término de 
treinta dias a la modificación, o porque no di un nuevo 
término para toda la tarifa, se me acusa de infracción 
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del art. ^.^, cap. 8.^ que ordena que; La tarifa contema- 
rá a rejir un mes después que se apruebe i publique por d 
Gobierno, Otros mas corteses o mas parlamentarios 
creen que me equi\^oqué con buena intención i que in- 
frinjí la lei por falta de práctica o por olvido, ■ 

¡Tantas gracias por la cortesía! Pero no es necesaria 
la escusa. El punto no fué resuelto sino después de mU'- 
cha meditación i estudio, i oyendo el parecer de los mi- 
nistros de aduana. Por lo mismo que soi novicio i que 
tengo la conciencia de mi responsabilidad i que obro 
al frente de Cámaras que no me disimularían una falta, 
un error, nunca tomo resolución, aun en lo mas insig- 
nificantCj sin meditación i sin estudio. Puedo dar razón 
de todos mis actos. 

_ El término dado por la lei i por el decreto de 31 de 
mayo estaba corriendo desde el 11 de setiembre. El 
Gobierno podia suspender por tres o cuatro dias la 
aprobación de la tarifa en una parte, i mui pequeña, 
porque habia sido de su compcntencia esclusiva el dar 
esa aprobación, i era de su deber modificarla en la par- 
te de los avalúos que no estaba conforme al precio co- 
rriente, que es la norma legal de esos avalúos. Pero ¿po- 
dia derogar la lei que dice que una tarifa rija un mes 
después que se publitpie, precisamente^ cuando este 
término estaba ya corriendo? Nó^ i mil veces nó; eso 
habria sido negar el hecho de que la pubücacion estaba 
verificada desde el 11 de setiembre. Sí el Gobierno tu- 
viera facultad de suspender ese término, ¿cuándo He* 
garia el caso de cumplir con esa lei? ¿Cuándo podria 
ser ese término un mandato legal superior a la volun- 
tad del que ha de ejecutarlo, si a éste !e fuera lícito sus- 
penderlo? Para mí no habia duda en que no podia pro- 
rrogar ni alterar ese término, que es fatalj según las 
palabras de la lei. 
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Paro se me arguye que yo debia haber señalado otro 
término de treinta dias para que comenzara a rejir la 
modificación del avalúo del algodón. Ese término no 
se señala por la lei a las modificaciones sino a toda la 
tarifa reformada, i antes bien el art. 6P, hablando de 
las modificaciones parciales, no pide mas requisito que 
la aprobación del Gobierno: dice así — «Aim en este ca- 
so, cualquiera alteración de los precios de avalúo no 
será válida, mientras no reciba la aprobación espresa 
del Gobierno». I parece que en materia de modificacio- 
nes parciales, esta ha sido la práctica: se podrían citar 
algunas decenas de decretos que escluyen mercaderías 
de la tarifa o que modifican el cobro de derechos de al- 
gún modo, sin fijar término: en noviembre de 1851 el 
decreto sobre el palo de tinte; en enero, marzo i mayo 
de 1853, los relativos a la piedra pómez, al tasajo, a las 
damajuanas, etc.; i así sesenta modificaciones mas, que 
si bien no alteran el avalúo, escluyen de él algún ar- 
tícido, lo cual es algo mas serio. 

Pero sobre todo, habia una consideración mas po- 
derosa, que ya he mencionado ante la Cámara, a saber: 
que si hubiera dado otros treinta dias para que comen- 
zara a rejir la modificación, habria sucedido lo que los 
ministros de aduana me hacían notar en su oficio de 25 
de setiembre, esto es, que se iba a «presentar la dificul- 
tad de que llegado el 11 de octubre, los vistas debían 
hacer sus aforos por dos tarifas, es decir, por la de 1859 
tratándose de sdgodones, i por la nueva, tratándose 
de otras mercaderías». Esta circunstancia que habria 
sido por sí sola una infracción del art. i.^, cap. 8.^ de la 
Ordenanza, que dispone que haya una sola tarifa, ha- 
bria ademas ocasionado «deücadas cuestiones entre 
los vistas i comerciantes, cuestiones que serian mas 
compHcadas en las otras aduanas de la Repúbüca, don- 
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de no había noticia de los antecedentes^, según !o ab- 
servaban los mismos ministros. Por eso he dicho otra vt% 
que si hubiera habido ra^on en este caso para señalar 
otro plaiío distinto del que estaba señalado en el decre- 
to de 31 de mayo, conforme a la lei^ con la misma ra^on 
habría que hacer otro tanto en cuantas modificaciones 
parciales hiciese el Ejecutivo, mientras tiene facultad 
de hacerlas; i entonces de prórroga en prórroga sé conU- 
nuaria con dos tarifas vi j entes i con todas las cuestio- 
nes a que daria lugar semejante ilegalidad. Qué! jno 
comprende esto el Diputado interpelante? ¿Cómo quie^ 
re pues tjue yo hubiera señalado otro plazo a la modi- 
ficación de la tarifa, distinto del que para toda ella es- 
taba fijado por la lei i por el decreto? En tal caso si 
que Su Señoría habría tenido motivo de acusarme de 
infractor de la lei, i nó ahora! 

Colocado el Gobierno en la necesidad de hacer la mo- 
dificación que decretó, no podia inírinjir el art, 3.% 
cap. dsS\ suspendiendo el termino de treinta dias que 
para toda la tarifa habia comenzado a correr desde el 
IT de setiembre, focha de su publicación, porque eso 
habría sido negar este hecho, para eludir la lei. Tam- 
poco podia señalar un nuevo plazo a la modificación, 
porque entonces habría ínfrinjido el art. i.^ del mismo 
capítulo, estableciendo dos tarifas desde el 11 de octu» 
bre i suscitando así serias dificultades. i^Qué hacer? 
Lo mejor habría sido no hacer nada: a lo menos era 
mas cómodo. Pero puesto en el caso de hacer, yo creí 
que no podia hacer otra cosa mas legal que ordenar 
que la modificación de la tarifa rijiera con toda ella 
desde que terminasen los treinta dias señalados por 
la lei. 

Cien veces que me hallara en este caso, cíen veces 
haria otro tanto, porque así cumpliria con la letra de 
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la lei, i con su espíritu. Con la letra de la lei, por todas 
las razones que acabo de esponer. Con su espíritu, por- 
que no teniendo el plazo legal otro objeto que el de ha- 
cer llegar a noticia de los comerciantes la nueva tarifa, 
bastaban quince minutos, no digo quince dias como 
fueron los trascurridos, para que se instruyeran las ca- 
sas importadoras de algodones, todas las cuales están 
en Valparaíso i cuyos jefes principales componían la 
junta que modificó la tarifa. 

Es ciuioso, es admirable que mi ciego respeto a las 
leyes de que se trata se mire como una infracción de 
esas mismas leyes, precisamente porque no seguí el ca- 
mino de la infracción que me señala el Diputado inter- 
pelante. No comprendo cómo leyes tan claras pueden 
ser leídas i entendidas de dos maneras tan diametral- 
mente contrarias. ¿Qué se hubiera dicho si estando ya 
aprobada i publicada desde el ij de setiembre la nue- 
va tarifa, en lugar de enmendar el defecto que notó el 
Gobierno, haciendo una modificación en tres dias, para 
que al cumplirse los treinta comenzara a rejir confor- 
me a la leí, hubiese revocado la aprobación i suspendi- 
do para siempre el término, dejando así violada la leí i 
burlados todos los cálculos del comercio? 

I sin embargo el hecho no habría carecido de ejem- 
plo como lo muestran los decretos que paso a leer. 



Santiago, marzo 18 de 1859. 

Vista la precedente tarifa de avalúos, formada por 
la comisión nombrada con este objeto, vengo en apro- 
barla en todas sus partes. Por tanto, i conforme al ar- 
tículo 4.^, cap. 8P de la Ordenanza de Aduanas, mando 
a los Administradores i Vistas de las aduanas de la Re- 
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pública la observen i la ejecuten, haciendo según ella 
el aforo de las mercaderías desde el i6 de julio del co- 
rriente año. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

Matías Ovaüe. 

Este decreto se estampó en la tarifa aprobada que se 
imprimió en el mismo mes de marzo en Valparaíso; i 
sin embargo, cuando habian trascurrido tres veces los 
treinta dias de la lei, se revocó por este otro. 



Santiago y junio i8 de 1859. 

He acordado i decreto: 

Se suspenden hasta nueva orden los efectos del de- 
creto de 18 de marzo último, por el cual se aprobó i 
mandó rejir desde el 16 de juüo de este año la tarifa de 
avalúos formada por la comisión nombrada con este 
objeto en 1858. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

j Matías Ovalle. 

Si la nueva tarifa debia rejir desde el 16 de juüo, co- 
mo lo esplica este decreto, los 30 dias habian empezado 
ya a correr desde el 16 de junio; i el Gk)biemo lo suspen- 
de hasta una nueva orden, que todavía no se ha espe- 
dido. 

¿No es algo mas serio esto de revocar lo hecho preci- 
samente cuando ya estaba corriendo el término legal 
para que rijiese, que modificarlo para que la modifica- 
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dkai parcial corra ese mismo término que no se puede 
. suspender ni ampliar, i rija el todo conjuntamente 
para que no haya dos tarifas? ¿Por qué el respeto a las 
fórmulas ha de ser en mi caso una trasgresion de la lei, 
i en el caso contrario pasó como inculpable i legal? 
Pero no pretendo justificar mis actos por los errores 
ajenos, i si aludo a este hecho entre otros varios del mis- 
mo carácter que podria citar, es únicamente porque veo 
que en materias administrativas de esta naturaleza, 
sucede mui frecuentemente que el interés público i el 
interés fiscal son bastante para autorizar medidas que 
no pueden jamas prestar mérito para una incrimina- 
ción, ni para una acusación, ni para una censiua. El 
administrador de intereses ajenos puede en muchos 
casos apelar para salvarlos a ejecutar actos que no es- 
tán reglados en sus poderes, i hace bien. De modo que 
aunque yo no tuviera en mi apoyo el hecho incontes- 
table de haber respetado i cumpüdo las leyes, haria mi 
defensa esa sola consideración. 

Vamos al tercer punto que es la acusación mas gra- 
ve, puesto que se establece dogmáticamente que se ha 
puesto término a una tarifa vi j ente que debia rejir to- 
davía hasta el 31 de diciembre próximo. Tomemos co- 
mo base la lei misma, que dice así: cap. 8.^ de la Orde- 
nanza: 

Artículo primero. Habrá ima tarifa de avalúos, 
por la cual deberán hacer los vistas de las aduanas de 
la Repúbüca el aforo de las mercaderías nacionales i 
estran jeras. 

Art. 2P Dicha tarifa se formará en el puerto de Val- 
paraíso por una comisión que nombre el Gobierno, com- 
puesta de cinco a nueve personas, comerciantes i em- 
pleados. 

Art. 3.0 La tarifa principiará a rejir un mes después 
que se apruebe i publique por el Gobierno. 



- a88 — 

Art, 4,*^ Durará sin alteración por el término de un 
año. 

Art, 5P Al terminar el año nombrará el Gobierno 
oportunamente^ si lo cree necesario, una nueva comi- 
sión autorizada para hacer la reforma de la tarifa, bien 
sea en el todo o solo en aquella parte que lo requiera, o 
declarará subsistente la vijente. 

¡Quisieran decirme, los que con tanto furor me acu- 
san, de cuál de estas disposiciones, que son las únicas 
del caso, pueden deducir la doctrina o la regla de que 
la lei ha mandado que la tarifa rija rigorosamente por 
períodos anuales s\icesivos, inalterableSj ya sea desde 
el i,^ de enero al 31 de diciembre de cada año, como 
sostienen, ya sea desde cualquiera otra fecha hasta tal 
otra, de modo que llegada la última comience otra 
período igual? Yo no veo en la lei sino estos dos pre- 
ceptos: i,^ que habrá umi tarifa^ que se formará en Val- 
paraiso, por mía comisión de comerciantes i emplea- 
dos, tarifa que principiará a rejir un mes después de su 
aprobación i publicación i que rejirá un año, sin altera- 
ción; 2P que al terminar este año, el Gobierno hará una 
de dos cosas precisamente: o la reformará por los mis- 
mos trámites empleados para formarla^ en todo o en 
parte, si lo cree necesario, o declarará suhsistenie la vi- 
jente. 

Lo que la lei requiere, es que haya siempre una sola 
tarifa, sea reformada o no, con la calidad de que cada 
reforma que se haga en los avalúos, cuando el Gobier- 
no crea necesario^ dure sin alteración un año, a fin de 
que los especuladores tengan una base ñja a que ate- 
nerse. Pero si el Gobierno no cree necesaria una refor-- 
ma nueva después de esc año, debe declarar subsistente 
la vi] ente, no por otro año ni por tal o cual tiempo que 
la leí fije, sino a su prudencia i según lo crea conve- 
niente a los intereses fiscales i jenerales. 
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Esto es clarísimo i esta es la única inteüjencia que los 
gobiernos han dado a esta leí i a la de 183J, de la cual 
fué tomada la presente. Muchos ejemplos que esto con- 
firman podría citar, pero bastarán dos recientes i que 
deben tener autoridad a los ojos del Diputado interpe- 
lante. El 19 de noviembre de 1S56 se decretó que la ta- 
rifa entonces vijente rijiese en el año 1857, se entiende 
desde el i .« de enero al 31 de diciembre. Si el Gobierno 
hubiera creido que la tarifa, por el ministerio de la leí i 
sm necesidad de decreto debia rejir en 1858, por otro 
ano, a virtud de haber estado en práctica los primeros 
qmnce días de este mismo año, no habria dictado el 
decreto de 15 de diciembre de 1857 para que rijiera otra 
tarifa desde el 15 de dicho enero. Otro ejemplo: con- 
clmdo el año 58, el Gobierno dictó este decreto: 

Stíííiiagü, enero 3 dt: 1859. 

En vista de lo espuesto por los ministros de la Adua- 
na de Valparaíso en la nota que antecede, vengo en 

decretar: 

La tarifa de avalúos aprobada por decreto de 15 de 
diciembre de 1857 que rije en la actualidad, continuará 
vijente por el término de seis meses contados desde el 
15 del corriente. 

Tómese ra^on, comuniqúese i publí(|uese. 



MONTT. 



Matías Ovallc. 



He aquí un decreto que prueba hasta la evidencia 
que el Gobierno entendía la leí co.no la entendemos 
todos, menos el Diputado interpelante i el secretario- 
esto es que cuando un gobierno declara subsistente la 
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tarifa vi j ente, por no creer necesaria su reforma, en 
virtud del art. 5.^^, puede hacerlo por seis meses, por 
ocho, por el tiempo que tenga a bien, i no precisamente 
por otro año, ni sometiéndose a los períodos anuales^ 
que por falso testimonio suponen que la lei establece. 

Siendo este el verdadero sentido que siempre se ha 
dado a la disposición del art. 5. o, veamos lo que sucedió 
desde la fecha del último decreto. Los seis meses de la 
prórroga se cumplieron el 15 de julio de 1859. En ese 
tiempo se formó la nueva tarifa que fué aprobada i re- 
vocada por los decretos que ya he leido de 18 de marzo 
i de 18 de junio del mismo año. En este último decreto 
nada se dijo sobre lo que se haria una vez cumplidos 
aquellos seis meses; la nueva orden que en él se prome- 
tió nunca vino. El señor Novoa entró al Ministerio i 
halló las cosas en este estado. No habia tarifa. Los seis 
meses por los cuales se prorrogó en enero del 59 la vi j en- 
cía de la tarifa de 15 de diciembre, de 1857, concluyeron 
el 15 de julio de 1859; i aquella tarifa continuó vijente 
por ser quien era, por notoriedad, sin autorización al- 
guna. 

Lo que el art. 5.^, cap. 8.^ de la Ordenanza manda es 
que cuando no se crea necesaria la reforma de la tarifa, 
el Gobierno declare subsistente la vijente; no lo deja a 
su discreción, sino que le manda declararlo. He aquí 
sus términos: declarará subsistente la vijente. 

El señor Novoa no cumplió con este precepto; no 
hubo decreto ni en julio de 1859, ni en 60, ni en 61. La 
tarifa de 1857 siguió rijiendo a virtud de la fuerza de 
impulsión que le habia dado por seis meses el decreto 
de 3 de enero de 1859. ¿Nacería esta omisión de que el 
señor Novoa tuviese entonces la doctrina ilegal que 
ahora emite, o ha inventado después esa doctrina para 
cohonestar su olvido? Este es un misterio: no hubo en- 
tonces quien lo interpelara, ni quien lo acusara por un 
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olvido mucho mas serio i trascendental que el que a mí 
se me atribuye ahora para acusarme o censurarme. No 
éí; esti'año: lo admirable es que liabiendo dado el señor 

Novoa tanta materia para tantas interpelaciones como 
pudieron habérselo hecho, se atreva a interpelarme a 
mí^ que apenas hoi entro a administrar negocios públi- 
cos, lleno de la timidez que da la honradez, i sin el ta- 
lento de familiarizarme con ellos; a mí, que no soi hom- 
bre de dar con la punta del pié a mi antigua probidad, 
por ensuciarme en negocios como los que me atribuye 
la calumnia, que ha venido en ayuda de la interpela- 
ción! 

Como quiera que sea, cuando el honorable señor Ren- 
jifo tomó la Cartera de Hacienda lialló en pié esa tarifa 
de 1857, que rejia por virtud de un olvido, i conside- 
rándola ilegíili como lo declaró en su memoria, se apre- 
suró a ponerle término, mandando llevar adelante la 
reforma que halló decretada, Al eíecto dirijio al Inten- 
dente de Valparaíso la siguiente nota: 



Santiago^ marzo 12 de 1862, 

Por los decretos supremos de 11 de diciembre de 
1860, i 8 i 9 de enero de 1S61 se nombró una comisión 
compuesta de don Roberto H. J. Jameson, don Anto- 
nio Domingo Bordes, don Guillermo Jlüller, don Jorje 
Ferhman, don Salvador Vidal, don Jorje Lyon, don 
Trifon Salas, don Adolfo Roskmeyer, don Eduardo 
Edmonson,don J. L. Jackson, don José Agustin Mon- 
tielj don Adriano Borgoño i don José María Necochea^ 
para que reformasen la tarifa de avalúos vijente i 
sometiesen sus observaciones a la consider ación del 
Gobierno. Posteriormente, cuando ya los trabajos de 
la comisión estaban para temiinarse, se suspendieron 
tomando en cuenta que el nuevo proyecto de ordenan- 
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za de aduanas hacia innovaciones sustanciales a ese 
respecto. 

Pero como la discusión i promulgación de la nueva 
ordenanza pueden demorarse demasiado i no es con- 
veniente ni legal que rija por mas tiempo la actual ta- 
rifa, he creído necesario dirijirme a US. para que ofi- 
cie a los miembros de la comisión recomendándoles se 
ocupen del proyecto de reforma, i manifestándole que, 
por la naturaleza e importancia del asunto, espera el 
Gobierno le presten una atención preferente i lo some- 
tan cuanto antes a su consideración. — ^Dios guarde a 
US. — M. Renjifo. — ^Al Intendente de Valparaíso. 

La comisión cumplió i presentó su reforma el 28 de 
mayo de este año. El 31, el Gobierno la aprobó por me- 
dio de este decreto: 

Santiago^ mayo 31 de 1862. 

Vista la precedente tarifa de avalúos; vista la lei de 
29 de enero de 1848, i considerando que el arreglo de 
aquélla al sistema métrico decimal no solo consulta el 
mejor servicio público sino que tiende a obviar los in- 
convenientes que hasta aquí ha ofrecido la planteacion 
de este sistema en laRepúbüca, 

«He acordado i decreto: 

»Apruébase en todas sus partes la tarifa de avalúas 
que ha formado la comisión nombrada al efecto con- 
forme al art. 2.^, cap. 8.^ de la Ordenanza de Aduanas. 
Procédase desde luego a hacer su reducción al sistema 
decimal, a fin de que sea pubücada en un solo cuerpo 
por ambos sistemas para la mejor intelijencia de los 
encargados de apHcarla. 

»Los administradores i vistas de las aduanas de la 
República, en conformidad a los artículos 3.^ i 4.^, 
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cap. 8.0 de la Ordenanza, la observarán i ejecutarán 
haciendo, según ella, el aforo de las mercaderías, un 
mes después de la fecha de su publicación en el perió- 
dico oficial i por el término de un año. 

*Desde el i.o de enero de 1863 los administradores i 
vistas se rejirán únicamente por la tarifa arreglada al 
sistema decimal. 

*Tómese ra2on, comuniqúese i pnblíquese. 



Pérez. 



M. Renjifo.» 



Contiene este decreto lo siguiente: i.o k aprobación 
de la nueva tarifa; 2P el mandato de que se redujera 
desde luego al sistema decimal, a fin de que se publi- 
cara en un solo cuerpo por ambos sistemas; ?.o el pre- 
cepto de que se bicit'ran si'gun día los aforos un mes 
después de su publicación i por el término de un año 
conforme a los arts. 3.0 i 4.0^ cap. S." de la Ordenanza; i 
4.« la declaración de que desde el i." de enero de 1863 
los administradores i vistas se rejirán únicamente por 
la tarifa arreglada al sistema decimal. 

He necesitado desmenuzar asi el decreto, para de- 
mostrar que no es exacto lo que el señor Novoa asegu- 
raba, que acababa de ver que el decreto ordenaba que 
la tarifa rijiera desde el i.'^ de enero. Xó, el decreto 
manda hacer los aforos según el sistema 'antiguo de 
pesos 1 medidas, desde un mes después de la publica- 
ción en el periódico oficial, i por el sistema decimal des- 
de el I. o de enero. El decreto ponía, pues, fin a la tarifa 
de 1857 al mes de publicarsti la reformada, i podia ha- 
cerlo, porque aquélla no tenia término fijo i estaba vi- 
i ente, porque así lo quisieron su destino i el olvido del 
señor Novoa. 
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Aquí tiene el señor Novoa la respuesta a la pregun- 
ta que tan repetidas veces me hizo con todo el aire de 
una pregunta capciosa, i que yo me escusé de respon- 
der, no por inculpar a mi digno antecesor i escusarme 
yo, como con tanto desenfado lo aseguró el secretario, 
sino porque la interpelación se dirijia a mis actos, se 
fundaba en decretos firmados por mí, i yo no debia 
asumir mas responsabilidad que la que me impone la 
Constitución, mal que le pese al señor Montt. Pero 
como prometí traer estos antecedentes, los presento 
ahora para que el que tenga oidos oiga i el que tenga 
ojos vea que antes de entrar yo al Ministerio ya seha- 
bia decretado el fin de la vieja tarifa de 1857, porque 
no debia existir, ni tenia mas razón de existir que la 
incuria con que se habia dejado en práctica. Por esto 
decia yo que este punto no era de mi responsabihdad. 

El primer conocimiento que tuve de este negocio fué 
el que me dieron las siguientes notas de los adminis- 
tradores de la Aduana de Valparaíso: 

N.^ 433. — Julio 4 de 1862. — Incluimos a US. los cua- 
tro primeros pliegos de la nueva tarifa de avalúos que 
se está imprimiendo i que corresponden hasta la pajina 
16 inclusive. Dichos pliegos están corre j idos por el vista 
comisionado al efecto, i de ellos se ha tirado el número 
de ejemplares que debe darse a luz. 

Como el supremo decreto que aprobó esta tarifa dis- 
pone que re jira en todas las aduanas de la República, 
un mes después que se publique en el periódico oficial, 
hemos creído oportuno ir mandando a US. los pliegos 
de ella que se impriman para que con tiempo se vaya 
confeccionando El Araucano que ha de contener la ta- 
rifa, de modo que si es posible en un mismo día se dé 
a luz el cuaderno i el periódico oficial que la contenga; 
con la diferencia que en el cuaderno aparecerá arreglada 
al sistema antiguo de pesos i medidas i al sistema mé- 
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tricx) decimal i en El Araucano solo al sistema anti- 
guo. 

Para realizar esta idea, la imprenta respectiva debe 
armar i tirar el primer pliego de El Araucano en que 
ha de salir la tarifa, pero dejando en blanco i sin tirar 
la primera pajina en que figurará el número i la fecha 
que le corresponda después a ese periódico, i debe se- 
guir armando i tirando los püegos sucesivos hasta la 
conclusión de la tarifa por el antiguo sistema, con in- 
serción al pié del decreto supremo que la aprobó. 

Tan pronto como esté al concluirse en Valparaíso la 
publicación del cuaderno de la doble tarifa, lo avisa- 
remos al Ministerio de US. para que se dé número i fe- 
cha a la primera pajina de El Araucano que quedó en 
blanco, i US. encargará se nos comunique anticipada- 
mente cuál será esa fecha para espresarla por medio 
de ima nota en el mismo cuaderno, a fin de que conste 
en él el dia en que principió a rejir dicha tarifa. 

Sírvase US. decirnos si merece la aprobación del Su- 
premo Gobierno nuestra indicación para proceder se- 
gún ella. — ^Dios guarde a US. — /. A, Montiel. — Javier 
Renjifo. — ^Al señor Ministro de Hacienda. 
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Agosto 20 de 1862. — ^Adjuntamos a US. los últimos 
siete pliegos impresos de la nueva tarifa de avalúos que 
comprenden desde la pajina 65 hasta la 91 con que ter- 
mina el primer cuaderno arreglado al sistema antiguo 
de pesos i medidas. Del segundo cuaderno que debe ir 
imido al anterior, i que comprende la misma tarifa arre- 
glada al sistema métrico decimal, hai ya impresos siete 
püegos, i sin duda alguna quedará terminado para el 
15 de setiembre inmediato. Así es que si el primer cua- 
derno de la tarifa puede ser inserto en El Araucano 
que se dé a luz el 15 de setiembre, la nueva tarifa rejirá 
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desde el dia 15 de octubre próximo venidero, según lo 
que dispone el supremo decreto de 31 de mayo de este 
año, quedando a disposición del público un mes antes 
el volumen que la contiene por los dos sistemas de pe- 
sos i medidas; i pudiendo repartirse en tiempo a todas 
las aduanas. 

Si por parte de la imprenta que publica el periódico 
oficial no hai inconveniente para que en El Araucano 
del 15 de setiembre salga el fin de la tarifa, US. tendrá 
a bien ponerlo en nuestra noticia, i nosotros haremos 
constar en la carátula del cuaderno que la tarifa conte- 
nida principiará a rejir desde el 15 de octubre de este 
año para que el comercio no abrigue dudas sobre el 
particular. — Dios guarde a US. — /. Agustín MontieL — 
Javier Renjifo, — Señor Ministro de Hacienda. 

Leí el decreto de 31 de mayo, estudié el cap. 8.^ de la 
Ordenanza, i vi que los ministros de aduana tenian 
razón de creer que el decreto mandaba que rijiese la 
tarifa según el sistema ordinario de pesos i medidas un 
mes después de su publicación. Ordené lo concerniente 
i la publicación quedó hecha el 11 de setiembre. Enton- 
ces pude instruirme de la tarifa en su totalidad; adver- 
tí la diferencia en que quedaban los avalúos de las mer- 
caderías de algodón con el precio corriente, llamé la 
atención de los ministros de aduana a ello, i procedí a 
la modificación, arreglándome en todo a la lei, como lo 
he demostrado. Tal es la historia de lo sucedido. 

La he espuesto con lealtad i guiado por la firme e 
inalterable convicción que tengo de que en todo este 
negocio se ha procedido con legalidad relijiosa, pues 
que ni es anti-económica, ni ominosa al pobre la modi- 
ficación del avalúo de los algodones, ni debia ni f)odia 
dársele otro plazo que el que la lei da a toda la tarifa, 
ni se ha puesto ésta en vijencia, sino cuando la anterior 
estaba ya terminada i debia terminar. 
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Vista así la verdad, ¿no tenemos razón de pregun- 
tarnos qué sucede? ¿Qué artículo de la Constitución 
se ha violado; qué garantías individuales se han atro- 
pellado? qué derechos civiles se han conculcado; qué 
acto de despotismo o de arbitrariedad ha puesto en 
peligro el orden público? ¿Hai motivo plausible siquie- 
ra para fulminar un voto de censura, una acusación 
ultrajante contra el Gobierno? Una acusación que se 
formula en un tono amenazante, en palabras violentas? 
No, señor; debajo de todo esto no hai mas que un pro- 
pósito odioso; sí, lo digo sin pasión, un propósito de 
odios, que debo presentar desnudo, tal como es, para 
que la Cámara vea claramente lo que se le pide que 
apruebe, lo que se pretende poner bajo su patrocinio. 
I esto, fundándose solamente en una interpretación de 
chicana que tiende a violentar el sentido de las leyes i 
de los decretos que se presentan como violados; i esto 
espuesto en un tono i en im lenguaje que manifiesta el 
olvido de las formas parlamentarias i aun el olvido de 
las formas de cortesía que la urbanidad aconseja a las 
personas bien educadas: se ha olvidado todo^se ha ol- 
vidado al hombre, al ciudadano, al Ministro, i se ha 
olvidado hasta al maestro, pues tengo el honor de con- 
tar entre mis numerosos discípulos a los tres diputados 
que me acusan. El uno me presenta como infractor de 
las leyes, terjiversándolas a su modo, el otro me repren- 
de porque no acepto la responsabihdad que no me toca, 
el tercero pide que se declare que he infrinjido las leyes 
i supone que he tenido el espíritu de eludir la respon- 
sabilidad de mis actos, atribuyendo la culpa a mi an- 
tecesor! I para disfrazar todos estos ultrajes, se apela a 
una cuestión de interpretación! ¿Quién seria el juez que 
pudiese fallar cuál de las dos maneras de en tender las 
leyes es la justa? ¿La Cámara? Nó. Si la Cámara acep- 
tara la torcida intelijencia del señor Novoa, daría a 
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sus palabras un carácter evanjélico, según el cual de- 
bería condenarme, i yo no espero semejante absurdo 
del buen juicio i de la probidad de los señores diputa- 
dos: no, confío en la justicia i creo firmemente que es- 
tol en ella i que puedo reclamarla.» 



El asunto no quedó terminado en aquella sesión, sin 
embargo de que al principiarla, el Presidente declara- 
ba que habia terminado la discusión de la interpela- 
ción en la del 18. Aquélla tuvo que levantarse porque 
la barra estalló en aplausos al concluir su discurso el 
Ministro del Interior, que habia levantado su elocuente 
voz en defensa de su colega haciendo una escepcion a 
la práctica de aquel Ministerio, que callaba cuando el 
de Hacienda se veia acusado, práctica que llamaba 
mucho la atención pública, sobre todo por la perpetua 
mudez e indiferencia que en tales casos afectaba el Mi- 
nistro de Justicia. 

La Voz de Chile del 24 juzgaba aquella sesión, dicien- 
do que el debate no habia correspondido a las esperan- 
zas del público, que la cuestión no se habia colocado 
en el terreno de la moralidad i de la alta política, con- 
tra las tentativas inmorales del Monü-varismo; que en 
el discurso del Ministro de Hacienda se habían notado 
los mismos rasgos de supremo i mortal desden, el mis- 
mo acento quejoso de la personalidad herida que habían 
caracterizado en sus mejores tiempos, su elocuencia. 

¿Acaso el Ministro iba a combatir allí las inmorali- 
dades de un partido que su Gobierno acataba i conside- 
raba? No, solo iba a esplicar su conducta; i si su acento 
era quejoso como en sus mejores tiempos (pero jamas 
desdeñoso), es porque para él todos los tiempos han 
sido peores, ninguno bueno; la lucha perpetua que ha 
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tenido que sostener en su vida pública, le ha condenado 
a vivir en un horizonte cuya atmósfera mata la natu- 
ral alegría de su carácter, esterilizando la bondad de 
sus instintos, i le priva de aquella amable jovialidad 
con que los hombres mimados de la fortuna, i que han 
hallado en la vida un sendero de flores, saben pelear 
las batallas de la política. Lo que en su tono se toma 
como una muestra de desden, no es otra cosa que ese 
despejo con que se habla delante de adversarios mas 
dispuestos a condenar que a hacer justicia, i que mas 
que hombres de discusión parecen soldados en batalla, 
que no pueden inspirar sino una dolorosa desconfianza 
al que no tiene mas defensa que su palabra. 

¿Era tampoco posible otro tono en aquella odiosa 
discusión, que se prolongó todavía una sesión mas, sin 
otro objeto que el lograr una condenación cualquiera 
contra el Ministro? En la sesión del 25, el señor Urme- 
neta modificó la proposición del secretario de la Cáma- 
ra en estos términos: 

«La Cámara, en la confianza de que el Presidente de 
la República tomará en cuenta que en las presentes cir- 
cunstancias no es conveniente el alza en los avalúos de 
las manufacturas de algodón, pasa a la orden del dia.» 

Esta indicación fué modificada por el señor Alcalde, 
proponiendo que se pasara simplemente a la orden del 
dia. El debate fué largo i penoso. El Ministro de Ha- 
cienda se vio forzado a tomar de nuevo la palabra para 
decir lo siguiente: 

El señor Lastarria.— «¿Propone el honorable señor 
Urmeneta que se pase a la orden del dia representando 
al Presidente de la República que la Cámara conside- 
ra que en las actuales circunstancias no es conveniente 
el alza del avalúo de los algodones? 

¿I para qué? Para que el Presidente de la República 
mande bajar ese avalúo? Que no sabe el señor Urme- 
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neta que e5to no puede hacerse, porque por la Jei el 
avalúo debe arreglarse al precio corriente? Adémasela 
tarifa nueva rije desde el ii de octubre, i el art. 4,**, 
cap. 8.*^ de la Ordenanza manda que dure sin alteración 
por el término de un aüo^ irrevocablemente, ¿Para qué 
se ha de representar entonces lo que el señor Urmeneta 
quiere que la Cámara declare? Simplemente para dar 
un voto de censura. 

Esta es la tercera variación, señor, de la primera pro- 
posición del secretario de la Cámara; sí^ la tercera va- 
riación, porque aunque el secretario lo niegue, sostengo 
como en la sesión anterior, que su proposición en la 
sesión del 16 fué para que se declare hsa i llanamente 
que el Minisiro de Hacienda habia infrinjido la leí po- 
niendo fin a una tarifa que debía subsistir por la leii 
haciendo una modificación para la cual no tenia aidori^ 
dad. Estas son sus testuales palabras, las que constan 
de la minuta taquigráfica, i lo afirmo. 

El Secretario. — Pero en el acta la formulé de otro 
modo, porque antes no la habia escrito. 

El Ministro de Hacienda. ^Por supuesto, eso es 
lo que sostengo: que el secretario modificó su proposi- 
ción, haciéndola condicional, esto us, diciendo que se 
declarara que el Gobierno habia infrinjido la lei, po- 
niendo término a una tarifa^ si de las esplicaciones i 
documentos que presentara el Ministro no resultaba 
que esta tarifa habia espirado ya de antemano, 

SoRj pues, dos v^ariaciones. La del señor Urmeneta es 
la tercera; poro todas ellas envuelven una censura, aun- 
que no iguaL Ei secretario toma la cuestión por el lado 
legal i quiere que se declare que el Gobierno, que yo, 
he infrinjido la lei. El señor Urmeneta la toma bajo el 
aspecto económico, i pretende que la Cámara declare 
que yo he hecho un disparate, que he cometido un 
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error, dictando una medida que el señor Novoa califica 
de anti-económica, sin embargo de que la lei me man- 
daba dictarla. En los tres casos hai censura, sí, censura 
ofensiva, inmerecida, que la Cámara no puede hacer, 
sin cometer una injusticia, i talvez, permítaseme decir- 
lo, sin salir de sus atribuciones. 

Tengo una idea, que no habia querido sostener en la 
discusión, i que presento ahora solo como una opinión 
que los señores diputados pueden tomar en considera- 
ción por el valor que tenga: creo que una Cámara no 
puede decidir dogmáticamente, ni condenar de una ma- 
nera científica, una medida puramente administrativa 
que el Ejecutivo adopte en virtud de su competencia es- 
clusiva. Puede la Cámara declarar perniciosa, abusiva 
tal medida, pedir su derogación, cuando ésta es posible. 
¿Pero qué significado práctico tendría la declaración 
de que a la Cámara no le parece conveniente, económi- 
camente hablando, ima medida que el Ejecutivo toma- 
se en virtud de su competencia privativa, creyéndola 
conveniente? ¿Quién es el juez de esa conveniencia? 
¿Cuál es el criterio científico o político con que debe 
juzgarse esa conveniencia? Por ejemplo, en este caso 
particular, en que se trata de ima medida económica 
sobre la cual la Cámara no podría adoptar la proposi- 
ción del señor Urmeneta, sin erijirse en juez científico, 
en órgano de la ciencia, i sin invadir la esfera del Eje- 
cutivo. El Congreso puede dictar la lei imponiendo con- 
tribuciones, ha podido fijar el tanto por ciento que 
deben pagar las mercaderías es tran jeras en su interna- 
ción; pero la manera de cobrar ese impuesto, con arre- 
glo a la lei, es de la esclusiva competencia del Ejecutivo. 
Esa lei, la Ordenanza que fué redactada por el mismo 
señor Urmeneta, establece que en este caso para cobrar 
el impuesto haya una tarifa que se formará f)or ciertos 
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medios i que el Presidente de la República puede mo- 
dificar en todo o en parte como tenga a bien; $i lo cree 

necesario^ son las palabras de la lei. 

Ahora bien, el Presidente usa de esa facultad i modi- 
fica la tarifa porque lo cree legal i necesario. Su r^o- 
lucion podrá talvez llamar la atención publica, podrá 
suscitar la discusión de la prensa, dar lugar a debates 
parlamentarios, como los que ha habido en esta Cámara. 
En hora buena ^ pero la Cámara no puede ni debe con- 
denar esa medida, como lo quiere el señor Urmeneta. 
Puede alterar el impuesto, rebajarlo^ aumentarlo; pero 
no puede señalar el a\*alño sobre que debe cobrarse, ni 
condenar el que el Ejecutivo ha determinado en vir- 
tud de sus atribuciones* 

Va que los malos juicios han llovido como diluvio 
en esta discusión, yo me atrevo a esponer esta idea, 
que creo de algún valor para que la Cámara no se avan- 
ce a acojer esos malos juicios, dándoles la forma de un 
voto de censura como el que se propone. De todos mo- 
dos, si se acepta la indicación del secretario, se decía* 
ra que yo he inírinjido la Ici, esto es, que he cometido un 
dehto, i la acusación seguirá inmediatamente; si se 
acepta la del señor Urmeneta, se declara que yo soi un 
disparatero; i esto no es menos grave para mi crédito. 

Los señores di]iutados protestan la sanidad de sus 
intenciones; tiuieren luict nios creer que hablan por su 
amor a la lei i que no pretenden promover una cuestión 
personal contra el Ministro de Hacienda. ¿Es esto una 
broma, señores? ¿A quién se pretende engañar aquí? 
¿Qué valen esas protestas cuando se quiere nada mé* 
nos que condenarme como arbitrario i como incapaz? 
No sé de veras, cómo los di] Hitados aseguran la sanidad 
de sus pro]3üSÍtos, cuando se atreven a formular una 
acusación semejante. ¿Cómo podria la Cámara escu- 
sarse de aceptar una proposición de acusación, después 
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de haber declarado que yo había infrinjido la lei? Ten- 
dría t^ue aceptarla; i el Senado, al juzgarme^ tendría 
que hacer honor a la declaración de esta Cámara, con- 
denándome como dehncucnte. 

I todo esto, señores, porque a los interpelantes se les 
ocurre violentar el sentido de las leyes con desprecia- 
bles chican erías, para entenderlas de un modo diferente 
de como las entendió el Ejecutivo i de como se han en- 
tendido siempre. Yo les he leído esa leí, he pregimtado 
de cuál de sus artículos, con chicanas i sin ellas, pueden 
deducir la estravagante doctrina de que la tarifa haya 
de durar irrevocablemente per ín ríos anuales sucesivos , 
sin necesidad de un decreto que la declare vijente. I no 
me han respondido. El señor Novoa quiere fundar esa 
doctrina en la práctica, pero en la práctica suya, que 
consistió en olvidarse de dictar ese decreto, en no cum- 
plir con la lei. Es nuii gracioso el modo de discurrir del 
señor Novoa: el decreto de _í de enero de 1859 promul- 
gado por su antecesor, declarando que la tarifa del 57 
rijiera por seis meses, no significa nada para el señor 
Novoa, sino una infracción de la lei. El señor Novoa no 
quiere ver que en ese decreto espresó claramente el Go- 
bierno pasado que la lei no fija períodos anuales, sino que 
deja al arbitrio del Presidente el determinar el tiempo 
por el cual debe rejir una tarifa que declara vijente des- 
pués de espirado el primer año Icgah Sin embargo, el se- 
ñor Novoa en su jiropio olvido i en el de otros minis- 
tros, es decir, en una omisión, encuentra un tomo de 
comentarios. En esta omisión quiso decir el Gobierno, 
a juicio del señor Novoa, (lue la lei establecía períodos 
sucesivos irrevocables; i en eí decreto de 3 de enero, en 
que el Gobierno dijo lo contrario, el señor Novoa no 
encuentra nada, sino una infracción de la lei. Este se- 
ñor no trepida en acusar a su antecesor de infractor de 
las leyes ^ por atribuir legalidad a su propia falta^ me- 
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diante la nueva doctrina que ha inventado. Es orijinal; 
1 no se acuerda del art. 5.^, cap. 8.*> de la Ordenanza 
que manda terminantemente que el Gobierno declare 
subsistente la tarifa, cuando no crea necesario refor- 
marla. 

El señor No vea rechaza todos los ejemplos que no 
le convienen. El señor Ministro del Interior le ha citado 
la lei del año ^^ que ordenaba terminantemente que el 
Gobierno, cuando creyere conveniente seguir con la 
misma tarifa, dictase un decreto al efecto, siendo esta 
una indispensiihle formtilidad; pero como la lei poste- 
rior de 1S42 fue dictada para derogar únicamente el 
artículo de aquella que fijaba tres años a la tarifa, el 
señor Novoa toma pretesto de aquí para considerar 
derogada toda la lei i suponer de este modo que el olvido 
que en ese tiempo se padeció en dictar el decreto que 
ella dispone, es una práctica que le da motivo para sos* 
tener su regia de los períodos anuales que ha inventado. 
También le cita el honorable señor Ministro otros de- 
cretos que modiñcaban los avalúos de la tarifa i que sin 
embargo se han publicado sin el plazo de treinta dias 
que quisieran que yo hubiese fijado a la modificación 
parcial de! avalúo de los algodones; pero el señor No- 
voa hace de estos ejemplos una cuestión de horas. Para 
el señor Novoa, el Gobierno actual ha delinquido por- 
que faltó en dias, ] el Gobierno pasado que dictó aque^ 
líos decretos no delinquió porque delinquió en horas ; 
como si estando incompleto el término que el señor 
Novoa quiere que se fije, no valiera lo mismo que lo 
estuviese por seis dias que por cuarenta i ocho horas» 
que son dos dias, 

¡Qué manera de discurrir! i pretenden los señores 
interpelantes que son santos sus propósitos^ que no 
quieren nada contra el Gobierno, ^ — i el secretario agre- 
ga qvie yo he tratado de ver una censura en su propo- 
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sicion solo por hacerme la víctima que se intenta cruci- 
ficar. ¿Para qué me finjiria víctima i de quién? ¿Para 
pedir compasión? Nó, solo necesito justicia contra su 
propósito odioso, que como dije antes, debo presentar 
desnudo, tal como es, para que la Cámara lo conozca 
en su deformidad i vea si lo acepta, i vean quienes tiran 
la primera piedra en materia de legalidad al Gobierno 
actual. 

Pero nó, los interpelantes dicen que no tienen tal 
propósito odioso, que su amor a la lei es el que los mue- 
ve a reclamar su cumplimiento, que su patriotismo se 
ha lastimado con los enormes perjuicios que ha causado 
la medida, i que la alarma producida por los negocios 
escandalosos que se han hecho a merced de un aviso 
privado, los hace traer aquí lo que el honorable Minis- 
tro del Interior ha llamado con tanta propiedad rumo- 
res de plaza. «Todos sabemos, decia el secretario, según 
la minuta, que se ha dicho que una o mas casas de Val- 
paraíso, aprovechándose de la noticia que tuvieron án- 
tes que los demás del alza del avalúo de los algodones, 
entraron a hacer compra de esos artículos i obtener su 
despacho, mientras que las otras casas no alcanzaron a 
despachar los suyos en el corto tiempo que se les con- 
cedía». 

El secretario se ha ofendido porque el honorable Mi- 
nistro del Interior me ha defendido de este chisme de 
plaza^ i asegura que yo no tomé sus palabras en el sen- 
tido que les da el señor Ministro puesto que callé. Sabe 
el secretario por qué me callé cuando lo oí hablar? Se 
lo diré usando de la franqueza que él se permite siem- 
pre: no hice caso porque el secretario me manifestó en 
todo lo que habló que no comprende la cuestión que 
trata i que no quería entender ni remotamente mis 
esplicaciones claras e incontestables. Por eso lo dejé 
pasar i no hice alto en esos chismes. 

LASTARRIA. — VOL. IV 2l/ 
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Bien claro habia dicho, valiéndome de los datos ofi- 
cíales suministrados por la Aduana, datos iguales a los 
que presentó el señor Novoa, porque tumbüm son oficm- 
les, bien claro habia dicho que el valor de los despachos 
desde el ii de setiembre hasta el 23, en que se pidió el 
decn to mandando modificar el avalúo, fué de 28,000 
pesos, i desde esta fecha hasta el 11 de octubre en que 
principió a rejir la nueva tarifa, fué de 600,000 pesos. 
Ahora bien, la noticia que esas casas fa\'orecidas tuvie- 
ron antes que las demás, perjudicadas, debió ser antes 
del 23 , puesto que dv'sde este dia no iK>dia haber secre- 
to, pues habia un di'creln publico. Los despachos dé 
ese tiempo fueron de 28,000 pesos, i la ganancia o el 
ahorro de los qur los hicieron, como lo dije en la sesíoii 
anterior, fué rlt^ ¡nif doscientas pesos escasos, atendida 
la proporción en que se halla el impuesto fiscal, según 
el nuevo a\'alÚ0j respecto del anterior. ¡Qué gran ga- 
nancia! 

ll cuánto hir el perjuicio que sufrieron las demás 
casas que no tmnerun la noticia anticipada? ¡Oh! todas 
esas casab se loca [alelaron, después que se publicó el 
decreto, ordenando el nuevo a\^a!úo, pues los despa- 
chos que lucieron desde ese dia hasta el 11 de octubre 
en que comenzó a rejir el nuevo avalúo, fueron de 600 
mil pesos. Veamos: ¿a dónde está el perjuicio? Adonde 
la ganancia? El secretario dicer «que estas casas esta* 
rán en su derecho pidienckí que se les devuelvan los 
mayores derechos que han pagado por los efectos de 
algodón íiiie han despachado durante el mes siguiente 
a la publicación de las luodificacionesi^: he aquí una 
amenaza de pleitos fiscales! ¿Que casas son esas que 
han pagado mayores derechos? Las que despacharon 
antes del decreto del 23, como las que lo hicieron des- 
pués, hasta rl n de octubre, pagaron sus derechos sobre 
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el avalúo de la tarifa del 57: ¿de qué reclamos, de qué 
perjuicios trata el secretario? Es esto entender lo que 
se dice? En cuanto a las que han despachado después 
del II de octubre hasta hoi, según el parte telegráfico 
que acabo de recibir en este momento, firmado Javier 
Renjifo, el valor de los despachos de manufacturas de 
algodón desde aquella fecha asciende a 104,000 pesos. 
Luego el impuesto pagado ha sido la suma de 25,000 
pesos, i lo que en este impuesto corresponde al aumento 
del avalúo, es algo como 4,000 pesos, sí, la sesta parte, 
mucho menos: el pleito con que nos amenaza el secre- 
tario seria por 4,000 pesos. 

¡I con esta manera de entender las cosas se quiere 
persuadir a la Cámara que yo he infrinjido las leyes i 
que he dictado ima medida disparatada, para que 
acuerde en mi contra un voto de censura! No, no tengo 
por enemigos a los diputados, como supone el señor 
Puelma que dije en la sesión pasada, por insultar i dar 
el carácter de personal a esta cuestión: lo que dije fué 
que si no contaba con la benevolencia de los que me 
escuchan me fiaba en su probidad i en la rectitud de su 
juicio, i en esto les tributé un homenaje de respeto, que 
repito ahora, confiado en que no me condenarán como 
quieren los autores de las proposiciones hechas. Se pre- 
tende que se declare que soi culpable de haber infrin- 
jido la lei; tal declaración traería la acusación, i ésta la 
condenación del Senado, i esta otra los pleitos con que 
me amenaza el secretario. Así tendríamos que después 
de tres o cuatro años de ultrajes i de pleitos, los tribu- 
nales de justicia, haciéndola como acostumbran, ven- 
drian a parar en condenarme a pagar los cuatro mil 
pesos en que podria consistir todo el enorme perjuicio 
de las casas de comercio perjudicadas, cuyos intereses 
tanto alarman a los diputados interpelantes, i tanto 
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excitan su patriotismo, que no pueden menos que pe- 
dir en mi contra un voto de censura que me declare 
criminal. 

¡I esto no es una ofensa personal! ¡No es un ultraje 
a mi reputación! ¡Son santas las intenciones de los que 
lo hacen! El secretario no se ha movido a proponer que 
se me declare delincuente sino (leyendo)... 

«Solo porque vio en las contestaciones del Ministro 
de Hacienda que trataba de rehuir la responsabilidad 
de sus actos para echarla sobre su antecesor.» 

¿Qué es esto, señores? ¿Se podría tolerar entre parti- 
culares una falta de urbanidad semejante? Por qué ha 
podido el secretario creerse autorizado para interpre- 
tar ofensivamente mis intenciones, tan solo porque yo 
decia en la sesión del i6 que supuesto que la interpe- 
lación se fundaba en decretos firmados por mí, respon- 
dería en el acto; pero que no era responsable del decreto 
del 31 de mayo, que habia encontrado ya espedido, i 
que no habia tenido mas que obedecer? El señor Ren- 
jifo se habría ofendido por esto, o habría visto en mis 
palabras el mal espíritu con que el secretario fin je que 
se sublevó su jenerosidad? 

Repito que no hai en todo esto sino un propósito de 
odio, que no espero que la Cámara sancione. Pero cual- 
quiera que sea su declaración, estoi dispuesto a soste- 
ner que he obrado con entera convicción, i con perfecto 
conocimiento de las leyes, que he aphcado después de 
un estudio serio i detenido. El secretario dice que si yo 
hubiese tenido la franqueza de confesar mi error, me 
habría dispensado de su proposición. ¡Por Dios, seño- 
res! ¿Qué error puedo confesar cuando tengo la persua- 
cion de no haber cometido ninguno, cuando estoi viendo 
que se apela a terjiversaciones, a chicanas indignas, 
para convencer a la Cámara de que yo he cometido un 
error i de que debe apadrinar esa intelijencia torcida 
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que los interpelantes dan a las leyes i a los hechos? La 
omisión i eí olvido es para ellos un comentario legal 
que significa mucho mas que lais palabras precisas de 

las leyes i decretos. Promueven una cuestión de inter- 
pretación para que la (amara atribuya, como lo dije 
antes, un carácter evanjélico a las opiniones del señor 
Novoa, i me condene por ellas, ¡Qué lójica, qué justicia^ 
qué elevación! I se quiere que yo no vea en esto una 
cuestión personal! La Cámara no puede ser juez en este 
caso; si se trata d(^ interpretar una Iri, fije primeramen- 
te su sentido, pero no me condene i>orque yo no la he 
entendido en el sentido que, mediante la cbicana, le 
atribuyen los interpelantes. Tengo la convicción de que 
he obrado bien, i la tendré siempre, aunque la Cámara 
me condene,') 



Sin embarga, el Ministro tenia ra^on de confiar en 
la probidad i en la rectitud tle jíncio de aquella Cámara 
que le era tan hostil. El resultado lo comprobó, pues 
se pasó simpU'mentr a la órdtii tlel di a por 28 votos 
contra 19, a pesar de la irritación de los ánimos, cjue se 
revelaba en todos los aeeideíilís ríe aquella discusión 
i que Ik'vü a tmo de los mas honorables diputados a 
decir que no debía estra fiarse que é! mortificara al Mi- 
nistro, puesto fjue éstc^ debía Imrr paciencia para que 
le mortificaran, después ipie lialjia mortificado tanto 
a los amigos del orador. No obstante aquellos excesos, 
la mayoría de atiuella Chuñara no había llegado hasta 
la impudencia. f>tras se han \ isto después, que, colo- 
cadas en aquel caso, no habrían trepidado en condenar 
a ojos cerrados, al advtTsario, atropellando decencia, 
dignidad, verdad, justicia, todo, por servir a un plan. 

Aquel resultado sorprendió al Gobierno tanto mas 
cuanto que el Ministro del Intí-rior i el de Justicia sím- 
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patizaban con la interpelación. El primero había toma- 
do mu i a mal que el de Hacienda hubiera respondido 
sobre tabla a la interpelación en la sesión del i6, i se lo 
había reprochado desde ese momento, i aun en presen- 
cia del Presidente de la Repúbhca, manifestándose 
conforme con !a opinión de los interpelantes, i sin que- 
rer comprender que el Ministro de Hacienda, al espli- 
car inmediatamente su conducta, pidiendo que se diera 
por terminado el debate, solo se liabia propuesto obte- 
ner loque consiguió, esto es, conocer desde luego el pro- 
pósito que los interpelantes tenian de acusarle como 
infractor de la.s k^yes. Afortunadamente el Ministro del 
Interior cambió de parecer, cuando oyó la defensa de 
su colega^ i la secundó noblemente. 

No así el de justicia, que selló sus labios, i no los 
desplegó, sino en un incidente característico de la situa- 
ción del Ministro de Hacienda en el Gabinete. El 23, 
antes de la sesión que debia celebrar la Cámara, des* 
pues de haber s\ispendido ocho dias sus funciones, fué 
llamado éste a la sala de gobierno por el Presidente, 
que se hallaba con el Ministro de Justicia: aquél le co- 
municó que entre los diputados se decia que la modi- 
ficación de la tarifa no habia tenido otro objeto que 
favorecer a ciertos comerciantes de Valparaiso, a quie- 
nes se habia dado aviso secreto para que hicieran sus 
despachos de aduana con tiempo, i que los habian 
hecho, con un injcntc alwrro de que habia participado 
el Ministro.— El de Justicia agregó, con voz monótona 
i cortante ^ — ^<i desgraciadamente las apariencias lo con- 
denan^> 

Un vértigo fugaz eclipsó la vista del Ministro acu- 
sado, pero por fortuna aquel siguió comprobando con 
cúlculos absurdos su dicho, i esto dio lugar a que un 
rayo de rcHexion ail virtiese al Ministro de Hacienda 
que por milésima vez dcbia invocar su fuerza de espí- 
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ritu para manifestarse superior a tantas mortificacio- 
nes. Su contestación, trémula de enit^cion, fué que sola- 
mente el 1 1 de setiembre, como sabia el Gobierno^ se 
había publicado toda la tarifa i se habia podido adver- 
tir que las mercaderías de algodón no estaban avalúa* 
das conforme al precio corriente; i ([\ie segim el dato 
oficial de la Aduana, solo se habian despachado desde 
el II hasta el 23, en que fue conocido en Valparaíso el 
decreto que ordenaba la modificación, un valor de 28 
mil 812 pesos, en mercaderías de algodón, que habían 
pagado 7,263 pesos de derechos; de modo que lo que 
habrían ahorrado los que habian hecho tales de^pa* 
chos, suponiendo un íwiso secreío^ (ran mil doscientos 
pesos ^ precio de la probidad de un ministro! 

El de Hacienda no debia estrañar lu piel las miserias. 
Estaba casi habituado a las raras franíiuezas ele aquel 
colega, a quien trataba desde la infancia, i quien dia- 
riamente le acusaba de haber pro\^ocado la oposición 
de las Cámaras con sus desgtaciadns proyectos, de ser el 
causante de la situación incúmoda úv\ fiabínute, por no 
haber sei^^uidosu concejo fie uli 1 reblar i de cefnrsc esclu- 
sívamente a su despacho diario. 



IX 



Pero aquella situación incómoda no era sino el puro 
efecto de la política del íjabimle. El Presidente creia 
que no debia ponerse en lucha con el partido de la 
administración anterior, rpie se hallaba entronizado i 
dominante en el Congreso i en todas las esferas admi- 
nistrativas, de donde era ijiíposible desalojarlo. Tocor- 
nal adhería a esta idea, i pensaba que aun siendo posible 
cambiar a los ajenies del Ejecutivo en las provincias, 
no se podía cambiar a las [luuiicipalidades; de modo 



— 312 — 

que cualquiera alteración no traería otro efecto que el 
de que se organizara en todas las provincias fuerte- 
mente aquel partido, con todos los medios para triun- 
far de los mandatarios nuevos que pusiera el Presiden- 
te, los cuales no podrían hacerse respetar, sino por el 
terror, cosa a que él no suscribía . En su concepto, valia 
mucho mas utilizar a aquellos ajen tes, sacar partido 
de su situación i de la necesidad que tenian de perma- 
necer en sus puestos, hacerlos servir de manera de po- 
der obtener por medio de ellos mismos una mayoría en 
las próximas Cámaras, aunque en tal o cual departa- 
mento fuese necesario consentir en el triunfo de los 
adversarios. Esta era la base de su política, i Güémes 
la sostenía ardientemente. 

Siendo esta la base, ¿era posible intentar siquiera 
alguna reforma política, de esas que tanto había recla- 
mado el partido hberal; era posible pensar en la reforma 
de la Constitución o de cualquiera de las leyes j)olíticas 
que había legado al país aquel partido entronizado, que 
era necesario respetar? 

Pero los liberales ya no pensaban en eso. Solo 
aspiraban a una con los pelucones, a que el Gobierno 
reaccionara contra el partido entronizado, i como no 
conseguían una sola satisfacción de esta aspiración, 
se mostraban descontentos uno i otros, i aislaban al 
Ministerio. Este descontento tenia ya un eco enérjico en 
la prensa. El Mercurio de Valparaíso se había hecho 
opositor, i clamaba con La Voz de Chile contra aquella 
política, que se acusaba de falsa i absurda, porque, por 
conquistar el apoyo desprestí jiado i condenado del 
partido de la administración Montt, perdía el único 
poder efectivo, la única fuerza real de la situación — ^la 
simpatía de los pueblos. 

Liberales i conservadores tenian prisa de llegar cuan- 
to antes al poder, a su posesión efectiva, i carecían de 
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paciencia para esperar que el desarrollo natural de la 
política del Presidente i de su Ministro del Interior los 
condujese a dominar en toda la línea. Pero no com- 
prendían, o no se daban cuenta de que tarde o tempra- 
no, ima vez en posesión del poder, iban a formar un 
gobierno incapaz de realizar en política nada grande, 
nada nuevo, nada duradero. Unidos los representantes 
de la política liberal con los de la política represiva, 
llamada conservadora, no podían gobernar sino abdi- 
cando unos i otros sus principios: aquéllos tenían que 
contentarse con reformas abortadas i engañosas, las 
únicas que podían aceptar los segundos: éstos tenían 
que abandonar los medios violentos, que son los únicos 
que pueden asegurar el triunfo de la política represiva; 
i política represiva que no se impone se arruina, pues 
los gobiernos fuertes, que se llaman conservadores, se 
pierden cuando hacen concesiones a la aspiración li- 
beral. 

El Ministro de Hacienda tocaba a cada paso esta 
realidad en aquella atmósfera de instituciones i de há- 
bitos retrógrados de que habían dejado impregnados 
los ámbitos del palacio treinta años de poder absoluto. 
En todas círcimstancías repetía a sus colegas que era 
necesario adoptar un sistema de gobierno, un solo espí- 
ritu definitivamente, liberal o conservador, porque era 
imposible colocarse, con buen resultado, en el pxmto 
que habia ele j ido el Ministerio. Si se prefiere el sistema 
conservador, como lo manifiesta el empeño de mante- 
ner las tradiciones i el personal de la administración 
anterior, hágase con franqueza, desengáñese a los libe- 
rales i el Gobierno marchará entonces apoyado por un 
partido, mientras que hoi no tiene ninguno a su lado. 
Si, por el contrario, se prefiere la política liberal i se quie- 
re marchar con el apoyo de este partido, dése de mano 
a todo lo añejo, cámbiese el personal de los aj entes del 
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Ejecutivo, entre el Gabinete írancamimte en la vía de 
la reforma, que en ella podrá hallar vigor para contra- 
rrestar a la oposición del Congreso, Esta era su reclama- 
ción constante, a propósito de todos los asuntos polí- 
ticos que se trataban en el Gabinete i aun a propósito 
de las medidas parciales de administración. Pero ese 
propósito, siempre revelado, le convertia en majadero 
a los ojos de sus colegas. 

Sus colegas le oian con glacial indiferencia, i sus an- 
tiguos correlijionarios políticos le acusaban de iluso, 
de incapaz de tener sentido práctico. El comprendía 
que era la víctima de un gran error de su partido, i co- 
mo su situación, sus antecedentes, sus relaciones no le 
permitían romper ni violentar el círculo de su acción, 
acabó por aislarse i por no tomar parte en los consejos^ 
esperando a que se terminara la discusión del presu- 
puesto para retirarse. 

Entre tanto el partido de la administración Montt, 
que debía comprender nnn bien aquella situación tan 
orijinal; i que no podía dejar de conocer la base de la 
política gubernativa, no desmayaba en su ahinco de 
conquistar el Ministerio. Ese partido veia que podía 
aliarse con Tocornal i el jen eral Ma tur ana, sus antiguos 
camaradas; había tomado el peso al Ministro de Justi- 
cia, i sabia que en él no hallaría un obstáculo. Su acción 
estaba indicada: era necesario combatir al Ministro de 
Hacienda, i descartar aquel elemento heterojéneo^ 
para conquistar su puesto. Solo así podía aquel partido 
mantenerse alto en la política i aprovechar los elemen- 
tos poderosos que había legado a la administración Pé- 
rez. Llegar a las elecciones sin un punto de apoyo en el 
Ministerio^ era desapro\*echar aquellos elementos, era 
perderse para siempre; i el camino mas seguro para 
conquistar ese punto de apoyo era hacer cum|)!imien- 
tos al Presidente j charlar fraternalmente con el Minis- 
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tro de Justicia, hacer comprender al del Interior que 
solo se le incomodaba por la parte que tomaba en favor 
del Ministro de Hacienda, i atacar de frente al último 
en la prensa, en las Cámaras, en el Consejo de Estado, 
en público i al oído, por todos los medios ímajinables, 
que todos eran buenos para aislarle hasta de sus pro* 
pios correlijionarios. Si la campaña de los algodones 
había fracasa do^ se podía aventurar otra en los presu- 
puestos. 



En efecto, el del Departamento de Hacienda se dis- 
cutió en la sesión del 28 de octubre, i fue a]irobado casi 
todo con una rapidez digna de la Cámara mas de \' ota a 
un Ministerio. Solo quedaron para scjíunda discusión 
dos partidas que tenian relación con la Quinta Normal 
de Agricultura, i otras dos en que debia iutroducirse 
una modificación necesaria, con motivo de la jubila- 
ción de don Fernando Urí;íar Garfias^ por haber pedido 
un señor diputado que se Uei^ara el espediente en que 
se había decretado la jubilación. 

En la sesión del 30 solo se trato de la Quinta Normal, 
elevando la partida a 10,000 pesos, para restablecer la 
enseñanza de la agricultura. El Ministro adhirió a la 
modificación, esponiendo que se habia ocui)ado deteni- 
damente en la reorganización de aquel establecimiento, 
estipulando con el mismo agrónomo {\uv lo habia fun- 
dado un contrato^ como base de la reorganización, la 
cual debia contener, como principal objeto de csplota- 
cion el cultivo de la seda, de manera que se plantease 
allí una manan cría modelo de este culti^'o, para jene- 
raüzario i fomentarlo en la República. Agregó que Jos 
detenidos i serios estudios que se habian hecho sobre 
esta materia, aunque habían sido dignos de la aproba- 
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cion del Gobierno, habían quedado sin plantearse, por- 
que no se habían considerado urjentes i porque deman- 
daba esto algunos fondos cuya inversión necesitaba la 
autorización del Congreso. 

Lo que el Ministro no reveló allí fué que todo aquel 
\'asto plan, después de estudiado i después de haberse 
principiado a poner en ejecución, con la entrega que 
hizo el contratista de un plantel de morera, había sido 
desbaratado por la reprobación que de él hizo el Pre- 
sidente, cuando ya se habían introducido todas las 
modificaciones que antes había tenido a bien indicar él 
mismo. El rechazo, que fué apoyado por el Ministro de 
Justicia, no tuvo otro fundamento plausible que la 
consideración de que un Ministro no debía comproter 
con sus medidas a sus sucesores, obligándolos a hacer 
gastos que éstos talvez no aprobarían. Esta peregrina 
tesis triunfó a costa de los prolijos i útiles estudios que 
se habían hecho, a costa del porvenir de la Quinta i de 
un ramo de industria nuevo i provechoso, i a costa de 
un pleito que el contratista siguió por largo tiempo 
para conseguir que le pagaran el valor de sus anticipa- 
ciones. La oposición no habia venido esta vez de las 
Cámaras, que comprendían la necesidad de una refor- 
ma tan útil, creyendo que el Ministro no había soñado 
siquiera en ella, sino del seno mismo del Gabinete, de 
donde habían surjido otras muchas. 

No se trató en aquella sesión el asunto de la jubila- 
ción, porque se pidieron nuevos datos, no sin haberse 
contestado la facultad legal que tiene el Ejecutivo para 
tramitar i resolver los espedientes de jubilación. Sa- 
liendo de la sesión en unión con mis colegas, me obser- 
vó Tocornal que este era el punto de ataque. Yo le res- 
pondí que lo veía así, con mucha satisfacción."- 

— ¿Por qué? preguntó Güémes. 

— Porque estando para retirarme después de la apro- 
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bacion del presupuesto, respondí, me contrariaba la 
idea de que la Cámara lo aprobara sin contradicción; 
pues en tal caso, me veía precisado a fundar mi renun- 
cia en la situación embarazosa i ridicula que me habían 
creado la p<jlítica del Gobierno i la conducta de mis com- 
pañeros; mientras que reprobando la Cámara la jubi- 
lación, o negando la partida necesaria en el presupuesto 
eso bastaba para esplicar parlamentariamente mi se- 
paración. 

— En efecto, añadió Tocornal, esto nos ahorra un 
rompimiento! i he aquí como alguna vez suele ser útil 
el odio de los partidos. 

— Siempre es útil ese odio a la probidad política^ 
porque solo la eclipsa para acrisolarla, — concluí yo. 

En la sesión del 4 de noviembri\ la Cámara consa- 
gró cinco horas largas i pesadas a debatir el asunto de 
la jubilación. Toco rúa 1 ayudó al Ministro de Hacienda 
a sostener la legalidad del acto. [^cíS diputados se jac- 
taban de tener en su favor al Ministro de Justicia, i el 
señor Prado se avanzó a provocarle a que manifestara 
su opinión, terminando su discurso de este modo: 

<^Sin someter mi manera de ver, desearía cjue el señor 
Ministro de Justicia tuviera la benévola condescenden- 
cia de decirme si Su Señoría considera empleado pú- 
blico a don Fernando ürí^ar, a tendí tía la situación en 
que lo ha colocado la lei de 1853. La opinión del señor 
Ministro puede ser mui decisiva sobre el particulan>. 

»E1 señor Mínistro de Justicia. —Creo que no 
siendo el Ministro del ramo, no debo contestar a la in- 
terpelacion qiie se me hace». 

Después de algunas otras contestaciones^ terminó 
el incidente, negándose el Ministro a hablar, i agregan- 
do que fuera de la Cámara no tendría enibarazo en de- 
cir su opinión. 

De ios muchos diputados que tomaron parte en el 



debate, no hubo uno solo que no hablara i discurriera 
como un abogado avezado a paralojizar i a violentar el 
sentido de las leyes i de los hechos. Todos esos paralo- 
jismos, todas esas objeciones se olvidaron completa- 
mente al año siguiente, cuando en la sesión de 24 de 
diciembre, se aprobó sin discusión el ítem destinado a 
pagar aquella jubilación, contenida en la partida 29 
del presupuesto de Hacienda, presentado al Congreso 
por otro Ministro. 

En 1862 no se objetaba aquella jubilación porque 
realmente fuera ilegal, sino j)orque era conveniente 
acusar al Ministro de entonces de infractor de las leyes. 
Por eso se limitó éste estrictamente a presentar con 
claridad i sencillez, la legalidad de su resolución en los 
dos discursos que pronunció en la sesión del 4 de no- 
viembre, i que colocamos aquí, no por su importancia, 
sino como una esplicacion del acto. 



XI 

Primer discurso 

«Veo que la cuestión que se promueve consiste úni- 
camente en la intelijencia que se atribuye a la lei de 
1853. El Diputado preopinante, interpretándola a su 
modo, cree que ha sido infrinjida; i aun mas, que se han 
invadido las atribuciones del Poder Lejislativo, violando 
la Constitución. Si el Diputado fuese el Presidente de la 
República, resolvería la cuestión de jubilación según 
su modo de entender; pero S. E. el Presidente i yo he- 
mos opinado de otra manera mui distinta, i no hemos 
podido menos de apHcar las leyes según la intelijencia 
clara i natural que en sí tienen. No había lugar a inter- 
pretación, i por eso es que, aplicando las leyes en su ver- 
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dadero sentido, no hemos podido imajinamos que se 
haJlara nada de ilegal ni nada de inconstitucional en el 
proceder observado. 

Pero para apreciar bien esta cuestión i ver cuan exac- 
to es el mentido que ha dado el Gobierno a la lei de 1853, 
se necesita conocer los antecedentes de esa lei; ellos nos 
demostraran que esa lei no creó un empleo ni espidió 
una jubilación, ni otorgó una gracia. Estas son las tres 
acepciones que el Diputado le atribuye con el ñn de en- 
contrar ilegal la jubilación de Urízar Garfias en cada 
uno de esos tres casos. 

No fue el Gobierno quien se presenta al Senado, sino 
don Fernando Urízar Garfias quien le presentó una so- 
licitud para ([ue !e declarase su derecho a ser jubilado. 
El Senado se lo acordó, según consta de los anteceden- 
tes de este negocio, que aparecen en los libros (¡ue están 
sobre la mesa; i su acuerdo fué el siguiente: 

«Se declara al ex-administrador de la Aduana de 
Valparaíso, don Fernando Urízar Garfias, su jubilación 
con la parte del sueldo correspondiente al número de 
años de servicios que acredite conforme a la lei, de la 
cual gozará disde que dejó de percibir el sueldo de su 
empleo suprimido» (Desde 1S51 a 185J). 

Este proyecto de acuerdo vino a la Cámara de Dipu- 
tados, en donde fué objetado por el señor Mujica, en la 
sesión de 8 de octubre de 1853, porque en su concepto, 
taparte de otras razones que espuso^ él creia que «dar 
sueldo a los que están en aptitud de ser\nr es inui abu- 
sivo, porque solo debe dárseles a los que en realidad 
sirven i nunca a los que teniendo espeditas sus faculta- 
des físicas i morales, no prestan servicio alguno». Aquel 
señor Diputado sostuvo ademas que el solicitante no 
poseía las condiciones requeridas para obtener su jubi- 
lacion, puesto que estaba en aptitud de servir i debia 
continuar sirviendo como empleado público. El señor 



Cerda, Diputado también en aquella lejislatura, apo- 
yando el acuerdo del Senado, sostuvo que el solicitante 
debia gozar su sueldo aun en el tiempo en que había 
estado ausente, porque todo empleado público tenia 
derecho a su sueldo íntegro siempre que no hubiese sido 
separado de su empleo por un motivo que le hiciese in- 
digno de él. El señor Varas emitió también su opinión 
en aquella sesión, dudando de las atribuciones del Con- 
greso para otorgar jubilaciones, i del derecho de propie- 
dad que un empleado cesante pudiese tener sobre su 
empleo suprimido por la lei. 

Después del debate, la Cámara aprobó la indicación 
del señor Mujica en estos términos: «Se concede a don 
Fernando Urízar Garfias la mitad del sueldo que goza- 
ba como administrador de la Aduana de Valparaíso, 
con la obligación de desempeñar las comisiones que el 
Gobierno tenga a bien encargarle o servir en la oficina 
que le designare. Pero si fuese llamado a desempeñar 
un empleo de mayor renta, gozará entonces la que co- 
rresponde a ese empleo». El Senado aprobó también 
este acuerdo, abandonando el que antes habia celebra- 
do para conceder jubilación, i de esta manera, la indi- 
cación del señor Mujica se convirtió en lo que ahora es 
una lei vijente. 

Esta lei, que no hizo mas que fijar la suerte de im 
empleado cesante, de quien nada se habia dicho en el 
decreto que suprimió su empleo, concede a Urízar Gar- 
fias la asignación de dos mil pesos como empleado ce- 
sante, esto es, como ex-administrador de la Aduana de 
Valparaíso, dejándolo al mismo tiempo a disposición del 
Gobierno en cuanto a los servicios que debia continuar 
prestando. 

No se necesita cavilar mucho, ni acudir a interpreta- 
ciones, para comprender los términos de esta lei en el 
mismo sentido que el Ejecutivo de entonces i el de aho- 
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ra le han atribuido. Tan pronto como fué promulgada, 
el Presidente de la República espidió el siguiente de- 
creto: 

Octubre 31, 

Siendo necesario encargar especialmente a un em- 
pleado en la Contaduría Mayor de la comprobación i 
liquidación de los reclamos i créditos ¡lor los bienes se- 
cuestrados mandados consolidar por la leí de 15 de se- 
tiembre próximo pasado; i no podiendo distraerse de 
sus ocupaciones a los empleados idóneos de aquella ofi- 
cina a quienes pudiera comisionarse con este objeta, 

He acordado i decreto: 

El ex-administrador de la Aduana de Valparaíso, 
don Fernando Urízar fiar ñas, prestara sus servicios en 
la Contaduría Mayor, dedicándose esclusivaniente al 
examen j comprobación i liquidación de los créditos 
sobre secuestros con arreglo a lo dispuesto por la lei 
citada i con el goce de la asignación que le ha sido con- 
cedida por la lei de 25 del presente. 

Tómese razón, comuniqúese i archívese, » 



MoNn. 



JoséG. Wáddingtoíi. 



Todo esto ¿qué indica? Indica que en la lei de que se 
trata, no hai la creación de un nuevo empleo ni la con- 
cesión de una gracia, sino el reconocimiento de un he- 
cho, a saber, que el ex-administrador de la Aduana 
de Vaíparaiso, estando cesante por la supresión de su 
empleo i en una situación indefinida, por cuanto el de- 
creto que suprimió aquel empleo nada habia dicho , 
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debía continuar prestando sus sen^icios a disposición 
del Gobierno, por hallarse todavía en aptitud de pres- 
tarlos, con la mitad del sueldo que gomaba como tal 
administrador de la Aduana de Valparaíso. 

Esto es ni mas ni menos lo mismo que se ha hecho 
siempre que se ha suprimido algún empleo o se ha de- 
cretado la reorganización de una oficina; con la dife- 
rencia de que constantemente los empleados cesantes 
han pasado con su sueldo íntegro, del empleo suprimi- 
do, a prestar sus servicios a disposición del Gobierno 
en las oficinas en que éste ha querido colocarlos. Aquí 
mismo en el presupuesto que se discute se consultan 
sueldos para empleados de esta clase: por ejemplo, don 
Domingo Godoi , que tiene ahora la incumbencia de cui- 
dar ios libros que el Gobierno ha hecho imprimir para 
las escuelas, esta en calidad de antiguo empleado i con 
el niismu sueldo que tenia en la oficina del Crédito Pú- 
blico que se suprimió hace muchos años. Un oficial ma- 
yor de la Comisaría de Valparaíso, suprimida también, 
i (|ue tm^ü color ación en la nueva Tesorería, está en su 
carácter i con su nusmo sueldo agregado de escribiente 
a una oficina etc., etc. Por esto fué que Urízar Garfias 
protestó ante el Gobierno al someterse al decreto que 
lo agregó a la Contaduría Mayor con su medio sueldo 
de ex -administrador, en lugar del sueldo íntegro que 
en esa protesta se ¡íroponc reclamar. 

Si don Domingo Godoi o alguno de esos otros emplea- 
dos que se hallan en el mismo caso, se imposibiütasen 
para el ser\4CÍ0j ¿en que empleo i con qué sueldo se ju- 
bilarían? No hai pues nuevo empleo ni ima gracia en 
la lei de 1853, que no puede considerarse como creadora 
de un empleo o de una gracia, cuando solamente se 
dictó para determinar la suerte de un antiguo emplea^ 
do. Urízar (lárHas fué considerado en ella i por el de- 
creto gubernativo que lo agregó a la Contaduría Ma- 
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yor, como cx-administrador de aduana, í así se le ha 
continuado considerando en los servicios prestados 
posteriormente. 

Mucho menos se puede crear que la lei de 53 haya 
tenido el objeto de otorgar una jubilación; porque su 
historia nos muestra evidentemente que no se quiso 
conceder la jubilación que había acordado el Senado, 
sino mandar que el empleado continuase prestando 
siiS servicios en su calidad de empleado cesante. Esto 
es claro: el Congreso no quiso jubilarlo porque se halla- 
ba en aptitud de servir; i no era tampoco de su resorte 
conceder jubilación: esto incumbe al Ejecutivo, Se pre- 
senta ahora el caso de hallarse imposibilitado ese em- 
pleado para continuar sirviendo. Prueba con arreglo a 
la lei su imposibihdad. Se tramita el espediente de ju- 
bilación que está sobre la mesa. El Contador Mayor i 
el Fiscal de Hacienda, con cuya audiencia se procede 
en estos casos, le reconocen su derecho i le abonan treinta 
i un años de servicios. El Fiscal de la Corte Sxiprema 
opina que se le jubile en su último empleo, considerando 
como tal el de administrador de la Aduana de Valpa- 
raíso, i apoyándose en el artículo S.*^ de la leí de jubi- 
lación civil que manda que el empleado, para jubilar en 
su último emi)lco, lo ha de haber desempeñado por tres 
años continuos, a no ser que hubiese ascendido a él desde 
el empleo inmediato inferior. Urizar Garfias tenia esas 
calidades, había servido mas de tres años. 

¿Qué hacer? El Gobierno tuvo que cumplir con la 
lei; í cíñéndose a ella estrictamente^ otorgó la jubila- 
ción reconociendo veintinueve años de serviciOj en 
lugar de los treinta i uno que e! Contador Mayor i el 
Fiscal de Hacienda le reconocían: le descontó dos. El 
Gobierno faUó el caso, haciendo estricta justicia. Su 
resolución es deünitiva: en ella reconoció un derecho 
al jubilado e impuso una obligación al Estado, previos 
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todos loíí trámites de estilo. ¿Puede la Cámara revo- 
car lo hecho? ¿puede desconocer ese derecho i negar 
esa obligación? Esta es la cuestión. Eso es lo que ha 
sucedido >> 



Segundo discurso 



El señor Ministro dh Hacienda.— ^\'oi simplemen- 
te a restablecer ta opinión del señor Presidente de la 
República i la mia en esta cuestión. La manera como 
se ha discurrido vn el debate está calculada para dis- 
traer la atención tic la Cámara del verdadero punto de 
vista, i temo en \ erdad que se haya distraído por el em- 
peño {lue se pone en interpretar solo de un modo aco- 
modaticio las leyes. Sobre todo lo temo después del dis- 
curso del señor Campo. Ese discurso maniñesta que se 
ha hecho un estudio prolijo^ no para poner en claro la 
cuestión, sino para atribuirle un sentido que no tiene; 
i permítame Su Señoría decirlo, sin hacerle ofensa^ que 
ese estudio prolijo que ha empleado solo ha tenido la 
mira de presentar la cuestión bajo un punto de vista 
desfavorable al Ciobierno. 

No puedo esplicarme lo que está pasando: en menos 
de quince di as se ha intentado probar dos veces ya con 
sofismas i argumentos calculados, que el Gobierno ha 
-infrinjido las U yes; esto es para mí mui grave, i seme- 
jante mala prex^encion tan marcada » entraña una situa- 
ción política niui violenta, i que es necesario terminar, 

Pero sea de esto lo que fuere, no sé de dónde pueda 
deducirse la violación de la lei que ahora se me achaca; 
ni puedo aceptar de manera alguna que se establezca 
como una conclusión que me condena, el que yo haya 
confesado en la esposicion hecha al principio que he 
padecido vacilaciones. Yo no he vacilado, señores, To- 
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do el prolijo discxirso del señor Campo ha sido calculado 
para hacer creer a la Cámara que el Gobierno ha vaci- 
lado en la alternativa de suponer, por una parte, que 
la'lei del 53 habia creado un empleo, i por otra, que ha- 
bia concedido una jubilación: colocado el Gobierno en 
esta alternativa, se supone que no podia jubilar a Dri- 
zar Garfias como ex-administrador de aduana, puesto 
que la lei del 53 le habia creado otro empleo; i en el es- 
tremo contrario se supone que tampoco podia jubilarlo 
porque esa lei le habia dado su jubilación. ¿Qué motivo 
he dado yo para que se hagan semejantes suposiciones? 
¿Cuándo me he colocado en esa rigurosa alternativa 
en que me supone el Diputado, después de su largo i 
proüjo disciurso i de la persistencia con que se empeña 
en suponerme situado entre esos dos estremos? 

Yo he dicho bien claramente en mi esposicion que la 
lei del 53 no es creadora de un empleo. (Esta es la pa- 
labra que he usado). También he sostenido que ella no 
ha dado una jubilación ni otorgado una gracia; i que 
lo único que ha venido a hacer es a proveer sobre la 
suerte de un empleado cesante, de quien nada se habia 
dicho en el decreto dí>i85i que suprimió su empleo. 

El Diputado Campo vrree que siempre que se ha su- 
primido algún empleo o se ha reorganizado alguna ofi- 
cina, se ha dicho en el decreto o en la lei en que esto se 
ha hecho, lo que debia hacerse con los empleados ce- 
santes que quedasen sin colocación. Mui bien; estoi 
conforme. Ademas, el mismo Diputado ha comenzado 
a citar las fechas de una larga serie de decretos i de le- 
yes de esta clase, que recordaba Urízar Garfias en una 
publicación i ha hecho esta cita para probar que éste 
no tiene derecho a ser jubilado en su último empleo. 
En hora buena. ¿Pero qué le prueban esos decretos i 
esas leyes, sino lo mismo que yo he dicho antes, esto 
es, que nunca se ha suprimido ni reorganizado una ofi- 



cina sin definir la situación de los empleados que que- 
daban cesantes? 

Pues bien, si el decreto de 1851 que suprimió el em- 
pleo de administrador de aduana de Valparaíso no dijo 
nada sobre el empleado cesante, ¡no es verdad que la 
lei del 53 vino a Iknar este vacío? ¿por qué se quiere 
entonces atribuir a esta lei una intelijencia distinta 
de todas las demás de su j enero, que tienen por objeto 
ordenar, como ésta ordena, lo que se ha de hacer con el 
empleado cesante? ¿por qut se le quiere dar distinto 
carácter? Todo empleado que queda cesante por la su- 
presión de ^u empleo, o por no haber obtenido coloca- 
ción en la reorganización de su oficina, pasa a prestar 
sus servicios a disposición del Gobierno en cualquiera 
otra parte; pero siempre con el carácter i la renta de su 
empleo auterií)r. Nunca pierde su derecho a ser jubilado 
en ese carácter i con esa renta. Esta es la regla constante 
que se contiene en todos esos decretos i esas leyes a que 
el Diputado alude; i la misma que está consignada en 
la lei del 53: esa lei no hace con el empleado a que se re- 
fiere sino una cosa idéntica a la que han hecho todas las 
anteriores. No es, pues, creadora de im nuevo empleo- 
ni otorga una jubilación ni una gracia; sino que lo deja 
con una asignación como ex -administrador de aduana 
para que continúe prestando sus servicios a disposición 
del Gobierno. Esta es su verdadera intelijencia; no ha 
habido en el niodo de entenderla las vacilaciones que 
se sui)onen; ni sé de dónde liaya podido deducir otro 
Diputado (el señor Vergara) que yo he supuesto que 
Urízar siempre ha sido administrador de aduana: lo que 
he dicho es que la leí le dio una asignación como a tal, i 
que todavía se le considera como ex-administrador, por* 
que no se le ha dado posteriormente otro empleo. 

Vengamos a un caso, por ejemplo, el mismo a que he 
aludido antes: la lei que suprimió la oficina del Crédito 



-?47 - 

Público dejó cesante a don Domingo Godoi. Este caba- 
llero se halla ahora encargado, con su sueldo i carácter 
de empleado cesante del Crédito Público, de cuidar la 
biblioteca de instrucción pública; si don Domingo Go- 
doi se hallara en el caso de jubilarse hoi, ¿en qut^ em- 
pleo i con qué renta se jubilada ? Parece indudable que 
con el antiguo empleo que tenia. ¡Sería justo negarle 
su jubilación en conformidad de la lei i en su último 
empleo, porque se halla ahora sirviendo una comisión? 
Es indudable que no: su último empleo era aquél; i 
aunque hagan quince años que se suprimió, en él debia 
jubilársele, porque no importa que haya pasado mucho 
tiempo desde que se hizo la supresión del empleo, para 
que jubile en él im empleado que no ha tenido otro pos- 
teriormente i que ha continuado prestando sus servi- 
cios a disposición del Gobierno en destino permanente. 
Así se han entendido siempre estas cosas, i yo no he 
tenido otra manera de entenderlas. 

Pero también se quiere cjue el Gobierno actual no 
hubiese jubilado a Urízar Garfias, porque el Gobierno 
anterior, en el decreto de jubilación de 1853, le negó 
derecho a su jubilación. No puedo negar que aquel Go- 
bierno se fundó en que, habiendo quedado risaiite Urí- 
zar Garfias por el decreto del 51 que suprimió su em- 
pleo, sin determinar nada sobre el empleado, no le era 
dado al Presidente de la República suplir ese sikmcio 
i otorgar derechos que tal decreto no habia otorgado. 
Está muí bien: pues precisamente por eso fué necesaria 
la lei de 1853, que vino a llenar el vacío disponiendo 
que el administrador de aduana tu\'iese una asignación 
de dos mil pesos i continuase sirviendo a disposición 
del Gobierno. Esta lei definió, pues, su situación; i el 
Gobierno actual ha debido respetarla, concediendo con- 
forme a ella la jubilación a que hoi tenia derecho el soli- 
citante en su último empleo de administrador de adua- 



na que esa lei le reconoce; por mas qije antes de la fecha 
de esa lei, el Gobierno de aquel tiempo le hubiese nega- 
do la jubilación que en aquellas circunstancias distin- 
tas de las actuales no se consideraba iegaL 

Pero también se pretende hacer creer que esta lei no 
le daba derecho a j ubi lar ^ porque lo dejaba en comisión, 
i el art. 3,*^ de la lei de jubilación no la concede a los ser- 
vicios prestados en comisión. En efecto, el art. 3.^ dice 
que: <tNo dan derecho a jubilación los servicios públi- 
cos prestados en comisión o de otra manera que no íue* 
se en desempeño de un destino permanente conferido 
al empleado»), ¿Se querria sostener también que Urízar 
habia tenido solo comisiones accidentales ^ como esas 
de que trata la lei, cuando el Gobierno lo destinó de un 
modo permanente a la Contaduría Mayor , dictando al 
efecto, al otro día de promulgada la lei del 53, el decreto 
que antes he lei do? Si se quiere, esta lei le obligaba a 
servir en las comisiones que el Gobierno le diera, pero 
en su calidad de ern ¡aleado, con destino fijo; de modo 
que aun cuando el Gobierno no le hubiera dado la ocu- 
pación permanente que le dio en la Contaduría Mayor^ 
sus servicios deberían haberse tomado en cuenta para 
la jubilación, porque los prestaba como empleado per- 
manente en las funciones que el Gobierno le señalaba. 
Lo que la iei de jubilaciones quiere que no se cuente 
son las comisiones accidentales que desempeña uno, 
sin ser empleado, o sin tener un puesto fijo en la cate- 
goría de los empleados públicos. 

Ahora, tratándose de jubilar a Urízar Gárñas por- 
que se halla imposibilitado, no era posible hacerlo le- 
galmente sino en su ultimo empleo de administrador 
de aduana, puesto ([ue en la actualidad i por la lei del 
53 no ha tenido otro empleo di-^ tinto, sino que ha esta- 
do sirvitmdo como tal ex-administrador a disposición 
del Gobierno, lisa lei se punía en el caso de que pudiera 





daxse a Urízar otro empleo, como se ve en el último 
inciso, pero no se le ha dado, i una vez que era necesa- 
rio jubilarlo, era también preciso jubilarlo con la renta 
de su último empleo, porque habia estado en él mas 
del tiempo exijido por el art- 8.** de la leí de jubilación 
civiL No obstaba a esto que el empleo hubiese sido su- 
primido mucho tiem|X) antes, pues no tenia otro en que 
ser jubilado i la interrupción de servicios operada por 
la supresión del empico no le perjudicaba, porque el 
art. 5-*^ de la lei dispone terminantemente que: «No obs- 
tara la interrupción si ésta hubiese procedido de supre- 
sión del empleo o de haber espirado el término legal 
de su desempeño, pues en tales casos aprovechará el 
tiempo servido antes de ella^>. Esto es, se le jubilará 
con la renta de su último empleo, conforme al art. 8*^, 
si tiene ios años de servicio que éste requiere. De aquí 
procede esa diíerencia de renta que tanto asusta al Di- 
putado CampOj pues que la asignación que habia seña- 
lado al empleado la lei del 53 es menor que la renta 
que le correspondia por su últiíno empleo, con arreglo 
a los años de servicio que cuenta el jubilado. Los fisca- 
les que han representado el ministerio púbüco en este 
espediente así lo han creído i el Gobierno no tenia por 
qué entender las leyes de otro modo. Las ha aplicado 
en su verdadera intelijencia, no las ha \iolado por ha- 
cer favor, ni crea la Cámara que el Presidente ni yo 
seríamos capaces de violarlas ni en fa\^or de las perso- 
nas mas caras a nuestros corazones. 

No hablaré mas sobre esto; la cuestión es senciUísi- 
ma^ i no quiero contribuir a embrollarla con discusio- 
nes inútiles. Lo que importa, lo que pido a la Cámara 
es que tenga presente la opinión sencilla i clara del Go- 
bierno en la forma precisa que la he espiiesto, a pesar 
de cualesquiera discursos que se pronuncien con el áni- 
mo de desfigurarla i de objetarhij a merced del sofis- 
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ma. El Gobierno ha entendido las leyes como todos los 
que no tienen interés en entenderlas de un modo par- 
ticular. El Gobierno las ha apücado en su sentido natu- 
ral i propio.» 



Pero todo aquel largo debate fué inoficioso i no pro- 
dujo otro resultado práctico que el de facilitar al Mi- 
nistro un medio honroso de justificar su separación. 
La Cámara no se pronimció sobre la jubilación. Se limi- 
tó simplemente a rechazar, por 32 votos contra 6, el 
ítem de la partida 28, que destinaba 2,900 pesos para 
pagar la jubilación, votando por unanimidad la pen- 
sión de 2,000 que se consultaba al empleado en la par- 
tida 24, sin darse cuenta de que el Ejecutivo podia dar 
cumpümiento a su sentencia de jubilación, tomando la 
diferencia de la partida de imprevistos. Los diputados, 
entre quienes se contaba un gran número de empleados 
del Ejecutivo, salieron, sin embargo, gozosos i satisfe- 
chos de su triunfo. 

El Ministro de Hacienda se presentó al dia siguiente 
en la sala del Presidente, donde le encontró con sus 
Ministros de Justicia i de Guerra. — «¿Qué ha pensado 
Su Excelencia, le interrogó, sobre la sesión de ayer i su 
resultado?» 

— «Nada», respondió secamente el Presidente. 

— Yo sí, añadió el Ministro, he pensado i he resuelto 
presentar a V. E. mi dimisión. Hela aquí. 

La renuncia estaba en estos términos: 

«Excmo. señor: i 

»La Cámara de Diputados ha atacado de ilegal la 
jubilación de don Femando Urízar Garfias, i conside- 
rando que el Ministro que la suscribe ha infrinjido las 
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•l^yeB i la Constitución, ha rechazado en sesión de 
ayer, por 32 votos contra 6, el ítem del presupuesto de 

. Hacienda destinado a dicha jubilación. El mal espí- 
ritu que por tercera vez muestra aquella Cámara contra 
el Ministro, adoptando una resolución tan grave, como 

- inusitada, i sobre todo tan infundada, manifiesta evi- 
dentemente que mi presencia en el Ministerio ha de ser 
una causa continua de conflictos para el Gobierno; i yo 
no seria digno de la confianza de US. si no me apresu- 
rara a evitar esos conflictos, haciendo mi renuncia de 
una manera definitiva e irrevocable. Obrando así, no 
solo me conformo a las prácticas del sistema parlamen- 
tario, sino que dejo al Gobierno en libertad para seguir 
esa política que ha adoptado, i que llama de concilia- 
ción, la cual no podría continuar si, con mi presencia, 
hubiese yo de ser parte a que se prolongara la lucha 
que la Cámara tiene empeñada.» 

)>Con todo, V. E. puede contar con mis servicios en 
los días que todavía necesite para elejir a mi sucesor, 
pero espero de su bondad que acepte cuanto antes esta 
dimisión.» 

El Presidente prometió ocuparse de la renuncia en 
consejo de ministros. 

pgEl 7 de noviembre se me significó que era necesario 
que asistiera a la sesión del Senado, que iba a conside- 
rar el presupuesto de Hacienda, a fin de obtener que 
se insertase el ítem desechado por los Diputados. Cum- 
plí con el encargo, presentándome en aquella sesión. ' 
Al discutir el presupuesto, el señor Torres Velasco, 



1 En ella se dio cuenta por primera vez del siguiente proyecto de lei 
que habiá sido presentado por el Ministerio de Hacienda dias antes: 

Conciudadanos dbl Senado i db la CImara db Diputados: 

En uso de la autorización conferida por el artículo 2.^ de la lei de 13 
de octubre de 1860, el Gobierno sometió a gremio a los fleteros del puer- 
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tachando de inconstitucional el procedimiento de la 
Cámara de Diputados, hizo indicación para que el Se- 
nado aprobase el ítem. Mas el Presidente, opinando que 
este caso caia bajo la prescripción del art. 42 de la Cons- 
titución, que previene que el proyecto de lei que fuera 
desechado en la Cámara de su orí jen, no se pueda pro- 
poner segunda vez hasta la sesión del año siguiente; i 
sosteniendo que cada ítem de las partidas del presu- 
puesto era una lei especial, se opuso a que se discutiera 
aquella indicación, i puso a votación la proposición si- 
guiente: 

«¿Se admite a discusión la indicación del señor To- 



to de Valparaíso, según el reglamento aprobado en 16 de mayo de 1861 
i los jornaleros i lancheros del cabotaje de dicho puerto, según an regla- 
mento aprobado con fecha 30 de abril del mismo año. « 

Aunque las disposiciones de estos reglamentos fueron concebidas con 
el fin de hacer mas ordenado el servicio del comercio, encontraron sin 
embargo obstáculos insuperables al ponerse en práctica. Con fecha 25 de 
noviembre de 1861, el Intendente de Valparaíso hizo ya presente al Go- 
bierno que desde la instalación del gremio de ñeteros se habia notado la 
dificultad que habia para organizarlo de un modo estable, porque las 
cuotas con que debían contribuir sus miembros para pagar los sueldos de 
los jefes, eran sumamente onerosas I arruinaban mas bien que beneficia- 
ban á los matriculados. El Intendente acompañaba su representación con 
un reclamo de los mismos fleteros, que manifestaba los perjuicios que 
recibían por lo dispuesto en los capítulos 5.® i 6.<> del reglamento de 16 
de mayo, que determinan la asignación i distribución de los fondos del 
gremio. 

Convencido el Gobierno de la efectividad de los inconvenientes adu- 
cidos i penetrado de que el espíritu de la lei era el beneficio i no la ruina 
de los que se incorporan al gremio, dispuso por decreto de 27 de diciem- 
bre de 1861 suspender los efectos de las disposiciones contenidas en los 
capítulos precitados i asignar la comandancia de ese cuerpo a la Gober- 
nación Marítima para que fuera desempeñada gratuitamente i exonerar 
así del costo de ella a los fleteros. 

Con fecha 4 de enero de este año, el comercio de Valparaíso represen- 
tó al Gobierno, por el conducto competente, los perjuicios que recibía 
con la existencia del otro Gremio de Jornaleros i Lancheros del cabotaje, 
creado según decreto de '24 de octubre de 1860 i sometido a un regla- 
mento por decreto de 30 de abril de 1861. A esta representación se agre- 
gaba la del administrador del mismo gremio que demostraba el ptecario 
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rres para que se agregue a la partida 28 un ítem que 
asigne el sueldo de jubilado a don Femando Urízar 
Garfias?» 

El Senado resolvió la negativa por 9 votos contra 2, 
estableciendo así una rara práctica constitucional de 
la cual es conveniente tomar nota. 



XII 



Después de esta sesión, pedí al Presidente de la Re- 
pública su resolución acerca de mi renuncia. S. E. me 



estado de sus fondos, las quejas de los malí iculados í aun la resistencia 
de los lancheros para someterse a gremio, lo que hada cargar únicamen- 
te sobre los jornaleros de tierra el pago de una administración calculada 
para dos clases de trabajadores; i a una con el Intendente de Valparaíso 
hacia presente que el gremio estaba disuelto de hecho, i que carecia de 
fondos para pagar sus deudas atrasadas i los sueldos de sus empleados. 

De estos antecedentes resultaba que el Gremio de Jornaleros del cabo- 
taje era perjudicial: 1.^ por el mayor gravamen que imponía al comercio 
i por tanto al consumidor, con una tarifa demasiado elevada; 2.* por la 
obligación en que estaba el comerciante de emplear forzosamente perso- 
nas que no le eran conocidas e incompetentes ademas para operaciones 
delicadas en las cuales se requiere práctica i costumbre; i S.^ por la insu- 
ñciencia de los beneficios obtenidos que, lejos de ofrecer un fondo para 
responder a los cargos del comercio i con que atender a la jubilación, a 
pensión de los miembros del gremio, no bastaban ni aun para el pago de 
los sueldos de los empleados. 

Era, pues, evidente que de la existencia del gremio solo emanaban per- 
juicios para el comercio i para los miembros mismos que componian esa 
institución. Convencido de esto el Gobierno i vista la imposibilidad de 
que el gremio marchara adelante, ofició por el Ministerio de Hacienda al 
Intendente de Valparaíso, con fecha 30 de julio último, que mientras se 
consultaba al Congreso sobre la reorganización o supresión del precita- 
do gremio, se suspendieran los efectos del reglamento de 30 de abril 
de 1861. 

Se babria presentado ya al Congreso el respectivo proyecto de le! 
sobre la materia si no fuera que él requeria estudios para ver si seria o 
no conveniente proponer la reorganización de los gremios de modo que 
consultara mejor los intereses del comercio i de los matriculados. 

Las investigaciones practicadas han hecho conocer que los gremios. 
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declaró que me la admitía, porque se hallaba dispuesto 
a no ponerse en lucha con las Cámaras; pero que me 
pedia que no promoviera la cuestión política. El enigma 
de esta petición se aclaró para mí, cuando pude colejir 
que los deseoa del Presidente eran que yo esplicase mi 
separación como un acto voluntario i de conveniencia 
personal, i no por su resistencia a variar de política. 
He respetado estos deseos algimos años, dando con mi 
silencio ocasión a que se juzgara mi conducta de modos 
mui diversos, i siempre desfavorables, los cuales han 
autorizado a muchos a decir en prosa i verso que fui un 
mal administrador. 



desde que impiden a los jornaleros disponer de su trabajo como mejor 
les plazca 1 a los comerciantes tomar a su servicio los trabajadores que 
mas les convengau, limitan directamente i sin utilidad el libre ejercicio 
del trabajo con notable perjuicio para el comercio i para el pais entero. 

Sin ventajas para nadie i con perjuicios para todos, estos gremios solo 
sirven para echar sobre el Estado una responsabilidad mas. Varias ve- 
ces se ha tenido que anticipar las cantidades para atender a las prímeras 
necesidades de sus miembros, quienes, faltos de trabajo, acuden como es 
consiguiente al Estado que se encarga de reglameutarios, dirijirlos i ad- 
ministrarlos. 

Por todas estas razones i muchas otras que se omiten, el Gobierno no 
ha trepidado en pedir al Congreso la disolución de los gremios precita- 
dos; por lo tanto, de acuerdo con el Consejo de Estado, someto a vnestra 
deliberación el siguiente 

PROYBCTO DB LBi: 

Articulo único. — Se derogan los decretos de 24 i 25 de octubre de 1860 
i 30 de abril i 16 de mayo de 1861, espedidos en uso de la autorízacioo 
que confirió al Ejecutivo el articulo 2^ de la lei de 13 de octubre de 1860 
i por los cuales se someten a gremios i se reglamentan como a tales a 
los jornaleros i lancheros del cabotaje i a los fleteros del puerto de Val- 
paraíso. 

Santiago, octubre 28 de 1862. 

José Joaquín Pérez. 

/. y. Lastarria. 



í 



i 



— 315 — 
La poesía ha dicho, con ánimo de elojiarme: 

ííMui grande abajo, en el poder mezquino, 
No es para gobernar don Victorino» 



La prosa no me ha lisonjeado mas, sobre todo la prosa 
délos liberales moderados- Uno de ellos que me honró 
con una biografía, dice que aquella época de mi exis- 
tencia política presenta síntomas evidentes de mi pre- 
matura decadencia, i esplicando mi salida del Ministe- 
rio, la atribuye a «una lei de patentes concebida con 
poca madurez i presentada al Congreso sin la debida 
meditación i estudiovK Esta aseveración, que corre en 
un libro oficial, es pálida al lado de las declaraciones 
oficiales que el Ministro de Hacienda, que convirtió en 
lei aquel proyecto mal concebido, elevando la cuota 
del impuesto al cuadrado, hacia t^n la sesión del i6 de 
julio de 1867^ en la Cámara de Diputados, acusándome 
de no tener cualidades de hombre de Estado, de preten- 
der que se me considere como financista, sin lograrlo^ 
de ser un petulante, que había estado en el Ministerio 
de Hacienda, sin comprender los negocios, sin iniciar 
nada^ sin conocer nada, sin merecer la confianza del Pre- 
sidente. 

No recuerdo estos juicios porque tenga interés en 
desmentirlos, o porque abrigue la ambición de aparecer 
como capaz de gobernar, sino para que se sepa cómo 
pagó Su Excelencia mi respeto a su deseo de que no 
promoviera la cuestión política, apoyando aquella úl- 
tima aseveración con su silencio; i porque quede cons- 
tancia, ya que no de las obras, siquiera de las condena- 
ciones con que el partido Liberal moderado^ nacido de 
aquella situación pública, ha pagado al que fué víctima 
de la abdicación de los principios liberales, al que por 
respeto a sus relaciones políticas i animado de la espe- 
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ran^a de traerlo a su antiguo camino, le sacrificó tran- 
quilidad, fortuna, nombre i porvenir. 

El anuncio de mi dimisión me atrajo los reproches 
de los liberales de Santiago i las reclamaciones mas ar- 
dientes de los de las provincias para que no dejara el 
Ministerio. Entre muchas de éstas, recibí una de Coit' 
cepcion, firmada por ciento i tantos ciudadanos, con e! 
espreso encargo de sometarla ala consideración del Pre- 
sidente. Los liberales no solo no comprendían su situa- 
ción, sino que se imajinaban que yo podia representar- 
los dignamente formando parte de un gobierno, mitad 
conservador^ mitad reaccionario, que tomaba como 
base de su política el respeto i la contemporización ha- 
cia el personal, los intereses i las tradiciones del partido 
que aquéllos combatian. Mis escusas, mis esplicacio^ 
nes eran consideradas como teorías ilusorias; de modo 
que, es preciso reconocerlo, cayó sobre mí una con- 
denación universal, que hizo indudable mi incapacidad 
como hombre de Estado, con la cual, sea dicho de paso 
estoi todavía nuii conforme, si es cierto que la impro- 
bidad sea la base de aquella capacidad. Mi sucesor^ que 
íué a palpar por sí mismo la reahdad de mi situación, 
puede atestiguar, con su pronta separación, si era posi- 
ble aquel híbrido consorcio, que deseaban los liberales. 

Sin embargo, el consorcio se ha consagrado definiti- 
vamente i el pais liberal ha tenido muchas ocasiones de 
juzgarlo i de renegarlo. El Ministerio de julio ha triun* 
fado i permanece hasta el día, por mas que el que estas 
líneas escribe i su sucesor se apartaran pronto, por mas 
que sus colegas havan desaparecido del puesto. La po- 
lítica es la misma, con la diferencia de que ella ha sido 
mas clara i acentuada desde que en 1864 desaparecie- 
ron del Congreso i de la administración los partidarios 
de la anterior. Aquel Ministerio nunca ha sido reno- 
vado en su totalidad, sino modificado parcialmente i 



ren el mismo sentido, con comervadores que mantu- 
vieran la tradición i los hábitos de este partido, con 
liberales o conservadores que fueran a representar i a 
servir el espíritu de los reaccionarios i con liberales que 
moderaran sus antiguas aspiraciones^ limitando la re- 
forma a mentidas promesas, i presentando como refor- 
mas trampantojos i engaños calculados para divertir 
la atención del pais. 

Los caracteres mas prominentes d(^ la política de 
aquel Ministerio se diseñaron en los próximos dias de 
mi separación. El Ministro del Interior, que me habia 
sucedido interinamente, obtuvo de las Cámaras en esos 
mismos dias^ la lei que autorizó al Ejecutivo a emitir 
vales a interés por un millón de pesos, primer eslabón 
de la cadena de empréstitos, que todavía no termina. 
El de Justicia se apresuró a reorganizar el Senado de la 
iglesia con ios Cantorberianos, i a decretar la entrega 
de la instrucción primaria a los hermanos de las Escue- 
las Pías, mandándolos traer de Francia, El pais sabe 
a donde lo han conducido ac^ucllas dos tendencias^ i 
cuál ha sido el desarrollo de la política liberal modera- 
da^ que humillo el decoro nacional en la guerra de Es- 
paña , que ha hecho abortar la Reforma, que no ha dado 
solución a ninguna cuestión de política, en lo inte- 
rior^ ni en las relaciones esteriores, i que ha creado nue- 
vos í embarazosos problemas, cuya solución comprome- 
te el porvenir de la República. 
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Proyecto de lei sobre allanamiento de domicilio 



En la sesión del i6 de junio de 1864, se presentó en 
la Cámara de Diputados el siguiente proyecto: 

MüCIÜN 



«El art. 146 de la Constitución establece que la casa 
de toda persona que habita en el territorio chileno es 
un asilo inviolable, i solo puede ser allanada por un 
motivo especial determinado por la lei i en virtud de 
orden de la autoridad competente. 

»Este antigua princij^^io de derecho público recono- 
cido i sancionado por las célebres leyes romanas, ha sido 
incorporado en todas nuestras Constituciones políti- 
cas, desde el reglamento provisorio de 1812; pero jamas 
ha sido practicado, a causa de la latitud que han dado 
a su autoridad funcionarios del orden administrativo, 
no tanto por la falta de leyes que determinen los casos 
en que puede allanarse la habitación particular, sino 



por la dificultad de conocerlas i de tenerlas a la vista, 
entresacándolas del inmenso fárrago de los Códigos 
españoles. 

^Esta garantía individual ha sido pues ilusoria, como 
lo han sido mas o menos todas las que la Constitución 
nos asegura, en razón de que los defectos que de suyo 
tienen los Códigos inadecuados que nos han rejido, 
dan ancho campo a la arbitrariedad i dejan todas esas 
garantías a merced de la buena o mala voluntad de los 
que ejercen el poder, 

»I^a necesidad de una le i que reaHce el proyecto del 
art. 146 de la Constitución no es nueva i ha sido siem- 
pre sentida i confesada por todos i por los Congresos 
mismos^ donde mas de una veíi se ha intentado satis- 
facerla. 

»E1 art. 120 de la Lei del Réjimen Interior dice que 
es prohibido a todo funcionario disponer que se allane 
una casa particular, sino en los casos i en la forma que 
prevenga la lei espi'cial de allanamientos, subsistiendo 
mientras tanto se dicte esa lei, el urden que actualmen- 
te se observa a este respecto. 

j^Aquí se reconoce la necesidad de esa lei, i solo por 
su falta se deja subsistente el orden observado que en 
realidad no t^ra ninguno í dependía hasta del capricho 
de un ájente tic policía. 

*No recuerdo estos liechos sino para llamar la aten- 
ción del Congreso a tal necesidad i, al formular el pro- 
yecto que tengo el honor de someter a esta Honorable 
Cámara^ no me prometo obtener su aprobación, sino 
invocar sus luces para que espida una leí sabía i digna 
del objeto, aceptando como base de la discusión las 
ideas que le someto. He procurado reunir aquí varias 
disposiciones de las leyes vi ¡entes en lo que son adap- 
tables al siguiente 
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PROYECTO DE LEÍ: 

«ArtÍcitlo primero. El allanamiento de casa solo 
puede verificarse en virtud de un decreto especial dic- 
tado por autoridad competente, a virtud de oponersií 
sus habitantes a que penetre en ella la fuerza pública. 

í>Es autoridad competente para decretar allanamien- 
to el juez que tenga bajo su jurisdicción la causa o per- 
sonas de que se trate. 

»Art. 2.^ El decreto de allanamiento solo podrá dic- 
tarse en los casos siguientes: 

»i.^ Para estraer a un criminal procesado por algún 
delito de los que se ])crsiguen de oficio, siempre que se 
haya espedido el auto de prisión, 

í>2/* Paraestraer a un criminal de delitos de la misma 
clase que haya sido sorprendido infraganti. 

^3/* Para perseguir a los que infrinjen las leyes i or- 
denanzas contra juegos prohibidos en una casa pública. 

í>Si la casa es privada, ch:^be formarse previamente 
sumaria información del hecho para decretar el allana- 
miento. 

»4.'^ Para estraer un contrabando, siempre que haya 
sumaria información de la cual resulte su existencia, 

^5'*^ Para tomar los libros i especies de comercio que 
se persignen por un delito de defraudación i las espe- 
cies robadas que existan en alguna casa, siempre que 
del proceso respectivo resulte mérito para decretar el 
allanamiento. 

3>6.° Para ejecutar un mandamiento de ejecución i 
embargo de bienes de un deudor. 

»yp Para ejecutar alguna dilijencia judicial ordena- 
da en sentencia o auto de juez, 

^P Para libertar a alguna persona secuestrada en 
alguna casa, siempre que de una sumaria infonnacion 
resulte el secuestro ilegal. 



á. 



— 343 — 

»Art. ^P Mientras no se dicte por la autoridad judi- 
cial competente el decreto de allanamiento a virtud de 
hacerse presente la resistencia, la fuerza pública podrá 
sitiar la casa en que se oculta la persona o cosa en que 
se persigue^ impidiéndole toda comunicación esterior. 

^Art. 4P El allanamiento se ejecutará de este modo: 

ji>i,o El ejecutor presentará copia autorizada del 
decreto de allanamiento al dueño de casa, o sus de- 
pendientes si aquel no parece; i en caso de no aparecer 
ninguna persona, le leerá en alta voz dentro de la casa 
i lo fijará en su puerta de calle. 

»2P Incontinente procederá al rejistro, sin emplear 
la fuerza mas que para abrir las puertas o lugares que 
se le resistieren j i guardando respeto a las cosas que 
no sean de las que le ordena tomar el decreto. 

»3,^ Terminado el rejistro i dejándolo todo en el es- 
tado que tenia, evacuará el ejecutor la casa, estrayendo 
únicamente lo que se le haya señalado en el decreto. 

»Art. 5.^ No se podrá ejecutar allanamiento, sino 
en los casos determinados por el art. 2.^; i en todos los 
demás en que haya de cumplirse alguna orden de pri- 
sión, la fuerza pública procederá según lo prevenido 
en el art. j/' hasta que el juez resuelva lo conveniente* 

^Art. 6.*^ Los funcionarios públicos que allanaren 
una casa en los casos no permitidos i sin las formalida- 
des prescritas, cometen abuso de autoridad, que será 
calificado i penado como de injiu-ia o fuerza. 

i>Art. 7 o No hai allanamiento en los casos en que 
de lo interior de la casa se pidiere ausilio, o se permi- 
tiere la entrada de los ajenies de la fuerza pública, o 
cuando por las circunstancias del suceso que ocurre 
dentro de una casa cerrada, éstos no pudieren obtener 
el permiso i necesitaren entrar con urjencia para pres- 
tar su amparo a los habitantes contra algún atentado 
o peligro. 
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»Art. 8.^ Quedan derogadas las leyes que han estado 
vijentes sobre el allanamiento de casas. 
Santiago, junio i6 de 1864. 

/. F. Lastarria.^ 
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^ Sobre delitos de sedición 

En la sesión de 25 de junio se presentó este proyecto 
con el fin dé poner término a los juzgamientos escep- 
cionales, i por consiguiente contrarios a la Constitu- 
ción, a que el decreto de 1852 i la Ordenanza Militar 
someten los delitos de sedición. 

Moción 

«La inviolabilidad del derecho, el convencimiento 
de que en ninguna circunstancia podrá ser desconocida 
o impunemente puesto en peligro, no solo es la primera 
base de toda buena organización política, sino también 
ima condición indispensable para la subsistencia del 
orden social. 

»Del reconocimiento de esta inviolabilidad se deriva 
el principio de que la lei debe ser igual para todos, i 
que al organizar la justicia que debe darle cumplimien- 
to, el individuo se encuentre en presencia de garan- 
tías suficientes, que den seguridad a los derechos que 
la sociedad i la República reconocen al hombre i al ciu- 
dadano. 

»La Constitución del Estado, consultando el modo 
de hacer efectivas esas garantías, ha dispuesto en su 
art. 134, que ninguno puede ser juzgado por comisiones 
especiales, sino por el Tribunal que le señala la lei, i que 
se halle establecido con anterioridad por ella. 

»Sin embargo, leyes posteriores, sea por la imperfec- 
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cion inherente a las obras humanas, o sea cediendo a 
un espíritu opresor anti-republicano, han hecho iluso- 
ria la disposición constitucional en sus aplicaciones 
mas importantes, como son aquellas en que la vida, la 
hbertad i el porvenir del hombre i de la patria, suelen 
encontrarse en peligro, 

wTal es lo que sucede con el modo como se juzgan í 
castigan los delitos de sedición, i todos los demás que, 
en el desarrollo apasionado de la vida política, pueden 
turbar o poner en conflicto la tranquilidad pública i 
los cuales han sido sometidos a un procedimiento pre- 
hostal i a una penalidad bárbara i draconiana. Estos 
delitos según la Ordenanza Jen eral de) ejército i supre- 
mo decreto de 9 de marzo de 1852^ pertenecen al cono- 
cimiento privati\"o de la jurisdicción militar, cualquiera 
que sea el fuero del acusado; i basta recordar la pena 
que les impone ese Código, i manera como se procede 
en su sustanciacion, para convencerse de la verdad de 
loque decimos. 

ííE] art. i^T, tít. So de la Ordenanza, establece la pe- 
na de íuuerto contra los reos de sedición, conspiración 
o motín; i el artículo siguiente 142 castiga con la mis- 
ma pena^ a los que con fueriía, amenazas o seducción, 
embarazan el castigo de los tumultos o desórdenes^ sin 
espresar la naturaleza de esos desórdenes^ ni mediante 
qué circunstancias se incurre en la pena. 

>>Prohablemente llegado el caso i juzgado por analo- 
jta, se castigará también con la muerte, el delito de fijar 
pasquines, que conspiren a alterar la tranquilidad pú- 
blica, t|ue el art,. 2*0 del título 77 somete al conocimien- 
to del consejo de guerra competente cualquiera que 
sea el fuero del reo. 

^E\ modo de proccdtM' en v\ juzgamiento i castigo de 
estos delitos, segmi el supremo decreto de 9 de marzo 
de 1 85 2 j que vino a fijar la jurisprudencia a este respec- 
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-to, se halla establecido en el art, 56, tít. 76 de la Orde- 
nanza, que dispone que <ií3Í el reo fuese acusado del 
delito de sedición, motin o tumulto, hallándose el ejér- 
cito en campaña, al jeneral de éste corresponde la apro- 
bación de la sentencia, que se pondrá en ejecución sin 
mas requisito. Si fuese en guarnición, compete al Co- 
mandante Jeneral de Armas aprobar la sentencia». 

*>La sentencia a que este artículo se refiere, es la pro- 
nunciada por el Consejo de Guerra respectivo; i para 
nadie es un secreto la ausencia completa de garantías 
en que se encuentra el acusado, aunque perseguido por 
un delito capital, atendida la organización i modo de 
proceder de esos Tribunales, 

»Para nadie tampoco es un secreto la manera inicua 
i terrible como por lo regular se organizan esos Conse- 
jos para el juzgamiento de esos delitos, cuando se pre- 
sentan con un carácter político^ o la autoridad tiene 
interés en (jue el reo sea condenado; desapareciendo 
así todas las garantías que se habían tratado de asegu- 
rar en el art, 134 de la Constitución. 

^Por lo regular, esos delitos pueden ser cometidos, 
o suponeril^e que lo han sido, en las ejiocas de ajitacion 
política i cuando los partidos se encuentran en lucha; i 
trayendo a la memoria lo f¡ue sucede por lo común en 
estos casos, i que sucederá siempre mientras no se haga 
imposible la inten-encion del Gobierno en esas luchas, 
se verá que las disposiciones legales que nos ocupaUj 
no solo han hecho ilusorias esas seguridades, sino que 
también han colocado en manos de los ajentes del Po- 
der Ejecutivo, un terrible i desastroso instrumento de 
opresión. 

í^>Desde el momento en que el Gobierno, abandonan- 
do su rol de neutraHdad i conservación, desciende a la 
arena ardiente de la política, i se presenta apadrinando 
los intereses de un bando, nada mas lójico que el que 
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los hombres de los otros partidos sean considerados 
como enemigoí?, i enemigos tanto mas peligrosos, desde 
que luchan desesperados, pues entran al combate sin 
garantías, i teniendo que hacer frente a todas las ín* 
fluencias, a todos los recursos abrumadores, de que ta 
autoridad pública se halla en el caso de poder hacer 
uso, 

lépero como en los grandes pronunciamientos de la 
opinión j no siempre el poder puede contar con una vic- 
toria segura, entonces, arrastrado por la pasión de par- 
tido, promueve un conflicto a que se da el nombre de 
sedición, motin o tumulto, i sin necesidad de apelar a 
la dictaduraj diezma o dispersa a sus enemigos, espa- 
triándolos, desterrándolos, llenando con ellos las car* 
celes, o enviándolos al patíbulo, como mas de una vez 
ha sucedido. 

»Pero no supongamos que se ha fraguado i supuesto 
el delito: tomemos por punto de partida el que una 
fracción del país se haya puesto fuera del orden legal, 
desde que ha comprendido que es imposible el seguro 
i libre ejercicio de los derechos consagrados por el pac- 
to social: no por i41n las consecuencias dejarán de ser 
las mismas. 

En este caso, el Delegado del Ejecutivo, Intendente^ 
Gobernador o Subdelegado, que por lo regular también 
es el Comandante Jenera! de Armas, i que es también 
el jefe o sostenedor del partido en contra del cual los 
acusados han estado luchando; es el que decreta su pri- 
sión como sediciosos o tumultuarios, i nombra a cinco 
dependientes suyos para que formen el Consejo de Gue* 
rra^ i Juzguen i condenen a los reos; i luego que ha sido 
condenado a muerte, en la forma espeditiva estableci- 
da por la Ordenanza, el mismo es el que aprueba la 
sentencia i la hace ejecutar^ sin que contra ella pueda 
interponerse recurso de ningún j enero, pues la Orde- 
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nanza no autoriza que pueda suspenderse por la vía de 
indulto. 

y>De este modo las garantías constitucionales son pa- 
labras vanas^ pues los reos han sido juzgados por una 

comisión especial, i nombrada para el solo efecto de 
condenarlos; pues ese Tribunal no se encontraba esta- 
blecido i funcionando de antemano para que los acusa- 
dos supiesen, en caso de delinquir, quienes debían ser 
los que los habían de juzgar. 

»De este modo los reos son arrastrados ante un Tri- 
bunal que carece de las garantías de imparcialidad e 
independencia consultadas en el art. lio de la Consti- 
tución; pues todos los jueces que los juzgan i condenan 
son dependientes del Ejecutivo, i que, en el caso de 
no ser complacientes con las miras o pasiones del que 
los nombra, pueden ser destituidos sin formación de 
causa, mediante la interpretación arbitraria que se ha 
estado dando a la parte lo^^ del art. 82 de la misma 
Constitución, i el peligro de la complacencia es tanto 
mas de temor, desde que es mui posible que ellos mis- 
mos cedan a la pasión de partido, pues en esas campa- 
ñas políticas en que la autoridad pública se comprome- 
te, ella obliga siempre a arrastrar iguales compromisos 
a todos aquellos que se encuentran bajo su dependen- 
cia haciéndolos así el blanco de iguales odios i rencores. 

»La subsistencia legal de un orden de cosas semejan- 
te, i cuyas monstruosas consecuencias apenas hemos 
indicado, no es posible dure por nías tiempo; i nada 
mas oportuno que el aprovechar un momento de paz 
i de concordia para hacerlo desaparecer, si es que que- 
remos la continuación de esa misma paz i que las ga- 
rantías de la libertad i de la justicia sean una verdad 
para todos, destruyendo al mismo tiempo un jérmen 
de anarquía i de disolución sociaL 

^Para ello es preciso que modifiquemos ese estado 
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legal, i que reformemos las disposiciones que autorkan 
tales injusticias, i que hacen posibles tales estravíos, 

>>Pero la reforma no seria completaj si, conocido d 
mal en toda su estension, no despojásemos al mismo 
tiempo a la jurisdicción militar de lo que tiene de injus- 
to i abusivo en el orden de hechos i de intereses que nos 
ocupan, i concediésemos iguales garantías de impar- 
cialidad e independencia, a aquellos que, por su fuero, 
se encuentran a ella privativ^amente sometidos; pues 
eUos son también ciudadanos, i su vida i sus intereses 
tienen derecho a ser iguahnente garantidos. 

v>Esto puede obtenerse sin relajar los vínculos de la 
milicia, i sin destruir la inflexibilidad de la disciplina, 
condición indispensable para asegurar la obediencia i 
la conservación del orden en el ejército. Para ello basta 
que^ en el juzgamiento de los delitos de que tratamos, 
cuando han sido cometidos sin ningún carácter políti- 
co, auncjue sustanciados i juerga dos por el Consejo de 
Guerra, la apelación o aprobación de la sentencia co- 
rresponda a la Corte Marcial. 

»Esta modificación en el procedimiento no solo con- 
sulta intereses tan serios como los que hemos tenido 
en vista, sino que al mismo tiempo no relaja de ningún 
modo la disciplina militar, pues ella conservará siempre 
todas las circunstancias que^ según la Ordenanza, la 
hacen inflexible, toda vez que las reformas que pro- 
ponemos so!o van a tener lugar en tiempo de paz, cuan- 
do la fuerza de línea se halla en guarnición i no cuando 
el ejército se encuentra en campaña. 

»En este sentido , i para que la disposición constitu- 
cional sea efectiva, i desaparezca un orden de cosas que 
nos ha costado tanta sangre i tantas lágrimas, hacien- 
do al mismo tiempo posible el libre i seguro ejercicio 
en los derechos populares; tenemos el honor de propo- 
ner a la Honorable Cámara el siguiente 
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PROYECTO DE LEÍ: 

^Artículo primero. El conocimiento de los delitos 
de sedición^ motin o tumulto, a que son referentes los 
axts. 56, título 76] art, 2,^, título 77, i art. 12, título 79 
de la Ordenanza Jeneral del Ejército, pertenecen a la 
jurisdicción civil ^ cualquiera que sea el fuero de los acu- 
sados, sustanciándose la causa conforme al Código de 
Enjuiciamiento criminaL 

&Art, 2.^ El conocimiento de estos mismos delitos 
cometidos en el ejército, encontrándose éste en cam- 
paña, corresponde a la jurisdicción militar, cualquiera 
que sea el fuero de los acusados, procediéndose en su 
juzgamiento en la íornia prescrita por la misma Orde- 
nanza, 

^Art. j."^ Para los efectos del artículo anterior, no 
podrá ser declarado el ejército en campaña, sino en el 
caso de encontrarse la República sosteniendo una gue- 
rra en el pais o en el estranjero. 

jí^Art. 4,^ Los delitos de sedición, conspiración, mo- 
tin o tumulto, sin carácter político i puramente milifar 
cometidos en el ejército o cuerpos de línea, no encon- 
trándose el ejército en campaña, serán juzgados por el 
Consejo de Guerra competente, correspondiendo a la 
Corte Marcial la apelación o aprobación de la sentencia* 

líArt 5.*^ Se deroga el supremo decreto de 9 de marzo 
de 1852, el art. 2.^, tít. 77 de la Ordenanza Jeneral del 
Ejército i las demás disposiciones de este Código, que 
estén en contradicción con la presenta.* lei.— Santiago 
jimio 28 de 186^. —José Victorino Last arria. — Ricardo 
Ciara j^ 



En la sesión del 25 de julioj la Comisión de Lejisla- 
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cion i Justicia informó sobre este proyecto de esta ma- 
nera: 

<^La Comisión de Lejíslacion es de sentir que la Cá- 
mara debe prestar su aprobación al proyecto de lei pre- 
sentado por los señores diputados Claro i Lastarria so- 
bre el conocimiento en los delitos de sedición, motin o 
tumulto, agregando al artículo 4P estas palabras: cual- 
quiera que sea el fuero de los acusados^. 
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Voto de la Cámara de Diputados sobre la cuestión 
diplomática española en 1864 



En la sesión de 5 de julio de 1864, el Ministro de 
Relaciones Esteriores presentó a la Cámara de Dipu- 
tados la correspondencia diplomática que habia soste- 
nido con el Ministro residente de España, a propósito 
de las manifestaciones populares que en Santiago se 
hablan hecho en mayo contra la ocupación de las islas 
de Chincha por la escuadra española. 

Después de leidas las notas, el señor Matta, Diputa- 
do por Copiapó, espresó que habiendo él pedido que se 
trajeran a la Cámara los documentos que acaban de 
leerse, se complacía en haber dado ocasión a que el pais 
i la América pudieran apreciar mutuamente su conduc- 
ta; i que no habiendo prometido hacer interpelación, 
sino después de conocer los dociunentos, no hallaba, 
después de la lectura, motivo alguno para formularla. 
El señor Claro, Diputado por Concepción, hizo entonces 
la siguiente proposición: 
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dEl señor Claro. — ^Antes de pasar a la orden del día 
e impuesto de los documentos que se han presentado, 
querría interpretar los sentimientos de la Cámara Í ha- 
cer un acto de justicia^ proponiendo el siguiente acuer- 
do: <jLa Cámara da un voto de aprobación al Supremo 
Gobierno por la manera digna como ha manejado las 
relaciones diplomáticas de la República». Este acuerdo, 
señor^ no solamente estaría a la altura de los sentimien- 
tos del pais, sino tiue tendría grande influencia en la 
opinión, tanto en Chile como en las demás naciones; 
i sobre todo, alentaria al Gobierno para seguir adelan- 
te.^ 

Esta proposición fué debatida, porque había opinio- 
nes que hi rccha¿:aban, otras que aspiraban a modifi- 
carla, i alguna que queria se pasara a la orden del dia, 
declarándose la Cámara satisfecha con la lectura de la 
correspondencia. En este caso, el Diputado por Valpa- 
raíso creyó llegada la oportunidad de tomar nota de los 
l^rincipios de política interna e internacional que el Go- 
bierno había establecido en suíí notas oficiales, a fin 
de que la Cámara les diera la autoridad de su aproba- 
ción, incorporándolos así en nuestro derecho público^ 
i pronunció ei siguiente discurso: 

El señor Lastar ría.—** Acepto con todo gusto el 
voto de aprobación propuesto por el honorable Dipu- 
tado por Concepción, porque creo que ese voto no solo 
envuelve !a aprobación de altos principios de derecho 
internacional, sino también la aceptación de la con- 
ducta del (Gabinete de Chile, que ha sido constantemen- 
te atacada durante dos meses en nuestros diarios sin 
fundamento alguno, siendo de notar que hasta la pren- 
sa de Lima se ha avanzado a acusar a nuestro Gobierno 
de complicidad en el atentado de los españoles en las 
islas de Chincha, sin que hubiese siquiera un motivo 
plausible para tan grave acusación. Es preciso que una 



vez que la Cámara de Diputados conoce los principios 
que han reglado esa conducta, se pronuncie, aceptando 
la proposición que le hace uno de sus miembrí>s^ que 
por su independencia i elevado carácter se halla en el 
caso de hacer justicia al Ministerio. Es indispensable 
encaminar la opinión hacia su verdadero punto. Pro- 
poner que se pase a la orden del di a cuando se trata de 
dar un voto de aprobación, tiende a que se rechace 
este voto. Se pasa a la orden del dia cuando se quiere 
librar de una censura a un ministerio, mas no cuando se 
trata de aprobar sus actos, 

^Uñ señor Diputado ha tenido la ocurrencia de en- 
contrar en la indicación del señor Diputado por Con- 
cepción, el propósito de quemar incienso haciendo una 
verdadera o\^acion. No nace el voto de aprobación pro- 
puesto de una ciega adhesión do partido al Ministerio, 
ni del propósito de quemar incienso al Gobierno. El 
honorable Diputado de Concepción obedece únicamen- 
te a su noble patriotismo, que le inspira un acto de jus- 
ticia mui ajeno de móviles de partido i de pretensiones 
indignas. En las^ notas que se acaban de leer, el Ministro 
de Relaciones Estcriorcs aparece defendiendo grandes 
principios de política, que la Cámara debe apresurarse 
a sancionar con su aprobación. El Ministro defiende 
el derecho de asociación que el pueblo tiene i justifica 
los motivos que en este caso tuvo para espresar enér- 
jicamente su opinión^ el Ministro aparece defendiendo 
otro principio que debe acojerse como la base de 
nuestra política en las relaciones internacionales de 
la América, cual es el de que el Gobierno de Chile no 
prestará ausilio de ningún jénero, ni permitirá que se 
preste en nuestros puertos a ninguna fuerza europea 
que llegase a nuestras aguas con destino de atacar la 
independencia de alguna nación americana. Este es un 
precedente que no debe pasar olvidado i que la Cama- 



ra delíe autorizar can su aprobación para que quede 
consignado como principio de nuestro derecho inter- 
nacional i sirva en io futuro para guiar nuestra política 
en casos análogos al que ahora ha producido la escuadra 
española. Ademas, el Ministro aparece defendiendo 
otro derecho dt^l pueblo chileno, el que todos tenemos 
para movernos i salir de nuesti"o territorio con el objeto 
de ofrecer la fuerza de nuestros brazos en defensa de 
nuestros hermanos atacados por una jiotencia invaso- 
ra; i por fin el Ministro proclama el gran principio de la 
solidaridad americana, como lo ha reconocido el hono- 
rable Diputado por lllapel, i sostiene que los vínculos 
de familia que ligají a las repúblicas americanas hacen 
que la causa de una de ellas sea la causa de todas i que 
la independencia del l^erii sea una condición de la nues- 
tra i de la de todos los listados del continente. Ha di- 
cho el honorable Diputado por Chillan que el principio 
de la manco rn anidad americana ha sido reconocido 
desde 1811 i <.\uv ha servido de base a la política de Chi- 
le en diversas ocasiíjnes; j>trro no tengo noticia de que 
este principio haya sido jamas sancionado por el Con- 
greso, ni de que se haya iraido nunca a este recinto una 
cuestión en la cual se liaya jirocl amado. Para que ese 
gran principio pueda ser ima plataforma que sirva de 
fundamento a nuestro derecho internacional america- 
no, es necesario que lioi, que se trae a nuestro conoci- 
miento con motivo de la cuenta que se nos da de la 
correspondencia suscitada por las reclamaciones del di- 
plomático español, iu acojamos también nosotros i lo 
proclamemos bien aÍto^ dándole un voto solemne de 
aprobación. Así quedará ese principio irrevocablemen- 
te aceptado por la re presen t ación nacional ^ i esa plata- 
forma de nuestro derecho público, será mui firme para 
lo futuro, 

^Todo eso envuelve el voto de aprobación que pro- 
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pone el honorable Diputado por Concepción- La limita- 
ción que pretende ponerle el honorable Diputado por 

Iltapel no es justa ni fundada, porque el mismo motivo 
que hai para aprobar la conducta del Gabinete en su 
correspondencia con el diplomático español, existe 
respecto de sus demás actos, i mui principalmente res- 
pecto de la nota del Gabinete chileno, a la Legación pe^ 
ruana, la cual íjuisiera el honorable Diputado por Casa- 
blanca eschiír también del \^oto de aprobación, con el 
pretesto de que en ella se hace una ofensa al Gobierno 
del Perú. Esa nota, señores, no contiene tal ofensa, ni 
contiene nada digno de la indignación con que el Dipu- 
tado por Casablanca ha querido rechazarla: ni existe tal 
ofensa, ni tampoco puede encontrarse en ella el despre- 
cio por e! Perú que ha creído encontrar el Diputado por 
niapeh 

^Fijémonos eu la nota que ha motivado la contesta- 
ción de la Cancillería chilena. La legación peruana pi- 
dió al Ministerio de Relaciones Esteriores de Chile, una 
esplicacion franca acerca de los principios que obser* 
varia en su conducta respecto a los buques españoles 
que pudieran Ue^^ar a los puertos de Chile i que fueran 
a reforzar los que ocupan las islas de Chincha. 

*E1 Gobierno de í 1üle responde (^ue no puede deter- 
minar su conducta para ese caso, intertanto el (iobierno 
del Perú no fije definitivamente la suya. En realidad, 
el Gobierno íle] Perú ocupa una situación anómalaj 
pues no está en guerra ni deja de estarlo. No está en 
guerra porque ha declarado, no solamente que tratará 
a los españoles en su propiedad i en sus personas con 
la misma amistad i protección que les dispensaba antes 
del atentado de las islas de Chincha^ sino que ademas 
ha decretado el lo de mayo que sea admitida en sus 
puertos la bandera española como la de cualquiera 
otra nación amiga. Entre tanto, se prepara para la gue- 
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rra i trata como enemigas a las naves españolas que 
ocupan a Chincha. 

»yo estoí íntimamente persuadido de que el Gobierno 
del Perú obra así con motivos demasiado poderosos 
que íe imponian la rigurosa necesidad de asumir esa 
posición. El i6 de abril, fecha en que Uegó al conoci- 
miento del Gobierno del Perú la injustificable usur- 
pación de las islas de Chincha, su marina de guerra se 
componía de seis buques con cincuenta i tantos caño- 
nes, de ello^, ocho o diez de a cuatro; doce, dea diecio- 
cho, i el resto, de a treinta i dos. Adviértase ademas 
que de esos seis buques tres son casi inútiles para la 
guerra: el Guise, bergantín a vela, viejo, i que tan solo 
al servicio de! Perú tiene mas de dieciocho años; el 
SachacM, t[uc no es otro que el Anutco, antiguo buque 
mercante <lu nuestro cabotaje; i e] J.^ncral Lerzundi^ 
que es el Pcytona, que también era de nuestro cabota- 
je, i que, como aquél, L-ra L^nteraniente inútil para ope- 
raciones bvlicas. Le quedaban, pues, el Amazonas, el 
Loa i el Tumbes, con triinta rañones poco mas o me- 
nos, para batirse con la es<.uadra española, de la cual 
tan solo una fragata dici-n que monta noventa cañones 
de a treinta i seis. ¿ Pedia en semejante situación el Pe- 
rú emplear la fuer/a para rastigar dignamente el aten- 
tado cometido por la escuadra de Pinzón? Nó, es indu- 
dable de que el Gobierno del Perú hizo entonces bien 
en lo que hi;!o, apelando a la justicia del Gabinete de " 
Madrid, i espcrancío quti éste desaprobara la conducta 
de sus ajenies, que no escusaban de confesar que ha- 
bían traspasado sus instrucciones. Hizo, pues, bien el 
Gobierno del Perú, i no pudo ni debió hacer otra cosa 
que asumir esa posición anómala para esperar una so- 
lución honrosa i jne pararse a hacer frente a los acon- 
tecimientos; i nuestro (jobii-rno, al reconocerlo así, no 
hace ofensa al Perú, ni lo desprecia porque reconoce un 
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hecho quedebiaser un antecedente indispensable en la 
cuestión que le proponía el plenipotenciario peruano* 

^Dada esta situación del Gobierno peruano, el recla- 
mo de Í5U Ministro Plenipotenciario para que el Gobier- 
no de Chile espusiera francamente los principios que 
hablan de guiar su conducta en las emerjencias íuturas^ 
no podia racionalmente esperar otra contestación que 
la que se le dio, porque aquella situación anómEÜa no 
daba derecho para exijir una determinación de princi- 
pios fijos. Con todo, nuestro Gobierno no se limitó a 
considerar el punto bajo este solo aspecto, sino que fué 
mucho mas allá de lo que había derecho de esperar, 
pues declaró terminantemente al diplomático perua- 
no que no permitiria que en las aguas de Chile tomasen 
ausiliü ningiuio, tanto los buques españoles que habían 
cometido el atentado de (^hincha, como los que vinie- 
ran a reforzarlos. ¿Hai en esto alguna ofensa al Perú? 
¡Hai algo que se parezca a la reprobación de la con- 
ducta de aquel Gobierno? Es indudable que la del Go- 
bierno de Chile depende en este caso de la conducta del 
Gobierno peruano: una vez que este calificase su situa- 
ción, aceptando la guerra, el de Chite se v'eria también 
en ía necesidad de declarar la suya, o aceptando la gue- 
rra como debe hacerlo sin trefndar o declarándose neu- 
tral, que es lo que quiere la opinión de la nación. Entre 
tanto el Gobierno ha respondido dignamente al diplo- 
mático peruano, consignando en su respuesta los mis- 
mos principios que, en las notas al Ministro español, 
lo hacen digno del voto de aprobación de la Cámara, 

»Ahora, en cuanto a la circular del 4 de mayo, yo que 
he sido uno de los hombres del pueblo que acepté tam- 
bién con calor i con entusiasmo el grito de guerra lan- 
zado por Chile contra la España en el momento en que 
nos llegó la noticia de la invasión de Chincha, nunca re- 
probé esa circular del 4 de mayo, no por afecciones par- 
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ticulares, ni por simpatías, ni por adhesión al Gobierno, 
sino porque, en conciencia ^ encontraba que el Gabinete 
no podia ni debía decir otra cosa; ¿qué mas pedia exi- 
jirse justamente en aquellas circunstancias, en que las 
noticias que nos venían del atentado español nos anun- 
ciaban también que el Gobierno peruano se resolvia a 
aguardar la resolución del Gabinete de Madrid? El Go- 
bierno de Chile repitió entonces en su circular las mis- 
mas palabras, debelar ando que tenia esperanzas, como 
el Perú, de que el Gobierno español desaprobaría la con- 
ducta de sus ajenies; no podia ir mas allá del Gobierno 
peruano. Respecto del estrafalario principio de reivin- 
dicación aducido por los españoles al tomar posesión 
de las islas, el Gobierno de Chile lo rechazó enérjica- 
mente, conuí lo hizo después el del Perú, protestando 
contra semejante absurdo, i en cuanto a las represalias 
que se invocaban, también las desconoció la circular 
porque en el caso dado^ no estaban autorizadas ni jus- 
tificadas por fl derecho de j entes. Por último, la circu- 
lar declaró que en caso de sobrevenir la guerra, o de 
estar en verdadero peligro la independencia del Perú, 
Chile cumpliría con su drbor i corresponderia a sus 
antecedentes bisturí eos. ¿Podia Chile en aquellos mo- 
mentos ir mas l*'jos i sentar otros principios u otras de- 
claraciones mas adecuadas a la situación en que lo co- 
locaban la política del (ií>bierno atacado i los absiu'dos 
estrafalarios de los invasores? Yo confieso que el Go- 
bierno t^stu\'o en s\i lugar, 

»E1 pueblo, sin embargo, í yo can el pueblo, habría 
querido marchar inmediatamente en nuestros malos 
buques a las islas de Chincha para hacerse matar en 
defensa dt-^l territorio peruano, Pero a pesar de este en- 
tusiasmo i este dtsr(;, no tenemos justicia ni razón para 
censurar la conducta pí)lftií^:i adoptada en esa circular, 
quCj como se ha dicho muí bien, ha servido de base a las 



jestiones ulteriores. Nosotros pedíamos guerra i la pe- 
díamos con entusiasmo, porque veíamos conculcados 
los derechos de una nación hermana; pero el Gobierno 
de ésta, adoptando la diplomacia que le convenia, no 
declaró inmediatamente la guerra, sino que aguardó, 
como todavía aguarda, la declaración del Gabinete de 
Madrid. En esto ha obrado cut-rdamente, pues que si 
nuestro Gobierno, en lugar de reflexionar i de tomar 
en cuenta su inmensa reponsabilidad, se hubiera deja- 
do arrastrar por el entusiasmo popular del primer mo- 
mento, nos hallaríamos a la fecha envueltos en una 
guerra con la España, siendo inui probable que el Go- 
bierno del Perú hubiese concluido transijiéndola amis- 
tosamente. 

El señor Presidente de la Cámara no ha tratado de 
defender su conducta, estableciendo un absurdo como 
el que le ha supuesto el señor Diputado de Casa blanca. 
Su Señoría j por mas que estime mal lo que le voi a de- 
cir, es necesario que tenga presente que su prurito es 
siempre terjiversar las i>alahras i también los pensa- 
mientos de aquel a quien vn, a contestar. Esto es lo que 
ha hecho contestando al señor Presidente, puesto que le 
ha atribuido haber dieho (pie en ciertas emerj encías i 
en ciertas LÍrcunstancias, los pueblos deben endosar 
su intenjencia i su responsabilidad a un Ministro. 
¿Quién ha oído esto al señor Presidente de la Cámara? 
Si mal no lue acuerdo, las palabras -de Su Señoría 
han sido, que en esos momentos de entusiasmo i de 
exaltación del pueblo, el Ciobieino tiene una responsa- 
bilidad que no es con^un a aqin^ i que el señor Presi- 
dente, Ministro de Relaciones Esteriores entonces, tuvo 
que reprimir los impulsos de su coraron i tener pre- 
sente su inmensa responsabilidad, para adoptar las 
medidas mas adecuadas. Su Señoría lia defendido su 
circular i ha aceptado su responsabilidad, responsa- 
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bilidad que podia hacerse efectiva ante el pais i ante la 
América. ¿Podemos, sin embargo^ negarle que ha cum- 
plido con su deber de una manera tal como no ha obra- 
do ninguna otra sección americana ? La respuesta de 
esto debería darla el señor Ministro de Relaciones Es- 
teriores, contestando a una interpelación que le hago 
para ver si alguna nación americana ha contestado la 
circular del 4 de mayo. [El señor Ministro no se encon- 
traba cu la sala i fue llamado inmediatamente)^ Supon- 
gOj señor, que ninguna ha contestado. I entonces ¿por- 
que el Gobierno de Chile se apresuró a cumplir con su 
deber en aquella situación i a cumplirlo de una mane- 
ra enérjica, es censurable? ¿qué mas haríamos si el Go- 
biemo nos hubiera comprometido entonces en una gne- 
rra, que hoi reprobásemos como inútil en vista de las 
circunstancias? ¡Oh! no, señor! esas circunstancias han 
venido a justificar la conducta du! Gabinete, i han ve- 
nido a mostrarnos que ella fué conforme a la dignidad 
i honor de la América i al interés bien entendido de 
Chile. El putblo mismo obraria así hoi que esas circuns- 
tancias han venido a moderar su entusiasmo i a mos- 
trar que su Gobierno tiene que proceder, mns bien 
dirijiéndosc por la cabeza qu'j por el corazón. 

»Por esto es que un diputado de corazón i de inde- 
pendencia ^ ha propuesto inmediatamente un voto dé 
aprobación, no con una intención dañada como se le 
ha suinicsto, sino porque ha visto que la conducta del 
Gobierno de Chile, desde la circular del 4 de mayo has- 
ta la última nota que se ha leido pasada a la Legación 
peruana sobre el particular, es digna del pais i sobre 
todOj es una conducta de que deberíamos tomar nota, 
porque ella envuelve principios fundamentales de nues- 
tra vida política de americanos i que deben también 
servir de base al porvenir i a la independencia de la 
Amé rica .^> 
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Agotada la discusión, la Cámara desechó las modi- 
ficaciones propuestas i aprobó por 37 votos la siguiente 

proposición: 

hLr Cámara, penetrada de la dignidad con que e] 
Gobierno de Chile ha conducido la cuestión hispano- 
peruana, le da un voto de aprobación i pasa a la orden 
del dia.)> 

El autor de esta proposición habia declarado bien 
esplícit amenté que el objeto que se proponía era alentar 
al Gobierno para proseguir defendiendo con dignidad 
los fueros de la ftacion contra las pretensiones exhor- 
bit antes de la diplomacia i de las fuerzas navales de 
España; i el Diputado que apoyó aquella proposición 
habia tenido especial cuidado en señalar distintivamen- 
te los principios que habían servido de a})oyo a la de- 
fensa, a ñn de que la Cámara i el Gobierno se empeña- 
sen en sostenerlos en adelante i en guardar consecuencia 
en su conducta futura, Pero de nada valió tomar nota 
con tanta solemnidad de aquel hecho para que sirvie- 
ra de honroso precedente en la lucha que ya se prelu- 
diaba, pues el Gobierno i su mayoría parlamentaria 
dieron bien pronto dolorosas pruebas de que si tenian 
entereza en las palabras, carecían en sus actos no solo 
de firmeza, sino también de dignidad. 



IX 



Cuestión internacional sobre el reconocimiento del 
Imperio de Méjico 
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En la sesión de 30 de junio de 1864, se presentó ante 
la Cámara de Diputados el siguiente 



PROYECTO DE ACUERDO: 



^Considerando que el imperio establecido en Méjico, 
es un atatiue a la autonomía i a ia democracia america- 
naSj i que el reconocimiento de él importarla ia nega- 
ción de la Independencia i de la forma de gobierno de 
lodos nuestros paises, los cuales vendrian, por ese he- 
cho, a quedar sometidos, no a leyes del derecho inter- 
nacional ni a ía voluntad de sus hijos, sino al capricho i 
a la fuerza de gobernantes estranjeros, mas o menos 
injustos i poderosos: 

La Cámara de Diputados de Chile es de opinión que 
no se debe reconocer el imperio establecido en la Repú- 
blica de MéjicOj bajo los auspicios del gobierno francés 
i con la persona de Maximiliano, Archiduque de la casa 
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de Austria. — Santiago, junio 30 de 1864. — M. A . Matta, 
— Tomas G. Gallo. — Marcial Martínez. — Francisco E. 
Echáurren. — Benjamin Vicuña Mackenna. — Virjinio 
Sanhueza. — Pedro Félix Vicuña. — Domingo Espiñeira. 
— Juan de Dios Cisternas Moraga. — Juan Herrera. — J. 
Francisco Echeñiqu^. — L. Cousiño. — D. Urrutia Flo- 
res. — Manuel Recabárr en. — Mariano J. Ariztía. — Juan 
N. Espejo.» 



La Comisión respectiva informó sobre el proyecto 
de esta manera: 

«Honorable Cámara: 

La Comisión de Gobierno i Relaciones Esteriores ha 
examinado el proyecto de acuerdo que antecede i al 
aprobar el pensamiento jeneral que en él se contiene, 
dándole, no obstante, otra forma, ha tenido presente, 
ademas de las poderosas razones que le sirven de 
preámbulo, las consideraciones siguientes: 

Una misma raza, con orí jen, idioma, creencias i le- 
yes idénticas; ocupando un territorio no interrumpido 
por nacionalidades estrañas, cuyos sufrimientos i cu- 
yas glorias, no solo han sido comunes sino que tam- 
bién han nacido de la misma causa i han tenido lugar 
en la misma época, de tal modo que la historia de cada 
una de nuestras secciones políticas no puede aislada- 
mente comprenderse ni ser otra cosa que un capitulo 
del libro de nuestra común historia; todas estas circuns- 
tancias, decimos, han hecho de la América antes espa- 
ñola, una sola familia, solidaria de hecho en el pasado, 
para conquistar i defender su autonomía; solidaria de 
hecho i de derecho en el porvenir, para defender la in- 
dependencia, la república i la democracia en nuestro 
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continente. Por mas que los pesimistas no hayan visto 
en el horizonte de la América mas que oscuridad i nu- 
b^ tempestuosas, sus pueblos, con el instinto que des- 
pierta i aviva el peligro, han saludado ya el sol de la 
nueva patria, el sol de la Union Americana. La parte 
difícil es, pues, una realidad; faltaba la declaración ofi- 
cial, i Chile, BoUvia, el Perú, Nueva Granada, Vene- 
zuela i Buenos Aires han sentado recientemente, por 
boca de sus mandatarios, las premisas del gran edifi- 
cio que debe concluir sólida i prontamente el Congre- 
so de Plenipotenciarios. 

Si existe esta solidaridad, si las repúbücas america- 
nas son solo miembros dispersos de una gran familia 
política, que trabaja por su reorganización, i si está 
próximo el dia en que la mano oficial dé cima a esta 
obra grandiosa i casi llevada ya a cabo por los pueblos, 
no solo tenemos derecho, sino que estamos en el im- 
prescindible deber de no reconocer el imperio mejicano 
ni otro cualquier gobierno que se estableciese en Amé- 
rica, bajo la presión de fuerzas estranjeras i con mengua 
de nuestra autonomía. 

Por otra parte, la práctica seguida por la Eiu*opa mo- 
nárquica que jamas ha consentido en su seno, sino apa- 
rentemente i obügada por la necesidad, la existencia 
de ima gran RepúbUca, i que ha creído obedecer a la 
leí de su propia conservación ahogándola en su naci- 
miento, presenta a los ojos de la América repubücana 
una lección prudente que no debemos desechar. Las 
dos formas de gobierno que se disputan el imperio del 
mimdo, la república o el gobierno de la soberanía po^ 
pillar, i la monarquía o la soberanía del privilejio, no 
pueden vivir mucho tiempo la una al lado de la otra, 
porque ambas tienden, como por ima necesidad de su 
existencia, a invadir i asimilarse cuanto las rodea. 

De aquí nace que no solo tenemos el derecho i el de- 
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ber de protestar contra el imperio mejicano i contra 
cualquier cambio de gobierno que se opere en América 
bajo la presión de un ejército estranjero, sino que tam- 
bién podríamos impedir por todos aquellos medios que 
estén a nuestro alcance, que cualquiera de las repúbli- 
cas del continente, aunque sea sin ausilio estraño, i es- 
traviadas solo por la ambición de algún caudillo, levante 
con mano traidora un trono en la tierra de la demo- 
cracia. 

En virtud de tales consideraciones, la Comisión tiene 
el honor de someter a la aprobación de la Cámara el si- 
guiente 

PROYECTO DE ACUERDO: 

Artículo único. — La Cámara de Diputados de Chile 
es de opinión que no debe reconocerse el imperio meji- 
cano, ni otra forma de gobierno, cualquiera que ella sea, 
que sustituya a la de alguna república americana, bajo 
la presión de fuerzas es tran jeras. 

Sala de la Comisión, juHo 26 de 1864. — Antonio Va- 
ras, — Pedro Félix Vicuña, — Manuel Recabárren.^ 



En la sesión del 30 de juHo, la Cámara se ocupó en 
este importante negocio, i vamos a consignar aquí un 
estracto completo de aquella sesión por el interés his- 
tórico i por la importancia política del asunto, i para 
que se conozca la manera como fué acó j ida la proposi- 
ción del Diputado de Valparaíso, cuyo discurso se tras- 
cribe íntegro. 



«Después de leída i aprobada el acta de la sesión an- 
terior, se do cuenta, i se pasó a la orden del día. 
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¡■■'i- ,' Í3 feeñor Presidente. — Continúa la discusión del 
4,í¡j'. proyecto de lei sobre crear un nuevo departamento en 

■ ..j la provincia de Coquimbo. 
'■■ ■ El señor Matta. — ^Antes de pasar a la orden del dia 

■ . [ pediría al señor Presidente pusiese en discusión el pro- 
'." 3recto sobre el no reconocimiento del imperio mejicano, 

que aunque de mucha importancia, es mui sencillo i no 
3^. * dudo que merezca la aprobación de la Cámara. 
kí'; La opinión a este respecto es conocida, i por esta cau- 
;[r-. -;. sa desearía que se tratase desde luego. 
ii5i; El señor Presidente. — De antemano estaba re- 
J^j "suelto que los proyectos de que debe tratar la Cámara 
A7L en una sesión se designen desde la anterior, i si se qui- 
f^f^ siese dar preferencia al de Su Señoría, seria necesarío 
^¿^r ; consultar a la Cámara, puesto que está en segunda dis- 
\^']'- cusion el art. 2P sobre creación de un departamento en 
■■■ . la provincia de Coquimbo. 

El señor Matta. — ^Teniendo en cuenta esta circuns- 

"tanciaesque pido a Su Señoría se consulte a la Cámara. 

El interés que tiene el proyecto cuya discusión pido, 

|..«S bastante conocido i lamentarla que la oportimidad 

;'de tratarlo pasara. Hace un mes a que está en tabla 

^tele proyecto i todavía no se ha t raido a la discusión. 

El señor Presidente. — Creo que el honorable Di- 

^■putado padece una equivocación. Hace pocos dias que 

[jtíproyecto en cuestión fué despachado por la Comisión. 

embargo, si el señor Diputado lo desea, se consul- 

a la Cámara si en la discusión de hoi se preñere 

le luego el proyecto sobre no reconocimiento del 

iperío mejicano. 

El señor Lastarri a. -^Adhiero a la solicitud hecha 

>r el honorable Diputado por Copiapó; pero, aunque 

se trate en esta sesión, sino en algima de las próxi- 

3, Su Señoría me permitirá presentar una enmienda 

proyecto de la Comisión.» 



j 
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Se puso en votación la indicación del señor Matta, 
para que desde luego se discutiera el proyecto a que 
alude su indicación, i fué aprobada por 34 votos contra 

13- 

En discusión el proyecto de acuerdo sobre no reco- 
nocimiento del imperio mejicano. 

El señor Lastarria. — ^La proposición que tengo el 
honor de hacer a la Cámara es la siguiente: 

«Artículo único. — ^La República de Chile no reco- 
noce como conformes al derecho internacional ameri- 
cano los actos de intervención europea en América, ni 
los gobiernos que se constituyan en virtud de tal inter- 
vención, aunque ésta sea sohcitada; ni pacto alguno 
de protectorado, cesión o venta, o de cualquiera otra 
especie que mengüe la soberanía o la independencia de 
un Estado americano, a favor de potencias europeas, 
o que tenga por objeto establecer ima forma de gobier- 
no contraria a la repubücana representativa adoptada 
en la América española.» 

Los fundamentos de esta proposición como que ver- 
san sobre un asunto tan delicado, tan serio i tan noble 
como el presente, no deben ser confiados a las memo- 
rias ni a los estractos que pudieran hacerse de los dis- 
cursos; por cuya razón me permitiré esponerlos por es- 
crito. 

No debemos limitarnos a espresár una simple opi- 
nión, cuando las circunstancias nos imponen el deber 
de consignar en nuestra lejislacion el principio que de- 
be servir de base a nuestra política i a la de la América 
entera en la nueva época que abre la Europa, cambian- 
do en sus relaciones con la América española la base 
de los intereses pacíficos por los principios proclamados 
en 1823 por la Santa Alianza. Nuestro primer deber 
es estudiar bien la situación presente para compren- 
der la actitud que la Europa acaba de tomar respecto 



la América, Recordemos los hechos pasados para 
apreciar los presentes. 

L\iego que Femando Vil se vio repiitsto eu su poder 
absoluto j)or el ejército que la Francia encomendó a 
un nieto de San Luis para ahogar en España los prin- 
t:jpios liberales, dirijió su atención a la reconquista 
de las colonias emancipadas de América i solicitó que 
la Rusia, el Austria, la Prusia, la Inglaterra i la Fran- 
cia reunieran en Paris un Congreso para acordar Ion 
ausilios que debían prestar a la España a ftn de arreglar 
los negocios de América. 

La Inglaterra, ligada por los muchos intereses comer- 
cíales que ya tenia entonces en América, i aspirando a 
impedir que la Francia dominase a la España en sus 
colonias americanas, como la dominaba en la Peninsu- 
la, obró de manera que impidió la reunión deí ( ongreso 
i cruzó los })ianes de la Santa Alianza. Para conseguir- 
lo, comentó a obrar en este senticlLi antes (pie el rei de 
España espidiese la nota circular de diciembre de 1823 
haciendo aípiella invitación, pues en tma conferencia 
que M, Canning tuvo con el príncipe de Polignac, mi- 
nistro francés, el 9 de octubre de aquel año, quedaron 
establecidos los princi])ios que ambas naciones tenian 
respecto de la cuestión americana, i el (iobierno britá- 
nico se preparó alít un antecedente ¡jara oponerse a las 
pretensiones de Fernando, 

El Gobierno británico se jj ron un ció contra toda 
tentativa dirijida a reducir a la América a su antigua 
dependencia de la España, i rechazó con enerjía la in- 
tervención de cualquiera potencia estraña en esta em- 
presa ^ declarando que toda interposición estranjcra, de 
cualquiera naturaleza que íuera, autorizaria a 1 1 (jran 
Bretaña a tomar la resolución que exijieran sus intere- 
ses i a reconocer sin demora la independencia de las 
colonias. El ministro francés declaró que el reconoció 
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miento puro i sencillo de aquellas provincias ajiladas 
por guerras civiles, donde no había gobierno alguno qutf 
ofreciera apariencias de estabilidad, no parecía sino 
una real i verdadera sanción de la anarquía; i que por 
el interés de la humanidad i especialmente por el de la^ 
mismas colonias, seria digno de los gobiernos europeos 
concertar entre sí los medios de calmar en aquellas dís- 
t antes i apenas civilizadas re j iones ^ las pasiones obcif* 
cadas por el espíritu de partido, i procurar reducir a 
un principio de unión en el gobierno, fuese éste mo- 
nárquico o aristocrático, unos pueblos entre los cuales 
tomaba cuerpio la discordia con teorías absurdas i peli- 
grosas. 

El Gobierno británico, al contestar después la circu- 
lar del español, sostuvo i dilucidó la política que había 
adoptado contra la intervención de la Santa Alian^sa. 
Entre tanto el Austria^ la Prusia i la Rusia se conven- 
cieron de que no era solo imposible la reconquista, sino 
que también lo era el plan tan deseado por la España Í 
por el Austria, de fundar en América una monarquía 
encargada de combatir las teorías absurdas i peligrosas 
de los republicanos. Entnnces fué cuando redactó el 
Austria, de acuerdo con las otras potencias del norte^ 
el plan destinado a conservar a la España las colonias 
que le eran fieles, i a ayudarle a reconquistar las dudo- 
sas, reconociendo la independencia de las que se habían 
emancipado realmente. Este nuevo plan se estrelló en 
la decidida actitud que había tomado la Inglaterra, a 
la cual adhirió la Francia por entonces, i mas que todo 
en la actitud de ia América misma, pues la enerjía des- 
plegada por los patriotas americanos estaba apoyada 
por el Gobierno de Estados Unidos, que había recono* 
cído su independencia desde 1822, i que en 3 de diciem- 
bre de 1823, al saber las j es t iones que hacia la España i 
las pretensiones de la Santa Alianza^ habia lanzado 
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por medio de su Presidente, el inmortal Monroe, la cé- 
lebre declaración en que aquel Gobierno anunciaba que 
estaba dispuesto a no permitir que ninguna potencia 
estraña de Europa interviniese en la contienda, porque 
habia pasado ya el tiempo de venir a colonizar el Nue- 
vo Mundo. 

Desde entonces las potencias europeas, respetando 
la intimación que la Gran Bretaña i Estados Unidos 
hablan hecho en 9 de octubre i en 3 de diciembre con- 
tra toda intervención en América^ trataron de seguir 
el rumbo que les trazaban aquellas dos naciones pode- 
rosas, i procuraron entrar con los americanos en relacio- 
nes pacíficas i de mutuo interés. 

Ahora, después de cuarenta años, durante los cuales 
han tomado aquellas relaciones un carácter normal i 
de derecho por medio de los tratados i de las prácticas 
introducidas i mantenidas por el comercio, la Europa 
abandona bruscamente esta situación i vuelve a los 
propósitos i principios abandonados en 1823. Los he- 
chos que se han verificado de tres años a esta parte no 
nos permiten dudar de este cambio tan infundado co- 
mo perjudicial, que está basado en una reacción tan 
absurda como inconcebible en favor de los despropósi- 
tos de la Santa AHanza. La Inglaterra misma ha parti- 
cipado de él, i como si hoi sus intereses en América no 
fueran mas vaüosos que en 1823, los olvida, i olvida 
sus principios por contemporizar con el emperador de 
los franceses, que ha tomado a su cargo el realizar las 
aspiraciones de la Santa Alianza, empeñando en la em- 
presa al Austria, por medio de la Constitución de una 
monarquía en América destinada, como la que el Aus- 
tria deseaba en 1823, a combatir las teorías absurdas 
i peügrosas de los republicanos. 

Esta empresa, que al principio se miró en Europa 
como de resultados dudosos i un poco atentatoria, es 
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hoi aceptada por todos los gobiernos i por todos los 
hombres de Estado de aquel continente, porque la opi- 
nión europea estaba preparada para aceptarla. 

La prensa i los discursos de los parlamentos de Eu- 
ropa nos muestran que allí^ principalmente eu Francia, 
creen los hombres públicos, como creia en 1823 el prín- 
cipe de Poljgnac, que por el ínteres de la humanidad i 
especialmente por el de los mismos países americanos, 
es digno de ios gobiernos europeos adoptar la interven- 
ción como un medio de calmar en estas apenas civili- 
zadas re] iones, las [>as iones obcecadas por el espíritii 
de partido; í procurar reducir a un principio de unión 
en el gobitrno monárquico unos pueblos, entre los cua- 
les ha tomado cuerpo la discordia con teorías absurdas 
í peligrosas. Ib i no hai ima xoz que se levante allí, como 
eji 1824 la tlt^] marques de Lansdowne en la Camarade 
los Lores, para decir que aquellas teorías absurdas eran 
capaces de consolidar nuestra felicidad, i que si se con- 
denaba i Sí^ desacreditaba a la Aitiérica por las disen- 
siones que ocurrían arjui, como bajo cualquiera otra es- 
pecie de gübierno, era porque la crítica de los gabinetes 
no se ve fárjlmente apurada cuando se trata de censu- 
rar oíros sistemas a fin de entrometerse en negocios 
ajenos; i que así i)odria serle mui fácil al Gran Turco, 
desacreditar al gobierno francés i dar cierto colorido a 
las mudan/ab gubernativas de la Francia i a las cons- 
piraciones de que tantos franceses se veían acusados. 

Nó, hoi es opinión común en Europa la de que en la 
América no hai instituciones, sino desórdenes. Los ra* 
dicales mismos en Inglaterra se avergüenzan de que a 
su escuela se haya puesto el apodo de americana^ i aun 
los sabios, ipie tienen nías obligación de ser ilustrados 
que los qur no han conquistado aquel título, nos acu- 
san sin mas fundamento que el de su ignorancia de lo 
que pasa en América. Los estadistas que mas favor Dos^ 
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hacen^ creen que nuestra aspiración mas enérjica en el 
día es la de acercamos a la madre patria, i que cada dia 
nos unimos mas a la Europa en ideas políticas e intere- 
ses. Así lo acaba de declarar el presidente de la comi- 
sión del Senado francés que informó sobre el reclamo de 
Mr. Crochet contra el Perú, agregando que la raza lati- 
na que habita estas magníficas re j iones, recuerda a me- 
nudo su oríjen (como si nosotros comprendiéramos 
esa diferencia de razas i guiáramos nuestros pasos por 
semejante preocupación), i que tendemos a separarnos 
de las doctrinas *de la raza anglo-sajona, que permane- 
ce ñel a la doctrina de Monroe; como si esta doctrina 
rechazara al Viejo Mundo i quisiera vivir sin él, como 
dice aquel senador francés, i no se hmitara a rechazar 
la intervención política de la Europa en nuestros nego- 
cios domésticos. Así piensan los que nos hacen mas 
favor, con la particularidad de que llega a tanto su igno- 
rancia acerca de nuestros asuntos, que el mismo sena- 
dor se congratula en su discurso de que hayamos acep- 
tado la idea de formar un Congreso Americano, en la 
cual hemos sido iniciados por el gobierno del Empera- 
dor, que puede en justicia reclamar el honor de haber- 
la sujerido al Presidente del Perú. 

Siendo tal el estado de la opinión pública de Europa 
respecto de la América, no debemos estrañar que la 
Francia i la España con la aquiescencia de la Inglate- 
rra, se hayan aprovechado de la situación anormal en 
que la América se encuentra por causa de la guerra 
civil de los Estados Unidos, para reaüzar ahora los prin- 
cipios de 1823; ^s decir, la intervención armada, la 
reconquista de las colonias emancipadas i la organiza- 
ción de ima monarquía europea que combata en Amé- 
rica las teorías republicanas, que son absurdas i peli- 
grosas para la Europa i que han llegado a su último 
descrédito con la guerra que divide al norte. Hoi la 
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Gran Bretaña no rechaza, como en 1823^ lainter\^encion 

ni ios medios que entonces proponían la Francia i la 
Santa Alianza; i la palabra de Monroe es vana, porque 
los Estados Unidos tienen que permitir la intervención 
en nuestros negocios, pues aunque ha pasado el tiempo 
de venir a colonizar el Nuevo Mundo, ellos no tienen 
los medios de impedirlo. 

¿Con qué principios podrian cohonestarse siquiera 
la intervención en Méjico, la reconquista de Santo Do- 
mingo i la oCLi pación de las Chinchas? ¿Con los crédi- 
tos que reclaman la Francia en Méjico i la España en 
el Perú, o con la solicitud de los partidos monárquicos 
de Méjico i de Santo Domingo? No con lo primero^ 
porque ^léjico i el Perú han estado siempre prontos a 
reconocer i pagar aquel ios créditos, i según la regla de 
Derecho de jentescomo dicen Bello, Martens i Philli- 
more^ el acreedor estranjero solo tiene derecho de pedir 
que se !e ponga en el mismo pié que a los otros acree- 
dores del Estado i su Gobierno no está autorizado a 
intervenir sino cuando el Estado deudor adopta medi- 
das fiscales fraudulentas o inicuas con la manifiesta 
intención de frustrar los reclamos. La Inglaterra no ha 
intervenido nunca en estos casos i aun ha estado mui 
lejos de udevarlos a ia categoría de cuestiones interna- 
cionales; i solamente lo haria, como dijo lord Palmers- 
ton en su circular de 184S a sus aj entes diplomáticos^ 
cuando las pérdidas de los acreedores llegasen a ser de 
gran magnitud i no hubiese medio pacífico de traer a su 
deber al gobieniü deudor. 

Mucho menos con lo segundo, porque si bien en Eu- 
ropa han intervenido las naciones en la guerra civil a 
solicitud de uno de los partidos contendores, como lo 
hizo la Rusia contra los liúngaros en Austria en 1848, 
esa práctica no puede jamas erijir en principio lo que 
a los ojos de la razón es m\^A6iK Desde que un partido 
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rontendor invoca el ausilio de una potencia estraña, ul- 
traja la soberanía de su patria i le hace traición; i si 
las cuestiones civiles no pueden tener otra solución ra- 
ciona! que las que le dé la mayoría de la nación, es 
c%idente que no se pueden conciliar la existencia mis- 
ma de la nación, su soberanía i su honra con la inter- 
vención de un estranjero, aunque ésta sea solicitada 
por uno de los partidos contendores. Si en América olvi- 
dáramos estos principios, como se han olvidado en Mé- 
jico i Santo Domingo; i si hubiéramos de respetar la 
intervención europea que se funda en un olvido seme- 
jante, tendríamos que renunciar a nuestra existencia 
{x>Htica i daríamos a la Europa el arbitrio mas fácil i 
espedito para sojuzgarnos. Dejemos que intervengan 
las naciones europeas unas en otras para mantener lo 
que ellas llaman su equilibrio; pero no permitamos que 
vengan a emplear contra nosotros las inmensas venta- 
jas que les dan sus fuerzas i sus riquezas, porque no hai 
nada de común entre la política del equilibrio europeo 
i la política internacional americana. 

La Europa i la América en política son dos estremos 
opuestos, por mas que la ciencia, la industria i los hom- 
bres europeos puedan aclimatarse en América i ausi- 
liar nuestro progreso. Allá ía monarquía i el socialismo 
con sus errores, con sus hondas preocupaciones i con 
sus arraigados intereses, que sirven de base a una es- 
pléndida corrupción, forman una entidad i un sistema 
de ideas que no existen aquí i que no pueden tener pro- 
sélitos en las naciones americanas de orí] en inglés i espa- 
ñol, donde las sencillas formas republicanas han creado 
principios e intereses que no se conocen en Europa. 
¿Cómo podríamos entonces convenir en respetar la in* 
tervencíon e injerencia de las naciones de Europa en 
nuestros negocios, en nuestra soberanía i en nuestra 
personaüdad pohtica, sin perturbar las bases funda- 
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menta.es de nuestra existencia i sin entregar nuestro 
porvenir a la lei que quisiera imponemos el interés mo- 
nárquico de la Europa? 

Tales son los antecedentes que nos imponen ahora 
el deber de proclamar un principio jenérico que sirva 
de base fundamental a nuestra política i a la de toda la 
América en la nueva época que inicia la Europa, en 
lugar de limitarnos a espresar la opinión de la Cámara 
relativamente al imperio mejicano. No es ese el único 
hecho que ha de prestar materia a nuestra política in- 
ternacional: mas tarde puede aparecer otra monarquía 
en Santo Domingo, un pacto de protectorado en el 
Ecuador, i qué sabemos cuántos otros hechos mas crea- 
dos por la política de la Santa Alianza, que tratan de 
realizar en la América los europeos guiados por la pode- 
rosa Francia. 

No es posible tampoco dejar a la política variable 
del Ejecutivo la resolución sobre la conducta que debe 
observar Chile en todas esas emerj encías. Sin dejar de 
ser patriota un gobierno, puede ceder a las sujestiones, 
a las amenazas, a los infinitos medios de que puede va- 
lerse la diplomacia europea, i aun a las inspiraciones 
propias del carácter de los hombres que gobiernen, 
para adoptar un hecho o adherir a una doctrina que 
la Europa consumase o proclamase en la América en 
el sentido de su nueva política. Eso introduciría la anar- 
quía en nuestras relaciones internacionales americanas 
i podría ligarnos de tal manera que tendríamos des- 
pués que aceptar, aunque nuestro honor i nuestro inte- 
rés se opusieran, todas las consecuencias de un prece- 
dente de aquella naturaleza. 

El principio jenérico que propongo por via de modi- 
ficación al proyecto de la Comisión, para que se procla- 
me como una lei del Estado, es el siguiente: 

«Artículo único. — La República de Chile no reco- 
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íioce como conformes al derecho internacional ameri- 
' caiK) Jos actos de intervención europea en América, ni 
los gobiernos que se constituyan en virtud de tal inter- 
vención, aunque ésta sea solicitada; ni pacto alguno de 
protectorado, cesión o venta, o de cualquier otra espe- 
cie que mengüe la soberanía o la independencia de un 
Estado americano, a favor de potencias europeas, o que 
tenga por objeto^stablecer una forma de gobierno con- 
traria a la republicana representativa adoptada en la 
América española.» 

Consignado este principio en nuestra lejislacion ten- 
drá que estrellarse en él la diplomacia, i nuestros go- 
biernos no perderán su tiempo en vanas discusiones, 
ni en espectativas i temores infundados, cuando se vea 
en el caso de pronunciarse sobre alguno de los atenta- 
dos que la política de la Santa Alianza nos depara. 

En esto no hai exajeracion ni novedad. Yo sé mui 
bien que aunque las ideas no se matan, mueren de 
muerte natural cuando se las exajera. El principio pro- 
puesto está fundado lójicamente en los sucesos que han 
reglado nuestras relaciones con la Europa desde 1823, 
i ha sido proclamado i sostenido desde entonces por 
varias naciones americanas, que tomaron ejemplo de 
la Inglaterra, que en 9 de octubre de 1823 se pronunció 
por medio del ilustre Canning contra esas intervencio- 
nes europeas en América, i que hoi mira con tantas sim- 
patías. 

Haciendo abstracción de las protestas de la Repú- 
bhca de Colombia, hechas durante la guerra de la in- 
dependencia contra las pretensiones de la España i de 
sus aliados, basta llamar la atención de la Cámara al 
mensaje que el inmortal Monroe, Presidente de los Es- 
tados Unidos, pasó al Congreso en 1825, reiterando su 
declaración anterior, a propósito de la persistencia de 
la Santa Alianza en sus absurdos, i declarando que 






Á 



— 378 — 

cualquiera tentativa por parte de las potencias euro- 
peas para estender el sistema de intervención nacional 
a cualquiera parte de la América, seria considerado 
como peligrosa para la paz i la seguridad de Estados 
Unidos; i que cualquiera interposición de una poten- 
cia europea con el fin de forzar de cualquiera manera 
a los gobiernos de América que han establecido su 
independencia, seria considerada como una manifes- 
tación de una disposición poco amigable hacia Estados 
Unidos. 

Esta declaración fué aceptada i proclamada como 
una plataforma del Derecho Internacional americano 
por el Congreso de Estados Unidos, que estableció tam- 
bién que no permitiría una colonización ulterior de 
parte alguna del continente por las potencias europeas. 
El sucesor de Monroe, John Quincy Adams, se estendió 
hasta hacer de ella una de las bases políticas que debia 
adoptar el Congreso de todas las naciones americanas. 
En su mensaje al Senado en 26 de diciembre de 1825, 
proponiendo el nombramiento de los plenipotenciarios 
de Estados Unidos para aquel Congreso, se espresa- 
ba de este modo: «También será prudente un convenio 
entre todas las partes representadas en aquella reu- 
nión, a fin de que cada una esté prevenida contra cual- 
quiera establecimiento futuro de una colonia europea 
dentro de sus hmites. Hace mas de dos años que mi 
predecesor anunció esto al mundo, como un principio 
nacido de la emancipación de los dos continentes ame- 
ricanos. Debe manifestarse así a las nuevas naciones 
sud-americanas, de modo que todas ellas lo acepten 
como un apéndice esencial de su independencia.» 

Ese principio, que fué aceptado por el Senado de 
Estados Unidos, a propósito de la reunión de un Con- 
greso Americano, i que ha sido varias veces repetido 
por el Congreso, es el que está consignado en la prime- 
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ra. parte de mi proposición, para que sirva de apéndice 
esencial a la existencia soberana de Chile. 

La segunda parte tampoco carece de ejemplo, pues 
hace poco mas de un año que Estados Unidos de 
Colombia promulgaron una lei en los mismos términos, 
porque se encontraron en una situación mui especial, 
de la cual no podemos jactarnos de estar libres noso- 
tros, por mas que contemos con la benevolencia de los 
gabinetes europeos. Aludo a un hecho mui notable. El 
ministro francés en Bogotá se presentó al Gobierno de 
Colombia para notificarle (pido la atención de los seño- 
res diputados) que S. M. el Emperador de los franceses 
no consentiría que la República del Ecuador formase 
parte de la Union Colombiana. El Gobierno de Colombia 
se alarmó justamente. ¿Qué haría el Gobierno de Chile 
si un dia de esos se le notificase una voluntad del Em- 
perador de los franceses sobre nuestros negocios domés- 
ticos? El Gobierno de Colombia dio de mano a las tran- 
sacciones diplomáticas i, comprendiendo que aquella 
notificación tan singular arrancaba su orí jen del pacto 
de protectorado iniciado por el Ecuador con la Francia, 
apeló al Congreso para consignar en su lejislacion el 
príncipio de que no sería reconocido ningún pacto de 
protectorado, de cesión, de venta o de cualquiera otra 
especie que menguase la soberanía de algún Estado 
amerícano; i dio cuenta de lo sucedido a los demás go- 
biernos del continente para que conocieran mejor las 
pretensiones de la Europa. 

No son, pues, nuevas ni exajeradas las declaraciones 
que pido que se incorporen en nuestra lejislacion para 
que nos sirvan de base en nuestras relaciones diplomá- 
ticas; i las circunstancias que las han hecho sur j ir en 
otras ocasiones son las mismas que hoi imperan i que 
nos imponen el deber de proclamarlas. Si se ha dicho 
justa o injustamente que Chile está a la vanguardia 



— 38o — 

de las repúblicas americanas, es necesario que Chile se 
haga merecedor de tan noble fama, aprovechando la 
situación en que se encuentra para proclamar i sostener 
la doctrina que los norte-americanos no pueden hoi sus- 
tentar, después de habérnosla enseñado, i la que Co- 
lombia proclamó en una situación especial, que puede 
repetirse en los demás Estados del continente. Si Chile 
da cuerpo i forma a esos principios, tendrá sin duda la 
gloria de ser mui pronto apoyado e imitado por las de- 
mas repúbHcas americanas. 

El señor Presidente. — Lo que estaba pendiente 
era un proyecto de acuerdo de la Comisión de Gobierno. 
El del honorable Diputado por Valparaiso, ¿es tara- 
bien proyecto de acuerdo? 

El señor Lastarria. — No, señor, es proyecto de 
lei; quiero que él se inserte en nuestra lejislacion i deseo 
que se discuta conjuntamente con el proyecto de acuer- 
do de la Comisión, i que si es aprobado pase al Senado. 

El señor Recabárren. — ^Después del erudito dis- 
curso del señor Lastarria que acaba de oir la Cámara 
para fundar el proyecto de lei que se somete en lugar 
del proyecto de acuerdo que la Comisión de Gobierno 
habia redactado, debo hacer las observaciones que me 
sujiere la lectura del discurso. 

Todas la observaciones que en él se hacen están de 
acuerdo con lo que habia pensado la Comisión. 

La primera pregunta que se hizo la Comisión fué: 
¿es justo i prudente que la teoría de derecho público 
americano de no reconocer el imperio se reduzca solo 
a Méjico o debe estenderse a todo el continente? La 
opinión de la Comisión era que se adoptara este último 
camino. 

La segunda pregunta que se hizo fué: ¿tenemos de- 
recho para hacerlo? La respuesta que se dio fué afir- 



mativa; tanto por la solidaridad nacida de la raza, co- 
mo también, i mui principalmente, por la solidaridad 
que existe en el continente republicano: solidaridad 
que pasa a ser un derecho que existe como una emana- 
ción de la solidaridad del continente europeo monár- 
quico. 

En una conferencia entre el Ministro de Berlin, me 
parece, i el de Estados Unidos, preguntó aquél a éste 
si Estados Unidos reconocerian o no el imperio me- 
jicano, i el Ministro americano contestó: ¿reconocerian 
las naciones europeas la formación de una república 
en aquel continente? Su interlocutor le respondió ne- 
gativanii^nte. El Ministro americano le dijo entonces: 
en el mismo caso nos hallaríamos nosotros. 

La práctica ha demostrado que es una verdad, que 
la Europa no ha consentido el establecimiento de una 
república poderosa sino momentáneamente, en ciertas 
circunstancias i obligada por la necesidad. Si esto exis- 
te en Europa, ¿por qué no ha de suceder también en 
América? 

La Comisión tenia estas ideas, i si no presentó un pro- 
yecto como el del honorable Diputado por Valparaíso, 
fué por temor de ir mui lejos i perjudicar así el éxito 
del negocio. Limitóse solo a decir en el preámbulo del 
proyecto, que tenemos derecho para impedir no solo 
el establecimiento de una monarquía o de un imperio 
que se venga a imponer por medio de la fuerza, sino 
aun en el caso de que la ambición de algunos caudillos 
pretenda cambiar la forma de gobierno que los pueblos 
americanos han adoptado voluntariamente. 

La Cámara, aprobando el proyecto de lei del señor 
Diputado por Valparaíso, en lugar del acuerdo que ha 
formulado la Comisión de Gobierno, daría mucha mas 
fuerza i respetabilidad a su determinación i consulta- 



ría perfectamente el propósito de la Comisión, que si no 
lo convirtió en proj^ecto de lei, como he dicho antes, 
fué solo por no poner un obstáculo a la declaratoria. 

Por ini parte, acepto con todo gusto el proyecto de 
lei presentado por el honorable Diputado por Valpa- 
raíso, señor Lastarria. 

El señor Presidente. — No sé hasta qué punto pu- 
diera considerarse en discusión desde luego el proyecto 
de lei presentado ]^or el honorable Diputado por Val- 
paraíso, en vez de un pro}'ecto de acuerdo. 

¿No seria conveniente pasar ese proyecto de lei a la 
comisión respectiva? 

La materia es grave i es necesario que la Cámara 
pueda apreciarla con la debida circunspección. 

Lo que estaba en discusión eraiin proyecto de acuer- 
do i la Cámara comprende mui bien la gran diferencia 
que hai entre un j^ruyecto de esta ciase i uno de lei. Pa- 
rece que éste debiera considerarse como una verdadera 
moción, que se acaba de presentar i que, por consiguien- 
te, debe pasar a la Comisión de Relaciones Esteriores. 

No sé cómo juzguen esto los señores diputados. 

El señor Lastarrla.^A nú modo de ver, el trámite 
de comisión seria completamente inútil en este caso, 
puesto que ya !a Comisión ha emitido su dictamen 
sobre el asunto. El proyecto de la Comisión está com- 
prendido en el mió. 

Sin embargo, si la Cámara resuelve por mayoría de 
votos aplazar el conocimiento de mi proyecto de lei, 
retardándolo con el trámite de comisión, yo pediría 
que desde luego se votara el proyecto de acuerdo, por* 
que a lo uno no obsta lo otro. Asi tendremos entonces 
declarada o pronunciada la opinión de la Cámara sobre 
el proyecto de acuerdo de la Comisión i retardado el 
proyecto de lei que contiene un principio que, digo i sos- 
tengo, debe ser considerado como de nuestra lejislacion. 



Por consiguiente, si el señor Presidente ordena vo- 
tar si pasa o no a comisión, pediré oportunamente que 
se discuta i se pronuncie la Cámara sobre el proyecto 
de acuerdo. 

El señor Matta. — Aunque el asunto sea tan grave i 
de una importancia tan trascendental, no creo que las 
razones aducidas por Su Señoría el Presidente de la Cá- 
mara, sean suficientes para dar a la indicación hecha 
por el honorable Diputado por Valparaíso una trami- 
tación distinta de la que se ha dado i de aquella en que 
se halla el proyecto de acuerdo fornmlado por la Comi- 
sión dki Gobierno. 

Si bien, como lo ha visto la Cámara, hai tres proyec* 
tos distintos sobre no reconocer el imperio franco-aus- 
tro-mejicano, no están en contradicción unos con otros 
sino que al contrario Mm el desenvolvimiento, los aspec- 
tos sucesivos de la misma idea. 

Para que la Cámara pueda ]u¿:gar de la verdad de 
este aserto, bastará rucor darle el tenor de los diversos 
proyectos. En el priniero que formularon muchos 
miembros de esta Cámara, se trató por e\'itar la acu- 
sación de gravedad i de demasiada latitud, de concretar 
la cuestión a un hecho especial, determinado i preciso 
a la persona del emperador Maximiliano; pero siem- 
pre con la mira de hacer ver en el hecho personal la doc- 
trina del americanismo que el proyecto de acuerdo de 
la Comisión vino después a desarrollar con mas fuerza 
i con mas es tensión i a! que el honorable Diputado por 
Valparaiso, con su proyecto de lei, quiere dar la imjxir- 
tancia i todo el alcance que puede tener una leí sobre 
esta materia. De local t casi personal que se habia he- 
cho la cuestión en el primer proyecto de acuerdo^ ha pa- 
sado a ser nacional i americana sin que para ello, como 
lo ha visto la Honorable C amara j haya tenido su idea 
primordial otra cosa que hacer que desarrollarse lóji- 



camente. I tan es esto así, que los autores del primer 
proyecto de acuenlo i los miembros de la Comisión in- 
formante, han sido de la misma opinión que el honora* 
ble Diputado por Valparaiso, i si no la formularon des- 
de un principio, fué porque creyeron mas prudente i 
mas oportuno presentarla bajo la forma que suscitase 
menos objeción, Pero la uniformidad de la opinión en 
el pais, que parece tener un eco i que creo tendrá su es- 
presion en la unanimidad de los votos de esta Cámara, 
prueba que esa cautela ha sido inútil i que el camino 
franco í noble indicado por el honorable Diputado por 
Valparaiso e^ el íinico que podemos i debemos tomar, 

I al tomarlo, pues, no sé que haya motivo suficiente 
para que el proyecto de leí del señor Diputado por 
Valparaiso pase a una comisión que, como lo sabe la 
Cámara, ha umiticln ya su dictamen, después de exami- 
nar con madurez i detención los antecedentes i las con*- 
secuencias de un proyecto de acuerdo que en el fondo es 
el mismo que el proyecto de lei sometido a la Cámara 
por el honorable Diputado por Valparaiso: prueba de 
esto el preámbulo del provecto de la Comisión. Esta, 
si tuviese que volverse a ocupar del asunto^ noencoa- 
traria nuevas razones qut^ esponer i, desarrollando las 
que ya ha f^j mosto, no haria mas que reproducirlas 
luminosas i sensatas reflexiones con que el señor Dipu^^ 
tado por Valparaiso ha establecido histórica i poH tica- 
mente las SüHdas bases de su proyecto de lei. 

1 ni el proyecto ni la Cámara nada ganarían con que 
el proyecto fuese a comisión, el nombre de la Cámara, 
la política dr nuestro pais ganaría mucho con no de- 
morar mas la solemne declaracioJí contenida en el pro-- 
yecto de lei i que talvez ha tardado demasiado. Segnn 
lo anuncian las noticias de este último vapor, ha llegan- 
do ya a las ])layas de Méjico Maximiliano de Austria i 
no seria raro tpie mañana las exi] encías de la diploma- 
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tía viniese a tocar a las puertas no solo de Chile sino 
de América para que se reconozca ese imperio que los 
mas ruines sen tin lientos que aquejan a la humanidad 
—la traición i la codicia — intentan levantar en el libre 
mundo de Colon; i si esto es así, es también necesario i 
urjente que el Congreso se anticipe a formular en lei^ 
en lei que pueda responder dignamente a las exijencias 
la vohmtad i el anhelo del pueblo chileno; convirtién- 
dose así nuestro pais, gracias a la conducta del Congre- 
so, en heraldo que dé la voz de alarma a todos nues- 
tros gobiernos para ponerse de acuerdo i para cumplir 
en estas emerjencias como dignos republicanos i ver* 
daderos americanos. 

Cualquiera que haya sido i pueda ser la diferencia 
de opinión de los miembros sentados en esta Cámara 
acerca de algunas cuestiones de política en el pasado, 
cualesquiera que ellas sean^ no ¡>odrán ser un obstáculo 
para la unanimidad que creo debe reinar i que reinará 
entre todos nosotros, al tratarse de los fueros i de la 
dignidad de la América, en presencia de los atenta- 
dos, de la fuerza i de la infamia, de la invasión i de la 
traición, del despotismo i de la felonía, qiu:^ intentan 
levantar sobre las ruinas de una república el imperio 
franco-austro-mejicano. La universalidad i la enerjía 
del sentimiento en Chile i en t<xla la América son un 
agüero i una promesa casi segura de la unanimidad con 
que la Cámara aceptará la idea dv\ honorable Diputa- 
do por Valparaíso, que es solo la es presión de ese sen- 
tímiento. 

No tardemos, pues, en darle su forma definitiva, 
porque ademas de todas sus grandes ventajas, ella 
tiene, en la actualidad, la de ser oportuna: quitarle esa 
oportunidad seria debiíitarta, casi anularla. Cuando los 
traidores i traficantes por una parte, i los pusilánimes i 
los ciegos porotra baten las palmas saludando al imperio 
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austro-mejicano, vendría bien que la voz de un pueblo 
libre, de un pueblo americano que se cxee ser i es órga- 
no de la dignidad i de la libertad de un continente, di- 
jese: no reconozco ese imperio que, siendo el fruto de la 
traición i el despotismo, iiene a atentar contra nuestra 
patria — la América — i contra nuestro dogma — la de- 
mocracia. 

Si la proposición del honorable Diputado por^Valpa- 
raiso es de esa trascendencia i de tanta necesidad, no 
veo razones que puedan aducirse para retardar su apro- 
bación; i la única que habría para negársela seria la que 
se sacase de la maj'or o menor utilidad de ella, es decir, 
de los riesgos i peligros que pudiera acarrear al pais la 
declaración que discutimos. 

Lejos estoi de desconocer los peligros i mui serios 
que, gracias a las pretensiones de ciertos potentados 
europeos, corren las repúbhcas americanas; pero si esos 
pehgros son ciertos i positivos, en nada se aumenta* 
rian para nosotros con declarar a la faz del mundo, que 
no acatamos ni podemos acatar gobiernos que son la 
negación de nuestro pasado i dv nuestro porvenir. Esta 
declaración, talvez lejos de aumentar, si algo cambiase 
la situación, disminuiría esos peligros, probando con 
hechos e\identes, que sabemos la importancia de los 
principios que hemos proclamado i que estamos dis- 
puestos a defender haciendo sacrificios que correspon- 
dan a su importancia i su grandeza. Ademas, esta de- 
claración, considerándola con relación a la doctrina i a 
la práctica internacionales, no importaba la ruptura 
ni el estado de guerra con los gobiernos europeos; como 
lo atestiguan nüles de pajinas de la historia contempo- 
ránea; de las cuales me bastará recordar las que se re- 
fieren ala Rusia i al reino de las dos Sicilias en sus re- 
laciones con la España constitucional. 

Dejarse dominar por el temor de peligros remotos^ 
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aunque reales, no haciendo justamente Ic que podía 
alejarlos, aseria hni ¡mía nosotros una falta que en otros 
tiempos i para muchos pueblos americanos ha sido de 
mui funestas consecuencias; pues la soberbia i la pre- 
potencia de los gobiernos europeos han estado en pro- 
porción de la timidez i de la sumisión de los gobiernos 
i de los pueblos americanos, que creyeron no se provo- 
caban los ataques de la fuerza resignándose a no usar 
siquiera de los derechos mas lejítimos e innegables. El 
antagonismo por desgracia mui positivo entre la Europa 
oficial i la América, de que tantas pruebas se pueden 
dar, no cesará sino cuando nos convenzamos de la gran 
diferencia que hai entre los gobiernos i los pueblos eu* 
ropeos, pudiendo esperar de éstos el respeto, la estima- 
ción i aun la cooperación que casi nunca hemos obte- 
nido i que no obtendremos de aquéllos sino cuando la 
Europa oficial se constituya sobre bases distintas de 
aquellas en que actualmente descansan sus gobiernos. 
Al revés de los pueblos donde abundan los hombres que 
miran con interés i aplauden con entusiasmo la marcha 
i los progresos do la América republicana, los gobiernos 
europeos en cuyo seno abundan repüblicos que han sido 
funestos a su pais i al mundo entero, como que están 
constituidos sobre fundamentos distintos de los go- 
biernos de América, miran de reojo i con desprecio 
cuando no es con odio todo lo que nos pertenece, i mas 
aun, todo aquello cpie tiende a dar ensanche i solidez 
a nuestras instituciones democráticas. Es necesario 
que nos penetremos del alcance al mismo tiempo que 
del carácter i del significado de ese antagonismo entre 
los gobiernos europeos, para que no nos es pongamos a 
caer en la injusticia i en el error, como talvez ha suce- 
dido al honorable Diputado por Vaíparaiso cuando 
nos espuso sus eruditas i francas reílexioncs acerca de 
este punto i que me permitiré rectificar lijeramente, 
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La ignorancia i el desprecio de algunos repúblicos 
europeos no son los verdaderos sentimientos ni talvez 
la cspresion jenuina de los deseos de los pueblos en que 
esos repúblicos figuran: al mismo tiempo que M. Thiers, 
ocupándose de una cuestión que estaba en tan íntima 
relación con la política i los intereses de su país, como 
es la de Méjico^ se manifestaba ignorante i desdeñoso, 
no solo de la historia i de los acontecimientos mas cul- 
minantes de MéjícOj sino también de la historia i délos 
sucesos de América, habia en Paris, quizas en el mis- 
mo recinto en que el hablaba, i de seguro, en sus cer- 
canías ^ hombres que jamas han dejado de mirar hacia 
el Atlántico sin abrigar una inmensa esperanza, la de 
ver constituida la libertad, afianzada la paz i asegura- 
da la prosperidad de los pueblos con el desarrollo i la 
consoUdacion de la democracia. Esos hombres que mi- 
ran con tanto mas cariño a los pueblos de América i les 
desean tanta mas prosperidad cuanto es la mala volun- 
tad de sus gobiernos opresores o neglijenteSj existen en 
la libre Lóndrt^s como en la oprimida París^ en la bulli- 
ciosa Viena como en la ascética Roma i en las ciudades 
i en todos los lugares donde palpitan nobles corazones 
que tienen hambre de justicia í sed de libertad. 

Contando con nuestro derecho, con nuestras propias 
fuerzas, así como con el apoyo que la opinión pública 
de Europa, cada vez mas tn consonancia con las nobles 
aspiraciones i con los grandes sentimientos que han 
producido su gloria i sti civilización, bien podemos sin 
falsos temores, sin disfrazar nuestro nombre, sin men- 
noscabar nuestra dignidad, tomar nuestro asiento en el 
banquete de las naciones^ exijiendo i recibiendo las 
mismas consideraciones debidas, no al poder material, 
sino al poder mural que cada una de eUas representa; 
tomar el asiento que nos es debido i a que nos invita 
el honorable Diputado por Valparaíso, i por cierto que 
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lo tomaremos con la dignidad que corresponde a una 
República que es igual a los mas grandes potentados, 
porque es i sabe ser libre.— Tanto el primitivo proyecto 
de acuerdo como el proyecto de lei del señor Lastania, 
cuya discusión i aprobación se pretende retardar, no 
son otra cosa que la consecuencia lójica de nuestra si- 
tuación; de esa situación que los acontecimientos han 
venido desarrollando i cuyo lenguaje i desenlace, mas 
que de la voluntad de los hombres, depende de la fuer- 
za invencible de las cosas* 

La declaración que se nos propone es la única que 
corresponde a las circunstancias, i es también talvez 
la única que Chile, sin faltar a sus deberes i sin com- 
prometer el nombre de la República i de la América, 
puede hacer cuando la invasión estranjera i la traición 
mejicana levantan un imperio en nuestro continente. 

Aunque esto parezca arriesgado i aunque quizas se 
diga que la jiretension no corresponde a la fuerza^ 
menester es hacerlo, porque la debilidad lejos de ser 
un motivo para que nos retraigamos, lo es para que 
intentemos, no lo que los recursos materiales puedan 
asegurarnos, sino lo que la dignidad i el patriotismo 
nos exijcn. En la vida política las naciones, como los 
individuos en la \'ida ordinaria están obhgados a hacer 
esfuerzos, a desplegar enerjia de voluntad i a esponerse 
a sacrificios tanto mayores cuanto mas pronunciada es 
su debilidad; si algo puede protejer a ésta^ es la decisión 
para defender las prerrogativas i ejercer los derechos 
que le competen. Las naciones poderosas pueden des- 
cuidar a veces las cuestiones de honra, seguras que tras 
de su honra, nadie intentará quitarles su bandera i su 
vida; no así las débiles que perderán bien pronto ban- 
dera i vida si se dejan arrancar en silencio la honra. 
Para que no suceda eso, debemos apresurarnos a dictar 
la lei que se nos propone, que aun cuando salga de lo 
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común, no por eso es imprudente^ sino que es el resul- 
tado necesario de nuestra debilidad que, para ser res- 
petada i respetable, necesita ir acompañada de un 
verdadero heroísmo, pues éste es una condición tan in- 
dispensable de la existencia i del desarrollo de las na- 
ciones débiles, que hai circunstancias, como las actua- 
les en que, si una nación débil como Chile, no quisiese 
í no supiese ser heroica ^ seria infame. 

Cuando junto ron otroi; señores dij^utados tuve el ho- 
nor de proponer el proyecto de acuerdo para no reco- 
nocer el imperio franco-austro-mejicano, i cuando he 
tomado la palabra para apoyar el proyecto de lei pro- 
puesto por el Honorable Diputado por Valparaiso, me 
imajinaba, i persisto en creer que habria unanimidad 
en la Honorable Cámara para obrar en ese sentido; i 
para no seguir con el reculo que alguna de mis palabras 
sin quererlo yo i solo por el calor de la improvisación, 
pudiese dar motivos para afectar esa unanimidad en 
la cual confiaba al principio, la Cámara me permitirá 
invocar su conocida induljencia para alejar lo que pu* 
diera ser un obstáculo a esa unanimidad i aceptar solo 
lo que le sea fa\^orable; como tuve el honor de decirlo 
poco ha, cualesquiera que puedan ser nuestras diver- 
jencias de opinión en el pasado, ellas no existen ni pue- 
den existir en el presente cuando se trata de nuestra 
GobitTno, la República, i de ntiestro continente — la 
America. En presencia de mvasores i de traidores que 
atentan contra esas dos sagradas cosas, no puede ha- 
ber diversidad de pareceres, puesto que todos somos 
republicanos i americanos. 

Creo por esto que no vacilará en seguir discutiendo 
i en aprobar el proyecto del honorable Diputado por 
Valparaiso; proyecto que es no solo una protesta en 
favor de un pueblo sino en favor de los pueblos en je- 
neraL que tienen dereclrj a gobernarse a sí mismos 
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i por sí mismos. Ademas, representando los gobiernos 
europeos intereses, ambiciones i proyectos de personas 
o de círculos, i por to tanto mezquinos, i a su ve^, re- 
presentando los pueblos amerícanoSj aspiraciones e inte- 
reses de confraternidad i unión, es necesario, es urjente 
aprobar el proyecto en discusión, porque él es solo la 
protesta en favor de los fueros i de la autonomía de 
todos los pueblos i aun de todos los individuos oprimi- 
dos: i como tal seria aplaudida i apoyada en América 
i en Europa misma. 

Cuando en las playas de Trieste los curíosoSj los ha- 
bitantes, los invasores i los traidores se amontonaban 
creyendo quizá con sus deseos poder empujar la popa 
e lünchar las velas de la Novara, que habia de traerlos 
a las playas de América; cuando lo que es peor, muchí- 
simos mas traficantes i traidores, como nos lo acaban 
de enseñar las correspondencias últimamente llegadas, 
se han amontonado en Vera cruz para desear a los em- 
peradores no solo larga vida i próspero reinado sino 
quizá también para decirles, que en el libre mundo de 
Colon solo hai lenguas para ensalzarlos, rodillas para 
adorarlos i brazos para enriquecerlos; mas que oportu- 
no, es necesario i urjente que vaya allí la voz de un pue- 
blo libre a enseñar a esos falsos ídolos i a esos crimina- 
les o ciegos adoradores, que están en un mundo, no de 
esclavos que se deslumhran con el brillo de un manto 
i de una corona imperiales, sino en un mundo de ciu- 
dadanos que saben lo que importa su falso brillo i lo 
que pesa a su verdadero despotismo. A la Europa ofi- 
cial i despótica, harto bien representada en Méjico por 
los nombres de un Hapsburgo i un Bonaparte, que niega 
la libertad i el derecho, tiempo es de oponer la América 
popular i democrática, que fué la promesa i es hoi el 
triunfo, i la fecundidad de la libertad i el derecho. Es 
tiempo ya que el Congreso i el rrobierno de Chile^ con 
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leyes como las que propone el honorable Diputado por 
Valparaíso, hagan saber a los pueblos europeos que 
nos estiman i nos desean prosperidad, así como a los 
gobiernos europeos que nos miran con desden, con in- 
diferencia o con odio, que si hai en América lugares en 
que pueda nacer la tiranía, no hai ya nido en que pueda 
abrigarse, multiplicarse i fortalecerse. 

A mí me parece, que en nombre de la América, nues- 
tra patria — en nombre de la democracia, nuestro gran 
dogma, no podemos enviar al imperio que se alza hoi 
en Méjico otro saludo que el que está contenido en el 
proyecto de lei que discutimos: enjendrado el imperio 
franco-austro-mejicano por el fanatismo i la traición, 
amamantado i fortalecido por el despotismo i la ambi- 
ción, la América contra quien él es un ultraje, no pue- 
de reconocerlo: hijo de tales padres, pupilo de tales 
tutores, no puede esperar ni merece otro tratamiento 
que el que los hombres libres i jenerosos han dado i 
darán siempre a los actos i a los aj entes culpables e 
insensatos. 

Me adhiero, pues, de todo corazón, como creo lo ha- 
rán mis honorables colegas i como ya lo ha hecho el 
pais entero, al proyecto de lei del honorable Diputado 
por Valparaíso, que es la espresion de uno de los deseos 
mas vivos, mas justos, mas fecundos i mas universales 
de Chile i de América. 

El señor Amunátegui (don Miguel Luis). — ^Desearia 
que la moción del señor Diputado por Valparaíso fuese 
votada sin ser sometida a los trámites de un proyecto 
ordinario, i aprobada, si fuese posible, sin mas discu- 
sión. Ella es la espresion de un sentimiento profun- 
damente arraigado en el corazón chileno; i seria con- 
veniente que fuese sancionada como debe serlo la 
espresion de un sentimiento semejante. 
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Ira declaración propuesta por el señor Diputado por 
Vüparaiso no es una novedad en nuestra República. 

Los principios que ella contiene han sido, hace ya 
muchos años, espresados por una lei de que el presente 
proyecto es solo un desenvolvimiento. 

En 1846, a propuesta del Presidente de la República, 
el Congreso Nacional aprobó la resolución contenida 
en la siguiente lei: 



(Santiago, diciembre 11 de 1846. 

»Por cuanto el Congreso Nacional ha acordado el si- 
guiente 

PROYECTO DE LEI: 

»Artículo primero. Se autoriza al Gobierno para 
que, en el caso de hacerse o preverse con datos positi- 
vos la invasión de alguna de las repúblicas del Pacíñco 
por la espedicion que se apresta en la Península, pro- 
ceda, de acuerdo con el Consejo de Estado, a suspen- 
der las relaciones de comercio con la España, i a ce- 
rrar los puertos de la República a la bandera española 
haciéndose estensiva esta medida a cualquiera otra 
potencia que se sepa auténticamente haber cooperado 
de la misma manera que la España al apresto de dicha 
espedicion. 

»Art. 2P Se autoriza asimismo al Gobierno para que 
en el caso indicado pueda, con acuerdo del Consejo de 
Estado, invertir los fondos que en su prudencia juzgue 
necesarios para poner a cubierto la seguridad del pais, 
i concurrir con las otras repúblicas a la defensa del te- 
rritorio invadido. 

)>Art. 3.0 Se permite a los ajentes diplomáticos de 
la República de Chile en Europa i en los Estados Uni- 
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dos de América, que puedan aceptar los nombramien* 
tos, comisiones o encargos que se les hagan, relativa* 
mente al misrao caso por cualquiera de las Repúblicas 
de la América MeridionaL 

i^Art. 4.*^ El Ejecutivo dará cuenta al Congreso, en 
la primera oportunidad que le sea posible, del uso que 
haya hecho de estas autorizaciones. 

*I por cuanto, 01 do el Consejo de Estado, he tenido 
a bien aprobarlo i sancionarlo; por tanto, dispongo se 
promulgue i lleve a efecto en todas sus partes como lei 
de la República. — Manl^el Búlnes. — Manuel Camilo 
Vial^y 

Ya ve la Cámara que la moción del señor Diputado 
por Valparaiso es solo, como antes he dicho^ el simple 
desenvoK^micnto de los principios consignados en la 
lei que acabo de leer. 

Las Cámaras de 1846 aprobaron aquel proyecto sin 
discusión de ninguna i'specie, i por unanimidad. 

Seria laudable que el Congreso de 1864 imitase ese 
ejemplo. 

El señor Santa María (vice-Presi den te) .^Parece 
que el honorable srñor Presidente ha hecho indicación 
para que el proyecto del señor Diputado por Valparaíso 
pase a comisión. Quizá convendria votar esta indica- 
ción, i en caso de ser desee hada ^ se entraría entonces 
a considerar el proyecto. 

El señor Recabarren.— Para manifestar la necesi- 
dad en que está la Cámara de aprobar la pronta reso- 
lución de este asunto, podré citar un hecho. 

El Gobierno del Ecuador, que hasta aquí ha sido con- 
siderado como una escepcion, acaba de dirijir una nota 
a su encargado de negocios en Méjico^ en la que dice: 
que no puede reconocer el imperio mejicano, i que si él 
lo ha reconocido, diga al Gobierno del Emperador que 
lo ha hecho sin autorización de su Gobierno, 
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Llamo, pues, sobre este hecho la atención de la Cá- 
mara. El Gobierno de Ecuador, que ha sido considerado 
como una escepcion, ha dicho: no reconozco el imperio 
mejicano. Esto nos dice bien claro que debemos apre- 
surarnos a consignar como un principio de nuestra le- 
jislacion, la idea contenida en el proyecto del señor Di- 
putado por Valparaíso. 

El señor Presidente. — ^No habia entrado al fondo 
de la cuestión. El honorable Diputado por Valparaíso, 
considerando el negocio de suyo grave i delicado, ha 
creido que las razones en que debería apoyarlo, no de- 
bían ser de aquellas que se escapan a la lijera, sino el 
fruto de la reflexión i la madurez, i por eso nos ha leido 
esos fundamentos. 

Teniendo presente esta circunstancia i viendo que el 
autor mismo consideraba que se trataba de un negocio 
grave, me pareció que no se comprometia en nada la 
dignidad de la Cámara, haciendo que pasara a comi- 
sión un proyecto de lei que se presenta en reemplazo 
de uno de acuerdo formulado por la Comisión. Esta 
consideración fué la única que me movió a preguntar 
a la Cámara, si creia o no que este proyecto debia pasar 
a comisión. 

Ha dicho mui bien el honorable Diputado por Co- 
piapó que hai uniformidad en el modo de ver ciertas 
cuestiones. Por lo que toca a la cuestión capital, hai 
uniformidad en el pais: tal vez en los detalles no la hai, 
i yo seré uno de los que disientan en esta parte. 

La conducta que el Gobierno de Chile ha observado 
en estas cuestiones ha sido digna, i aprovecho esta opor- 
tunidad para asociarme a las ideas que desde el prin- 
cipio emitió el Presidente de la República. Este alto 
funcionario ha sido franco i esplícito desde el primer 
momento, como lo ha sido últimamente en el discurso 
de apertura de las presentes sesiones del Congreso, 
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El Presidente de la República desde el primer mo- 
mento llamó, no solo la atención de la América, sino 
también de las potencias europeas, con la dignidad i 
mesura correspondientes al carácter del primer majis- 
trado de una República; dirijió su palabra no solo a la 
América sino también a la Eiu-opa; manifestó que seria 
peligroso pretender alterar la forma de gobierno que 
los pueblos de América hablan querido darse volun- 
tariamente; i a su juicio esta era la espresion de la vo- 
luntad nacional. El Presidente de la República no se 
ha separado jamas de los principios que habia adoptado. 

Últimamente ha agregado que no está dispuesto a 
reconocer el imperio mejicano, si no es la volimtad de 
la mayoría darse esa forma de gobierno. 

Me asocio de todo corazón a esa manifestación del 
Presidente de la República. No reconozco en pueblo 
alguno ninguna medida que no sea la espresion de la 
voluntad nacional, todos los modos de ser que no sean 
la espresion de esa volimtad. 

Es cierto, señor, la América ama sinceramente esas 
instituciones. Por lo que toca a mi patria, perdóneseme 
este arranque, creo que las instituciones que se dio des- 
de su cima serán eternas! No proclamo principios abso- 
lutos: dejo a cada pueblo que se constituya como 
quiera. 

Los principios proclamados por el honorable Dipu- 
tado por Valparaíso, no los llamaría solo del derecho 
americano, sino de derecho internacional. Ninguno, es 
vidente, tiene derecho para mezclarse en los negocios 
de otro; ningún pueblo tiene derecho de imponer a otro 
su voluntad para que se constituya de tal o cual modo. 

Verdad es que las naciones, con razón o sin ella, in- 
tervienen las mas veces en los demás pueblos; pero el 
tiempo es el que viene a darle la última espresion, la 
última forma. Cuando esa última voluntad del pueblo 
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llega a espresarse de una manera franca i libre, cum- 
ple a todos el deber de acatarla. 

Yo, señor, que estimo en mucho la honra i el porve- 
nir de la América i que tengo fé en que, a pesar de sus 
desaciertos, que deploro i que querría que fuésemos 
francos para hacérselos notar; porque no creo que poda- 
mos hacer su feUcidad ocultándolos sino haciéndolos 
públicos; yo digo que tengo fé en su porvenir, como 
creo también que no está en sus intereses ni en su con- 
veniencia vivir reñida con la Europa. Mucho tiene que 
esperar la América de la Europa i mucho ha recibido 
de ella. Un entredicho entre la América i la Europa 
nos separaría de esa fuente de civiüzacion. 

Respeto mucho por convicción i por mi carácter a 
los gobiernos i pueblos estranjeros, i me guardo mui 
bien de dar lecciones a ninguno de ellos sobre el modo 
de conducir sus cuestiones. Creo que cada vez que la 
América se muestra celosa por su propia honra i dig- 
nidad, no inñere ofensa alguna a la Europa i franca- 
mente debemos sostener nuestras relaciones con la cul- 
ta, cultísima Europa. 

Estas, señor, en pocas palabras son mis ideas; esta 
es mi manera de apreciar la cuestión que se debate al 
presente. 

La Cámara comprende, como he dicho, que hai una 
diferencia mui notable entre un proyecto de acuerdo 
i un proyecto de lei, i no lo disimularé que tenia i tenga 
ciertos escrúpulos, acerca de la constitucionalidad del 
proyecto de lei que se nos presenta: puede ser que sean 
infundados: yo mismo no les atribuyo mucha impor- 
tancia. 

Un proyecto de acuerdo no importa otra cosa que la 
manifestación de la voluntad de la Cámara; al paso que 
que im proyecto de lei es una resolución a que el Pre- 
sidente de la República debe ajustar su conducta. 
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Según nuestra carta fundamental, no es a la Cámara, 
no es al Congreso, es al Presidente de la República a 
quien toca la iniciativa en todo aquello que tiene rela- 
ción con los negocios estranjeros. Aun tratándose de 
la guerra, es a este alto funcionario a quien toca la ini- 
ciativa. No sé si el proyecto en discusión menguaría 
esta atribución del Presidente de la República; talvez 
nó, i creo que no es ese el alcance que le ha querido dar 
el autor. 

La Cámara conocerá, i especialmente el señor Di- 
putado por Copiapó, que no ha sido mi ánimo retar- 
dar la discusión de este proyecto, sino únicamente que 
se proceda con madurez como lo ha indicado su autor. 

El señor Matta. — Voi a espresar que si alguna de 
mis palabras pudo dar motivo a Su Señoría para las es- 
plicaciones que ha dado, no he tenido intención de de- 
cir que Su Señoría quisiese retardar la discusión del pro- 
yecto. Me he opuesto al trámite de comisión, no en 
cuanto a la intención del señor Presidente que lo pro- 
puso, sino en cuanto al efecto que dicho trámite produ- 
ciría en la discusión misma. 

Repito que si acaso ha habido diverjencia de opi- 
niones en algunas materias entre los miembros de esta 
Cámara, esa diverjencia desaparecerá en la presente 
cuestión. Persisto en tener esta convicción. 

Con esto creo haber dado una justa i merecida espli- 
cacion al señor Presidente. 

Se votó si pasaba o no a comisión i resultó la nega- 
tiva con 9 votos por la añrmativa. 

El señor Lastarria. — La, duda manifestada por 
el señor Presidente acerca de la constitucionalidad de 
mi proyecto, me pone en el caso de decir algo a la Cá- 
mara, aunque sea a riesgo de perder tiempo. 

Talvez no hai un asunto, en materia de relaciones 
esteriores, en que el Presidente de la República nece- 
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ite mas libertad administrativa que el de los tratados 
ie amistad^ cunierciu, etc,^ i sin embargo, en cüe asim- 
fo, como en otros de la misma naturaleza, tiene que 
wjetarse a principios establecidos vn las leyes dictadas 
ra arreglar el ejercicio de tal atribución: tales, por 

^ejemplo, son la lei que establece el principio de la reci- 
procidad e igualación de banderas^ i la que establece 

[que se concedan ciertas franquicias a los Estados ame- 

'ricanos que no deben concederse a los europeos. La 

¡misma lei que acaba de leer el honorable Diputado por 
Caupolican está manifestando que el Congreso Nacio- 
nal ha reconocí do' que [so pueden dictar los principios 

I a que el Presidente de la República debe ajustarse en 
la dirección de las relaciones esteriores. Si nos detu- 
viéramos a rejistrar nuestra historia legal i administra- 
tiva, ¿no es verdad que hallaríamos muchas otras leyes 
que nos probarían que las atribuciones del Presidente 
¿eben reglarse por los principios que establezca el Po* 

^der Le]íslati\^o? Sobre todo, las relaciones esteriores 
deben sujetarse a ciertos principios, i esos principios 
pueden estar consignados en las leyes. 

Sin embargo de que el señor Presidente no ha dado 
valor alguno a su propia duda, i que la ha emitido, a fin 
de que el proyecto pasase a comisión, he creído no obs- 
tante llamar la atención déla Cámara sobre este punto. 
Por consiguiente, creo que la duda emitida por el señor 
Presidente, no debe servir de obstáculo para que la Cá- 
mara preste su aprobación al proyecto de lei que he 
tenido el honor de someter a su deliberación. 

.^El señor Secretario, — ^He pedido ia palabra^ no 
para entrar en el fondo de la cuestión, porque seria 
completamente innecesario quti la hiciera; mi opinión 
sobre la materia no puede ser otra que la aceptación 
completa de la moción presentada por el honorable 
Diputado por Valparaíso; sino que con el objeto de ha- 
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cer notar a la Cámara que no se encuentran en la sala 
ninguno de los señores Ministros del despacho i que es 
im deber aplazar este asunto para segunda discusión. 

El señor Presidente. — Queda el proyecto para se- 
gunda discusión i se suspende la sesión. 

El señor Lastarria (i varios señores Diputados). — 
Esto no es parlamentario. Nadie se ha opuesto al 
proyecto para que quede para segunda discusión. 

El señor Secretario. — Hice mi indicación nada mas 
que porque la consideré parlamentaria desde que no se 
encontraban en la sala los señores Ministros del des- 
pacho; pero si los señores Diputados piensan de otra 
manera, retiro mi indicación. 

El señor Concha i Toro. — El motivo indicado por 
el honorable Secretario, pudiera en otras circunstan- 
cias haber sido suficiente para que un proyecto se de- 
jara para segunda discusión; pero desde que los seño- 
res Ministros del Interior i de Hacienda que ademas 
de ser miembros del Gabinete son diputados, se han re- 
tirado, ese motivo ha desaparecido i no hai inconvenien- 
te para que se vote desde luego el proyecto. 

El señor Lastarria. — ¿Por qué comprometerlos a 
que tomen parte en esta discusión? A ellos, como miem- 
bros del Gabinete, les deja la Constitución su opinión a 
salvo para que la hagan valer cuando llegue la opor- 
tunidad. 

El señor Presidente. — Se va a votar la indicación 
del señor Diputado por Valparaíso. 

El señor Varas. — ¿No se habia pedido- que este pro- 
yecto quedara para segunda discusión? 

El señor Presidente. — Posteriormente se ha retira- 
do esa indicación. 

El señor Varas. — ^En tal caso la hago yo. 

El señor Presidente. — ^Así se hará. 

El señor Errázuriz. — ^El debate está cerrado, i se- 
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■^.■5 - gtin el reglamento, un asunto en este estado no puede 
volverse atrás. 

El señor RecabArren. — ^El reglamento prohibe que 
después de puesto en votación un proyecto se tome otra 
determinación sobre él. 

El señor Presidente. — ^No estaba todavía en vota- 
ción. 

El señor RecabArren.: — Su Señoría dijo: «se va a 
votar este proyecto». 

El señor Presidente. — Uno de los señores diputa- 
dos que no se encontraba en la sala, es el que ha hecho 
la indicación i parece natural darle el tiempo que ne- 
cesita para que se instruya del asunto. 

El señor RecabArren. — Consúltese a la Cámara. 

El señor Presidente. — Toca al Presidente dirijir la 
discusión, i no creo que es honor para la Cámara privar 
a un Diputado del derecho de instruirse de una cues- 
tión. 

El señor ErrAzuriz. — Es que debió hacerlo oportu- 
namente. 

El señor RecabArren. — Si es cierto que el Presi- 
dente de la Cámara tiene el derecho de dirijir el debate, 
lo tiene en virtud i en conformidad del reglamento, i 
desde que éste dice que puesto a votación un proyecto 
no son admisibles las indicaciones. Su Señoría no pue- 
de hacerlo tampoco. 

Se votó si el proyecto quedaba para segunda discu- 
sión, i resultó la negativa con 12 votos en contra. 

Se votó el proyecto de lei del señor Lastarria, i fué 
aprobado con solo dos votos en contra. 



Esta declaración de la Cámara de Diputados de Chi- 
le fué acó j ida con entusiasmo por la prensa entera de 

LASTARRIA. — YOL. IV 26 
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la República i por la de todos los Estados de América, 
menos la de Rio de Janeiro, donde la combatió, como 
peligrosa, un diario que apoyaba al Ministerio, i donde 
los demás se abstuvieron de calificaria. 

Varios miembros de la Cámara de Diputados del Pe- 
rú presentaron como proyecto la misma declaración, 
i en la Cámara de Bolivia fué la Comisión de Negocios 
Estranjeros la que la sometió a deliberación. Entre 
tanto, en ambos Congresos se esperó la resolución del 
Senado de Chile, en atención a que aquí se habia dado 
a la moción el carácter de un proyecto de lei. Pero el Mi- 
nisterio chileno trepidó. Tuvo temores de que se sancio- 
nara como lei del Estado una declaración que de nin- 
guna manera podia comprometer nuestras relaciones 
internacionales, i que no tenia otro fin que el de con- 
signar un principio de nuestro derecho público, que el 
mismo gobierno hizo valer tantas veces después en las 
discusiones que ocurrieron con motivo de la guerra 
con España i de la cuádruple aUanza. El Ministerio so- 
metió el acuerdo de la Cámara de Diputados a varias 
conferencias privadas con los senadores i con algimos 
personajes, cuyo voto le merecia respeto, i ante los cua- 
les las prolijas esplicaciones i razonamientos del autor 
de la moción no tuvieron valor alguno. El miedo i la 
falsa apreciación de los verdaderos intereses america- 
nos triunfaron de todo; i el resultado de aquellas con- 
ferencias fué el acuerdo unánime del Ministerio i del 
Senado para dejar encarpetado el proyecto en los ar- 
chivos de aquel Cuerpo, verdadero cementerio de to- 
das las ideas überales que han podido hacerse paso al 
través de las influencias del Gobierno en la Cámara de 
Diputados. 

Naturalmente siguieron la misma suerte las propo- 
siciones hechas en los Congresos del Perú i de Bolivia, 
los cuales quedaron esperando el triunfo completo de 



— 40? — 



la idea en Chile. Estas proposiciones son dignas de figu- 
rar en este cuadro, como complemento de la historia 
de ima idea que tarde o temprano volverá a sur j ir. La 
presentada en Bolivia dice así: 



«Soberano señor: 

La Comisión de Negocios Estranjeros propone a la 
Asamblea Lejislativa la siguiente sanción: 

«Bolivia no reconoce como conformes al derecho in- 
ternacional americano los actos de intervención euro- 
pea en América, ni los gobiernos que se constituyan en 
virtud de tal intervención, aunque esta sea solicitada; 
ni pacto alguno de protectorado, cesión o venta, o de 
cualquiera otra especie que menoscabe la soberanía o 
la independencia de un Estado Americano a favor de 
potencias europeas, o que tenga por objeto establecer 
una forma de gobierno contraria a la repubUcana repre- 
sentativa, adoptada en la América, antes española. 

»Aimque la Constitución parezca atribuir al Poder 
Ejecutivo toda iniciativa en las relaciones internacio- 
nales, como se desprende del examen i comparación de 
los artículos 26, 14 i 54, párrafos 24 i 25, con todo como 
el objeto de la presente sanción no es la iniciativa de 
una negociacioa dada, ni es de tal naturaleza que pu- 
diera comprometer los intereses o derechos propios de 
la nación: sino que es la consagración de un principio 
reconocido en tesis jeneral por todas las naciones i aho- 
ra apücable a favor de Repúblicas que, nacidas de un 
mismo orí jen, en una misma época, i por un esfuerzo 
común i simultáneo pueblan el continente Americano, 
la comisión confía en que atendidas las consideraciones 
de oportunidad de la enunciada sanción, que pasa a es- 
poner, será unánimemente acojida por la Asamblea. 

»E1 Poder Ejecutivo ha informado a la Asamblea de 
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los hechos de intervención europea que tan rápida i de- 
sembozadamente han venido a conmover la indepen- 
dencia hispano-americana. La reconquista de Santo 
Domingo emprendida por la España, la monarquiza- 
cion de Méjico emprendida por la Francia, i la inter- 
vención mas recientemente emprendida por la España 
en el Perú, i aun no bien claramente caracterizada, son 
hechos acerca de los cuales el mismo Poder Ejecutivo 
ha pedido a la Asamblea alguna manifestación, algima 
regla que le permita obrar con ñrmeza i seguridad de 
principios en las eventualidades que pueden sobre- 
venir. 

»En circunstancias i emerjencias tales, la Comisión 
ha procurado remontarse con la idea a los tiempos no 
lejanos, en que el gran fundador de Bolivia, hallándose 
colocado como atalaya i representante el mas conspi- 
cuo de la independencia americana, promovió la reu- 
nión del Congreso de Panamá, i con la previsión i tena- 
cidad de su jenio, persistió en contrarrestar con ese 
Congreso la Santa AUanza. La inesperiencia política 
de algunas secciones americanas, i los celos de poder a 
que entonces dieron cabida por una parte, i por otra 
la debilidad en que fueron cayendo gradualmente los 
planes de la Santa Alianza, ya por la noble oposición que 
entonces hallaron en la Inglaterra, ya por el desarro- 
llo i espansion que tomaban las ideas überales, hasta 
producir la gran revolución dinástica de julio de 1830, 
ya también por las enormes desgracias de que enton- 
ces mismo comenzaron a ser víctimas algunas seccio- 
nes americanas, todo esto hizo que se diese de mano al 
Congreso de Panamá i a la fundación del derecho in- 
ternacional americano que tenia por objeto. 

»Las posteriores tentativas de Congresos America- 
nos no fueron tan felices, o fueron igualmente malo- 
gradas, pero es de advertir que, en la opinión délos mis- 
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mos gobiernos que las hicieron, ya no eran los peligros 
de parte de la Europa, sino mas bien los de parte de las 
mismas Repúblicas los que las aconsejaban. Los Con- 
gresos Americanos eran solicitados contra los vaivenes 
intestinos de las instituciones republicanas, pues que 
olvidada la amenaza europea de la Santa Alianza i con 
la confianza de la espansion que tomaban las relaciones 
pacíficas i comerciales de América con Europa, no era 
de presumir que pudiera resucitar la Santa Alianza. 

»Si, pues, contra todas las previsiones se ha verifica- 
do en Europa ese retorno i reacción hacia los planes de 
la Santa Alianza; si una amenaza i peligro de esta mag- 
nitud no puede conjurarse por las Repúblicas hispano- 
americanas aisladamente; si desde 1824, el Ubertador 
Bolívar propuso conjurarlo por medio de la unión en 
un Congreso que debia crear el derecho internacional 
americano; si el Congreso de Panamá i los que después 
se promovieron en nuestro continente no podían ini- 
ciar su gran cometido de otra manera mejor, que san- 
cionando el principio de notorio i justísimo derecho, i 
de inmediata aplicación práctica, que queda consig- 
nado; si su sanción constitucional en cada una de las 
Repúblicas americanas equivale i aun aventaja a la 
sanción obtenida en reunión de Plenipotenciarios, de 
las mismas, por cuanto a la espontaneidad se añade la 
fuerza de la mayor i mas calmada reflexión; si la san- 
ción propuesta no es enteramente nueva, i es mas bien 
la reproducción jeneralizada i mas comprensiva de la 
que los Estados Unidos hicieron en 1825 i la Nueva 
Granada en época mas reciente; si por otra parte, el 
estado de interdicción diplomática entre Bolivia i Chile 
ocasionado por la cuestión territorial en que nuestros 
derechos, a pesar de su evidencia, han sido pospues- 
tos a la circunstancia material i esterna de hallarse la 
República sin acción marítima; si este estado de inter- 
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dicción no perjudica, i antes bien realza la comunión i 
la confraternidad de ambas repúblicas representadas 
por sus respectivos Congresos, en los que se procede 
simultáneamente a la sanción de un mismo gran prin- 
cipio de derecho internacional americano; si esa san- 
ción simultánea en ambos Congresos, indica también 
i mui a propósito, el designio de aplazar la cuestión 
territorial de ambas repúblicas ante la necesidad su- 
prema i el peligro común del continente; si todo lo es- 
puesto, en fin, se halla en la conciencia de la Asamblea, 
la Comisión cumple con la iniciativa, que es de su 
incumbencia, haciendo esta lijera manifestación del 
pensamiento americano que entraña la sanción pro- 
puesta al principio. 

»Sala de la Comisión en Cochabamba, 24 de agosto 
de 1864.— Aspiazu.— Manuel María Caballero.— Sali- 
nas. ^Alejo Barragan.— Mariano Sandoval. 

»Sala de sesiones en Cochabamba, a 3 de setiembre 
de 1864.— Imprímase.— P. O. de S. E.—Mujía, Secre- 
tario.» 

En la Cámara del Perú se hicieron las dos mociones 
que constan de la siguiente minuta: 

«CÁMARA DE DIPUTADOS 

SESIÓN DEL 13 DE AGOSTO 

Presidencia del señor Pino 

»Se aprobó el acta. 

»Se dio lectura a una nota del Senado invitando a la 
Cámara de Diputados a reunión de Congreso para to- 
mar en consideración las ternas presentadas por el Go- 
bierno con el fin de que se provea una vocalía en la Cor- 
te Suprema. 
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»Se acordó que a las cinco de la tarde tuviera lugar 
la reunión. 

»Se leyeron después las proposiciones siguientes: 

PRIMERA 

El Congreso de la República Peruana 

Considerando: 

»i.o Que la Union Americana con nada se consolida 
tanto como con la uniformidad de los buenos princi- 
pios: 

»2P Que los que acaba de espresar la República de 
Chile en la declaración aprobada por la Cámara de Di- 
putados del Congreso de aquella nación, son tan dignos 
de imitarse que deben ser aceptados literalmente por 
todas las Repúblicas Americanas i mui especialmente 
por la del Perú, ahora que se encuentra amagada por 
una monarquía europea, 

»Declara: 

»La República del Perú no reconoce como conformes 
al derecho internacional americano los actos de inter- 
vención europea en América, ni los gobiernos que se 
constituyan en virtud de tal intervención aunque ésta 
sea soUcitada: ni pacto alguno de protectorado, cesión 
o venta de cualquiera otra especie, que mengüe la so- 
beranía e independencia de un estado americano a fa- 
vor de potencias europeas, o que tengan por objeto 
establecer una forma de Gobierno contraria a la Re- 
pública representativa adoptada en la América Espa- 
ñola. 

Lima, agosto 13 de 1864. — Manuel Francisco Bena- 
vides. — Juan de los Heros, — Francisco de Paula Rome^ 



